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El pasado 6 de diciembre se cumplieron cuarenta y cinco años desde la aprobación 
de la Constitución Española de 1978. Nuestra Carta Magna, como bien recordaba Su 
Majestad el Rey Don Felipe VI en su discurso de apertura de la presente legislatura, 
establece la libertad, la igualdad, la justicia y el pluralismo político como valores en 
los que se basa nuestra convivencia democrática. Unos valores que, como bien se 
apuntaba en dicho discurso, no están anclados en el pasado, sino que, al contrario, se 
encuentran plenamente vigentes. Es necesario reivindicar, transcurrido casi medio si-
glo desde su aprobación, su valor, esencial para el desarrollo de nuestra democracia. 
Por ello, haciendo nuestras las palabras de nuestro Rey, “debemos honrar su espíritu, 
respetarla y cumplirla, para hacer efectiva la definición de España como un Estado 
Social y Democrático de Derecho”.

Apenas unos meses antes de que se aprobara el texto constitucional, inició su andadu-
ra la Asociación de Abogados del Estado. Nunca agradeceremos lo bastante a quienes 
impulsaron la idea de construirla. Sus fines esenciales son “el fomento y defensa de los 
intereses profesionales y corporativos de los Abogados del Estado”. Nuestra Asocia-
ción siempre ha carecido, y creemos que así debe ser, de un carácter o naturaleza po-
lítica. Su objetivo no es otro que el de la defensa de los intereses que nos son propios. 
Y, además, afortunadamente, se ha mantenido como una Asociación única, que, como 
tantas veces hemos destacado desde las páginas de esta revista, quiere ser la casa de 
todos. Siendo innumerables las ventajas que presenta tener una sola voz, es también 
necesario poner de manifiesto que ello obliga a tratar de acoger en ella las distintas 
posturas de quienes formamos parte de la misma. No es sencillo. Pese a ello, siem-
pre hemos tratado, no de contentar a todos, quimera imposible, pero sí de escuchar y 
aprender de los compañeros que forman parte de la Asociación. Sus distintas ideas o 
criterios respecto de las cuestiones que hemos abordado merecen ser escuchadas. Es, 
por ello, difícil responder a las demandas de una sociedad cada vez más acostumbra-
da al valor de la respuesta instantánea, si bien trataremos de mejorar al respecto. Y, en 
todo caso, defenderemos el valor de la pertenencia a esta Asociación y el de nuestro 
trabajo como servidores públicos. Forma parte de nuestra razón de ser.

Hace un año se produjo la aprobación del Real Decreto 1023/2022, de 5 de diciem-
bre, que, como analizamos en un editorial previo de la revista, supuso un primer paso 
hacia un cambio estructural muy significativo en la Abogacía General del Estado; 
ahora bien, solamente una apuesta decidida por su modelo permitirá lograr los obje-
tivos perseguidos con la reforma. En este contexto, no podemos dejar de señalar que, 
mediante el Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, se ha producido el tránsito 
de la Abogacía General del Estado hacia el Ministerio de Presidencia, Justicia y Re-
laciones con las Cortes desde la que ha sido nuestra casa en los últimos treinta y ocho 
años: el Ministerio de Justicia. Los Abogados del Estado nacimos como Abogados de 
la Hacienda, hemos trabajado casi cuarenta años en el Ministerio de Justicia y ahora 
pasamos a formar parte del Ministerio de Presidencia, dependiendo directamente del 
ministro. Este tránsito da respuesta a una reivindicación histórica de numerosos com-
pañeros, aunque no fuera compartida por todos. Nuestra adscripción al Ministerio de 
Presidencia se encuentra ligada a la consideración de la Abogacía del Estado como 
unidad al servicio de toda la Administración General del Estado y no de un concreto 
ámbito o sector de la aquella, tanto en el desempeño de las tareas consultivas como en 
las contenciosas. Este cambio planteará a buen seguro nuevos retos a la Abogacía Ge-
neral del Estado y al Cuerpo de Abogados del Estado, siendo los principios de legali-
dad, libertad de criterio técnico y unidad de doctrina los que deben ser reivindicados 
por todos nosotros al abordar aquellos. Responder en derecho, con un criterio fundado 
y siendo conscientes de que todos, previa superación de un riguroso proceso selectivo 
que no puede perder este carácter, formamos parte tanto de una institución como de 
un Cuerpo que merecen, sin duda, la pena. Nuestro esfuerzo personal diario, el trabajo 
en equipo y realizar el camino junto a nuestros compañeros seguro que nos ayuda a 
seguir defendiendo nuestra labor, desarrollada con muchas más luces que sombras en 
los últimos ciento cuarenta y dos años. Es nuestra responsabilidad. 
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E n el número 47 de esta revista, de ju-
nio de 2018, se publicaron mis En-
cuentros con la familia Miñarro. La 

serie El Cine en la Formación del Ju-
rista no daba más de sí y empecé otra 
con el título de El Cine que me gusta. El 
cambio me obligó a dedicar más tiempo 
a cada película, tanto por la enjundia de 
sus diálogos como por su largo metraje 
y puse fin a los Encuentros. Pasaron cin-
co años, cinco cortos años, pues, como 
sabéis muchos de vosotros, a las gran-
des alturas de la vida los años adquieren 
una velocidad inusitada cual si les afec-
tara la ley física de la gravedad. Un día 
de la primavera de este año 2023 leí en 
El Confidencial que se había concedido 
el premio al mejor abogado de despacho 
a Jesús Remón. Se me encendió una lu-
cecita, tímida, que me empujaba a vol-
ver a mis Encuentros. Vino el verano y 
con él los baños en la piscina de mi Aso-
ciación (la comunitaria del barrio, no la 
otra). Terminados los calores, la luceci-
ta volvió a surgir y a alumbrar la figura 

de Jesús Remón, un Abogado del Esta-
do, número 1 de la promoción de 1986, 
que, después de diversas aventuras en el 
sector público, emigró al privado, y con-
siguió llegar a lo más alto. Aquí lo tengo 
frente a mí, dispuesto yo a disfrutar de su 
bonhomía habitual. La RAE define este 
sustantivo, poco utilizado porque pocos 
lo merecen, como “afabilidad, sencillez, 
bondad y honradez en el carácter y en el 
comportamiento”.

I. Antes de entrar en tu vida profesional, 
procederé, siguiendo la línea tradicional 
de estos Encuentros, a pedirte los datos 
personales precisos para que nuestros 
lectores te conozcan mejor. Háblame, 
Jesús, de tus orígenes.

J. Nací en Badajoz. Mi padre, que tam-
bién había nacido en Badajoz, era In-
geniero de Minas y matemático. Fue 
funcionario y pronto nos trasladamos a 
Madrid. Tengo tres hermanos y soy el 
mayor. En mi familia, como en tantas 

otras, se daba mucha importancia a los 
estudios y a mis padres les gustaba ha-
cer viajes, todos juntos, por Europa (Ita-
lia, Alemania, Grecia, Austria, etc.). Mi 
madre, cordobesa, no descuidaba ningún 
detalle. En definitiva, tengo recuerdos 
imborrables de una vida familiar muy 
feliz.

I. ¿A qué colegio fuiste? ¿Eras de los 
llamados empollones de tu clase? ¿Qué 
materias se te daban mejor?

J. Pasé por varios colegios. El último, 
en el que cursé los últimos años del ba-
chillerato y el COU, el colegio de los je-
suitas en Madrid. Fui buen estudiante. 
Me gustaban especialmente la filosofía, 
la literatura y la historia del arte. En el 
colegio, eran pocas las semanas que no 
terminaban con una visita al Museo del 
Prado. Siempre comenzaban con los pri-
mitivos flamencos, los italianos (Fray 
Angélico) para desembocar en Veláz-
quez (Las Lanzas o Las Meninas).

Ignacio del Cuvillo | Abogado del Estado

Abogado del Estado excedente y Socio-Presidente de Uria Menéndez

Encuentros con  

Jesús Remón Peñalver

ENCUENTROS
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I. ¿Elegiste pronto estudiar Derecho y 
con un horizonte posterior definido?

J. Mi vocación inicial era la Filosofía. No 
había tradición de abogados en la familia. 
Fui el primero. Mis tres hermanos siguie-
ron luego ese mismo camino. Fueron mis 
padres quienes me aconsejaron simulta-
near Filosofía con Derecho. Así lo hice 
y me alegro de haber seguido su consejo.

I. Imagino que te matricularías en una 
Universidad madrileña.

J. Mis años de Universidad, en la Com-
plutense, son los de la Transición. Mu-
chos de los profesores estaban volcados 
en la política y aportaban sus esfuerzos 
a ese gran logro colectivo de integración 
social y política que se condensó en la 
Constitución de 1978. Seguí el proceso 
constituyente con mucho interés. No fue-
ron pocas las sesiones del pleno del Con-
greso de los Diputados a las que asis-
tí desde la tribuna de invitados. Fueron 
años apasionantes de construcción de un 
sistema fundado en los consensos que 
se iban alcanzando entre todas las fuer-
zas políticas para construir la España de 
todos. Fue una época brillante en la que 
se apartó el sectarismo para insistir en lo 
que nos unía como españoles y europeos.

I. ¿Qué asignaturas preferías?

J. Me gustaba mucho el Derecho cons-
titucional y el administrativo, pero tam-
bién el civil, el mercantil y la filosofía 
del Derecho. Siempre consideré que el 
Derecho no puede estudiarse al margen 
de la historia, la filosofía, la política, la 
literatura, la sociología o la economía. 
Su función es dar respuesta a las necesi-
dades sociales y por eso mismo no pue-
de entenderse independientemente del 
contexto en que se produce y aplica. Esa 
intuición se reveló en su plenitud cuan-
do estudié el Derecho de Sociedades del 
profesor Girón Tena, una obra simple-
mente excepcional en la que la econo-
mía y la historia aparecen como instru-
mentos esenciales para llegar al núcleo 
de muchos problemas. Este libro, junto 
con el Curso de Derecho Administrativo 
del maestro García de Enterría, los Fun-
damentos del Derecho Civil Patrimonial 
del también maestro Díez-Picazo y la 
Metodología de la Ciencia del Derecho 
de Karl Larenz sirvieron de mucho para 

confirmar que no me había equivocado 
al estudiar Derecho.

I. ¿La oposición a Abogado del Estado 
fue un objetivo desde el principio de tus 
estudios jurídicos? ¿Cuáles fueron los 
motivos de la elección?

J. La primera vocación que se fraguó en 
esos años era la universitaria. Pude ha-
cer la tesis doctoral en el Real Colegio 
de España en Bolonia, pero la situación 
que ya entonces padecía la Universidad 
me decidió a cambiar finalmente de ca-
mino y preparar las oposiciones. En mi 
elección tuvo mucha influencia mi pa-
dre y, a su través, algunos amigos suyos 
que eran Abogados del Estado. Por otro 
lado, me gustaba tanto el derecho públi-
co como el derecho privado. Disfrutaba 
con los asuntos político-constitucionales 
y me preocupaba lo público. La elección 
fue una decisión simplemente natural.

I. Descríbeme brevemente tu paso por la 
academia donde te preparaste.

J. Preparé con Manolo Goded, José An-
tonio Piqueras y Manolo Martín Timón. 
Tres grandes maestros, tres grandes 

Abogados del Estado y tres grandes per-
sonas. El sabio pragmatismo de Mano-
lo, la siempre inteligente eficacia de José 
Antonio y la desbordante humanidad, 
pasión y energía de Manolo Martín Ti-
món eran una combinación excepcional 
para iluminar el camino.

I. Si no me falla la memoria, fuisteis la pri-
mera promoción posterior a la creación del 
Cuerpo de Letrados del Estado. Esta refor-
ma unió, con poco éxito y por poco tiem-
po, los Cuerpos de Abogados del Estado, 
Letrados del Consejo de Estado, Letrados 
del Ministerio de Justicia y Letrados de la 
Dirección General de los Registros.

J. Las oposiciones se convocaron, en 
efecto, para el Cuerpo de Letrados del 
Estado en la primavera de 1985. El tri-
bunal lo presidió D. Antonio Hernández-
Gil, quien, tras haber sido presidente de 
las Cortes Generales, lo era entonces del 
Consejo de Estado y fue nombrado –en 
medio de las oposiciones– Presidente del 
Tribunal Supremo. Si no recuerdo mal, 
su última actuación en el tribunal antes 
de pasar a presidir el Supremo, fue mi 
primer ejercicio práctico. Lo sustituyó D. 
Miguel Vizcaíno, consejero permanente.
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La oposición terminó en diciembre de 
1985 y tomamos posesión en febrero de 
1986. Inicialmente, se me dijo que aca-
so debería ir al Consejo de Estado pero 
estaba pendiente el recurso de incons-
titucionalidad que se había interpuesto 
contra la Ley de creación del Cuerpo de 
Letrados del Estado (1984). Entre otros 
motivos, se sostuvo que la integración en 
otros Cuerpos del de Letrados del Con-
sejo de Estado no podía hacerse por ley 
ordinaria. El recurso fue estimado, en 
ese punto, por la STC 99/1987, de 11 de 
junio. Tras esta sentencia, yo era secreta-
rio de nuestra Asociación cuando el Pre-
sidente del Gobierno, Felipe González, 
nos concedió una audiencia en La Mon-
cloa en la que insistimos en nuestra peti-
ción de recuperar el nombre del Cuerpo. 
La reunión fue un éxito. En 1989 recupe-
ramos el nombre y volvimos a llamarnos 
Abogados del Estado.

I. No sé si tu promoción obtuvo destino 
en lo que antes llamábamos “provincias” 
y luego “periferia”. Dime dónde comen-
zaron tus servicios como Abogado del 
Estado y los puestos que te fueron asig-
nados sucesivamente.

J. Varios compañeros de promoción sí 
fueron destinados a “provincias”, pero 
salieron 6 o 7 plazas en Madrid. Tras pe-
dir consejo, opté por la Delegación del 
Gobierno y Delegación de Hacienda en 
Madrid, donde sustituí a la siempre re-
cordada y ejemplar compañera Rosa Ló-
pez Toral. Recuerdo con afecto y gratitud 
las mañanas de aprendizaje que pasé con 
Rosa, que me fue presentando a los direc-
tores provinciales y al Delegado del Go-
bierno. Sus consejos, envueltos en ama-
bilidad y elegancia, fueron muy valiosos.

Tenía mi despacho en la Delegación de 
Hacienda. Habíamos dejado de liqui-
dar el ITP pero eran muchas las consul-
tas que nos hacían desde la inspección 
de tributos. En esa época, participé en 
muchas mesas de contratación y se me 
solicitaron un montón de dictámenes e 
informes. Al poco, tuve una comisión 
de servicios en la Dirección General de 
Aduanas e Impuestos Especiales y en 
Loterías. Fueron años de mucho traba-
jo y disfruté con grandes compañeros 
y buenos amigos. Nuestro jefe era José 
María Fernández Daza, un tipazo que se 
diría en Iberoamérica.

De la Delegación del Gobierno en Ma-
drid pasé a la Subdirección de lo Conten-
cioso a ocuparme de los pleitos civiles y, 
de ahí, en 1988, tuve el privilegio de pa-
sar a la Abogacía del Estado ante el Tri-
bunal Constitucional. Allí coincidí, a lo 
largo de los años, con Pepe Pabón, José 
Luis Muñoz, José Luis Fuertes y Pepe 
Villar, siempre bajo la jefatura y magis-
terio de una de las mejores personas y de 
los más eminentes Abogados del Estado, 
juristas e intelectuales que he conocido, 
Jesús García Torres.

I. ¿Cuáles fueron tus impresiones al pa-
sar de la teoría a la práctica?

J. La teoría y la práctica se presentan a 
veces como círculos contrapuestos, pero 
está claro que no puede haber buena 
práctica sin mejor teoría. La práctica de 
la abogacía se asienta sobre dos pilares: 
la ciencia y el oficio, la lógica y la retó-
rica. La clave de nuestra profesión está 
en la capacidad de generar confianza, de 
argumentar utilizando con rigor los con-
ceptos acuñados por la ciencia del Dere-
cho. El oficio no solo exige elocuencia 
sino, sobre todo, mucho sentido común, 
altas dosis de serenidad y dedicar tiempo 
a conocer a las personas, saber a quién 
nos dirigimos en cada caso para con-
vencerle del justo equilibrio que subya-
ce en una cláusula contractual o de las 
razones que defendemos en un proceso. 

Esta parte del oficio del abogado es muy 
importante y es incomprensible la escasa 
atención que se le presta a la teoría de la 
argumentación, a la lógica de los concep-
tos o a la retórica en los planes de estu-
dios de nuestras Facultades de Derecho.

I. Pasemos ahora al momento en que te 
vi por primera vez. Fue en el despacho 
de José María Pérez Tremps, Secretario 
del Consejo y de Asuntos Jurídicos del 
INI. ¿El año 86? Yo era Director de la 
Asesoría Jurídica y ya llevaba 11 años 
en la casa. José María nos presentó, me 
senté y seguisteis la conversación, no re-
cuerdo sobre qué. Habías entrado a tra-
bajar en una empresa del Grupo INI o 
estabas a punto de hacerlo. Te invito a 
que nos digas tus impresiones de esa fa-
ceta de tu vida en el sector público em-
presarial. Las actividades del Grupo eran 
de todo género y calidad. Se fabricaban 
desde grandes buques y aceros hasta al-
fombras y helados. Esto último molestó 
al ministro de Industria, Carlos Solcha-
ga, cuando entró a formar parte del Go-
bierno de Felipe González. Cada vez que 
criticaba la composición del Grupo, ha-
blaba de los helados.

J. Sí, sería el año 1986. José María Pérez 
Tremps había sido miembro de mi tribu-
nal de oposiciones. Fui nombrado suce-
sivamente consejero de diversas empre-
sas públicas y secretario del consejo de 
administración de alguna otra. Mi co-
laboración con el Grupo INI/TENEO/
SEPI fue más que enriquecedor. Me per-
mitió conocer el funcionamiento inter-
no de una sociedad mercantil. Allí había 
además un grupo de compañeros y abo-
gados de primera fila, grandes personas 
y extraordinarios profesionales, de quie-
nes aprendí un montón de cosas. Las Jor-
nadas jurídicas que se celebraban cada 
año mezclaban la experiencia empresa-
rial con la innovación jurídica. ¡Un lujo!

I. Llegamos ahora al gran salto: tu incor-
poración como socio al despacho Uría 
Menéndez en el año 1996. ¿El pase al 
sector privado lo habías considerado an-
tes o lo decidiste sobre la marcha? ¿Cuá-
les fueron tus razones?

J. A pasar al sector privado se me ha-
bía invitado en diversas ocasiones desde 
que ingresé en el Cuerpo. Si finalmen-
te me decidí a pasar a la excedencia fue 

La práctica de la 
abogacía se asienta 
sobre dos pilares: 

la ciencia y el oficio, 
la lógica y la retórica. 
La clave de nuestra 

profesión está en 
la capacidad de 

generar confianza, 
de argumentar 
utilizando con 

rigor los conceptos 
acuñados por la 

ciencia del Derecho
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por la combinación de dos elementos: en 
primer lugar, cierta falta de motivación, 
tras muchos años de trabajo en lo mis-
mo, unida al deseo de afrontar nuevos 
retos; y, en segundo lugar, que la oferta 
me la hacía el despacho Uría Menéndez, 
plagado de grandes maestros, que com-
binaba el ejercicio de la abogacía con 
una matriz universitaria que nunca había 
dejado de interesarme y que asumía una 
misión institucional comprometida con 
la sociedad y la creación de Derecho. 
Pero déjame que te explique lo que quie-
ro decir con la falta de motivación. El 
sector público tiene, desde mi personal 
experiencia, algunas carencias a la hora 
de motivar al servidor público. Sentir el 
aprecio del cliente, conocer al detalle las 
razones y el interés que subyace en un 
encargo profesional, ser plenamente co-
nocedor de sus efectos, sufrir o disfrutar 
con el resultado del trabajo, son factores 
imprescindibles para gozar de nuestra 
profesión. Esos factores son, en mi opi-
nión, los que refuerzan con mayor inten-
sidad nuestro compromiso con el cliente 
en el sector privado y alimentan diaria-
mente la vocación profesional.

I. “La huida al sector privado” es pre-
cisamente uno de los grandes problemas 
del Cuerpo. Hace poco se publicó en la 
revista un trabajo mío en el que se con-
firmaban las sospechas de cierta prensa 
interesada que sostenía que la mitad de 
los Abogados del Estado militaban en el 
sector privado o político-administrativo. 
Pues bien, se quedaron cortos. Los “fugi-
tivos” ascendían al 60%. Nada más lógi-
co. Cien, doscientos, licenciados en De-
recho son concienzudamente preparados 
para ejercer la abogacía como servidores 
del Estado, previa la superación de unos 
duros ejercicios, orales y escritos. Pero, 
el Estado no es un patrono generoso en 
lo económico y tampoco ofrece una ca-
rrera con perspectivas de avance profe-
sional. A nadie puede extrañar, por tanto, 
que las grandes empresas y despachos 
echen las redes en los caladeros jurídicos 
estatales. Por un momento, Jesús, ponte 
en la acera de enfrente y danos ideas que 
ayuden a la permanencia en el Cuerpo.

J. Lo que planteas son cuestiones larga-
mente discutidas. Puedo darte mi opi-
nión, pero muy lejos, claro está, de nin-
gún afán dogmático. Estoy convencido 
que, como escribió Ribeyro, “la locura 

no consiste en perder la razón, sino en 
querer llevarla siempre”. Solo me atre-
vo a apuntar alguna idea.

Como tantos otros compañeros, no hice 
las oposiciones por la retribución. Me 
importaba la formación, me movía for-
mar parte de un Cuerpo con una bien 
ganada, una inmejorable e indiscuti-
da reputación de excelencia profesional 
y compromiso con el interés público al 
servicio del Estado. Me animaba la de-
dicación al Derecho y el trato con com-
pañeros de primera categoría y con un 
insuperable nivel de autoexigencia. Y, 
como te decía antes, lo que me desani-
mó no fue tanto el dinero como la escasa 
motivación que derivaba de la distancia 
que, desde mi experiencia en tribunales, 
sentía sobre las razones y los efectos úl-
timos de nuestro trabajo. Fue esto lo que, 
junto al reto que suponía el cambio, me 
llevó a la excedencia.

Estos factores motivacionales son los 
que yo diría que hay que trabajar. La 
misión del Abogado del Estado es de 
la máxima importancia en un Estado de 
Derecho. Hay que reforzar su pleno re-
conocimiento. La pasión por el Derecho 
y el compromiso con el cliente, en un 
clima de sano compañerismo y persecu-
ción de la excelencia, es un motor esen-
cial para disfrutar de las muchas horas de 
dedicación que exige nuestra actividad 
profesional. Hay que pasárselo bien en 
el trabajo. Eso puede alcanzarse tanto en 
el sector público como en el privado. Yo 
lo encontré en la Abogacía del Estado, 
donde la importancia de los asuntos y el 
nivel de los compañeros te llevaba a no 

escatimar dedicación, a trabajar muy a 
gusto. Lo importante, desde mi ya lejana 
experiencia, es hacer partícipe al Abo-
gado del Estado de la relevancia de su 
misión, motivarle y reconocer, explícita-
mente, a su intervención la importancia 
que, naturalmente, debe tener en nuestro 
Estado Social y Democrático de Dere-
cho. En esa línea, siempre pensé que la 
Abogacía del Estado debía estar integra-
da en la Presidencia del Gobierno.

I. Te pongo sobre la mesa un tema can-
dente: ¿Abogados del Estado o del 
Gobierno?

J. La dicotomía entre Abogados del Es-
tado o del Gobierno siempre me ha pa-
recido un falso problema. El respeto ins-
titucional de los Abogados del Estado 
al sistema político constitucional no es 
discutible. En nuestra Constitución es el 
Gobierno quien dirige la política interior 
y exterior y la administración civil y lo 
hace con plena legitimidad democrática. 
De ahí que el Gobierno personifique al 
Estado a la hora de impartir instruccio-
nes a su servicio jurídico, sin perjuicio 
de otras tareas como la intervención en 
recursos, cuestiones de inconstituciona-
lidad o cuestiones prejudiciales en las 
que brilla la defensa del orden jurídico 
y las leyes. Naturalmente, esto no impi-
de que en su labor consultiva el Abogado 
del Estado deba hacer oír su voz, cuando 
se le solicita, con plena libertad e inde-
pendencia, como leal colaborador de las 
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tareas de la Administración. Pero en la 
labor contenciosa, toca defender los de-
rechos e intereses del Estado en la for-
ma en que hayan sido configurados por 
el Gobierno y la Administración.

I. Han pasado 27 años y eres Socio Pre-
sidente en Uría Menéndez. Dime cuáles 
fueron tus sensaciones al empezar en esa 
otra orilla jurídica y cuáles han sido al 
llegar a la Presidencia.

J. Desde el primer día me sentí acogido y 
en casa. El trato con personas como Ro-
drigo Uría González, Aurelio Menéndez, 
Rodrigo Uría Meruéndano o Juan Luis 
Iglesias, por citar solo a quienes desgra-
ciadamente ya no están entre nosotros, 
era fuente continúa de inspiración, ir su-
bido a hombros de gigantes. El trabajo 
con los compañeros, en una atmósfera 
de respeto, solidaridad, humildad, com-
promiso y valores, eran y siguen siendo 
un desafío que te hace sentir que todo es 
posible. La dedicación a la formación de 
los jóvenes abogados, movidos por la 
ilusión de convertirse en los mejores, te 
impulsa a tratar de hacer las cosas cada 
día un poco más perfectas. Y el compro-
miso y la entrega al cliente, la extraordi-
naria responsabilidad que asumes al me-
recer su confianza, siendo consciente de 
sus necesidades y objetivos, es un motor 
inagotable para seguir esforzándote al 
máximo en cada encargo, en cada tarea, 
en cada consejo. Mis sensaciones, Igna-
cio, no han cambiado a lo largo de los 

años. Siempre he sentido la responsabili-
dad que supone disfrutar de la confianza 
de mis socios y el deber de hacer todo lo 
posible para ir aumentando, entre todos, 
el legado de reputación y excelencia que 
recibimos de las generaciones que nos 
precedieron, en un despacho que ha su-
perado los 75 años desde su fundación.

I. ¿En qué materias o actividades te has 
sentido más cómodo?

J. Mi dedicación ha sido y es muy va-
riada. He compaginado la práctica del 
derecho público y constitucional con el 
procesal, incluido el penal, y el arbitra-
je doméstico e internacional. Y siempre 
he estado y sigo estando rodeado de un 
equipo formado por excelentes colegas y 
amigos, sin los que nada, absolutamente 
nada, habría sido posible. En Uría Me-
néndez somos un equipo y somos cons-
cientes de que no se trata de ser el me-
jor del equipo, sino de cooperar todos, 
con tanta humildad como energía, para 
intentar que nuestro equipo siga siendo 
el mejor.

I. ¿Afectó mucho el nuevo trabajo a tu 
vida familiar?

J. Mi incorporación a Uría Menéndez 
no afectó a mi vida familiar. A la plena 
disponibilidad se une una absoluta liber-
tad y flexibilidad, como es propio de una 
cultura profesional. Siempre he enten-
dido que la dedicación a la profesión es 

una forma de vida. Así lo he vivido en 
las épocas más alegres y en las más du-
ras, gracias a haber contado siempre con 
la comprensión y el apoyo de mi familia.

I. Conocer tus aficiones extrajurídicas 
nos dará una visión más cercana de tu 
personalidad. ¿Lectura, escritura, teatro, 
cine, música clásica o moderna, ópera, 
pintura? ¿Deportes, como espectador o 
como practicante? En cada caso, cítame 
obras y actividades preferidas.

J. Me gusta todo, Ignacio. Como lectu-
ras, más allá de ensayos o filosofía y de 
los clásicos, que siempre vuelven, citaría 
a Gabriel García Márquez, Mario Var-
gas Llosa, Javier Marías, Rafael Chirbes 
o Paul Auster; en teatro, a Oscar Wilde, 
Bertold Brecht o Tennessee Williams; en 
cine, a John Ford, Billy Wilder, Francis 
Coppola o Steven Spielberg, pero tam-
bién a Kurosawa, Wajda o Wong Kar-
Wai; me gusta tanto la música clásica 
como la moderna; y también me gus-
ta mucho la ópera, tanto Puccini como 
Wagner o Mozart; en arte, de El Greco 
a Van Gogh, de Velázquez a Picasso, de 
Rembrandt a Pollock; y en el contempo-
ráneo, de Lozano-Hemmer, Fontcuberta 
o Muntadas a Bill Viola o Refik Anadol 
y de Los Carpinteros a Daniel Canogar o 
Ciria. Soy de amplio espectro. Eso sí, en 
deportes no soy ecléctico: el Real Ma-
drid. También me gusta conversar alre-
dedor de una buena mesa y caminar… si 
no hay cuestas.

I. Te agradezco, Jesús, en nombre pro-
pio, en el de los compañeros integrados 
en la Asociación y en el de los no inte-
grados que acierten a leernos, el tiempo 
que nos has dedicado. Espero que desde 
ahora te conozcan todos, y vean que es 
posible reunir las virtudes del saber y la 
sencillez.

J. Muchas gracias, Ignacio, por este en-
cuentro. Soy miembro de la Asociación 
de Abogados del Estado desde que in-
gresé en el Cuerpo. Fui secretario de la 
Asociación unos cuantos años y leo cada 
número de la revista con el máximo inte-
rés. Creo que hacéis una labor muy im-
portante porque facilitáis un puente entre 
generaciones que estamos sólidamente 
unidas por el valor del esfuerzo, el res-
peto a las instituciones y la pasión por el 
Derecho. Gracias por todo. 

ENCUENTROS
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E l pasado 22 de septiembre celebró 
la Asociación el tradicional home-
naje a los compañeros que pasaron 

a la situación administrativa de jubila-
ción entre los meses de junio de 2022 y 
junio de 2023. El lugar elegido para la 
ocasión fue el Hotel Riu, emplazamien-
to que nos viene acogiendo desde el año 
2021. Como he señalado en tantas oca-
siones, bien merecen nuestros compa-
ñeros este reconocimiento, que, además, 
este año contó con una presencia récord 
de casi 280 asistentes. Como Presiden-
te de la Asociación, no puedo sino agra-
decer vuestra respuesta a un acto que no 
habría podido celebrarse sin la organi-
zación de los compañeros del Consejo, 
singularmente gracias a la dedicación de 
Ruth Doval. E igualmente es necesario 
destacar el esfuerzo que lleva a cabo to-
dos los años la secretaria de la Asocia-
ción, Cristina Tolivar, para que las cosas 
salgan bien en un día que es muy impor-
tante en nuestra vida asociativa.

Nos acompañaron en la comida los cua-
tro últimos presidentes de la Asociación: 
José Antonio Morillo-Velarde, Catalina 
Miñarro, José Ignacio Monedero y Ed-
mundo Bal. Quiero expresar mi agrade-
cimiento a todos ellos, pues sin su tra-

bajo y esfuerzo no habríamos llegado 
hasta el lugar en el que nos encontramos 
actualmente.

En actos como este es inevitable echar 
de menos a los ausentes. Si el año pasado 
recordábamos especialmente a Luis Sán-
chez Socías, el 22 de septiembre tuvimos 
muy presentes a dos compañeros que nos 
han dejado en este último año: Ricardo 
Miñarro y Nacho Redondo. Ricardo fue 
Abogado del Estado-Jefe en dos de las 
unidades más relevantes de nuestra Abo-
gacía: la Audiencia Nacional y el Tri-
bunal Supremo. Fue, además, miembro 
esencial de nuestra Asociación, de la que 
fue vicepresidente.

Nacho Redondo ha sido pieza clave en la 
Asociación y en las vidas de muchos de 
nosotros durante estos últimos 20 años. 
Número uno de su promoción y núme-
ro uno como compañero y amigo. Su 
mujer, Mamen, nos acompañó el día del 
homenaje, lo que agradecimos todos los 
que queríamos a Nacho, que éramos mu-
chos ese día. Como comenté en las pala-
bras que dirigí a los asistentes al evento, 
en momentos como el que vivimos quie-
nes echamos de menos a nuestros seres 
queridos, tienes que pensar que, aunque 

nada volverá a ser como antes, hay una 
salida para tanto dolor.

Como ya se puso de manifiesto en un le-
jano discurso del homenaje de 1978 a los 
compañeros que en aquel entonces se ju-
bilaron, este día nos encontramos en una 
estación en la que confluyen los compa-
ñeros recién ingresados, a los que da-
mos la bienvenida, con todo el camino 
por recorrer, y aquellos que ya han lle-
vado a término su viaje como Abogados 
del Estado, y de los que tenemos tanto 
que aprender. Para quienes estamos jus-
to a mitad de camino, como es mi caso, 
ambos grupos de compañeros son dos 
excelentes espejos en los que poder re-
flejarnos. Seguidamente haré una breve 
referencia de la semblanza profesional 
de los homenajeados.

Excusó su asistencia nuestro compañe-
ro Ramón Cerdeiras Checa, padre de 
nuestra compañera Gabriela Cerdeiras y 
miembro de la promoción de 1984. Ra-
zones profesionales impidieron a Ra-
món acompañarnos. Entre otros desti-
nos, prestó servicios en la Delegación de 
Hacienda y Tribunales de Badajoz, des-
de donde fue transferido a la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, asumiendo 

Homenaje a los compañeros jubilados
Fernando Bertrán Girón | Presidente de la Asociación de Abogados del Estado
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el asesoramiento y la defensa de la Jun-
ta respecto de todas las competencias del 
Estado que fueron cedidas entonces a las 
Comunidades Autónomas. En 1986 se 
incorpora al Servicio Jurídico del Esta-
do en Madrid, siendo posteriormente jefe 
del mismo en dos etapas, entre las cuales 
fue Secretario de TEA de Madrid. Tras 
compatibilizar su labor como Abogado 
del Estado con el ejercicio de la abogacía 
mediante un nivel 24 en el TSJ de Ma-
drid, solicita la excedencia voluntaria en 
2005. Tras empezar a colaborar con so-
ciedades de Societé de Banques Suisses 
(hoy UBS), desarrolla el resto de su vida 
profesional en el mundo del Capital Ries-
go, primero en Inversiones Ibersuizas, y 
luego en Portobello Capi hasta la fecha.

Enrique Urbano Rico Gamir forma 
parte de la promoción de 1987, ingresan-
do en el Cuerpo tras haberse licenciado 
en Derecho y Administración de Empre-
sas en ICADE. Su primer destino fue el 
de Abogado del Estado-Jefe en Guipúz-
coa, pasando posteriormente al servicio 
jurídico en Vizcaya, hasta que solicita la 
excedencia voluntaria por interés parti-
cular en 1992. Desde entonces, ha sido 
secretario y miembro de consejos de ad-
ministración de empresas del sector de 
la construcción, abogado en ejercicio y 
árbitro, desde su fundación, de la CIMA.

En el año 1986 ingresan en el Cuerpo 
Rafael García Monteys, José Manuel Vi-
llar y Álvaro Requeijo.

Rafael García Monteys ha estado en 
servicio público toda su trayectoria pro-
fesional. Ha sido Abogado del Estado en 
La Coruña y en la Audiencia Nacional y 
ha desempeñado puestos de Jefatura en 
la Abogacía del Estado en el TSJ de Ma-
drid, en la Abogacía del Estado ante el 
Tribunal Constitucional, en la Abogacía 
de Estado en el Tribunal Supremo y en 
la Abogacía ante el Tribunal de Cuentas. 
No recuerdo que hayan concurrido en 
ningún compañero las jefaturas de todas 
las unidades mencionadas, lo que deja 
bien a las claras las cualidades de Rafa. 
Además, fue SGT del Ministerio de Jus-
ticia, secretario del Pleno del Tribunal de 
Defensa de la Competencia y Secretario 
de la Comisión Nacional de la Compe-
tencia. Le fue concedida la Cruz de Ho-
nor de la Orden de San Raimundo de Pe-

CRÓNICA
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Estimada Abogada General, queridos com-
pañeros y amigos, queridos todos. En primer 
lugar, daros la bienvenida en nombre de los 
jubilados de este año, y agradeceros vuestra 
presencia en este acto, que nos permite reu-
nirnos y venir a celebrar la jubilación de, entre 
otros, el que os habla. En particular, gracias a 
la Asociación por organizarlo y por pensar en 
mí para dirigiros estas palabras en nombre del 
más que brillante elenco de compañeros que 
me acompañan, con más méritos que los míos 
para hacerlo, y que, parafraseando a Alonso 
Martínez en ocasión de la publicación del Có-
digo Civil, “por halago de la fortuna se jubilan 
conmigo”. En nombre de todos ellos os agra-
dezco vuestra presencia, por lo que representa 
de respeto y afecto por compañeros que he-
mos ostentado el honrado título de Abogados 
del Estado durante más de 40 años, tratando 
de ser siempre dignos de su uso y posesión.

Como lo bueno, si breve, dos veces bueno, 
trataré de no aburriros. Me limitaré a realizar 
algunas pocas reflexiones y recordar algunas 
otras cosas. Os pido que sepáis entenderlas y 
juzgarlas teniendo en cuenta que las realiza un 
jubilado que ha ejercido siempre en Tribunales 
y que por lo tanto pueden ser inevitablemente 
parciales. Sea como sea, quiero comenzar mi 
intervención, haciendo dos consideraciones.

La primera, que es la pura constatación de 
una realidad que, aunque sea obvia, resulta de 
obligada reseña. Se refiere a lo mucho que ha 
cambiado nuestra función desde la época en 
la que los más veteranos aquí presentes ingre-
samos hasta nuestros días. Como es natural, 
si nuestro Estado y la sociedad a la que sirve 
han cambiado radicalmente, inevitablemente 
también lo ha hecho y lo debe hacer nuestro 
Cuerpo y nuestra función.

La percepción de ese cambio es diferente para 
cada uno de nosotros en función de nuestra 
respectiva fecha de ingreso, pero en conjunto y 
evidentemente, estamos en un Estado distinto 
del que existía entonces y nuestro Cuerpo es, 
indudablemente, un Cuerpo diferente. Lo es 
nuestro cliente y también lo somos nosotros. 
Esto y la transformación general del derecho y 
de la sociedad, nos obliga a repensar nuestra 
función y nuestra actuación para seguir aña-
diendo valor a nuestro cometido y credibilidad 
a nuestra carrera.

La reforma emprendida en este sentido por la 
Abogacía General del Estado, con un cambio de 
la organización que incluso podría decirse que 

estructural, especialmente en el ámbito con-
tencioso, con la puesta en marcha de Departa-
mentos inspirados en un criterio de especializa-
ción por materias, sin duda, va por ese camino. 

Quizás por pura nostalgia o por el inevitable 
conservadurismo que dicen acompaña a los 
años, a algunos nos gustaría que esa reestruc-
turación evite en lo posible hacer tabla rasa de 
lo existente y trate de conciliar los necesarios 
cambios que deban acometerse con el mante-
nimiento y potenciación de lo que merece la 
pena conservar, en particular, de la que ha sido 
la unidad organizativa básica desde la funda-
ción del Cuerpo –que son las Abogacías del Es-
tado– pero, en todo caso, desde el otro lado del 
puente de la jubilación que algunos acabamos 
de atravesar, con la mayor lealtad, os digo que el 
proceso es necesario, que sé que está en buenas 
manos, y que, por ello, yo le deseo los mejores 
éxitos en bien de los compañeros, de nuestra 
función, y, sobre todo, en bien de nuestro país.

La segunda consideración que quiero haceros 
consiste en que, si bien es cierto que los tiem-
pos han cambiado y que a ellos debe adaptar-
se el Cuerpo de Abogados del Estado, también 
lo es que esa adaptación o reorganización no 
debería en ningún momento olvidar o dejar 
de lado algunas cuestiones que, a mi juicio, 
son esenciales.

En primer lugar, que la inevitable incidencia/
presencia de la política en nuestra vida pro-
fesional –a fin de cuentas, como sabemos, 
dependemos de los responsables políticos 
de cada momento– no debe hacernos olvidar 
que somos juristas y no políticos y que, por 

lo tanto, la política y sus implicaciones debe 
quedar al margen de nuestro trabajo. Primero, 
porque, como relataba un querido compañero 
ya fallecido, en frase que atribuía a Antonio Ma-
chado, basta añadir la expresión “política” a la 
palabra más noble del idioma castellano, que 
es “madre”, para convertirla automáticamente 
en suegra. Y segundo, porque si nuestra tarea 
es aconsejar, representar y defender a nuestro 
cliente en todas sus actuaciones frente a terce-
ros públicos o privados, nacionales o extranje-
ros, en los términos del art. 103 de la CE, nuestra 
medida para hacerlo está en la Ley, el derecho 
y los intereses generales a los que la Adminis-
tración sirve y la experiencia me ha enseñado 
que cuando el interés general se concreta, es 
razonablemente claro elegir el camino. Invito a 
la Asociación a “mojarse” en estas cuestiones y 
a luchar –esa es una de sus misiones– para que 
se mantenga y refuerce el respeto y el buen 
nombre del Cuerpo y de todos nosotros.

En segundo lugar, debo (debemos) recordar y 
poner en valor el conocimiento transversal del 
ordenamiento jurídico, es decir esa formación 
tan completa que es la que permite al Aboga-
do del Estado defender al Estado, la misma ma-
ñana, en el Jurado de expropiación, luego ante 
el Juzgado de lo Social, y a última hora tomar 
un café con el teniente coronel de la Guardia 
Civil mientras comenta los últimos sucesos de 
la provincia. Precisamente por y para eso, creo 
que el proceso de actualización/transición en 
el que estamos inmersos debe llevarse a cabo 
sin perder de vista que un ejercicio profesional 
eficaz y especializado no lo será sin una per-
manente consolidación de la formación inicial 
que nos dio acceso al Cuerpo, esto es: no basta 
–y cada vez menos– con ingresar y conservar 
los conocimientos que nos lo permitieron, sino 
que es obligado estudiar y reciclarse perma-
nentemente.

En tercer lugar, pensando en los compañeros 
más jóvenes y aunque no soy quién para dar 
consejos, también quisiera recordar tres de 
los valores que siempre han caracterizado al 
cuerpo de Abogados del Estado y por los que 
otros nos identifican. Son el compañerismo, la 
unidad y la defensa de los intereses públicos.

Además de una formación jurídica impecable, 
la fraternidad y el compañerismo bien enten-
dido, esto es, sin comportamientos caciquiles 
ni ejercicios interesados de nuestra función, 
es la argamasa con la que se cimenta y se ha 
construido el Cuerpo de Abogados del Estado, 
lo que, por encima de adscripciones ideológi-

INTERVENCIÓN DE NUESTRO COMPAÑERO JOSÉ LUIS MUÑOZ CALVO
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ñafort, ha formado parte de nuestro 
tribunal de oposiciones en los años 
2001 y 2002 y ha impartido y recibi-
do distintos cursos relacionados con 
el ejercicio de la Abogacía del Esta-
do y sobre la gestión de equipos.

José Manuel Villar Uribarri es li-
cenciado en Derecho y Doctor cum 
laude en Derecho por la Universidad 
Complutense de Madrid. Tuvo como 
primer destino el Servicio Jurídi-
co del Estado en el Gobierno Civil 
de Guadalajara y se le encomenda-
ron sendas comisiones de servicios 
en la Audiencia Territorial y en la 
Delegación del Gobierno en Ma-
drid. Posteriormente, hasta su pase 
a la excedencia voluntaria por inte-
rés particular, desarrolló su carrera 
en las Abogacías del Estado ante el 
Tribunal Constitucional, siendo jefe 
de la misma, ante el Tribunal Supre-
mo y en la Audiencia Nacional. Ha 
sido profesor de Derecho Mercantil 
de la Universidad Complutense de 
Madrid y en el Centro de Estudios 
Universitarios y de Derecho Cons-
titucional de la Universidad Carlos 
III de Madrid. Dentro del sector pú-
blico, destaca su labor como Secre-
tario General de Comunicaciones 
del Ministerio de Fomento, Presi-
dente de Hispasat, S.A. y del Con-
sejo de Administración de Correos y 
Telégrafos. Ha ejercido la Abogacía 
en el despacho Villar Arregui y fue 
condecorado con la Graz Cruz de la 
Orden de Isabel la Católica, reingre-
sando en la Abogacía del Estado en 
Madrid en diciembre de 2022, has-
ta su jubilación. Es autor de numero-
sas publicaciones desarrolladas a lo 
largo de su fructífera y exitosa labor 
profesional.

Álvaro Requeijo Pascua compati-
bilizó la preparación de la oposición, 
como alumno de José María Cerve-
lló y César Álvarez, con el empleo 
de teniente de intendencia en la esca-
la de complemento de la Marina. Co-
mienza su andadura como Abogado 
del Estado en el Servicio Jurídico del 
Estado en Castilla Mancha-Toledo. 
Desde allí, pasó a la Subdirección 
General de Servicios Contenciosos, 
de la mano de nuestro compañero 

cas o partidistas, siempre nos ha caracterizado 
y por lo que se nos identifica por terceros. Por 
lo tanto, es un valor que debemos conservar y 
practicar. Ni tenemos un escalafón, ni el Cuer-
po se construye sobre la base de un principio 
de jerarquía, sino sobre la base de la igualdad 
y el compañerismo, porque en nuestro Cuerpo 
no existan otras categorías que las que se ga-
nan con el afecto, el respeto y la autoridad mo-
ral. En esas unidades de organización y trabajo 
que, como a mi me gusta decir, son también 
de convivencia, aprendizaje y transmisión de 
conocimientos y valores que son las Abogacías 
del Estado, así lo aprendí de quienes han sido 
mis compañeros Jefes y no jefes todos estos 
años. Desde el primero –Luis Felipe Castresa-
na, que está por aquí sentado– que me ampa-
ró en mi primer destino en Las Palmas de Gran 
Canaria, hasta quienes lo han sido a lo largo de 
mi carrera en el TSJ, el Tribunal Constitucional 
y el Tribunal Supremo en los últimos 32 años 
–alguno como Rafael García Monteys también 
se jubila hoy conmigo–, sin olvidar a compañe-
ros tan relevantes y tan queridos como Agus-
tín Puente o Ricardo Miñarro, recientemente 
fallecidos. Todos ellos fueron jefes de sus ofi-
cinas, no de sus iguales, grandes Abogados del 
Estado y, además y sobre todo, compañeros y 
amigos de los que aprendí lo que es o debe ser, 
en la Abogacía y en la vida, un Abogado del 
Estado.

Compañerismo significa también unidad, uni-
dad entre todos nosotros, dentro o fuera de la 
Administración, en Madrid, en Barcelona, en 
La Coruña o en Melilla, defendiendo siempre 
la dignidad de nuestro trabajo y el respeto por 
nuestra función. El hecho de que, a diferen-
cia de lo que ocurre en otras carreras, nuestra 
Asociación sea la única para los individuos del 
Cuerpo, que sea ampliamente mayoritaria, y 
que esté abierta e integre a todos los Abogados 
del Estado, sea en servicio activo, jubilados o ex-
cedentes, es una buena prueba de lo que digo.

Junto al compañerismo, forma parte del ADN 
que define al Cuerpo la defensa de los intere-
ses públicos, que es un núcleo común a todos 
nosotros y está presente en todas nuestras in-
tervenciones profesionales, en las de quienes 
ejercen la representación y defensa del Estado 
ante los Tribunales de Justicia, en los que ejer-
cen el asesoramiento y consulta en los distin-
tos departamentos y organismos ministeriales, 
los que asesoran a las entidades públicas y, en 
general, en todos los Abogados de Estado. No 
somos mercenarios sino juristas, que sentimos 
el orgullo de defender los intereses generales y 

de pertenecer a eso que llamamos Cuerpo de 
Abogados del Estado, que, aunque abogados, 
tenemos la peculiaridad –algunos dirían que la 
“debilidad”– de creer en su cliente y que, por 
eso, tratamos de prestarle el mejor servicio po-
sible en cada caso, siempre dentro de la ley y 
el derecho, y teniendo siempre presentes los 
intereses generales. Así debe ser porque solo 
pensando en el interés general ampliaremos y 
consolidaremos las bases de nuestro sistema 
legal y seremos a la vez que Abogados del Es-
tado, abogados de la sociedad española.

Justamente por eso, porque compartimos y 
compartiremos siempre esos valores de com-
pañerismo y sentido de defensa de los intere-
ses públicos, en esta nuestra nueva situación, 
los jubilados, aunque hayamos perdido nues-
tra condición de funcionarios, queremos se-
guir y seguiremos vinculados al Cuerpo y por 
tanto disponibles para todos vosotros en lo 
que necesitéis.

No quiero terminar sin mencionar a todos los 
que no podrán volver a estar nunca con noso-
tros. Se les echa y echará siempre de menos, 
porque están y estarán siempre en nuestra me-
moria. Por eso, desde aquí, quiero dejar cons-
tancia de nuestro recuerdo, reconocimiento y 
agradecimiento a todos ellos.

En fin, como soy hombre de tribunales, termi-
no con una anécdota que recordaba hace unos 
días con un compañero: en una ocasión, tras 
muchos días de juicio y múltiples intercam-
bios de papeles, el Magistrado ponente llegó 
a Sala de vistas y tras explicarles que la Sala 
se consideraba suficientemente instruida del 
asunto, se dirigió a los letrados de las partes 
y les dijo: “ganará el juicio el que sea más breve 
en su intervención”. El demandante, frotándose 
las manos, cuando tuvo el turno de palabra 
dijo únicamente: “Hágase justicia”, a lo que el 
demandado contestó con un “Amén”. Ya podéis 
imaginar quien ganó.

Yo no terminaré con un amén, pero no tengáis 
temor. Ya me callo. Mis últimas palabras son 
solo para desearos, especialmente a los más 
jóvenes, mucha suerte y muchos éxitos en los 
desafíos que os esperan y para deciros que 
nuestro trabajo merece la pena y, parafrasean-
do a Calderón de la Barca cuando se refería a la 
milicia, que debéis tener por cierto que perte-
necer al Cuerpo es pertenecer a “una religión 
de hombres honrados”. Y de mujeres, añado.

Salud y muchas gracias a todos.
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Valeriano Hernández, hasta que solicita la 
excedencia voluntaria en el año 1990. Pre-
parador de numerosos compañeros, algunos 
de los cuales estaban presentes el día de su 
homenaje, a pesar de haber permanecido en 
excedencia hasta su reciente jubilación, siem-
pre se ha sentido vinculado con el Cuerpo. 
Álvaro es, como comentaba, un feliz padre y 
abuelo, árbitro, docente y alumno del colegio 
Maravillas, como lo fue su esposa Belén, que 
le acompaña desde entonces. En la exceden-
cia voluntaria, ha prestado servicios en Ernst 
& Young y en su despacho Álvaro Requeijo 
SLP, que aún mantiene.

Yendo hace atrás en el tiempo, llegamos a la 
promoción de 1984, a la que pertenecen Jesús 
Roa Martínez, Antonio Abril Abadín, Sebas-
tián Albella Amigo y Miguel Bravo-Ferrer.

Antonio Abril Abadín tuvo como destinos 
el Servicio Jurídico del Estado en la Delega-
ción de Hacienda y Tribunales de Lugo y el 
servicio jurídico en la CCAA de Galicia en 
la Coruña, hasta su pase a la excedencia vo-
luntaria en 1989. Desde dicho momento, ha 
llevado a cabo una magnífica labor profe-
sional ligada durante 32 años al grupo Indi-
tex. Como me contó Antonio, cuando entra 
en el grupo en 1989 había 74 tiendas, todas 
en España, excepto una en Portugal; cuando 
lo dejó, hace dos años, eran 7.500 tiendas en 
casi 100 países, además de la venta on line 
en prácticamente todo el mundo, facturando 
más de 32.000 millones de euros. En el grupo 
Inditex fue Secretario General y del Consejo, 
Director de Compliance, presidente del Co-
mité de Ética y responsable del departamen-
to de Propiedad Industrial. En dicho periodo, 
coincidimos en la primera de las tertulias que 
organizó la Asociación, teniendo como po-
nente a nuestro compañero Pablo Isla y con 
Antonio en nuestra mesa presidencial. Ac-
tualmente, es el Presidente del Consejo So-
cial de la UDC, Vicepresidente de la Funda-
ción Universidad de La Coruña y Presidente 
de la Conferencia de Consejos Sociales de las 
Universidades de España.

Jesús Roa Martínez, alumno de ICADE y 
número tres de su promoción, comienza su 
andadura profesional en la Dirección General 
de lo Contencioso del Estado en la Subdirec-
ción General de lo Consultivo. El sustancial 
cambio en el régimen de incompatibilidades 
aprobado en 1984 le llevó a tomar la decisión, 
compartida con varios compañeros, de prepa-
rar las oposiciones de Agente de Cambio y 

Bolsa, superando el proceso selectivo para 
el ingreso en dicho cuerpo en el año 1987. 
Tras la aprobación de la Ley de Mercado de 
Valores, por imperativo legal, constituyó una 
Sociedad de Valores y Bolsa, permaneciendo 
en el mercado bursátil hasta 1998. De aquella 
época, recuerda especialmente su labor en la 
Sociedad Promotora de la Bolsa de Madrid y 
en la Sociedad Rectora de dicha Bolsa jun-
to a otro de los homenajeados, Pedro Guerre-
ro. En 1998 reingresa como Corredor de Co-
mercio hasta el año 2000, momento en el que 
aquel cuerpo se integra con el del Notariado. 
Desde octubre de 2000 hasta la fecha ejerce 
como Notario de Madrid.

Sebastián Albella Amigo residió durante su 
preparación, como tantos compañeros, en ese 
centro de formación de Abogados del Estado 
que es el Colegio Mayor César Carlos. Du-
rante los años que estuvo en servicio activo 
ejerció su labor inicialmente en la entonces 
Dirección General de lo Contencioso, Sub-
dirección de lo Consultivo y en comisión de 
servicios en Guadalajara. Posteriormente, 
y de forma sucesiva, presta servicios como 
Vocal Asesor en el Gabinete del Ministro de 
Economía y Hacienda, Jefe de la Asesoría Ju-
rídica de la Dirección General del Tesoro y 
Política Financiera y Subdirector de Legis-
lación y Política Financiera. La LMV llevó 
a Jesús Roa a una Sociedad de Valores y a 
Sebastián Albella a ser Secretario y Director 
de los Servicios Jurídicos de la CNMV, pues-
to que desempeña durante tres años, inaugu-
rando así una tradición no escrita de compa-
ñeros al frente de la secretaría de la CNMV. 
Entre 1992 y 2016 permanece en situación 
de excedencia, dedicado a la abogacía pri-
vada, primero en solitario, después con al-
gunos compañeros desarrollando Ramón y 
Cajal (entonces y Albella) y más tarde, desde 
2005, como socio del despacho internacional 
Linklaters. En noviembre de 2016, fue nom-
brado Presidente de la CNMV lo que consi-
dera, y me parece muy acertado y gráfico, la 
realización de una “aspiración platónica”. 
Al completar su mandato y una vez transcurre 
el periodo de incompatibilidad, vuelve como 
socio a Linklaters, donde espera continuar en 
activo durante unos cuantos años más.

En 1984 ingresó también en el Cuerpo de 
Abogados del Estado, tras haber preparado la 
oposición en la academia de Manolo Goded, 
Manolo Martín Timón y José Antonio Pique-
ras, Miguel Bravo-Ferrer Delgado. Tras su 
paso por la Abogacía del Estado en Sevilla, 
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ejerce como Letrado de la Junta de Andalu-
cía de la mano de nuestro compañero Paco 
del Río. Tras su reingreso en la Abogacía del 
Estado, y en diversas etapas, ha servido en la 
Asesoría Jurídica de la Subsecretaría del Mi-
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, en el 
Servicio Jurídico ante el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas, en el Tribu-
nal de Cuentas como jefe de la unidad, en la 
Abogacía del Estado en los Juzgados Cen-
trales de lo Contencioso-Administrativo, en 
las Abogacías del Estado en los Ministerios 
de Trabajo e Inmigración, Industria y Asun-
tos Exteriores y en la Subdirección General 
de Servicios Contenciosos hasta su reciente 
jubilación. Además, ejerció como letrado del 
TJUE de la mano de Gil Carlos Rodríguez 
Iglesias y fue experto nacional destacado en 
la UE. De su paso por la excedencia volunta-
ria, destaco sus etapas en la Sociedad Estatal 
Minas de Almadén y Arrayanes, en la firma 
Cuatrecasas y en la empresa Retevisión Mó-
vil S.A. Y toda esta vida profesional acompa-
ñado de su esposa Isabel Álvarez Sala.

A la promoción de 1982 pertenece Gregorio 
Arranz Pumar, quien desempeña su labor 
como Abogado del Estado en servicio acti-
vo en la Delegación de Hacienda y Tribuna-
les de Álava, Asesoría Jurídica del Ministerio 
de Administración Territorial, en el Servicio 
Jurídico del Estado en el Ministerio para las 
Administraciones Públicas, en el Gabinete 
del Secretario de Estado de Economía en el 
Ministerio de Economía y Hacienda y como 
Subdirector General de Legislación y Polí-
tica Financiera en la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera del Ministerio 
de Economía y Hacienda. Pasa a la exceden-
cia voluntaria por interés particular en 1995, 
en la que, entre otras actividades, ha sido 
Secretario General de AB Asesores y luego 
de Morgan Stanley en España, abogado por 
cuenta propia y árbitro en la CIMA.

En 1980 ingresa en el Cuerpo de Abogados 
del Estado José Luis Beotas López. De 1980 
a 1985 ocupa destinos sucesivos en las Abo-
gacías del Estado de Albacete, en la Delega-
ción de Hacienda de Madrid y en la Abogacía 
del Estado en el Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo. Durante los años 1983 a 1985 
compatibilizó su labor en la Abogacía del 
Estado con el ejercicio privado en despacho 
profesional formado con dos compañeros de 
cuerpo que nos acompañaron en el homenaje 
a Pepe: José Mateu Isturiz y César Albiñana 
Cilveti. En el año 1985 pasó a la situación 

de excedencia voluntaria, para dedicarse en 
exclusiva al ejercicio privado de la abogacía, 
cofundando (con nuestro compañero Ramón 
Pelayo Jiménez) la firma de abogados Pelayo 
y Beotas Abogados. En 1991, ingresa, como 
socio internacional pleno, en la firma multi-
disciplinar y multinacional Price Waterhouse, 
para impulsar el proyecto de crear una prácti-
ca propia de servicios jurídicos profesionales, 
para clientes, tomando por base su tradicional 
división de servicios fiscales. Tras la fusión 
de las firmas Price Waterhouse y Coopers and 
Lybrand, así como la integración de los des-
pachos de abogados Estudio Legal y parcial-
mente Mullerat y Roca, asumió la dirección 
de la práctica jurídica de la firma resultante 
que actuó, en España, como sociedad mul-
tiprofesional, bajo el nombre de Landwell y 
más adelante PwC Jurídico y Fiscal. Fue pos-
teriormente responsable del sector público de 
dicha firma, que entonces tenía el nombre de 
PwC. En el año 2013 se jubila como socio de 
la firma y reingresa en la Abogacía del Estado 
en el Ministerio de Empleo y Seguridad So-
cial. Fue nombrado jefe de dicha Abogacía en 
2015 (luego Ministerio de Trabajo, Migracio-
nes y Seguridad Social así como de Trabajo y 
Economía Social), hasta su jubilación en ju-
nio de 2023. Compañeros como Pepe repre-
sentan el beneficio que supone para la Aboga-
cía del Estado el reingreso tras su paso por la 
empresa privada.

Tres de los homenajeados ingresan en 1978. 
Esta promoción fue pionera en su un doble 
sentido. De una parte, a ella pertenece Rosa-
rio Silva, que fue la primera mujer que ingre-
só en el Cuerpo de Abogados del Estado; de 
otra, fue la primera que aplicó nuestra vigen-
te Constitución de 1978, como me recordaba 
días antes del homenaje Rafael Mateu-Ros, 
miembro de esta promoción.

Pedro Guerrero Guerrero tuvo como des-
tino en la Abogacía del Estado la Delegación 
de Hacienda y Juzgados de Melilla, con co-
misión de servicios en Delegación de Ha-
cienda y Tribunales de Almería, hasta que 
pasa a la situación de excedencia voluntaria 
en 1980. Comparte con Jesús Roa el acceso 
a la profesión de Agente de Cambio y Bol-
sa, cuerpo del que formó parte entre 1982 y 
1988. Fue el primer Presidente de la Sociedad 
Rectora de la Bolsa de Madrid y el primer 
Presidente y fundador de la Sociedad de Bol-
sas. En 1984 fundó AB Asesores Bursátiles, 
sociedad pionera en la canalización de inver-
sión extranjera a las Bolsas españolas, sien-
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do Vicepresidente de dicha entidad has-
ta 1999. Notario de Madrid entre 2000 
y 2002, es actualmente el Presidente de 
Bankinter, entidad de la que fue previa-
mente consejero asesor, vocal del Con-
sejo y Vicepresidente. Ha sido Consejero 
de Prosegur S.A. (2005-2017) y Conse-
jero de Línea Directa Aseguradora desde 
2007 a 2021. Actualmente, es Vicepre-
sidente de Prosegur Cash S.A y Patrono 
de la Fundación Lealtad, de la Funda-
ción de la Innovación de Bankinter, de la 
Fundación Cre100do y de la Fundación 
Línea Directa.

Rafael Mateu-Ros Cerezo es Licencia-
do en Derecho, con Premio Extraordina-
rio, por la Universidad Complutense de 
Madrid y Premio Nacional Fin de Carre-
ra, Doctor en Derecho por la Universidad 
Complutense de Madrid, Doctor en Dere-
cho por la Universidad de Alcalá (Sobre-
saliente cum laude), Doctor en Historia 
del Arte por la Universidad Compluten-
se de Madrid (Sobresaliente cum laude) 
y PMD Harvard Business School. Des-
de la fecha de su ingreso y hasta que so-
licita la excedencia voluntaria en 1983, 
desempeña su labor en la Delegación 
Provincial de Hacienda en Alicante, en 
la Abogacía del Estado en Guadalajara, 

en la Delegación de Hacienda de Madrid, 
como Jefe del Servicio Central de Re-
cursos del Ministerio de Hacienda, como 
Jefe del Gabinete Técnico de la Subse-
cretaría de Hacienda, y en la Asesoría Ju-
rídica de la Subsecretaría de Hacienda. 
Posteriormente, orientó su carrera hacia 
la empresa pública, siendo Secretario del 
Consejo de Administración y Jefe de la 
Asesoría Jurídica de diversas empresas, 
tales como Endiasa, Eniepsa e Hispanoil. 
Es socio fundador de Ramón y Cajal 
Abogados y ha sido Secretario General y 
del Consejo de Administración y Jefe de 
la Asesoría Jurídica de Bankinter, S.A., 
Consejero independiente de Bankinter, 
S.A., Presidente de la Comisión de Go-
bierno Corporativo de Bankinter, S.A., 
Consejero de Línea Directa Aseguradora, 
S.A. y Consejero de EVO Banco. Árbitro 
titular de la Corte Civil y Mercantil de 
Arbitraje (CIMA), de la Corte de Arbitra-
je de Madrid y de la Corte de Arbitraje de 
la Cámara de España. Su amplio bagaje 
jurídico fue reconocido mediante la con-
cesión de la Cruz de Honor de la Orden 
de San Raimundo de Peñafort. Autor de 
numerosas publicaciones, es profesor de 
Derecho de Arte en el IE Law School, en 
la Universidad Carlos III de Madrid y en 
otras instituciones universitarias.

Fernando Fernández de Trocóniz 
Marcos es el decano de los homena-
jeados, ya que ingresó en el cuerpo de 
Abogados del Estado en 1976. Desde su 
ingreso hasta su jubilación ha sido, so-
bre todo, un servidor público, en sus dis-
tintas facetas, destacando en todas ellas. 
En la Abogacía del Estado, ha prestado 
servicios en las Abogacías de León, Ávi-
la, Zamora, en el TSJ de Madrid, en la 
Audiencia Nacional y en el Tribunal Su-
premo. Fue alcalde de Salamanca entre 
1987 y 1991. Diputado en las Cortes Ge-
nerales, desde 1989 hasta 2002, su labor 
fue reconocida con la Gran Cruz de la 
Orden del Mérito Civil y recibió en 1981 
un reconocimiento expreso, a modo de 
agradecimiento, “por los méritos con-
traídos en el servicio y su valiosa cola-
boración y entusiasmo en las tareas con-
fiadas”. Preguntado recientemente sobre 
si había merecido la pena su labor hasta 
su jubilación respondió que “nunca se 
puede decir que por algo concreto me-
rezca la pena todo”. Y no le falta razón.

José Luis Muñoz Calvo, quien dirigió 
a los asistentes las palabras que repro-
ducimos en este artículo, se ha jubilado 
siendo el número uno de nuestro escala-
fón. Salmantino de nacimiento y padre 
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de nuestra compañera Ana Muñoz Pe-
draz, su primer destino fue la Abogacía 
del Estado en la Delegación de Hacienda 
y Tribunales de Cádiz, atendiendo ade-
más una comisión de servicio en la Dele-
gación de Hacienda y Tribunales de Las 
Palmas de Gran Canaria, obteniendo este 
último destino de forma definitiva en di-
ciembre de 1978. Posteriormente, presta 
servicios en la Delegación de Hacienda 
de Santander, Audiencia y Tribunales de 
Madrid, en la Asesoría Jurídica de la Di-
rección General del Patrimonio del Esta-
do (asistencia jurídica de la comisión ad-
ministradora del Grupo Rumasa), en el 
Servicio Jurídico del Estado ante el Tri-
bunal Constitucional y en la Abogacía del 
Estado ante el Tribunal Supremo hasta su 
reciente jubilación. Ha compatibilizado 
su labor como Abogado del Estado con 
el ejercicio de la abogacía y fue Secreta-
rio General del Banco de Crédito Oficial.

Un año más, las trayectorias de nuestros 
compañeros me llevan a sentirme orgu-
lloso de poder pertenecer a este Cuerpo; 
sentimiento que, por cierto, año tras año 
me trasladan los homenajeados cuan-
do reciben mi carta de invitación a este 
evento. En mi caso, este fue el último 
en el que participé como Presidente de 

la Asociación. Hace unos ocho años mi 
padre, en uno de los muchos y buenos 
consejos que me dio durante su vida, me 
animó a presentarme, porque él siempre 
creyó en mí más que yo mismo, y por-
que siempre destacaba la importancia de 
las asociaciones para la defensa de los 
intereses corporativos. Siempre agrade-
ceré a mi padre, entre otras muchas co-
sas, que me diera el impulso que me ha 
llevado, con la ayuda de todos los com-
pañeros, especialmente los del Consejo, 

y el apoyo incondicional de mi familia, 
hasta aquí.

Siendo una de las claves de la vida mar-
car bien las pausas y no alargar innece-
sariamente los finales, en mi “despedida 
y cierre” de estos homenajes me permi-
to concluir este artículo afirmando, que, 
quedando fuera de toda duda la valía in-
dividual de los Abogados del Estado, es 
necesario reforzar nuestra labor como 
compañeros y verdadero equipo. En las 
buenas y en las malas, que vinieron, vie-
nen y vendrán. Aprender de deportes como 
el rugby, donde todos, altos, bajos, rápi-
dos, lentos, delgados o gordos tienen ca-
bida y en el que se producen, gracias a esa 
unidad, hechos tan sorprendentes como 
la victoria de Sudáfrica en el mundial de 
1995, o la muy reciente de las minúsculas 
islas Fiyi frente a la todopoderosa Austra-
lia en un campeonato que no ganó la que 
era considerada como favorita por todos. 
Os animo a trabajar juntos en esta melé en 
la que se convierte muchas veces la vida. 
Vida que es un regalo, no un problema, y 
en la que, juntos, nos quedan muchos re-
galos por abrir. Regalos como el homenaje 
al que se refieren estas líneas. Es algo que 
no se puede perder. Gracias por todo y a 
todos. Ha sido un gran placer. 

Quedando fuera de 
toda duda la valía 
individual de los 

Abogados del Estado, 
es necesario reforzar 
nuestra labor como 

compañeros y 
verdadero equipo. En 

las buenas y en las 
malas, que vinieron, 

vienen y vendrán
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L os pasados días 26 y 27 de octubre se 
celebró en la maravillosa ciudad de 
Córdoba, en el Colegio Mayor Nues-

tra Señora de la Asunción, el I Congre-
so de la Abogacía Pública, bajo el lema 
Unidos por el servicio público. El even-
to fue organizado de forma conjunta por 
la Empresa Municipal de Aguas de Cór-
doba (EMACSA), el Ayuntamiento de 
Córdoba, la Diputación Provincial de 
Córdoba, la Asociación de Abogados del 
Estado, el Consejo Superior de Letrados 
y Abogados de las Comunidades Autó-
nomas y la Asociación de Letrados de 
Entidades Locales. Además, contó con 
el impulso de Aranzadi LA LEY.

Por primera vez, tres de las abogacías 
públicas más importantes de España –
los Abogados del Estado, los Letrados 
de las Comunidades Autónomas y los de 
las Entidades Locales– se reunieron para 
examinar y poner en común la realidad 
actual y las perspectivas de futuro en el 
desarrollo de las funciones de asesora-
miento jurídico, representación y defen-
sa en juicio de las Administraciones Pú-
blicas y del sector público institucional.

El Congreso ofreció la oportunidad de 
debatir e intercambiar –a través de va-
rias mesas redondas– experiencias sobre 
algunos temas de actualidad para los le-
trados públicos: contratación pública, 
canales de denuncias, asistencia letrada 
a empleados públicos o relación procesal 
entre las abogacías públicas.

La primera mesa redonda versó sobre la 
Intervención letrada en la contratación 
pública: incidencias durante la prepara-

ción, adjudicación y ejecución del con-
trato. Especial referencia en las empresas 
públicas de gestión de aguas, y fue mode-
rada por nuestra compañera Irene Bonet 
Tous, con la participación, entre otros po-
nentes, de nuestros compañeros M.ª Con-
cepción Ordiz Fuertes y Jorge González 
Cortade. En ella se concluyó la importan-
cia del papel del letrado público no solo 
en las fases de preparación y adjudicación 
del contrato público sino también en la 
fase de ejecución y en los casos en que se 
interponga el recurso especial en materia 
de contratación. Se insistió en la necesi-
dad de la profesionalización y especializa-
ción de los gestores públicos de contratos, 
y en la conveniencia de dotar de mayor 
flexibilidad al régimen de contratación de 
las sociedades mercantiles públicas.

La segunda mesa redonda abordó los 
Conflictos y dudas en materia de tra-

tamiento de datos: canal de denuncias, 
compliance y la prueba procesal en las 
administraciones públicas y sus socieda-
des mercantiles, fue moderada por nues-
tra compañera Lucía Pedreño Navarro 
y en ella participaron también nuestros 
compañeros José María Ayala de la Torre 
y Edmundo Bal Francés. En dicha mesa 
se analizó, entre otra, la problemática de-
rivada de la admisión de denuncias anó-
nimas en relación con el derecho de de-
fensa de la persona afectada, la garantía 
de la confidencialidad, y la posible coli-
sión con los derechos y principios pro-
pios del proceso penal. Igualmente, se 
apuntó la conveniencia de regular el se-
creto profesional en el ámbito de la abo-
gacía pública.

La tercera mesa redonda examinó los 
Peligros del contrato menor, cómo evi-
tarlos en las administraciones y sus en-
tes instrumentales. En ella participó 
como ponente nuestro compañero Rafael 
Domínguez Olivera y se insistió en que 
el contrato menor sigue siendo fuente de 
problemas pese a la regulación introdu-
cida por la Ley 9/2017, particularmente 
por el fraccionamiento indebido del ob-
jeto del contrato. Los criterios interpre-
tativos de los órganos consultivos en 
materia de contratación son dispares en 
algunos aspectos esenciales (i.e: obliga-
toriedad o no del informe jurídico de la 
Secretaría en las Entidades Locales), lo 
que contribuye a la inseguridad jurídica.

Las mesas redondas del viernes 27 de 
octubre tuvieron por objeto la asistencia 
letrada a empleados públicos y la rela-
ción procesal entre las abogacías públi-

I Congreso de la Abogacía Pública
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cas. En la primera de ellas, relativa a Los 
retos de la asistencia letrada a emplea-
dos públicos, autoridades y personal de 
las sociedades públicas, en la que par-
ticipó Fernando Bertrán Girón, Presi-
dente de nuestra Asociación, se analizó 
el papel crucial del letrado público en el 
análisis y búsqueda de soluciones ante la 
posible concurrencia de conflictos de in-
tereses entre la Administración y el em-
pleado público denunciado. Igualmente 
se constató el incremento de denuncias 
contra empleados públicos y la casuísti-
ca que se plantea en su defensa procesal. 
Por último, se insistió en la importancia 
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de examinar la cobertura de los seguros 
de asistencia letrada y responsabilidad 
civil contratados por las Administracio-
nes y/o sus empleados públicos.

En la última mesa redonda, sobre la Re-
lación procesal entre las abogacías pú-
blicas: colaboración vs enfrentamiento, 
participó nuestra compañera María Do-
rronsoro Alberdi y en ella se debatió so-
bre cuestiones como la autonomía del le-
trado público, la conveniencia de que las 
distintas abogacías públicas mantengan 
criterios uniformes en materias transver-
sales –contando para ello con mecanis-
mos y canales de intercambio de infor-
mación– y la necesidad de que el futuro 
proyecto de Ley Orgánica del Derecho 
de Defensa recoja referencias a las abo-
gacías públicas.

El Congreso se cerró con una mesa en la 
que se expusieron las principales conclu-
siones de ambas jornadas.

Sin embargo, no todo fueron debates ju-
rídicos y también hubo tiempo para la 
cultura –visita y entrega de premios en el 
Salón de los mosaicos del Alcázar de los 
Reyes Cristianos– y el ocio –cena coc-
ktail en la Cuadra principal de las Caba-
llerizas Reales–. La noche cordobesa, con 
sus encantos, confundió a más de uno/a.

El I Congreso de la Abogacía Pública ha 
sido una experiencia realmente positiva, 
que ha servido para estrechar lazos entre 
letrados a los que nos une nuestra voca-
ción de servicio público. ¡Ya queda me-
nos para el II Congreso de la Abogacía 
Pública! 
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T heresa Zabell, reconocida como Me-
jor Regatista del Mundo por la Fe-
deración Internacional de Vela, ga-

nadora de dos oros olímpicos, cinco oros 
mundiales y tres oros europeos, galardo-
nada con la Gran Cruz de la Real Orden 
del Mérito Deportivo y la Orden Olím-
pica y la Gran Cruz al Mérito Naval con 
distintivo Blanco y miembro y secreta-
ria del Jurado de los Premios Princesa de 
Asturias, fue la protagonista de nuestra 
sexta Tertulia de la Asociación.

Con tal meta nos reunimos el pasado 
día 23 de noviembre en el restaurante 
Jai Alai. Con Lucía Brenlla Russo como 
presentadora moderadora, repitiendo en 
un formato que domina a la perfección, 
traduciendo ese dominio en la fluidez, 
agilidad y amenidad del mismo.

En el año en que España ha sido cam-
peona del Mundo de Fútbol Femenino 
o que Carolina Marín recuperaba sen-
saciones con su plata mundial, siguien-
do la ruta de los años anteriores que han 
demostrado que España, deporte y mu-
jeres es sinónimo de éxito, Theresa nos 
recordó que no hace muchos años el de-
porte era y tenía su techo de cristal para 
las mujeres. Nos contó que, siendo niña, 
cuando descubrió lo que eran los Juegos 
Olímpicos, su sueño, su meta, fue llegar 

a participar en unos Juegos Olímpicos. 
Su deporte, la vela. El techo de cristal, 
la imposibilidad de que las mujeres pu-
diesen participar en la vela. No existía la 
vela olímpica femenina.

Y nos puso un ejemplo muy gráfico: es 
como si una niña tiene hoy el sueño de 
ser Papa, único rol excluido a las muje-
res hoy en día. ¿Qué pasaría si el sue-
ño de una niña fuese ser Papa? El sueño 
de Theresa fue participar en unos Juegos 
Olímpicos en vela y el programa del COI 
no tenía prueba de vela olímpica feme-
nina en el programa, al igual que otros 
muchos deportes. Theresa no murió en 
el intento, se volcó en su sueño, en su 
objetivo y consiguió cumplirlo. Llegó 
a unos Juegos Olímpicos. Y ganó. Dos 
oros, en Barcelona 1992 y Atlanta 1996. 
Pero ello no fue nada fácil. Theresa re-
conoció la labor de Juan Antonio Sama-
ranch como el gran impulsor del deporte 
femenino en las competiciones interna-
cionales. Pese a ello los inicios fueron 
difíciles. Su primera participación en los 
Juegos Olímpicos fue con 27 años, prue-
ba de su persistencia.

Explicó los problemas del deporte espa-
ñol, las Becas ADO, la infrafinanciación 
de algunos deportes… pero también la 
vida del deportista de élite al colgar las 

botas, o el chaleco, como ella dijo. Nos 
habló así de su pasión, el cuidado del 
mar con su Fundación ECOMAR, para 
devolverle al mar todo o algo de lo que 
el mar le había dado después de navegar 
por todos los mares y océanos del mun-
do. ECOMAR, como ella misma, suma 
varios galardones: Placa a la Real Orden 
del Mérito Deportivo o el Premio Nacio-
nal del Deporte.

Lucía le preguntó cuáles eran sus pau-
tas para conseguir avanzar y triunfar en 
todo lo que se propone. Theresa lo expli-
có, cómo no, con los 5 aros olímpicos: 
El Azul es el Sueño, qué quiero hacer, si 
nosotros no decidimos lo que queremos 
hacer, la vida u otra persona lo decidirá 
por nosotros; el Negro es el Sacrificio, el 
peaje que hay que pagar para conseguir 
el sueño de cada uno; el Rojo es el Equi-
po, sin el cual no se hace nada, empezan-
do por los padres, la familia; el Amari-
llo es la estrategia, donde estoy y donde 
quiero llegar, ver en cada etapa por don-
de ir para llegar a buen puerto; el últi-
mo aro, el Verde, es la Suerte, suerte bien 
entendida.

Reconoció que siempre se ha planteado 
cosas que nunca se habían hecho con an-
terioridad, como ir a los Juegos Olímpi-
cos siendo mujer en el deporte de vela, 

Tertulias de la Asociación: Theresa Zabell

Cómo llegar al éxito 
sin morir en el intento
M.ª Dolores Ripoll Martínez de Bedoya | Abogada del Estado
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ser la patrona de un barco de hombres, 
impulsar el deporte femenino y las Be-
cas Ado en el COE (logrando algo tan 
sencillo y obvio como la evaluación 
para la Beca de una deportista pese a un 
embarazo).

Reivindicó el deporte femenino expli-
cando que en cualquier periódico depor-
tivo ocupa un porcentaje menor que el 
deporte masculino. Nunca ocupó el cen-
tro de una portada de Marca pero otras 
deportistas más jóvenes sí, incluida la 
protagonizada por Teresa Perales al ga-
nar el Premio Princesa de Asturias de los 
Deportes en el año 2021. Pero también 
la igualdad en la dirección del depor-
te, muy por detrás de la presencia en el 
mundo empresarial. La cuota de mujeres 
en las cuentas directivas de Federaciones 
está en el 20%. Por eso creó y preside la 
Asociación Española de Mujeres Ejecu-
tivas del Deporte, cuyo objetivo es ayu-
dar y acompañar, mentalizar y formar a 
las mujeres para que ocupen puestos en 
la dirección del deporte.

Y llegó el turno de preguntas, muchas, a 
cuál más interesante.

Respondió a todas, incluso sobre algunos 
tabús: la bondad del hecho de competir y 
de la ambición, ambas bien entendidas; 

los tests de feminidad y masculinidad en 
el deporte; Sebastian Coe; la categoría 
mixta y la open en los Juegos Olímpi-
cos; la educación de los hijos, el deporte 
y el camino de los padres; el deporte no 
organizado versus el deporte organizado; 
el miedo; el día después del deportista de 
élite; la vela como deporte minoritario 
en España, algo incomprensible con los 
kilómetros de costa y horas de sol que 
tiene España.

En particular se detuvo en el día después. 
Nos contó que ella se retiró con treinta y 
tres años, con diez oros, pero con cero 
días de cotización en la Seguridad So-
cial. Recomienda a todo deportista es-
tudiar una carrera, tener algo en lo que 
pensar en el día después, un objetivo. Y 
de nuevo nos contó su experiencia en el 
COE, con la Beca Ado y los programas 
con deportistas retirados para poner en 
valor en empresas lo que esos deportis-
tas habían aprendido en su vida depor-
tiva (a ganar, a competir, a macarse ob-
jetivos, a levantarse…). Los deportistas 
retirados que no han conseguido labrar 
su vida posterior son el drama de nues-
tro deporte, personas a las que todos les 
hemos exigido mucho como sociedad. 
Nos marcó un objetivo: arroparles todos 
como sociedad por todo lo que ellos nos 
han dado.

Theresa nos reveló 
su secreto, todo un 

consejo vital: es una 
cuestión de aptitud 
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A la pregunta de cuál era su secreto para 
triunfar contestó, sin dudar, el nunca dar 
nada por perdido y mantener la fuerza 
mental para no dar nada por perdido. Contó 
como en las Olimpiadas de Barcelona fue-
ron descalificadas en la primera regata por 
un error, pese a ello ganaron el oro, porque 
no dieron nada por perdido y siguieron lu-
chando cada regata, regata a regata.

Como regatista defendió el papel de los 
Clubes Náuticos en la promoción del de-
porte. Pero lo que verdaderamente de-
fendió fue abrir el mar a la sociedad, 
más en un país como España con más de 
8.000 kilómetros de costa, y en ello la 
fuerte estructura de la red de clubes náu-
ticos que tenemos debería jugar un papel 
muy importante.

Nos confesó los momentos en que pasó 
miedo en el mar, destacando una fuerte 
tormenta en el tercer día de regatas en la 
Olimpiada de Atlanta. Esa tormenta, ese 

día y lo allí vivido, cambiaría las normas 
de organización de la competición náuti-
ca olímpica. Reiteró que al mar hay que 
tenerle siempre respeto y cuanto más se 
sale al mar más respeto hay que tener. 
Pero el mar no la deja nunca de maravi-
llar por su gran resiliencia. Del mar de-
pende nuestra permanencia en este pla-
neta: el oxígeno, el agua, la regulación 
del clima, alimentación…

Tras más de tres horas de tertulia, toda-
vía nos faltaban las mejores frases, las 

que a todos nos han quedado como re-
cuerdo de la misma. A la pregunta de 
cuál de las tres vidas (deportista, familiar 
y profesional-empresaria) es su favorita 
contestó, virando el timón, diciendo que 
la meta está bien pero que no podemos ni 
debemos olvidar el camino, pues al enfo-
carnos tanto en el objetivo, no vemos lo 
que estamos viviendo. Y lo que estamos 
viviendo es maravilloso. Hay que disfru-
tar del día a día. Para ello es esencial dis-
frutar haciendo lo que nos gusta.

Y nos reveló su secreto, todo un conse-
jo vital: es una cuestión de aptitud dijo, 
“antes de entrar en algún sitio ya he de-
cidido que me va a gustar; me gusta por-
que he tomado la decisión de que me va 
a gustar”. Y concluyó: La felicidad es 
una decisión no es un estado. Porque la 
felicidad te da al éxito, pero el éxito no te 
da la felicidad. Y todos entendimos que 
ese es su secreto para lograr el éxito sin 
morir en el intento. 

La felicidad es una 
decisión no es un 
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Señora Ministra, Señor Secretario de Estado, Señora Abogada Gene-
ral del Estado, autoridades, compañeros, queridos amigos.

Los símbolos juegan un papel relevante en toda sociedad: permiten 
transmitir de manera sencilla, pero solemne, un mensaje complejo y, 
más aún, permiten subrayar la importancia de un acto y de su senti-
do. Al encontrarnos hoy aquí, somos partícipes y testigos mutuos de 
una ceremonia que, ante todo, define la Abogacía del Estado y repre-
senta su continuidad: su pasado, con la casualidad de hallarnos en un 
inmueble que albergó en su momento diversos órganos del Ministerio 
de Hacienda, del que el Cuerpo dependió durante más de cien años; su 
presente, representado por la Dirección y los compañeros no pertene-
cientes a la última promoción que nos acompañan; y, finalmente, tam-
bién su futuro, en el que los nuevos compañeros debemos participar.

En primer lugar, el otorgamiento de condecoraciones a los compañe-
ros homenajeados por sus méritos a lo largo de parte o de toda una 
carrera profesional es un evidente reconocimiento a su dedicación y 
empeño, año tras año, día tras día, en el ejercicio de su función. Sus 
méritos son sólo suyos, pero a la vez lo son en beneficio de todos. Por 
tanto, a todos ellos les quiero dirigir una sincera felicitación.

En segundo lugar, la jura o promesa solemne de la Constitución por 
los nuevos compañeros, ante la Señora Notario Mayor del Reino y 
Ministra de Justicia, nos permite tomar consciencia de qué hemos 
conseguido al convertirnos, con mucho esfuerzo, en Abogados del 
Estado, y de lo que ahora nos espera en esta condición. Lejos de 
ser un mero formalismo, representa nuestra sujeción a una serie de 
deberes, derechos y responsabilidades. Al igual que nuestros com-
pañeros, a partir de ahora pasamos, dentro de nuestras funciones, a 
asumir la asistencia jurídica al Estado para servir al que, entiendo, es 
el fin del Estado en sí mismo: proveer al bienestar e interés generales. 
Es un orgullo y un honor. Muchas gracias por la acogida y por vuestra 
presencia hoy aquí. Enhorabuena a todos.

El pasado día 2 octubre se celebró en  la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación el acto formal de  acatamiento de la Cons-
titución de los compañeros de la última promoción y de entrega de condecoraciones. A continuación reproducimos las interven-
ciones de los compañeros Álvaro Melón y Juan José Torres Fernández.

Sra. Ministra de Justicia, Sr. Secretario de Estado de Justicia, 
Sra. Abogada General del Estado, Sr. Fiscal General del Esta-
do, autoridades, queridos compañeros, familiares y amigos, 
buenos días.

Recibo el mandato de hablar en nombre de mis compañeros 
condecorados. Es un honor que se me haya elegido para di-
rigir unas palabras en nombre y representación de todos mis 
compañeros y compañeras. La primera impresión que tengo, 
a la vista de los compañeros y compañeras de la última pro-
moción, es que algunos de nosotros ya no somos tan jóve-
nes como ellos, a los que vamos mirando, cada vez más, con 
sana “envidia”. Por lo menos yo, que voy a cumplir cuarenta 
años de ejercicio profesional próximamente, los miro con 
mucha envidia y en cualquier momento les haré una oferta 
diabólica de cambiar su edad por todo lo demás. Gracias a 
todos ellos y al resto de compañeros y compañeras que me 
han precedido y a los que aquí están.

Lo importante de esta distinción es el reconocimiento que se 
nos hace por una trayectoria profesional dedicada al ejercicio 
del Derecho, tanto en tribunales como en el asesoramiento 
legal. Ser Abogado del Estado es una oportunidad excelente, 
sobre todo si te gusta el derecho. Yo soy un enamorado del 
Derecho, llevo casi cuarenta años ejerciéndolo y, la verdad es 
que me gusta. Me gusta más el ejercicio en tribunales que el 
consultivo, pero ambos son igualmente apasionantes. Vivi-
réis y vivimos momentos duros, pero viviréis y vivimos mo-
mentos estupendos. Al final creo que vale la pena y no tengo 
más que decir, que agradezco la distinción y manifestar que 
seguiré y seguiremos haciendo lo que venimos haciendo 
cada día, trabajar bien para conseguir que la función pública 
española tenga el nivel de calidad y excelencia que este país 
se merece. Muchas gracias.

INTERVENCIÓN DE JUAN JOSÉ TORRES FERNÁNDEZINTERVENCIÓN DE ÁLVARO MELÓN

Acto de jura y acatamiento de los nuevos 
compañeros y entrega de condecoraciones
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E n un mes de septiembre de 2023 en el 
que Nacho Redondo estuvo presente 
por todas partes y en todos los mo-

mentos, volvió a tener lugar el Torneo de 
golf de la Asociación de Abogados del 
Estado. El campeonato número XVIII se 
celebró en el Saler, con un tiempo inme-
jorable, con un número de participantes 
verdaderamente excepcional –de variada 
calidad en su juego, eso sí– y con la pre-
sencia de cinco personas importantes por 
muchos motivos: los padres de Nacho –
Eugenio y Teresa–, su mujer –Mamen– y 
sus hijas –Carmen y María–. Y con esos 
mimbres comenzó un campeonato que 
duró dos días y en el que todos los que 
concurrimos hicimos lo posible por al-
canzar el objetivo –cada uno el suyo–.

Seguramente no soy el único a quien 
Nacho habló de estos campeonatos, que 
tantas veces se encargó de organizar. Y 
seguro que muchos de los que estén le-
yendo estas líneas pueden aun oír su 
voz diciendo que “el campeonato de la 
Asociación es una grandísima forma de 
tender y mantener lazos entre compañe-
ros”. Y así fue.

Fieles a nuestras tradiciones, tras un pri-
mer día de golf tuvo lugar nuestra tra-
dicional cena. El lugar elegido fue La 
Genuina, una barraca en la que los arro-
ces nocturnos –pecado para muchos– no 
impidieron que tuviera lugar la ya clási-
ca porra, en la que los participantes pu-
dieron apostar por el candidato más via-
ble a ganar el Torneo, y ya puestos por 
el mejor situado para obtener la cuchara 
de madera.

Desde luego, es ya un éxito ver reuni-
dos a compañeros de las últimas promo-
ciones con algunos de los más insignes 
decanos de nuestro Cuerpo durante dos 
días. Pero en esta ocasión, los éxitos no 
dejaron de acumularse.

El primero de esos éxitos fue la inapela-
ble victoria de José María Alonso Mon-
forte, que con sus setenta puntos sta-
bleford acumulados en las dos jornadas 
sacó ni más ni menos que ocho puntos al 
segundo clasificado, José Serna Masiá, y 
nueve al tercero, Diego Abaitua Rodrí-
guez. Como puede verse, el podio estuvo 
de lo más lucido, y los tres fueron mere-

XVIII Torneo de golf de la Asociación 
y I Memorial Nacho Redondo
Javier Zuloaga González | Abogado del Estado
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cedores de sus puestos, como también lo 
fue el indiscutible poseedor de la cucha-
ra de madera en esta ocasión, que estuvo 
tan solo a treinta y siete puntos del ga-
nador. Nadie dijo que fuera fácil obtener 
trofeos en este Torneo.

El segundo éxito fue tener con nosotros a 
Eugenio y Teresa, los padres de Nacho, y 
más concretamente que Eugenio pudiese 
jugar el Torneo, que además se encargó 
generosamente de organizar, junto con 
Diego Pérez Martínez. En muchas oca-
siones tuvimos con nosotros a Eugenio, 
pero verle jugar con nosotros fue una 
gran alegría para todos.

Seguramente el tercero de esos éxitos 
fue tener cerca a Carmen, María y a su 
madre. Mamen volvió a darnos una lec-

ción de entereza, sensibilidad y humani-
dad. Y volvió a darnos una ocasión de 
rendir homenaje a Nacho.

Hablaba algo más arriba de los objetivos 
de cada uno de los que participamos este 
año en el Torneo. Pues bien, si dejamos 
la ironía que esa expresión puede conlle-
var –al más puro estilo de nuestro hasta 
hace poco organizador y alma mater–, 
creo que podemos decir que el cuarto y 
principal de esos éxitos fue que para mu-
chos de nosotros el campeonato tuvo un 
significado muy especial. Tan especial 
que el Torneo lleva el nombre I Memo-
rial Ignacio Redondo, como muestra im-
borrable del recuerdo que siempre em-
papará el Torneo de nuestra Asociación, 
que en el fondo fue en muchos sentidos 
el Torneo de Nacho desde siempre. 

En estos  
últimos meses...

Ha finalizado el primer ejerci-
cio de la oposición. El segun-
do ejercicio comenzará el 16 

de enero de 2024. Ánimo a todos los 
opositores, ¡ya queda menos!

El Torneo lleva el 
nombre I Memorial 
Ignacio Redondo, 

como muestra 
imborrable del 

recuerdo que siempre 
empapará el Torneo 

de nuestra Asociación Emitido comunicado por el 
Consejo directivo el pasado 
10 de noviembre. Se puede 

consultar en la web.

El pasado 30 de noviembre la 
Asamblea de FEDECA eligió 
como nueva Presidenta a Lau-

ra Yuste Cano.

Nuestro compañero José An-
tonio Morillo ha sido elegido 
presidente de la Asamblea 

Internacional de Derecho Portuario. 
Nuestra más sincera enhorabuena.

Celebradas las Jornadas de la 
Abogacía General del Estado 
los días 29 y 30 de noviembre.

CRÓNICA
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O jeando en la revista de nuestra Aso-
ciación artículos anteriores en los 
que se muestran las distintas unida-

des que componen la Abogacía del Esta-
do advertí que, a diferencia de las mismas, 
la que aquí se presenta comienza ahora su 
andadura. Por ello, el presente artículo po-
dría circunscribirse a unas páginas en blan-
co, dejando que sea el tiempo quien, poco 
a poco, las vaya llenando de tinta. Sin em-
bargo, seguramente la idea no seduciría en 
exceso al Consejo Editorial de la revista, 
y además dejaría sin contar algunas cosas 
importantes, del pasado y del presente de 
este importante Departamento.

Comencemos por el principio. Y es que, 
como es obvio, el Departamento no par-
te realmente de cero. Antes del mismo 
la Abogacía del Estado se encargaba de 
la defensa de las disposiciones genera-
les y de los actos administrativos dicta-
dos en aplicación del sistema tributario 
estatal. Y vaya sí lo hacía. Según datos 
del Tribunal Económico Administrativo 
Central, la media anual de nuevos proce-
sos tributarios en el periodo comprendi-
do entre 2019 y 2021 asciende a 29.428, 
siendo la cuantía discutida en pleitos tri-
butarios en tramitación de alrededor de 
27.373 millones de euros. Tales procesos 
se asumían, de forma dispersa, por las 
Abogacías del Estado ante el Tribunal 
Supremo, la Audiencia Nacional y el Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid (a 
nivel central) y por las Abogacías del Es-
tado en las provincias, a nivel periférico.

La aprobación del Real Decreto 
1012/2022, de 5 de diciembre, por el que 

se establece la estructura orgánica de la 
Abogacía General del Estado, se regula 
la inspección de los servicios en su ám-
bito y se dictan normas sobre su perso-
nal, generó una oportunidad de organi-
zar la defensa del Estado en el ámbito 
contencioso-administrativo en Departa-
mentos especializados por materias, tal 
y como ya ocurría en otros órdenes ju-
risdiccionales. Tales Departamentos es-
tán llamados a asumir, de forma directa, 
los pleitos de nivel central, así como la 
coordinación de todos los que, sobre las 
correspondientes materias, se sigan en 
las Comunidades Autónomas distintas 
de Madrid.

Las razones cualitativas y cuantitativas 
más arriba expresadas, unidas a la mo-
deradamente sencilla delimitación de la 
materia contencioso-tributaria y a la alta 
especialización que requiere, justifican, 
a mi juicio, que el primer Departamen-
to creado en el ámbito de la recién es-
trenada Dirección General de lo Conten-
cioso de la Abogacía General del Estado 
sea, precisamente, el de tributario. Pero 
llegar a su creación no fue tarea fácil, 

siendo esencial aprovechar estas líneas 
para agradecer la labor desarrollada por 
el grupo de trabajo constituido al efecto 
mediante Resolución de la Abogada Ge-
neral del Estado de 22 de septiembre de 
2021.

El esfuerzo conjunto cristalizó en una 
Resolución de la Comisión Ejecutiva de 
la Comisión Interministerial de Retri-
buciones de 13 de julio de 2023 por la 
que se autorizó modificar la relación de 
puestos de trabajo de la Abogacía Gene-
ral del Estado para hacer posible la crea-
ción del Departamento. Ello permite que 
ahora podamos explicar la estructura que 
lo conforma.

El Departamento cuenta actualmente 
con 20 Abogados del Estado, liderados 
por un Abogado del Estado Jefe, del que 
dependen tres grandes áreas funcionales: 
área de recursos y actuaciones especia-
les, área de procesos tributarios y área 
de coordinación y planificación conten-
ciosa. Al frente de cada una de ellas hay 
un Abogado del Estado Jefe de Área, 
del que dependerán, a su vez, distintos 
equipos de trabajo. Y es que el modelo 
aprobado abandona la idea polivalente 
y omnipresente del Abogado del Esta-
do, integrando a un total de 17 Gestores 
de Apoyo Económico y Jurídico con ni-
vel 26, 5 Ayudantes de Control Interno y 
Contabilidad con nivel 22 y 1 adminis-
trativo con nivel 16, llamados a trabajar 
bajo su dirección.

El Área de Recursos y Actuaciones espe-
ciales se encarga de la llevanza de los li-

Aprovecho estas 
líneas para 

agradecer la labor 
desarrollada por el 

grupo de trabajo 
constituido

EL DEPARTAMENTO TRIBUTARIO 
DE LA ABOGACÍA DEL ESTADO
Diego Abaitua Rodríguez | Abogado del Estado
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tigios tributarios ante el Tribunal Supre-
mo (disposiciones generales en materia 
tributaria, recursos de casación o recur-
sos contra decisiones de las Juntas Ar-
bitrales del Concierto y Convenio), así 
como otros recursos que, pese a sustan-
ciarse ante otros Tribunales, presenten 
singularidades que así lo aconsejen.

El Área de Procesos Tributarios asume 
la llevanza directa de los asuntos con-
tencioso tributarios que se sustancian 
ante la Audiencia Nacional y el Tribu-
nal Superior de Justicia de Madrid, así 
como la coordinación de los que radican 
en los restantes Tribunales Superiores de 
Justicia.

Por último, el Área de Coordinación y 
Planificación Contenciosa lleva a cabo 
funciones de tipo horizontal, entre las 
que destaca la permanente relación con 
los organismos públicos defendidos, la 
planificación de las actuaciones del De-
partamento o la gestión del conocimien-
to entre otras.

Otra de las novedades del Departamen-
to es la especialización por materias tri-
butarias, creándose dentro del área de 
procesos tributarios cuatro secciones es-
pecializadas en distintas figuras imposi-
tivas, al frente de cada una de la cuáles 
hay un Abogado del Estado coordinador. 
Al tiempo, la necesaria coordinación de 
los litigios que se sustancian ante los 
distintos Tribunales Superiores de Justi-
cia ha llevado a la creación de 6 áreas 
territoriales al frente de cada una de las 
cuáles hay un Abogado del Estado coor-

dinador (apoyado, en su caso, por coor-
dinadores adjuntos) que sirve de enlace 
entre la estructura central del Departa-
mento y los distintos Abogados del Es-
tado que, integrados en la Abogacía del 
Estado de las distintas Comunidades Au-
tónomas, asumen entre sus funciones la 
defensa de actos tributarios.

Pese a que el Departamento cuenta con 
apenas dos meses y medio de funciona-
miento y se encuentra en una fase tran-
sitoria hasta su total despliegue, está co-
menzando a dar sus primeros frutos en 
forma de mejoras en la aplicación del 
sistema tributario estatal y obtención de 
economías de escala en la defensa de sus 
actos.

Concluyo estas líneas enumerando, por 
orden alfabético, a los 20 Abogados del 
Estado que han comenzado esta andadu-

ra. Pronto nos reuniremos en la nueva y 
provisional Sede sita en la Avenida de 
Burgos, donde recibiremos con los bra-
zos abiertos la compañía de los restantes 
miembros de los equipos. Hasta enton-
ces, es preciso hacer un agradecimiento 
especial a las 27 personas (Abogados del 
Estado en otras unidades, en el Servicio 
Jurídico de la AEAT y Técnicos de Ha-
cienda) que, de uno u otro modo, con-
tribuyen “desde fuera” al éxito en estos 
inicios.

Relación de Abogados del Estado que 
constituyen el DT: Belén Triana Reyes, 
Diego Abaitua Rodríguez, Enrique Her-
nández Pérez, Eva María Fernández Ci-
fuentes, Íñigo Dago Elorza, Javier Pé-
rez-Arda Criado, José Antonio Alepuz 
Sánchez, José Mario Giménez Sáez, 
Juan Marcos Lozano Beltrán, Luis Cou-
so Esquitino, Luis María Almajano Pa-
blos, María Jesús Prieto Jiménez, María 
Martínez-Cortes Gimeno, María Pilar 
Vázquez Millán, Miguel Ángel Buitrago 
Novoa, Nuria Díaz Abad, Ricardo Hues-
ca Boadilla, Rocío Fernández-Cuesta del 
Río, Sabiniano Medrano Irazola y San-
tiago Cid Fernández

Coordinadores Territoriales: Adela Ál-
varez Carames, Carolina Peral Díez, 
Fermín Vázquez Contreras, José Luis 
Fernández Ortea, Luisa María Rodrí-
guez Garrido, Manuel Acedo-Rico Mon-
tiel y Patricia García-Gallardo Frings.

Secretaria Tribunal Económico Admi-
nistrativo Regional de Madrid: Carmen 
Díez Valle. 
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I. INTRODUCCIÓN

1) A quien leyere lo que a continuación 
va a exponerse le sorprenderá que se 
quiera dar noticia de una obra de vene-
rable antigüedad, como es el Tratado de 
Hacienda Pública1 del Profesor Piernas 
Hurtado. Pero sin perjuicio de volver la 
vista atrás, al siempre sugerente “mun-
do de ayer”, la reseña de la obra de la 
que va a hacerse mención contiene una 
interesante referencia, que por sí misma 
sería suficiente como para dar cuenta de 
ella, cuando se pone en relación con los 
libros y textos docentes de aparición en 
los últimos años.

2) Este contraste, como se aludirá a ello 
más adelante, pone de relieve algo fun-
damental y es la exposición en el libro 
del Profesor Piernas Hurtado de una am-
plia referencia al derecho de los gastos 
públicos, cuestión esta orillada actual-
mente por gran parte de la doctrina, más 
allá de la exposición de las reglas forma-
les que enmarcaran aquellos y me refie-
ro al Derecho Presupuestario. Hecha esta 
inicial aproximación al motivo de nues-
tro análisis daremos cuenta de la perso-
nalidad del autor de la obra y de su con-
tenido, con especial referencia a lo que 
ya ha sido apuntado.

II. EL AUTOR

3) Como ya se ha indicado el autor de 
la obra es el Profesor Piernas Hurtado, 
nacido en Madrid en 1843 y fallecido en 

la capital de España en 1911. En Zara-
goza estudió el bachillerato y se licenció 
en Derecho, doctorándose en la Univer-
sidad Central el año 1870.

4) Con independencia de una más que 
brillante carrera académica, debe aquí 
hacerse mención de que formó parte de 
la primera promoción del Cuerpo de Le-
trados de la Hacienda Pública2, donde in-
gresó en 18683, habiendo desempeñado 
los servicios propios de su profesión en 
la Administración Tributaria de Córdo-
ba, donde ya comenzó previamente a dar 
clases de Economía Política.

5) El año 1870 obtuvo la Cátedra de Eco-
nomía Política y Estadística de la Uni-
versidad de Oviedo, la que desempeñó 
asimismo en las Universidades de Valla-
dolid y Zaragoza4. Por último, en el año 
1882 es nombrado Catedrático de Ha-
cienda Pública de la Universidad Cen-
tral, que ocuparía hasta su jubilación, 
con dedicación exclusiva al estudio y a 
la publicación de ensayos y libros sobre 
la materia.

6) El que la primera de las Cátedras que 
desempeñó ligara la Economía con la Es-
tadística respondía al interés que tenían 
los estudios sobre esta última rama del 
saber. En una conocida obra5 se expuso:

“Es en fin la estadística, para decirlo en 
pocas palabras, la balanza del poder de 
las Naciones. Aquel pueblo es proporcio-
nalmente más poderoso, el que mejor es-

tadística tiene; y más hábil, más afortu-
nado en sus operaciones, el diplomático 
que es mejor estadista, porque enterado 
con exactitud del estado de su país, de 
sus recursos, de sus medios, de su fuerza, 
se presenta exigente en su día, cede con 
oportunidad, entretiene con tino y pulso 
el asunto más delicado, hasta que conoce 
llegado el momento de obrar con ener-
gía. A pesar de las ventajas que la esta-
dística ofrece a los Estados, a pesar de 
los beneficios que de ella han de resultar 
a todas las clases de la sociedad, desde la 
más miserable, hasta la más opulenta, en 
todas las Naciones y también en todas las 
épocas, bajo monarcas débiles y descui-
dados, bajo Reyes o Emperadores enér-
gicos y activos, ha tropezado la marcha 
de esta Ciencia en su aplicación práctica 
con obstáculos al parecer insuperables, 
que han dado por resultado que obras te-
nidas por perfectas, después de grandes 
desembolsos se han reconocido más tar-
de como viciosas y de ningún provecho”.

7) Además de lo ya expuesto, el Profesor 
Piernas Hurtado fue miembro de la Real 
Academia de Jurisprudencia y Legisla-
ción de España6 y de la de Ciencias Mo-
rales y Políticas7, formando parte, como 
es habitual, de numerosos Tribunales 
para el acceso a las Cátedras de Hacien-
da Pública, destacando la que permitió la 
posesión de la Cátedra de la Universidad 
de Barcelona, en favor al Profesor Flo-
res de Lemus8. Tras esta pincelada por 
su vida profesional9 daremos cuenta del 
contenido de la obra que va a reseñarse.

Anotaciones a un antiguo  
Tratado sobre Hacienda Pública.  
Su vigencia actual
Antonio Martínez Lafuente | Abogado del Estado y Doctor en Derecho
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III. LOS INGRESOS PÚBLICOS

8) El examen de los ingresos públicos se 
refiere, obviamente, al momento en que 
se escribió la obra y va precedido de una 
introducción histórica, desde La Hacien-
da bajo la dominación romana, hasta La 
Hacienda desde el moderno Sistema Tri-
butario hasta 1875, con especial referen-
cia en lo que concierne a esto último a 
la labor de Bravo Murillo, Salaverría y 
Figuerola al frente del Ministerio de Ha-
cienda. Entre un capítulo y otro no podía 
faltar una amplia referencia a La Hacien-
da en tiempo de los Reyes Católicos, así 
como a las Rentas de América. Se anali-
za, pues, toda la Historia de España, sin 

omisiones o falsos comienzos, lo que no 
sería admisible bajo ningún concepto.

9) El análisis de los ingresos públicos 
comienza con los procedentes de las pro-
piedades del Estado, y en especial de los 
montes y minas, los que traían causa en 
la acuñación de moneda y en los mono-
polios, como eran el de la sal y el del ta-
baco. Los impuestos son el componente 
más importante de los ingresos públicos, 
incluyendo en tal sentido la prestación 
del servicio militar10.

10) Dentro de los impuestos sobre la 
renta se analizan la Contribución de in-
muebles, cultivo y ganadería, así como 

la Contribución industrial y de comer-
cio, que se califican de impuestos di-
rectos. Figurando entre los indirectos, 
el impuesto de derechos reales y sobre 
transmisiones de bienes, así como el 
impuesto de timbre o sello del Estado. 
También se da cuenta del Impuesto so-
bre consumos, así como del Impuesto 
Aduanero. Por último se analiza el cré-
dito público.

11) Destacamos como algo realmente 
curioso que un tributo examinado por 
el Profesor Piernas Hurtado en el últi-
mo tercio del siglo XIX aún está vigen-
te en la actualidad. Me refiero al Ca-
non de Superficie de Minas (y también 
sobre Hidrocarburos), en la actualidad 
reflejado en el Texto Refundido de Ta-
sas Fiscales11 y que grava los permisos 
de investigación y las concesiones de 
explotación, siendo los sujetos pasivos 
quienes sean titulares de dichos permi-
sos o concesiones.

12) El mayor rendimiento del canon de 
superficie de hidrocarburos fue el prove-
niente de la explotación de la concesión 
Casablanca que fue, como explica el pro-
pio Real Decreto en el apartado I de su 
preámbulo, la concesión de explotación 
de hidrocarburos denominada Casablan-
ca, situada frente a las costas de Tarrago-
na, y que fue otorgada por el Real Decre-
to 3046/1978, de 3 de noviembre, por un 
período de 30 años, a favor de un grupo 
de sociedades. Tras diversas cesiones, la 
titularidad actual de la concesión corres-
ponde en un 67,4 % a Repsol Investiga-
ciones Petrolíferas, S.A., en un 17,6 % 
a CNWL Oíl España, S.A., en un 7,5 % 
a Petroleum Oíl & Gas España, S.A. y 
en un 7,5 % a Cepsa E.P. España, S.L.. 
El régimen jurídico de la concesión de 
explotación de hidrocarburos Casablan-
ca es el que estableció la Ley 21/1974, 
de 27 de junio, sobre Investigación y Ex-
plotación de Hidrocarburos, de acuerdo 
con lo establecido en la disposición tran-
sitoria primera de la Ley 34/1998, de 7 
de octubre, del Sector de Hidrocarburos.

La primera prórroga de la concesión de 
explotación de hidrocarburos Casablan-
ca se otorgó por Real Decreto 237/2009, 
de 23 de febrero, según lo establecido en 
los artículos 29, 36.1 y 36.2 de la Ley 
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21/1974, de 27 de junio, sobre Investi-
gación y Explotación de Hidrocarburos.

Con fecha 22 de diciembre de 2017 las 
cuatro entidades titulares de la conce-
sión solicitaron que, de acuerdo con lo 
establecido en el citado artículo 29 de la 
Ley de Investigación y Explotación de 
Hidrocarburos, se prorrogase la explota-
ción de la concesión Casablanca por un 
segundo periodo adicional de diez años.

Previa la correspondiente tramitación, la 
segunda prórroga es otorgada por el Real 
Decreto 1519/2018, de 28 de diciembre, 
señalando el artículo primero del Real 
Decreto que la prórroga se otorga por un 
periodo de diez años, aunque tras nume-
rosos años de producción petrolífera, la 
misma concluyó en el año 202112.

IV. LOS GASTOS PUBLICOS

13) Como se expuso al inicio, es aquí 
donde hay que centrar la importancia de 
la obra del Profesor Piernas Hurtado, y 
que contrasta con el escaso o nulo interés 
que a su análisis se le presta en los Trata-
dos y Manuales de Derecho Financiero y 
Tributario13, posiblemente por la incon-
sistencia jurídica del art. 31, apartado se-
gundo, de la Constitución de 1978, que 
sobre el particular y como es sabido dis-
pone que: “El gasto público14 realizará 
una asignación equitativa de los recur-
sos públicos, y su programación y ejecu-
ción responderán a los criterios de efi-
ciencia y economía”.

14) Aunque el precepto esté así redac-
tado no cabe desconocer la indisoluble 
unidad entre el ingreso y el gasto, sien-
do el primero un modo de financiar el 
segundo y si el ingreso es tributario15 y 
aparece presidido por la coactividad es 
incontestable que dejar a un lado el exa-
men del gasto público, constituye una de 
las principales lagunas, que esperamos 
en un futuro sea colmada, como corres-
ponde al carácter unitario del fenóme-
no financiero. Pero la insuficiencia de la 
regulación constitucional en materia de 
gasto público no justifica la falta de aten-
ción doctrinal a esta importante cues-
tión16 sin que sea excusa la posible co-
lisión con otros saberes pertenecientes a 

disciplinas jurídicas distintas. El contri-
buyente tiene derecho a un gasto público 
acoplado a los ingresos y no desbocado 
e incontrolable.

Recientemente17 se ha traído a colación 
el principio de “corresponsabilidad fis-
cal” que, aunque no está explicitado en 
la Constitución, complementa a la auto-
nomía financiera, no solo para garantizar 
que las Comunidades Autónomas puedan 
disponer de un sistema propio de recur-
sos, sino para que puedan decidir modi-
ficar al alza o a la baja la presión fiscal 
y diseñar una política tributaria propia 
adaptada a sus políticas de gasto. Desde 
la primera vez que se citó la “correspon-
sabilidad”, en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 289/2000,de 30 de no-
viembre, la importancia de este principio 
ha sido enfatizada en muchas Sentencias 
Constitucionales posteriores. La corres-
ponsabilidad contribuye a explicitar la 
vinculación entre ingresos y gastos, en 
consonancia con el espíritu que inspiró el 
ya citado artículo 31.2 de la Constitución 
Española: “El gasto público realizará 
una asignación equitativa de los recursos 
públicos, y su programación y ejecución 
responderán a los criterios de eficiencia 
y economía”, tras la enmienda defendida 
por el Profesor Enrique Fuentes Quintana 
para su incorporación a la Carta Magna y 
de la que se ha hecho mención. El princi-
pio de corresponsabilidad nos recuerda la 
necesidad de no valorar ninguna decisión 
sobre incremento o reducción de impues-
tos sin tener en cuenta su efecto sobre los 
gastos o el endeudamiento.

15) En la obra del Profesor Piernas Hur-
tado se analizan los siguientes gastos pú-
blicos, atendiendo a su cobertura norma-
tiva y a su cuantificación económica:

Se examinan en primer lugar los gastos 
de personal, y material correspondiendo 
en cuanto a los primeros a los sueldos de 
los funcionarios públicos18 y a las pen-
siones de jubilación, viudedad u orfan-
dad. Entre una y otra cuestión estaban las 
“cesantías” fruto de la anterior falta de 
estabilidad en el desempeño de funcio-
nes públicas.

Bajo la expresión de “gastos que ocasio-
na la organización política” se expone 
lo concerniente a la lista civil de la Co-
rona, y a los gastos de funcionamiento 
de los Cuerpos Colegisladores, del Con-
sejo de Ministros y de sus Miembros, 
y de la policía. En cuanto al Ejército19, 
analizando el presupuesto de gastos el 
Profesor Piernas Hurtado expone: “Las 
consecuencias de todo esto son: que no 
pueden sostenerse sobre las armas los 
90.916 hombres de tropa que la Ley se-
ñala como actual efectivo del Ejército, 
hay que acudir al licenciamiento tem-
poral de los soldados, y deducirlos de 
los que hay en las filas; los músicos, la 
nube inmensa de escribientes, ordenan-
zas, asistentes, rebajados de los cuerpos, 
etc., quedan en cuadro y el contingente 
real es muy exiguo; que los jefes y oficia-
les, éstos sobre todo, cuyas dotaciones 
son mezquinas y cuyo porvenir está ce-
rrado por el exceso que hay en todas las 
escalas, viven en profundo malestar, dis-
gustados de su profesión y solicitados de 
continuo por tendencias opuestas a sus 
deberes, y por último, que el país no dis-
pone, como ya hemos dicho, de una fuer-
za militar en relación con los penosos 
sacrificios que hace para mantenerla”.

Se pasa a continuación a “los gastos 
para la realización inmediata del De-
recho” donde se incluye lo concernien-
te al funcionamiento del Poder Judi-
cial; las reflexiones del Profesor Piernas 
Hurtado discurren de la forma siguien-
te: “Los sueldos de Jueces y Magistra-
dos, aunque aumentados recientemente, 
son pequeños todavía, y el material de 
los tribunales, sobre todo en los inferio-

D. José María Piernas Hurtado, Catedrático 
Hacienda Pública de la Universidad Central
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res, no existe o es indecoroso. El Estado 
además sólo retribuye entre nosotros el 
personal de Magistrados, Jueces y Fis-
cales, y prescinde de la mayor parte de 
los auxiliares del Tribunal que intervie-
nen en los pleitos y causas. Si las fun-
ciones de los abogados, procuradores, 
escribanos, peritos, alguaciles, etc., in-
teresan únicamente a las partes que ac-
túan en el juicio, a ellas toca decidir li-
bremente si han de valerse o no de ellos, 
y remunerarlos en caso afirmativo; más 
si el empleo de tales funcionarios se con-
sidera indispensable para que el Tribu-
nal marche con regularidad y la justicia 
sea bien administrada –respecto de al-
gunos de ellos esto es incuestionable–, y 
en tal concepto se imponen sus servicios 
entonces, es porque tienen un carácter 
tan social como el del Juez mismo, y de-
ben ser pagados en igual forma que lo 
sea éste. En otros términos: si en el sis-
tema de la justicia retribuida, en todo o 
en parte, el Estado anticipa y asegura 
la paga del Magistrado, que el particu-
lar satisface indirectamente por medio 
del sello público, otro tanto ha de hacer 
aquél con todos los agentes reconocidos 
como necesarios, abonando, siquiera 
provisionalmente, las retribuciones que 
deban percibir. De otra manera, el Esta-
do sólo cumple una parte de sus deberes, 
y los jueces, en vez de servidores fieles, 
tienen a su lado enemigos codiciosos e 
interesados en la injusticia”.

La atención se centra a continuación en 
los gastos en materia de religión y mora-
lidad. En cuanto a lo primero se produce 
una remisión al Concordato con la Igle-
sia Católica20 y en relación con ello nos 
indica: “Que la Iglesia tiene derecho a 
una indemnización por sus bienes desa-
mortizados, es cosa incuestionable; más 
para fijar el tanto de lo que el Estado 
debe por este concepto, hay que tomar 
en cuenta: primero, que una gran parte 
de la amortización eclesiástica se logró 
conculcando las repetidas disposiciones 
legales que la limitaban o se oponían a 
ella; segundo, que las propiedades de la 
Iglesia estuvieron por largo tiempo e in-
debidamente exentas de toda carga fis-
cal; y tercero, que tales bienes fueron 
muchos de ellos adquiridos por razón de 
los servicios que la Iglesia desempeña-

ba en otras épocas, y sufrían, por con-
siguiente, como cargas la beneficencia, 
la enseñanza y otras atenciones que hoy 
pesan sobre el Estado”.

Por otra parte, y bajo la expresión de 
“moralidad pública”, se refiere el autor 
a lo que se denominó “beneficencia” y 
más tardíamente “asistencia social” y en 
tal sentido se precisa: “Quéjanse los so-
cialistas21 que los cuidados de la Admi-
nistración recaigan sobre lo que es se-
cundario y abandonen lo esencial y más 
interesante, y se lamentan de que los 
fondos del impuesto se dediquen a hacer 
gratuita la enseñanza, a multiplicar las 
bibliotecas, museos y espectáculos gra-
tuitos, a reducir el precio de una porción 
de satisfacciones y comodidades, tales 
como el telégrafo, el giro, etc., mientras 
que se hallan desatendidas las prime-
ras necesidades de la vida. ¿Qué es lo 
más natural y lo más lógico, dicen, que 
el obrero tenga gratis la música y la lec-
tura, o que tenga una casa higiénica y 
un alimento sano y reparador? Y la be-
neficencia, añaden, tal como se practi-
ca no es bastante, porque sólo favore ce 
al desvalido, al pobre de solemnidad, y 
lo que hace falta son otros servicios que 
puedan aprovechar las clases meneste-
rosas y aun las medias, encaminados a 
facilitar la atención de las necesidades 
más urgentes”.

Los gastos en materia de la ciencia y el 
arte, que en el fondo son los gastos en 
educación, comienza con una cita his-
tórica: “Los Reyes Católicos quisieron 
intervenir en la enseñanza, y dieron al-
gunas disposiciones acerca de las Uni-
versidades; pero respetando su indepen-
dencia, sus recursos propios, su fuero 
especial y hasta la jurisdicción y las 
fuerzas de que disponían. Los resulta-
dos de este sistema se ven en la histo-
ria del siglo XVI. Imposible será enume-
rar tantos hombres como florecieron en 
todos los ramos del saber humano, con 
grande honra de la España; basta in-
dicar que todos los Monarcas de aque-
lla época querían a su lado consejeros 
españoles.”

Insistimos con el Profesor Piernas Hurta-
do en el sentido de que España ha tenido 

nombres gloriosos en todos los órdenes 
del saber y de la ciencia, tanto teórica 
como aplicada. Distinta es la considera-
ción conjunta de nuestra Patria, que no 
está en las “grandes ligas”, valga la ac-
tual expresión, sino que estamos en “se-
gunda división”.

Con respecto a la enseñanza primaria 
se expone: “Como se ve, el sistema de 
nuestro presupuesto es contrario a toda 
lógica; la instrucción que tiene más in-
terés social es la primaria, la que todos 
reciben, no la superior y profesional, 
que sólo alcanzan algunos, y por eso la 
primera enseñanza debiera ser la más 
influida y costeada por el Estado, no la 
secundaria, ni menos la superior, que pi-
den libertad y pueden vivir mejor de sus 
recursos propios. Ésta es la conducta 
que se sigue en todas partes, y así Ingla-
terra y Francia, de las sumas que antes 
hemos indicado, gastan cerca de 5 millo-
nes de libras y 123 millones de francos 
respectivamente en instrucción prima-
ria, o sea cinco sextas partes la primera 
y más de dos terceras partes la segun-
da de su presupuesto de enseñanza. En 
cuanto a la superior, debe reorganizarse 
con el propósito de irla emancipando, y 
de tal suerte que se reduzca la instruc-
ción puramente académica y se extienda 
la profesional y técnica, porque el núme-
ro de Universidades es excesivo con re-
lación a los medios que se emplean en 
sostenerlas y a los demás establecimien-
tos de enseñanza”.

No podía faltar una referencia a la cons-
trucción por el Estado de carreteras, de 
puertos y las subvenciones al tendido 
de ferrocarriles. Entre otras cosas nues-
tro autor expone: “De los antecedentes 
expuestos se deduce que no hay exage-
ración en calcular que las carreteras y 
ferrocarriles imponen al Estado, por to-
dos conceptos, un gasto anual de más de 
90 millones de pesetas, y es evidente que 
los resultados están muy lejos de corres-
ponder a tan enorme carga. Nuestros ca-
minos ordinarios son escasos, nuestros 
ferrocarriles malos y caros, unos y otros 
desproporcionados a las necesidades del 
tráfico; aquéllos, cortos en número, no 
pueden alimentar a éstos, que son exce-
sivos relativamente, y los medios de co-
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municación en general vienen a ser im-
perfectos y costosos. La construcción 
de los ferrocarriles, sobre todo, degene-
rando en una especie de manía, absor-
bió capitales que reclamaban una apli-
cación más provechosa para el natural 
desarrollo de nuestra vida económica, y 
ha impuesto al Tesoro público obligacio-
nes muy onerosas. Merece también no-
tarse como consecuencia inmediata de 
la intervención del Estado en este punto 
la desigualdad que existe entre las diver-
sas provincias; unas, favorecidas por el 
poder de sus hombres políticos, abundan 
en vías de comunicación, mientras que 
otras, privadas de este influjo, las tienen 
en un estado lamentable”.

Las últimas consideraciones se centran 
en el gasto que origina la deuda pública 
y en lo acertado que supusieron las refor-
mas del que fue Ministro de Hacienda, 
D. Juan Francisco Camacho y Alcorta22, 
indicando: “Tal era el estado del asun-
to cuando el Sr. Camacho llevó a cabo 
las conversiones que determinan la si-
tuación actual de nuestra deuda. Esas 
operaciones, que son para su autor du-
raderos títulos de gloria, habremos de 

consi derarlas luego en todos sus porme-
nores; pero ahora sólo nos incumbe se-
ñalar los efectos que han producido en 
los capítulos del presupuesto de gastos”.

Además del “arreglo” de la deuda públi-
ca se declaró la exención de cualquier 
impuesto del percibo de los intereses 
siendo ocioso, por tanto, discutir sobre 
si el art. cuarto de la Ley de 1876 se dic-
tó únicamente para los intereses en ella 
establecidos, o si ha de entenderse apli-
cable a los actuales, que son una trans-
formación de aquéllos. Lo cierto es que 
el hábil y afortunado negociador de las 
conversiones vigentes, el Sr. Camacho, 
que llevaba la representación y tenía la 
palabra del Estado, dijo a los acreedo-
res, y lo repitió solemnemente en él Par-
lamento y lo ha consignado en un libro, 
que los títulos del 4 por 100 se emitían 
con la exención de todo impuesto que re-
cayera sobre sus intereses.

Necesitamos verlo para creer que haya 
un Gobierno capaz de atropellar por to-
das esas consideraciones, y descartamos 
por consiguiente la idea de una impo-
sición sobre la deuda. Pero aquí la pre-

monición del Ministro Camacho no fue 
seguida por los posteriores Gobiernos 
ni por el Parlamento, pues salvo algu-
na excepción derivada del algún Trata-
do Internacional, como el que dio lugar 
a los muy conocidos “bonos austríacos”, 
los intereses de la deuda pública, cuando 
existían, se sometían a tributación.

IV. CONCLUSIÓN

16) Las reflexiones del Profesor Piernas 
Hurtado sobre los gastos públicos han 
de actualizarse, como es obvio, pero al-
gunas siguen teniendo vigencia actual. 
Pero no es eso sólo lo que hay de des-
tacar, sino también el análisis integral 
de la Hacienda Pública, y por ello de los 
gastos públicos tal y como hace el autor. 
Es obvio afirmar que lo expuesto sería 
del todo punto necesario en el momento 
presente, para conocer el origen de los 
gastos públicos y por qué se incurre en 
los mismos. El silencio de la doctrina so-
bre el particular no puede perpetuarse y 
la senda marcada por el Profesor Piernas 
Hurtado sería el buen camino a seguir, 
y estoy seguro que alguien comenzará a 
discurrir sobre el mismo. 

NOTAS

1) La edición que he tenido a la vista es la cuarta, 
Imprenta de D. Manuel Ginés Hernández (1891). 
La obra tuvo dos tomos, el segundo, que es del 
que se da cuenta, llevó por título Tratado de Ha-
cienda Pública y examen de la española. La prime-
ra edición fue de 1869.

2) Como es conocido el Cuerpo de Letrados de 
la Hacienda Pública es el antecedente del Cuerpo 
de Abogados del Estado. Me remito al conocido 
estudio del Profesor Sebastián Martín-Retortillo 
La defensa en Derecho del Estado. Aproximación a 
la historia del Cuerpo de Abogados del Estado, Edi-
torial Civitas; existe una segunda edición (2013) 
actualizando su contenido a cargo de Fernando 
Irurzun Montoro. Asimismo, el Profesor Piernas 
Hurtado formó parte de diversos Tribunales que 
habrían de juzgar las oposiciones de ingreso en 
el Cuerpo de Abogados del Estado y antes del de 
Letrados de la Hacienda Pública. Una referencia a 
ello aparece en la obra La formación histórica del 
Cuerpo de Abogados del Estado, de Gilabert Cer-
vera, Editorial de Derecho Global (2016).

3) Asimismo, perteneció a dicho Cuerpo de Le-
trados de la Hacienda Pública, donde ingresó en 
el año 1875 D. Joaquín Costa y Martínez. A ello 
se refirió Bal Francés en Joaquín Costa y Martínez. 
Una visión social del Derecho en Abogados del Es-
tado. Revista de la Asociación n.º 4 (2004).

4) Me remito a: José Manuel Piernas Hurtado. Ca-
tedrático de Economía de la Universidad de Zara-
goza, “nulla economía sine Ethica”, de Fernández 
Clemente, en Cuadernos Aragoneses de Econo-
mía n.º 12 (1988).

5) Me refiero al Diccionario Geográfico-Estadís-
tico-Histórico de España y de sus posesiones en 
Ultramar, de D. Pascual Madoz, Madrid (1848), 
quien añade: “En tiempos de Fernando VI, de este 
Monarca a quien no se puede negar la gloria de ha-
ber corregido no pocos abusos, y haber promovido 
cuanto estuvo de su parte la riqueza pública, bajo 
la administración del célebre Marqués de la Ense-
nada, se adoptaron instrucciones redactadas con 
bastante tino y materia para formar un Catastro 
General, en el que no solo constara con los posibles 
detalles la población de España, sino que también 

se expresase el valor de su riqueza imponible, a fin 
de ensayar un nuevo Sistema Tributario, estable-
ciendo la única contribución. En ese trabajo se ob-
serva que el Marqués de la Ensenada conocía lo que 
no han querido conocer muchos, o la mayor parte 
de los demás Ministros españoles, a saber; que no 
es posible obtener datos estadísticos, no diré exac-
tos, pero ni siquiera aproximados, sin fijar mucho la 
atención en este ramo, sin dedicarse a él con prefe-
rencia , y sobre todo sin gastar considerables sumas 
de dinero”. Además, debe recordarse que cuando 
el Profesor Flores de Lemus, a quien se aludirá 
más adelante, se incorporó en 1905 al Ministerio 
de Hacienda lo hizo como “Jefe de la Sección de 
Estadística”.

6) Todavía Academia Matritense de Jurispruden-
cia y Legislación, donde fue Académico-Profesor 
y Secretario de la misma.

7) Su discurso de ingreso versó sobre Considera-
ciones acerca del principio de solidaridad y sus con-
secuencias en el orden económico (1905), siendo 
contestado por D. Amós Salvador y Rodrigáñez, 
que fue Ministro de Hacienda, y antepasado de 
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quien también fue ministro del ramo, D. Miguel 
Boyer Salvador, cuya destacada biografía ha que-
dado difuminada por otros aspectos.

8) Sobre ello véase el n.º 42-43 (1976) de la revista 
Hacienda Pública Española, Instituto de Estudios 
Fiscales. A su vez, Flores de Lemus participó en 
un conocido Tribunal de acceso a la Cátedra de 
la denominada entonces Universidad Central, 
con conocido escándalo y probablemente con 
prevaricación. Véase Poder académico y acceso a 
Cátedras durante la Segunda República. La actua-
ción de Flores de Lemus en el Tribunal de oposición 
que enfrentó a Viñuales y a Bernis, de José Miguel 
Fernández Pérez, en: Icade. Revista Cuatrimestral 
de las Facultades de Derecho y de Ciencias Eco-
nómicas y Empresariales n.º 79 (2008).

9) Como dato anecdótico de su vida personal, 
es de mencionar que contrajo matrimonio con 
la Marquesa de Vista-Alegre, Dª Presentación de 
Tineo. El título nobiliario está en posesión de su 
biznieto, D. José Fernando Echevarría García Briz.

10) Como es conocido se suprimió en diciembre 
de 2001. Sobre ello véase Memoria de Defensa, de 
Fernando Díez Moreno (2021). Una destacada re-
censión de dicha obra a cargo de Tomás Mir de la 
Fuente aparece en Abogados del Estado. Revista 
de la Asociación n.º 55 (2021).

11) Aprobado por Decreto 3059/1966, de 1 de 
diciembre, Texto Refundido de Tasas Fiscales. 
Véase, además, la Ley 6/1977 de 4 de enero, de 
Fomento de la Minería y la Ley 34/1998, de 7 de 
octubre, del Sector de Hidrocarburos, con las 
modificaciones procedentes de la Ley 12/2007, 
de 20 de julio.

12) Sobre lo expuesto se pronunció la Sentencia 
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 11 de 
febrero de 2021. Pese a que se confirmó la pró-
rroga de la concesión de explotación del pozo de 
petróleo Casablanca, sus existencias están casi 
agotadas, y es de constatar su cierre. Sobre esa 
cuestión me he ocupado en mi estudio Tributa-
ción de la Empresa Energética (I) Petróleo y Gas, en 
Carta Tributaria n.º 44 (2018).

13) Constituye una excepción lo que se contiene 
en el estudio de la Profesora García Calvente: Jus-
ticia en el gasto público y crisis económica, análisis 
en perspectiva comparada, publicado en la Revis-
ta Española de Derecho Financiero n.º 198 (2023).

14) Con motivo del debate parlamentario que 
condujo a la nueva regulación del delito de mal-
versación en la Ley Orgánica 14/2022, de 22 de 
Diciembre, de Reforma del Código Penal, se pre-
sentó una enmienda en los siguientes términos: 
“El interés general, es decir, la base de la legitima-
ción del gasto, no puede ser objeto de revisión judi-
cial ni quedar al arbitrio de jueces y tribunales sino 
única y exclusivamente puede servir, si se diesen las 
circunstancias, para una exigencia de responsabi-
lidad política que, en los sistemas democráticos, se 
realiza o tiene lugar en cada cita electoral (...) De 
lo contrario, lo que se está haciendo es entregar 
un instrumento jurídico-penal a jueces y tribuna-

les para, desde su particular subjetividad política 
personal, revisar o cuestionar la actividad política 
de otros poderes del Estado (...) Es por esto que el 
delito de malversación no puede ser conceptuali-
zado como un remedo del delito de administración 
desleal, pero sobre el patrimonio público. Las facul-
tades de los responsables públicos en la gestión del 
patrimonio público y el margen de discrecionalidad 
del que disponen en la determinación del interés 
público no pueden equipararse a las facultades de 
los administradores respecto del patrimonio pri-
vado ajeno, emanadas de la ley, encomendadas 
por la autoridad o asumidas mediante un negocio 
jurídico”. Afortunadamente dicha enmienda no 
prosperó, pues equivaldría a que las autoridades 
públicas pudieran hacer lo que quisieran con el 
dinero público. Véase sobre lo expuesto Una pri-
mera valoración de la reforma de la malversación: 
vuelta al pasado, del Profesor Roca de Agapito, 
Diario la Ley n.º 10230 del día 16 de febrero de 
2023.

15) Recientemente han aparecido las “Prestacio-
nes patrimoniales de derecho público no tributa-
rias”. Un ejemplo de ello lo constituye lo dispues-
to en el Art. 21 del Real Decreto-Ley 6/2022, de 28 
de marzo, en el que se dispone: “Los operadores al 
por mayor de productos petrolíferos con capacidad 
de refino en España y con una cifra anual de nego-
cios superior a 750 millones de euros deberán satis-
facer una prestación patrimonial de carácter públi-
co no tributaria de periodicidad trimestral, durante 
el periodo comprendido entre los días 1 de abril y 
30 de junio de 2022, ambos incluidos”. Un acerta-
do comentario sobre dicha disposición es el del 
Profesor Menéndez Moreno en Una sorprendente 
prestación patrimonial de carácter público no tri-
butaria, en Quincena Fiscal n.º 13 (2022). Incide 
en dicha calificación la Ley 38/2022, de 27 de di-
ciembre, para el establecimiento de gravámenes 
temporales energético y de entidades de crédito 
y establecimientos financieros de crédito y por la 
que se crea el impuesto temporal de solidaridad 
de grandes fortunas. Véase Estudio preliminar 
sobre la adecuación a la Constitución y al Derecho 
Comunitario del Gravamen Temporal a Entidades 
de Crédito y Establecimientos Financieros de Cré-
dito, dirigido por el Profesor Martín Queralt, Ins-
tituto de Estudios Económicos (2022). Me ocupé 
de ello en Tasas y prestaciones públicas, en Home-
naje a Gonzalo Jiménez-Blanco. Editorial Aranzadi 
(2021). Véase, asimismo, Prestaciones patrimonia-
les obligatorias de carácter público en el sector eléc-
trico: evolución legal y doctrina jurisprudencial, de 
José Ramón Mourenza Díaz, y Prestaciones patri-
moniales de carácter público no tributario, de José 
Argüelles Pintos, ambos en Estudios Jurídicos en 
Homenaje a D. Manuel Goded Miranda, Abogacía 
General del Estado. Ministerio de Justicia (2019). 
Por último, me remito a Fiscalidad, Parafiscalidad 
y Regulación, de la Profesora Villar Ezcurra, Dis-
curso de Ingreso en la Real Academia de Juris-
prudencia y Legislación de España, junio de 2023.

16) El Profesor Fuentes Quintana, en su condi-
ción de Senador constituyente, expuso: “La Ha-
cienda no solamente tiene la mano del impuesto 
para recaudar el conjunto de los fondos que ne-
cesita con objeto de satisfacer las necesidades 

públicas y atender a los gastos, sino la mano del 
gasto público que completa, como es lógico, la 
mano de la imposición. Constituye una incohe-
rencia separar estas manos, ya que la Hacienda 
podría destruir con la mano del gasto público lo 
que ha construido y edificado con la mano del 
impuesto”. Tomo la referencia del estudio de la 
Profesora Ruiz Almendral, Reformas tributarias 
en un entorno multinivel y un siglo XXI incierto, en 
Revista Española de Derecho Financiero n.º 194 
(2022). Apuntó algo sobre esta cuestión el Pro-
fesor Albiñana García-Quintana en Técnicas pre-
supuestarias y opciones políticas, en Presupuesto 
y Gasto Público, Instituto de Estudios Fiscales n.º 
11 (1981).

17) Tomo la referencia de la Ponencia presen-
tada por el Letrado del Tribunal Constitucio-
nal, Sr. Utande San Juan, en el seno del Curso 
2022/2023, de la Sección de Derecho Financiero 
y Tributario de la Real Academia de Jurispruden-
cia y Legislación de España, y que llevó por título 
Aspectos constitucionales del Impuesto temporal 
de solidaridad de las grandes fortunas, creado por 
la Ley 38/2022, de 27 de diciembre. A ello también 
se refirió la Revista del Instituto de Estudios Eco-
nómicos 1/2023, bajo el título de: El Impuesto 
sobre Grandes Fortunas. Un análisis académico y 
doctrinal de su inconstitucionalidad.

18) El autor indica que: “La retribución de nuestros 
funcionarios es mezquina; fue siempre exigua, y 
luego no se ha cuidado de acompasarla al movi-
miento al alza de todos los precios, y a la reducción 
del valor de la moneda, que han dado lugar al en-
carecimiento de la vida”. Esta reflexión tiene valor 
actual, sobre todo cuando la inflación estuvo cer-
ca del diez por ciento.

19) Conclusión parecida es la siguiente: “El vicio 
de que adolece la organización de nuestra Marina 
se manifiesta en el hecho de que ordinariamente 
han sido mayores en ella los gastos de personal que 
los de material”.

20) Aprobado por Ley de 17 de octubre de 1851.

21) Recuérdese que el Profesor Piernas Hurtado, 
fue miembro de la Institución Libre de Enseñan-
za, y era considerado “Socialista de Cátedra”.

22) Me remito a la conocida monografía Vida 
y obra de D. Juan Francisco Camacho y Alcorta. 
1813-1896, tesis doctoral de D. Enrique José Mú-
gica de Urquía, editada por la Asociación de Abo-
gados del Estado con motivo del 125 aniversario 
de la creación del Cuerpo, con estudio introduc-
torio del insigne Pedro Luís Serrera Contreras, 
pues fue Camacho quien puso a la firma de Sa-
gasta y S.M. El Rey D. Alfonso XII, el Real Decreto 
de 10 de marzo de 1881, de creación del Cuerpo 
de Abogados del Estado. Una recensión a dicha 
obra en la que se incluye lo acontecido en su pre-
sentación, llevada a cabo en el Palacio de Parcent, 
con intervención de D. Gonzalo Anes y Álvarez de 
Castrillón, Director entonces de la Real Academia 
de la Historia, aparece en Abogados del Estado. 
Revista de la Asociación n.º 17 (2007), por mí re-
dactada.
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MARCO GEOGRÁFICO Y HUMANO: 
LAS REDUCCIONES

El río Paraná –uno de los grandes cursos 
fluviales de la Tierra– divide en dos par-
tes el cono sur suramericano discurrien-
do en dirección norte sur en sentido casi 
paralelo a la costa, desde el planalto bra-
sileño hasta el estuario del Plata. A par-
tir de la desembocadura de su afluente 
el río Iguazú, deja en su margen oriental 
los estados brasileños del Paraná y San-
ta Catarina y las provincias argentinas de 
Misiones y de Corrientes, y más al sur, el 
estado brasileño de Río Grande do Sul. 
Este estado se encuentra limitado al nor-
te por el curso este-oeste del río Uruguay 
y al este por tramo norte-sur de este mis-
mo río, dividido en dos partes por el río 
Ibicui, afluente del Uruguay por su mar-
gen izquierda. En la actualidad, Brasil 
está separado al sur de la república orien-
tal del Uruguay por el río Cuareim. Por 
su parte, el río Paraguay corre de norte a 
sur, a no gran distancia hacia el oeste del 
río Paraná del que es tributario, marcan-
do la frontera de un lado entre Bolivia 
y Paraguay, que quedan a su oeste, y de 
otro el estado brasileño de Mato Grosso 
do Sul, que queda al este. Más al sur, di-
vide en dos la República del Paraguay, 
al salir de la cual cerca de Corrientes, se 
junta con el Paraná, dejando al oeste la 
provincia argentina del Chaco. En total, 
la cuenca del estuario constituye una re-
gión de más de un millón de kilómetros 
cuadrados y de unos treinta millones de 
habitantes, dividida en la actualidad en-

tre cuatro repúblicas: Brasil, Argentina, 
Paraguay y Uruguay. Desde el punto de 
vista geográfico, en los siglos XVII y 
XVII, el paisaje era de selva o mato con-
forme más se avanza el norte y el de ma-
torral o sertao más al sur.

El primer europeo que tomó contacto 
con esta región fue Juan Díaz de Solís, 
que desembarcó en 1516 en la zona del 
Plata, donde encontró la muerte a manos 
de los indios charrúas. Poco después, en 
1537, el navegante veneciano Sebastián 
Caboto tomó posesión del país en nom-
bre del rey de Castilla, fundó algunos 
establecimientos militares en el estua-
rio del Plata, estableció relaciones amis-
tosas con los indios guaraníes y exploró 
buena parte de la cuenca del río Para-
guay. Sin embargo, la región no atrajo 
especialmente a los colonizadores espa-
ñoles dadas las dificultades del terreno 
cubierto de selvas y atravesado por nu-
merosos ríos y sobre todo por la ausencia 
de metales preciosos en su subsuelo. El 
asentamiento principal de los españoles 
era la ciudad de Asunción –actual capital 
de la república del Paraguay– fundada en 
1536 por Juan de Ayala, es decir, al mis-
mo tiempo que Buenos Aires lo era por 
Juan de Garay, ciudad ésta que durante 
todo el siglo XVI tuvo una importancia 
inferior a la de la capital paraguaya. En 
concreto, la población española se con-
centraba en la costa y en las riberas de 
los ríos Paraná y Paraguay, quedando sin 
explorar el alto curso de los ríos Paraná 
y Uruguay. Las relaciones con los guara-

níes no podían calificarse de hostiles, a 
lo que contribuía el limitado número de 
colonizadores españoles y las dificulta-
des de supervivencia en el territorio, así 
como el sistema de vida nómada de los 
indios. Además, españoles y guaraníes 
se apoyaban mutuamente contra sus tra-
dicionales enemigos tupíes y portugue-
ses. A finales del siglo XVI, la afluencia 
de españoles se incrementó a partir de la 
comercialización de la hierba mate (ilex 
paraguayensis).

La población indígena estaba formada 
en el extremo sur de la región antes des-
crita en el territorio correspondiente a la 
República del Uruguay y por la tribu de 
los charrúas: belicosos y refractarios a 
la civilización, dieron lugar a numero-
sas sublevaciones o ataques aislados a 
los españoles que se prolongaron hasta 
muy entrado el siglo XVIII. Más al nor-
te, centrados en el actual estado brasi-
leño de Río Grande do Sul, vivían los 
guaraníes, si bien diversas ramas de esta 
misma nación india estaban establecidas 
al norte y al oeste de esta zona. El pue-
blo guaraní fue el más susceptible a la 
civilización y cristianización, formando 
la base de las numerosas Reducciones o 
Misiones Jesuitas. Los guaraníes cons-
tituyeron durante casi dos siglos el ins-
trumento más importante para la acción 
militar de la Corona española en aque-
lla región. Al este de la población gua-
raní, se asentaban los tupíes, pueblo em-
parentado con aquel, aunque ferozmente 
enfrentados durante siglos, lo que se re-

Destrucción durante el período de Unión Ibérica de las Reducciones 
Españolas en las regiones de Guaira e Itatin que corresponden con 
los actuales Estados Brasileños de Santa Catarina y Río Grande do Sul
Fernando de Lemus Chávarri | Abogado del Estado y Doctor en Derecho y en Historia Moderna por la UCM
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montaba, según la leyenda, a la enemis-
tad entre dos hermanos llamados Tupí y 
Guaraní, respectivamente, por la pose-
sión de un papagayo. Los tupíes fueron 
firmes aliados de los portugueses, a quie-
nes apoyaban en sus correrías para escla-
vizar guaraníes. Finalmente, más al oes-
te, en la cuenca de Paraguay, habitaban 
los paiaguás –llamados indios canoeiros 
por los portugueses– y los guaicurús –los 
indios cavalerios– en la zona que corres-
ponde a la República del Paraguay y al 
estado brasileño de Mato Grosso do Sul.

Un elemento trascendental en la estruc-
tura de la población en la región que es-
tudiamos, eran las Misiones Jesuitas. Las 
autoridades españolas fomentaron el es-
tablecimiento de misiones que sirviesen 
de obstáculo a la penetración de los ban-
deirantes paulistas hacia el interior. Des-
de el inicio de la colonización se trató de 
sedentarizar a los indígenas nómadas o 
seminómadas en pueblos, lo que no sólo 
permitía conseguir más fácilmente, tan-
to una conversión al cristianismo como 
su utilización para servicio de la Corona, 
sino también facilitaba la civilización de 
los indios transformándolos en agricul-
tores y ganaderos. Los nuevos centros 
de población se denominaban Reduccio-
nes, y en ellas la autoridad se ejercía por 
los propios jefes indígenas bajo la su-
pervisión de los oficiales reales, que en 
mayor o menor grado eran auxiliados e 
incluso sustituidos por los misioneros. 
Esta interconexión de las funciones ad-
ministrativas y religiosas se explica por 
la existencia del Regio Patronato. Fue la 
Bula Universalis dirigida a Fernando el 
Católico el veintiocho de julio de 1508, 
la que otorgaba al rey la autoridad para 
el gobierno religioso de las Indias –con 
excepción del culto–, pudiendo erigir 
centros eclesiásticos y designar a los sa-
cerdotes y religiosos encargados del cui-
dado espiritual de las Indias. Las Misio-
nes quedaban sustraídas a la autoridad de 
las diócesis y contaban con la ayuda eco-
nómica de la Corona.

Con referencia a la región objeto de 
nuestro estudio, fueron los franciscanos 
quienes comenzaron a establecer Reduc-
ciones. La primera se construyó en Los 
Altos, a treinta kilómetros al norte de 
Asunción, en 1575. La siguiente en Ytu, 
a la misma distancia al sur de Asunción 

en 1585, y la tercera en el Yaguarón. En 
el alto Paraná, a ciento cincuenta kilóme-
tros al sur de Asunción, se fundó la Re-
ducción de San José de Caazapa en 1607 
y la de San Francisco de Yutí en 1611. En 
lo que respecta a los Jesuitas, la autori-
zación real para establecerse en Perú no 
fue concedida hasta el tres de marzo de 
1565, lo que permitió a estos religiosos 
dirigirse primeramente a Asunción. Es a 
partir de este momento cuando comenzó 
la colonización española al este del río 
Paraná, en concreto en la región conoci-
da como Guairá, situada entre el referido 
río y el Iguazú, donde los Jesuitas de la 
provincia de Perú comenzaron a evange-
lizar a los indígenas con el procedimien-
to ya ensayado en Brasil de misiones vo-
lantes, es decir, siguiendo a los guaraníes 
en sus migraciones por no considerarles 
todavía suficientemente preparados para 
ser concentrados en Reducciones. Ante 
el problema surgido por haberse solicita-
do el envío de nuevos misioneros proce-
dentes de la provincia de Brasil, el padre 
general de la compañía, Claudio Acqua-
viva, erigió, el nueve de febrero de 1604, 
la nueva provincia Jesuita de Paraguay, 
que además del actual territorio de esta 
República abarcaba los de Argentina, 
Chile, Uruguay y parte de Bolivia y de 
Brasil. La orden real de cuatro de abril de 
1609 confirmó su dependencia del Regio 
Patronato y fue complementada por las 
ordenanzas de veintiséis de noviembre 
de 1609 del lugarteniente del goberna-
dor de Paraguay y Río de la Plata, que 
prohibía a los españoles establecerse en 
la zona del río Paranapanema, dentro de 

la región de Guairá, encomendando los 
indios a la Compañía. Esta prohibición 
se extendió a todas las Reducciones de 
la provincia de Paraguay el diez de agos-
to de 1628. Fue también en este mismo 
año, cuando fueron enviados misioneros 
Jesuitas en tres direcciones para llevar a 
cabo la fundación de Reducciones; hacia 
el alto Paraná, hacia el este a la región 
denominada Guairá y, finalmente, hacia 
la región de tribus guaycuríes, llamada 
Iratí o Itatim. Esta última expedición fra-
casó en su intento de sedentarizar a los 
guaycurúes y tuvo que limitarse a im-
pulsar pequeños asentamientos de indios 
guaraníes.

En el alto Paraná los misioneros con-
taron con el apoyo del cacique guaraní 
Arapi Sandú, con la garantía de que los 
indios reducidos quedarían exentos de la 
encomienda privada. Con esta base, el 
veintinueve de diciembre de 1609, fun-
daron la primera Reducción de la zona: 
San Ignacio, a unos doscientos cincuenta 
kilómetros al sur de Asunción, no lejos 
de la confluencia de los ríos Paraná y Pa-
raguay. Posteriormente recibiría la deno-
minación de San Ignacio Guazú (el gran-
de), para diferenciarla de San Ignacio 
Mini (el pequeño). Hacia este estableci-
miento confluyeron importantes grupos 
de guaraníes, incluidos los célebres caci-
ques Abacatú y Tabacambí. Finalmente, 
la expedición con destino a Guairá cruzó 
el alto río Uruguay y al oeste de dicha 
corriente fluvial junto a su afluente el Pe-
pirí, en 1610 los padres Simón Mascetti 
y José Cataldini crearon las Reducciones 

Bandeirantes paulistas, pintura de Jean-Baptiste Debret 
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de Loreto y de San Ignacio Mini y, pos-
teriormente, en el alto Uruguay, Itapúa y 
Santa Ana, donde se logró reducir al ca-
cique Tabacambí que, poco antes, había 
tomado en un asalto de los indios guara-
níes San Ignacio Guazú. Por último, en 
1620, también la región del río Uruguay, 
se fundaba la Reducción de Concepción.

A partir de este momento, las Reduccio-
nes Jesuitas se multiplicaron en la región 
denominada Tapé, comprendida entre el 
tramo del río Uruguay que discurre en 
dirección este-oeste y el tramo de este 
mismo río que cambia de sentido hacia 
el sur. Las Reducciones fundadas en esta 
zona fueron en 1626 las de San Nicolás 
y San Javier, en 1627 Yapeyú, y en 1628 
Candelaria y Todos los Santos del Caró, 
que pasó a denominarse Mártires, des-
pués del asesinato de los Jesuitas Roco 
González y Alonso Rodríguez. Estas 
muertes dieron lugar a la primera con-
frontación armada, en la que, por prime-
ra y casi única vez, desde luego dejando 
aparte las guerras subsiguientes al Trata-
do de Madrid en 1756-1757, se produjo 
un enfrentamiento hispano-guaraní. Los 
caciques Nezu y Carupé instaron una su-
blevación general contra los Jesuitas re-
uniendo un contingente de unos 1.500 
guaraníes con el fin de asaltar y destruir 
la Reducción de Candelaria. La defensa 
de esta Reducción fue organizada por los 
Jesuitas Diego de Boroa, José Ordóñez, 
Pedro Romero y Francisco de Clavijo, 
contando con el asesoramiento de un mi-
litar portugués residente en Paraguay lla-
mado Manuel Cabral. Este pudo reunir 
a diez arcabuceros españoles además de 
doscientos guaraníes cristianos proce-
dentes de Itatí. De las Reducciones fran-
ciscanas de Yuti y Caazapá llegaron dos-
cientos guerreros guaraníes conducidos 
por Francisco Calabui, si bien, la mayor 
parte de las fuerzas defensoras procedían 
de la Reducción Jesuita de Concepción, 
guiadas por el cacique Nicolás Neengui-
rú y de la Itapúa al mando de Santiago 
Tabacambi; en total unos mil guerreros. 
Se produjeron un par de escaramuzas 
que se saldaron favorablemente para los 
guaraníes reducidos, que en la primera 
iban al mando del padre Romero y en la 
segunda de los caciques Neenguirú y Ta-
bacambí. El encuentro decisivo tuvo lu-
gar el veinte de diciembre de 1628, cerca 
de la Reducción de Candelaria. Los in-

dios rebeldes, espantados por las armas 
de fuego, así como por la organización 
táctica de sus hermanos de raza, fueron 
virtualmente deshechos, muriendo, entre 
otros muchos, Carupé, en tanto que Nezú 
buscó refugio en la selva. Prácticamen-
te todos los indios cogidos prisioneros 
se sometieron a la autoridad político-re-
ligiosa española y sólo doce fueron re-
lajados al brazo secular y ahorcados. El 
cacique cristianizado Nicolás Neengui-
rú tuvo una intervención decisiva en las 
tareas de pacificación por su capacidad 
para convencer a sus compatriotas, unida 
al prestigio ganado por su actuación en 
la lucha, tal y como se reconoció expre-
samente por el Padre Provincial en una 
comunicación dirigida al Padre General 
de la Compañía de Jesús.

Paralelamente al movimiento fundacio-
nal registrado en el curso del Uruguay, el 
padre Ruiz Montoya, siguiendo instruc-
ciones de las autoridades españolas, pro-
cedía al establecimiento de Reducciones 
en la región de Guairá con el objetivo de 
proteger el oeste del Paraguay de las in-
cursiones paulistas. En julio de 1627, el 
número de Reducciones fundadas ascen-
día a catorce con un número de guara-
níes reducidos no inferior a treinta mil, 
siendo las más importantes las de Loreto 
y San Ignacio del Guairá, también cono-
cido por San Ignacio Miní.

ATAQUES DE LOS BANDEIRANTES A 
LAS REDUCCIONES ESPAÑOLAS

Fuera de las luchas iniciales contra los 
charrúas, subsiguientes a los estableci-
mientos de poblaciones españolas en el 
estuario del Plata, las primeras confron-
taciones armadas que se produjeron en 
la región que estudiamos tuvieron lu-
gar entre los bandeirantes brasileños y 
los indios de las misiones fundadas por 
los Jesuitas españoles. Realmente, hasta 
que, tras múltiples agresiones, los misio-
neros optaron por armar y organizar mi-
litarmente a los indios, más que de con-
frontaciones, tendríamos que hablar de 
asaltos a poblaciones indefensas. Proce-
dían del oeste, partiendo de Sao Paulo, 
ciudad surgida alrededor del colegio de 
Sao Paulo de Piratininga, fundado por 
los Jesuitas en 1553. Fue en 1532 cuando 
Martin Afonso estableció la villa de Pira-
tininga en el altiplano a nueve millas de 

distancia de la ciudad costera de Sao Vi-
cente, cerca de un poblado indígena. Dos 
años después, el Jesuita padre Anchieta, 
trasladó el emplazamiento de la villa al 
poblado indígena donde había fundado 
un colegio: Sao Paulo de Piratininga. La 
población fue desde el principio resulta-
do de un mestizaje entre los europeos y 
los tupíes y, en mucho menos grado, con 
los negros. Entre los primeros predomi-
naban los portugueses, si bien los espa-
ñoles tenían una destacada importancia, 
estando también representadas otras na-
ciones, en especial franceses, alemanes 
y holandeses. Estos colonos estuvieron 
impulsados desde el principio por un 
afán de desplazarse en la búsqueda de 
esmeraldas, así como de oro, riquezas 
que consideraban más atractivas que los 
rendimientos de la agricultura. Dado que 
el límite este de Sao Paulo era el océa-
no, resulta fácilmente explicable que el 
desplazamiento de los paulistas fuese en 
dirección este-oeste al igual que siempre 
ha sucedido con la mayor parte de las 
grandes migraciones de la humanidad.

Pasando a las banderias, éstas surgieron 
sin duda en Piratininga. Esta figura po-
lítico militar era, al mismo tiempo, una 
organización férreamente disciplinada, 
adecuada para atravesar selvas, ríos y 
montañas en búsqueda de los tesoros de 
la tierra, y una sociedad en la que se de-
sarrollaron todos los actos típicos de la 
vida civil. Su jefe era al mismo tiempo el 
capitán y el gobernador, que ejerció una 
autoridad total sobre todos los bandei-
rantes, cuyas vidas y haciendas depen-
dían de su voluntad como si se tratase de 
la voluntad regia: no olvidemos que el 
nombre de estas partidas proviene de que 
cada bandeirante enarbolaba su enseña 
propia en lugar de las armas de un sobe-
rano. Pero sin duda alguna, por encima 
del elan heroico que se pueda encontrar 
en las bandeiras, es preciso recordar que 
el rasgo humano más típico del bandei-
rante radica precisamente en la falta de 
humanidad, más aún, en la extraordina-
ria crueldad en su forma de proceder: la 
vida de un bandeirante no significaba 
nada para el jefe de una bandeira y la de 
los indios aún menos. Son numerosos los 
episodios que relatan asesinatos en masa 
por mero entretenimiento. En definitiva, 
de un lado las bandeiras encontraron el 
oro y definieron las fronteras de Brasil, 
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pero por otra parte también destruyeron 
la obra civilizadora de los Jesuitas y, a 
la postre, colaboraron en su expulsión. 
Pero en el área que estudiamos, la actua-
ción de las bandeiras vino impulsada por 
el atractivo que ofrecía la esclavización 
de indios reducidos frente a la trabajo-
sa captura de indios aislados, labor en la 
que no sólo fueron apoyados por la Co-
rona portuguesa, sino que de una forma 
indirecta llegaron a implicar a la Corona 
española en una inexplicable guerra ge-
nocida –la guerra guaraní– en beneficio 
exclusivo del reino de Portugal.

El episodio de Candelaria, es decir, el 
asalto a las misiones por los propios gua-
raníes, constituyó un acontecimiento ais-
lado, ya que la verdadera amenaza para 
las Reducciones procedía del este: la ciu-
dad de Sao Paulo, donde se situó un cen-
tro fundamental para la conformación de 
la nacionalidad brasileña. Los paulistas 
descendían fundamentalmente de inmi-
grantes portugueses y la mayor parte de 
la población estaba constituida por mes-
tizos de portugueses y tupíes conocidos 
de acuerdo con esta última lengua, por 
mamelucos. Estos paulistas podían in-
tegrarse perfectamente en el medio am-
biente tropical con la misma facilidad 
que los tupíes, teniendo además las ven-
tajas de su superior civilización, lo que 
les permitía convertirse en los auténti-
cos dueños del sertao. Estimulados por 
la búsqueda de oro, esmeraldas y escla-
vos continuaron el secular movimiento 
tupí hacia el oeste, enfrentándose al mo-
vimiento hacia el este de los misioneros 
españoles, apoyadas por la población 
guaraní.

Durante muchos años, el producto 
más rentable para los mamelu-

cos eran los indios destinados 
a ser esclavizados a cuyo 

fin se efectuaban razzias 
o malocas, penetran-

do cada vez más 
profundamente 
hacia el inte-
rior, obligados 

por la despobla-
ción progresiva del 

sertao próximo a 
Sao Paulo y el atrac-

tivo de un fácil botín 
que ofrecía la concentra-

ción de miles de indios en 
las Reducciones al alcance 

de la acción predataria de los 
bandeirantes paulistas. Resul-

ta interesante constatar que los 
primeros choques armados de los 

bandeirantes contra los españoles 
en la región del Paraguay fueron 

contra las autoridades oficiales de la 
Corona española antes que contra sus 

misioneros. Concretamente en Guairá, 
a principios del siglo XVIII, existían las 
poblaciones españolas de Villa Rica y 
Ciudad Real. Pues bien, en 1607, el ban-
deirante Manuel Preto capturó numero-

sos indios en las razzias de Villa Rica y 
en 1611 fue el propio gobernador Luis 
de Sousa Henríquez, quien dirigió una 
bandeira “oficial” a la región del río Pa-
ranapanema, que se hizo con numerosos 
guaraníes que, sin embargo, fueron libe-
rados al ser destrozada esta bandeira por 
el gobernador español Antonio de Aro-
sa. Al año siguiente, una nueva bandei-
ra dirigida por Sebastiao Preto, que ha-
bía capturado novecientos guaraníes en 
Guairá, fue también aniquilada por el 
gobernador español.

El asalto de los bandeirantes de Sao 
Paulo a las Reducciones Jesuitas del 
Guairá comenzó hacia 1620, atraídos por 
la posibilidad de captura en masa a los 
guaraníes reducidos. El primer bandei-
rante en atacar las Reducciones Jesuitas 
fue el ya citado Manuel Preto, quien rea-
lizó un primer asalto en 1616 y, poste-
riormente, otro en 1619, en el curso de 
los cuales capturó a numerosos guara-
níes de las Reducciones de Jesús María 
y José y San Ignacio. Finalmente, otra 
expedición paulista que tuvo lugar en-
tre los años 1623 y 1624 consiguió es-
clavizar más de mil indios cristianizados 
de Guairá. La connivencia de las auto-
ridades brasileñas con los bandeirantes 
quedó de manifiesto en numerosos epi-
sodios. Por ejemplo, resulta patente el 
soborno de don Luis de Céspedes, desig-
nado gobernador de Paraguay en 1628. 
Para tomar posesión de su destino nave-
gó a Sao Paulo, recordemos que Portugal 
dependía de la Corona española, desde 
donde el gobernador de Río de Janeiro le 
facilitó el viaje a su destino, así como la 
mano de su sobrina Victoria –Céspedes 
era un hombre de edad avanzada–, con 
la que se dirigió a Asunción por la ruta 
seguida por los bandeirantes.

Don Luis de Céspedes fue testigo en Sao 
Paulo de la preparación de una bandei-
ra de grandes proporciones y, aunque 
escribió al rey denunciando el tráfico de 
indios que realizaban los paulistas, pro-
hibió a los Jesuitas la utilización de ar-
mas, aconsejándoles que abandonasen la 
región de Guairá, es decir, la zona com-
prendida entre el río Paraná al oeste, el 
río Iguazú al sur y el Paranápanema al 
norte. La bandeira, de cuya preparación 
fue testigo Céspedes, partió de Sao Paulo 
en agosto de 1628. De acuerdo con algu-
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nos informes, estaba formado por sesen-
ta y nueve blancos, novecientos mame-
lucos o mestizos y más de dos mil indios 
tupíes. Entre los blancos se incluían dos 
magistrados de Sao Paulo: el fiscal, dos 
miembros de la cámara municipal y el 
hijo, el yerno y el hermano del juez más 
importante de la ciudad. El jefe de esta 
bandeira era el conocido Antonio Rapo-
so Tavares, que se haría famoso al acau-
dillar la célebre gran bandeira alrededor 
de Brasil, siendo sus adjuntos los tam-
bién bandeirantes Pedro Vaz de Barros, 
Bras de Lema y Andrés Fernández. La 
bandeira evitó las ciudades españolas de 
Villa Rica y de Ciudad Real, marchan-
do por una ruta más al sur hasta situar-
se frente a la Reducción de Encarnación, 
cerca del río Tibagi, afluente del Parana-
panema por su margen izquierda. La Mi-
sión estuvo sitiada durante cuatro meses. 
Los bandeirantes no llegaron a asaltar-
la, aunque capturaron algunos grupos de 
guaraníes fuera de ella.

Otro ataque tuvo lugar contra la Reduc-
ción de San Antonio, junto al río Ivaí, en 
el curso alto de este río afluente del Para-
ná. El origen de este ataque se remonta a 
enero de 1629, cuando un famoso jefe in-
dio tupí llamado Tatabrana, condujo a su 
gente para integrarse en la referida Re-
ducción de San Antonio. Tatabrana había 
sido capturado años atrás por el bandei-
rante Simao Alvares, pero había logra-
do escapar y regresar a su poblado. De 
acuerdo con la relación de los Jesuitas, 
la tribu de Tatabrana había sido cristiani-
zada antes de que los portugueses llega-
sen al territorio de Guairá, atraído por la 
fama de la paz y el bienestar de que dis-
frutaban los indios en las Reducciones. 
Los bandeirantes, por su parte, sostenían 
que Tatabrana y su gente eran esclavos 
fugitivos y solicitaban su devolución. El 
treinta de marzo de 1629, Antonio Ra-
poso Tavares marchó con su gente a la 
Reducción de San Antonio para esclavi-
zar a Tatabrana y a su gente. De hecho 
capturaron a cuatro mil indios, destruye-
ron la Reducción, quemaron las casas, 
derruyeron la iglesia, profanaron la ima-
gen de la Virgen, mataron una docena de 
indios y saquearon las propiedades de la 
Misión. Los indios estaban convencidos 
de que se les había concentrado en la Re-
ducción, no para enseñarles la doctrina, 
sino para entregarlos a los portugueses. 

La relación de los Jesuitas afirma que los 
indios ancianos fueron quemados con 
sus casas, de las que se les impidió salir. 
Otra sección de la misma bandeira sa-
queó la Reducción de San Miguel, que 
había sido abandonada con anterioridad 
por los Jesuitas. Un tercer grupo fue a la 
Misión de Jesús María, junto al río Tiba-
gi, donde fueron recibidos por los jefes 
guaraníes. Cuando protestaron ante el 
saqueo, fueron asesinados, capturándose 
mil quinientos guaraníes. Debemos des-
tacar las terribles condiciones del viaje 
de los guaraníes a Sao Paulo, escasa-
mente alimentados y cargados con sus 
criaturas, además de con la impedimenta 
de los bandeirantes y del producto del 
saqueo. Dos Jesuitas de las Reducciones, 
los padres Justo Mansilla y Simón Mas-
cetti, pudieron acompañar a sus fieles 
guaraníes a Sao Paulo, e incluso fueron a 
Bahía, para formular una inútil protesta, 
quedando impresionados por la toleran-
cia, o más bien de la connivencia, de las 
autoridades con los bandeirantes. Con-
cretamente, fueron testigos de que Ra-
poso Tavares recompensaba a las auto-
ridades, regalando a las más destacadas 
diverso número de indios esclavizados. 
Las disculpas que se esgrimieron eran 
que estas razzias estaban autorizadas por 
una ley del rey don Sebastiao, de 1570, y 
que tenían la finalidad de convertirlos al 
cristianismo. Nada de ello tenía que ver 
con la realidad, siendo miles los que se 
vendían igual que los negros de Guinea, 
pero mucho más baratos.

Después de numerosas razzias, des-
trucciones y capturas de guaraníes cris-
tianizados, los titulares de las primeras 
Reducciones Jesuitas de Paraguay co-
menzaron a organizarse para la defensa. 
En 1628, el Jesuita Antonio Ruiz Mon-
toya escribía a su provincial que la Re-
ducción de San Javier había sido atacada 
por “bandidos portugueses”, que “por 
sus actos malvados, más parecían bes-
tias salvajes que criaturas racionales. 
Hombres desalmados matan a los indios 
como si fueran animales sin respetar la 
edad ni el sexo. Matan criaturas porque 
impiden caminar a sus madres y a ancia-
nos y mujeres por el mismo inconvenien-
te de ser incapaces para caminar o por 
ser inútiles para el trabajo. Los matan 
pegándoles en la cabeza con palos. Tam-
bién matan a jefes porque aconsejan a 

los demás regresar a sus casas”. Es im-
portante destacar que la mayor parte de 
las incursiones contra las Reducciones 
del Guairá tuvo lugar durante la unión 
de las Coronas ibéricas, lo que convier-
te aún en más llamativo, de un lado, el 
que las autoridades portuguesas apoya-
sen abiertamente ataques contra súbditos 
de su propio soberano y de otro que los 
gobernadores de Paraguay, así como los 
superiores de la Compañía de Jesús, no 
reclamasen una más enérgica actitud del 
gobierno de Brasil frente a los bandei-
rantes paulistas, lo que, con independen-
cia de la evidente falta de colaboración 
de los portugueses, también revela que la 
autoridad de virreyes y gobernadores de 
Brasil sobre Sao Paulo era muy escasa.

A la vista del precedente ya citado de 
la defensa de la Reducción de Candela-
ria en 1628, el padre provincial Diego 
de Boroa dio orden de comprar “omnia 
quae ad belli apparatu opus esse vide-
rentur”, de lo que se encargaron los her-
manos coadjutores Antonio Bernal y 
Juan de Cárdenas, que anteriormente ha-
bían sido militares. También comenza-
ron a fabricar armas en las Reducciones. 
La primera reacción de los Jesuitas con-
sistió en un ataque sorpresa de los gua-
raníes de la Reducción de Encarnación a 
los bandeirantes, que permitió la captura 
de un importante número de indios tupíes 
auxiliares de los bandeirantes paulistas, 
entre ellos un célebre jefe, que fue azota-
do antes de ser puesto en libertad. Causó 
tal impacto este hecho que el jefe azota-
do murió de vergüenza. De acuerdo con 
el informe cursado a la Corona por el go-
bernador de Buenos Aires, Mendo de la 
Cueva y Benavides, entre 1612 y 1639, 
los mamelucos paulistas se habían apo-
derado de trescientos mil indios proce-
dentes de Reducciones españolas. Según 
otra carta de doce de octubre de 1637, di-
rigida a Felipe IV por el entonces gober-
nador de Buenos Aires, Pedro Esteban 
de Ávila, habían sido hechos cautivos 
más de sesenta mil guaraníes cristiani-
zados de las Reducciones Jesuitas entre 
1628 y 1630, informaciones también un 
tanto exageradas, puesto que implicarían 
una captura de veinte mil indios por año, 
debiendo también recordar que el asalto 
de 1628 a la Reducción de Candelaria se 
saldó con un tremendo fracaso. Lo que, 
desde luego, es cierto es que en 1630 el 
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bandeirante Andrés Fernández destruyó 
una Misión y, en 1631, Paulo de Amaral 
otra, con lo que habían sido destruidas 
todas las Reducciones de Guairá, excep-
to las de Loreto y San Ignacio Miní, por 
lo que tuvieron que ser trasladados hacia 
el suroeste unos doce mil guaraníes de 
los que sólo cuatro mil llegaron a las Re-
ducciones a las que estaban destinados.

El asalto y despoblación de las Reduc-
ciones de Guairá tuvo su continuación 
con las de Tapé, región situada entre el 
río Uruguay y el Ibicuí, donde fueron 
destruidas las doce Reducciones que allí 
habían fundado los Jesuitas. Seguida-
mente los mamelucos paulistas se diri-
gieron a Itatí, región situada al norte de 
Asunción, donde existían cuatro misio-
nes Jesuitas de las que tres fueron des-
truidas. También los guaraníes se vieron 
agredidos por los colonizadores espa-
ñoles que los utilizaban para recolec-
tar hierba mate. Ante esta situación y la 
probada connivencia del gobernador de 
Paraguay, Céspedes Xeria, que también 
recibía entregas de indios esclavizados, 
los Jesuitas no vieron más salvación que 
la huida. En este sentido, Antonio Ruiz 
de Montoya dirigió el desplazamiento 
de diez mil guaraníes procedentes de las 
Reducciones de Guairá, que todavía no 
habían sido destruidas (Loreto junto al 
río Pirapó y San Ignacio junto al Parana-
panema) y aunque los colonos españoles 
pretendieron impedir su marcha para que 
continuaran trabajando en la recolección 
de hierba mate lograron cruzar el Paraná 
para dirigirse a la región a Itatín al sur de 
Mato Grosso y a Tapé al oeste del Uru-
guay y en río Grande do Sul.

Desaparecidas sus potenciales presas en 
Guairá, los bandeirantes en 1632 se di-
rigieron contra la población española de 
Villa Rica y después contra la de Ciudad 
Real, que después de saqueadas tuvie-
ron que ser abandonadas, refugiándose 
sus pobladores en Paraguay. Los ataques 
a las Reducciones no cesaron con esta 
huida. En el año 1635, el gobernador de 
Sao Vicente autorizó una bandeira flu-
vial, una de las llamadas monçoes, para 
saquear la zona de la laguna de los Patos, 
donde después se fundaría Río Grande 
de San Pedro. La bandeira contaba con 
quince barcos y muchas canoas de remo. 
Aunque no existen datos exactos, se ha-

bló de la captura de unos doce mil in-
dios. El provincial Jesuita don Diego de 
Boroa, decidió resistir con el fin de evitar 
que las nuevas Reducciones tuviesen el 
mismo destino que las de Guairá. Comi-
sionó a dos Jesuitas antiguos militares, 
Antonio Bernal y Juan de Cárdenas, para 
conseguir armas y municiones, así como 
para instruir a los indios en técnicas de 
combate. El nuevo ataque se produjo el 
dos de diciembre de 1636, dirigido con-
tra la Reducción de Jesús María, la más 
al norte de las Reducciones de Tapé, por 
una bandeira formada por unos ciento 
cincuenta portugueses armados con ar-
cabuces y unos mil quinientos auxilia-
res tupíes y estaba al mando de Antonio 
Raposo Tavares. Aunque la mayor parte 
de los mil seiscientos guaraníes de la Re-
ducción estaban trabajando en los cam-
pos, los trescientos que se encontraban 
en la población se defendieron valiente-
mente bajo la dirección de los Jesuitas. 
Al final, los Jesuitas debieron rendirse, y 
aunque los religiosos quedaron en liber-
tad, los guaraníes que no fueron asesi-
nados, fueron reducidos a la esclavitud. 
Los Jesuitas supervivientes organizaron 
una tropa de mil seiscientos guaraníes, 
con la que lograron resistir otro ataque 
bandeirante en la Reducción San Cris-
tóbal, pero otras tres misiones fueron 
asaltadas e incendiadas. En 1637, otra 
bandeira dirigida por Francisco Bueno 
y Andrés Fernandes atacó las Reduccio-
nes de Tapé situadas entre los ríos Ibi-
cui y el Uruguay. En primer lugar ata-
có la Reducción de Santa Teresa, que se 
rindió sin lucha y los guaraníes fueron 
encerrados en corrales. Los bandeiran-
tes pasaron el invierno en esta Reduc-
ción, desde donde capturaron guaraníes 
de otras Misiones. Aunque la agresión 
era patente, el gobierno español de Pa-
raguay no adoptó medida alguna. Sola-
mente el obispo de Buenos Aires envió 
un notario eclesiástico para comunicar 
a los bandeirantes su excomunión, que 
éstos recibieron pacíficamente, limitán-
dose a decir que la recurrirían. Resulta, 
en definitiva, que entre 1635 y 1637 ha-
bían sido destruidas, treinta Reducciones 
(catorce en Guariá, doce en Tupé, tres 
en Itatí, dos en Uruguay), planteándose 
de manera apremiante la cuestión de la 
defensa de las Reducciones, teniendo en 
cuenta la falta de protección efectiva por 
parte de las autoridades españolas.

COMBATES DE CAAZAPA-GUAZÚ 
Y M’BORORÉ

En 1639, se produjo el primer inciden-
te armado significativo entre los guara-
níes reducidos y los bandeirantes en la 
localidad de Caazapa-Guazú, con oca-
sión de la irrupción de los bandeirantes 
procedentes de Sao Vicente dirigidos por 
Pascoal Leite Pais. Los guaraníes bajo el 
mando del padre Diego de Alfaro derro-
taron a los mamelucos sin necesidad de 
que interviniese el destacamento español 
enviado en su ayuda por el gobernador 
de Paraguay, Pedro de Lugo y Navarro. 
El jefe de la expedición atacante, Pascual 
Leite País, fue capturado, siendo libera-
do poco después, en tanto que el padre 
Diego de Alfaro murió a consecuencia 
de las heridas sufridas en la batalla. Este 
encuentro detuvo las incursiones paulis-
tas durante un par de años, pero en 1641, 
el bandeirante Manuel Pires organizó 
una poderosa expedición, que descendió 
por el río Uruguay, bajo el mando de Je-
rónimo Pedroso de Barros. Estaba com-
puesta de quinientos mamelucos pau-
listas apoyados por dos mil quinientos 
indios tupies, contando con novecientos 
canoas de transporte y armamento que 
incluía unas rudimentarias piezas de ar-
tillería. Por primera vez una expedición 
bandeirante tenía una patente intención 
política y estaba alentada de forma ex-
presa por las autoridades, dado que des-
de 1640 se había iniciado en Europa la 
guerra de Restauración portuguesa fren-
te a Felipe IV. Por su parte, las fuerzas de 
las Reducciones estaban compuestas por 
unos cuatro mil guaraníes con una relati-
va disciplina y bastantes armas de fuego 
al mando de los caciques Nicolás Neen-
gurí e Ignacio Abiarú con la asistencia 
del coadjutor Domingo Torres, antiguo 
militar español.

Los Jesuitas Pedro Romero y Pedro de 
Mola, que habían logrado reunir a los 
guerreros guaraníes, dedicaron los días 
previos a preparar socorros para los he-
ridos y confesar a los combatientes. El 
choque se produjo el once de marzo de 
1641, en la confluencia del río Mboro-
ré con el Uruguay. Los bandeirantes in-
tentaron un ataque al amanecer contra 
un campamento indio junto al río Aca-
raguá, con la finalidad de capturar algu-
nas mujeres. Sin embargo, encontraron 
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el campamento vacío. El campamento 
principal de los guaraníes estaba junto 
al río Mbororé (río de las once curvas) 
que desemboca en el alto curso del río 
Uruguay. Poco después, tuvo lugar una 
batalla fluvial entre treinta canoas tripu-
ladas por doscientos cincuenta guaraníes 
de las Reducciones y un centenar de ca-
noas de los bandeirantes. Los guaraníes 
dirigidos por Ignacio Abiarú dispararon 
sobre los bandeirantes causándoles nu-
merosas bajas. La flotilla de los bandei-
rantes apareció en la mañana del lunes 
once de marzo de 1641. El caudillo gua-
raní, Ignacio Abiaru, que demostró tener 
importantes dotes estratégicas, desplegó 
sus canoas en forma de media luna, con-
ducidas por una canoa principal armada 
con un cañón, que disparó contra las na-
ves paulistas, hundiendo tres canoas y 

matando a varios portugueses. Mientras 
tanto, los Jesuitas cantaban letanías in-
vocando la protección de su patrono San 
Francisco Javier.

El combate se trabó con gran ardor, lu-
chando los guaraníes como soldados ex-
perimentados y, en un momento deter-
minado, fingieron una retirada con el fin 
de conducir a sus enemigos a un punto 
donde pudieran dispararlos con ventaja. 
El bandeirante capitán Pedroso saltó a 
tierra con treinta hombres con el fin de 
atravesar un trozo de selva y atacar a los 
guaraníes que estaban en la ribera. Con-
tra lo que cabía esperar, éstos reacciona-
ron con furor, movidos por el odio que 
les inspiraba Pedroso y acabaron casi to-
talmente con su partida. Mientras tanto, 
tres canoas paulistas atacaron la empali-

zada que protegía la Reducción, pensan-
do que estaba desprotegida. Sin embar-
go, estaba repleta de indios escondidos, 
los cuales, cuando se aproximaron las 
canoas, comenzaron a disparar repen-
tinamente sobre los bandeirantes, po-
niéndoles en una fuga tan desordenada 
que algunos escaparon remando con las 
manos. El episodio principal de la bata-
lla continuaba desarrollándose en el río, 
donde, si bien el número de combatientes 
favorecía a los portugueses –unos tres-
cientos portugueses y seiscientos tupíes 
tripulando ciento treinta canoas frente 
trescientos guaraníes en setenta canoas–, 
los guaraníes tenían la ventaja de su me-
jor armamento, así como en su entrena-
miento para ese tipo de lucha. Por todo 
ello, las fuerzas de las Reducciones arro-
llaron a los paulistas hasta el punto de 
que muchos de ellos arrojaron sus armas 
y saltando a tierra buscaron refugio en la 
selva. Así, fueron abandonadas al menos 
catorce canoas y muchos de los mamelu-
cos que huyeron fueron heridos o muer-
tos por los guaraníes. Los bandeirantes 
fueron obligados a retroceder hasta su 
campamento, donde intentaron conse-
guir una tregua que fue rechazada por los 
Jesuitas. Por el contrario, estos enviaron 
una fuerza de unos tres mil indios, que se 
aproximaron sigilosamente hasta la em-
palizada del campamento portugués con-
tra el que empezaron a disparar con arca-
buces y flechas incendiarias. Totalmente 
superados, los bandeirantes pidieron tre-
gua en dos ocasiones, que les fue nega-
da recordando su cruel comportamiento 
en tantos ataques anteriores contra las 
Misiones. El combate estaba decidido a 
favor de los guaraníes, pero éstos inten-
taron que su victoria fuera completa. A 
este fin, el padre Pedro Romero envió a 
mil doscientos guaraníes a construir una 
estacada en la boca del río Tabaí con el 
fin de impedir que los bandeirantes in-
tentasen escapar por vía fluvial desde 
el Mbororé al Acarigua. El mando de 
la flotilla de canoas de las Reducciones 
fue conferido a Juan de Porras, mientras 
un tercer cuerpo de guaraníes atacaba la 
empalizada del campamento bandeiran-
te causándoles numerosas bajas. La lu-
cha continuó durante varios días, en los 
que progresivamente los bandeirantes 
iban siendo arrollados por los guaraníes 
hasta que decidieron regresar, perdiendo, 
además de sus numerosas bajas, los gas-
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tos de la expedición, entre los que figu-
raban una importante cantidad de cade-
nas destinadas a los indios que contaban 
con hacer esclavos. A pesar de que los 
paulistas rogaban a los guaraníes que no 
los atacasen durante la retirada, estos los 
persiguieron ferozmente hasta que, ya 
desesperados, optaron por plantar cara a 
los indios, con lo que los supervivientes 
lograron cruzar las montañas y huir en 
desbandada hasta sus puntos de origen. 
La persecución continuó a lo largo de 
ocho días con numerosas escaramuzas. 
Los bandeirantes sufrieron además por 
el hambre y los rigores de la intemperie, 
mientras los Jesuitas seguían a sus cate-
cúmenos auxiliando a los heridos y dan-
do sepultura a los muertos. Al final de la 
batalla, se contabilizaron dos mil muer-
tos entre mamelucos y tupíes, capturán-
dose seiscientas canoas y cuatrocien-
tas armas de fuego. Teniendo en cuenta 
lo reducido de las fuerzas armadas que 
operaban en la región en aquella época, 
resulta que la banda paulista que atacó 
las Reducciones del Mbororé ha podido 
ser calificada por el historiador A. Tau-
nay como “un cuerpo de ejército enor-
me para el Brasil de su tiempo”. Gran 
número de indios tupíes desertaron del 
campo bandeirante, diciendo que habían 
quedado impresionados por la capacidad 
de lucha de los guaraníes. Este prestigio 
guerrero de los indios reducidos fue el 
resultado más importante de la batalla de 
M’bororé.

Los bandeirantes comprobaron que los 
guaraníes no eran una presa fácil como 
lo habían sido los indios de Guairá y de-
jaron de hostilizar las Reducciones del 
Uruguay. Por lo demás, no son fáciles de 
calibrar las consecuencias de esta bata-
lla. Desde luego, supuso un frenazo a las 
incursiones paulistas y permitió la reco-
lonización por los Jesuitas de la región 
de Tapé. Ahora bien, discrepamos de la 
opinión de aquellos autores que piensan 
que el referido encuentro armado cam-
bió la historia del cono sur suramerica-
no, argumentando que de haber resulta-
do favorable a los portugueses, éstos se 
hubieran apoderado de la cuenca del Pa-
raná, incluso de Perú. Por el contrario, 
la historia nos enseña, y de ello ofrece-
mos varios ejemplos a lo largo del pre-
sente estudio, que las agresiones lusita-

nas a la Corona española sólo tuvieron 
éxito cuando se desarrollaron de manera 
subrepticia, es decir, cuando no constitu-
yeron una actuación armada directa, sino 
incursiones que teóricamente no querían 
desencadenar un estado de guerra, y te-
nían cuidado de no despertar una reac-
ción armada española, en la que, por la 
enorme desproporción entre los recursos 
militares de una y otra Corona, la por-
tuguesa siempre tendría las de perder. 
Como ejemplo a este respecto, fuera del 
área de Paraguay, podemos recordar que 
en el siglo XVI, cuando las autoridades 
portuguesas intentaron desalojar por la 
fuerza los misioneros españoles de las ri-
beras del Amazonas, se provocó el envío 
por el gobernador Iturbide de una expe-
dición militar, que no obstante sus redu-
cidas dimensiones, acabó con la presen-
cia de fuerzas portuguesas en la zona. En 
parecidos términos, recordamos la con-
tundente respuesta de la Corona españo-
la frente a la recuperación por un golpe 
de mano portugués de la ciudad de Río 
Grande de Sao Pedro, sin que existiese 
guerra entre ambas naciones. Por el con-
trario, las quejas más o menos victimis-
tas de los portugueses siempre obtuvie-
ron más de lo que nunca habrían soñado 
obtener de lo que constituye el ejemplo 
paradigmático el Tratado de Madrid. Es 
decir, que si el combate de M’bororé hu-
biese sido ganado por los paulistas, es 
posible que, más tarde o temprano, se 
hubiese producido una enérgica reacción 
de la Corona española que hubiese trun-
cado los planes expansionistas portugue-
ses tal y como sucedió en 1777.

FUNDACIÓN Y DESAPARICIÓN 
DE LAS REDUCCIONES DE ITATIM

Volviendo a los ataques paulistas a las 
Reducciones, la tercera región en la que 
las misiones Jesuitas fueron objeto de la 
agresión de los bandeirantes fue Itatim, 
uno de los territorios hacia el que se di-
rigieron los Jesuitas cuando decidieron 
abandonar Guairá, que se encontraba, 
quizá, demasiado próxima a Sao Paulo. 
Itatim se encuentra a unos cuatrocientos 
ochenta kilómetros más hacia el oeste, 
separada de Guairá por el curso del río 
Paraná y por la sierra de Maracayu. Li-
mita al este con esta sierra y con el río 
Paraná y al oeste con el río Paraguay, al 

norte con el río Mbototeu y al sur con el 
río Ara, donde desde 1580 ya existía una 
ciudad española: Santiago de Xerez. La 
población india de Itatim –Guaicurús y 
Paiaguás– aceptaron concentrarse en las 
Reducciones, con el objeto de que, como 
dijo su cacique Nanduabusú, no fuesen 
obligados a realizar trabajos forzados 
para los españoles. Sin embargo, no obs-
tante estar más alejados y tener un ca-
mino dificultoso desde Sao Paulo, pronto 
las Reducciones de Itatim fueron objeto 
de los ataques de los bandeirantes con 
la complicidad del gobierno español de 
Asunción. A pesar de esta complicidad, 
en el mismo año 1631, los bandeirantes, 
después de saquear cuatro de las nuevas 
Reducciones y esclavizar a buena par-
te de sus habitantes, hicieron lo mismo 
con la población española de Santiago de 
Xerez. Los Jesuitas españoles de nuevo 
optaron por la retirada, fundando la Re-
ducción de San Ignacio Caaguazú junto 
al río Ara, muy cerca del río Paraguay, y 
la de Taré, algo más al norte. Sin embar-
go, cuando los Jesuitas Pedro Romero y 
Mateo Fernández estaban procediendo a 
la fundación de tres nuevas Reducciones 
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ambos fueron asesinados, esta vez por 
las tribus locales de indios conducidos 
por chamanes guaraníes. La Reducción 
de Taré fue destruida el ocho de septiem-
bre de 1647, por una partida de bandei-
rantes portugueses, quienes capturaron 
a la mayor parte de sus pobladores. Los 
supervivientes fueron reagrupados en la 
nueva Reducción de Mboymboy junto al 
río Ara y el Paraguay, que hoy sirve de 
frontera entre Brasil y Paraguay.

También esta Misión fue asaltada por 
los portugueses, concretamente el uno 
de noviembre de 1648, esta vez por la 
famosísima “gran bandeira” acaudilla-
da por Antonio Raposo Tavares, que re-
corrió las fronteras de lo que llegaría a 
ser el Brasil actual desde Sao Paulo a los 
Andes, y desde allí a la desembocadu-
ra del Amazonas. El padre Cristóbal de 
Arenas fue asesinado, lo mismo que el 
padre Alonso Arias, en el curso de una 
refriega entre los bandeirantes e indios 
de la Reducción de Caaguazú, con los 
que había ido para intentar ayudar a la 
de Mboymboy. Por su parte, la bandei-
ra de Raposo Tavares, aunque sufrió nu-

merosos ataques por parte de los indios 
paiaguás y guaicurús, pudo continuar su 
marcha y alcanzar el Amazonas.

En definitiva, los asaltos de los bandei-
rantes impidieron la colonización urba-
na por Jesuitas españoles de la región de 
Itatim, situada al oeste del Paraná, de la 
misma manera que algunos años atrás 
había sido arrasada la región de Guairá 
al este de este curso fluvial. Itatim en la 
actualidad está dividida entre el estado 
brasileño de Mato Grosso do Sul y la Re-
pública de Paraguay, mientras que Guai-
rá corresponde al de Paraná. Más allá de 
los ríos Paraná y Paraguay, sólo se sal-
varon las Reducciones de Tapé, después 
de que los guaraníes fueran organizados 
militarmente y demostraran su capaci-
dad guerrera en la batalla de Mbororé. 
En conclusión, las únicas Reducciones 
Españolas que subsistieron al norte del 
río Cuareim fueron las de la región de 
Tapé, cuyas complicadas vicisitudes no 
es el momento de examinar y que fueron 
finalmente anexionadas al Brasil como 
consecuencia de la guerra Hispano-Por-
tuguesa de 1801. 
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I. LAS ESPECIALES RELACIONES  
DE ESPAÑA Y DE LOS ESPAÑOLES 
CON CUBA

1) La Perla de las Antillas tuvo, desde 
que se incorporó a la Corona de Espa-
ña, una especial relación con la metró-
poli, la cual se interrumpió cuando, con 
fecha 3 de julio de 18981, tuvo lugar la 
derrota militar ante las fuerzas de los Es-
tados Unidos, que desde principios del 
siglo XIX querían apoderarse de la isla. 
Acontecimientos tan destacados como 
la voladura del acorazado USS Maine2 o 
la inmolación de la escuadra española, a 
cuyo frente estaba el Almirante Cervera, 
en Santiago de Cuba, son episodios sufi-
cientemente conocidos, y que suelen re-
cordarse con la expresión popular: “Más 
se perdió en Cuba”.

“Pero ya el tema de Cuba y de Filipinas, 
con errores políticos importantes en el 
Gobierno de los liberales, siembra la in-
quietud en los medios militares, víctimas 
fáciles a la hora de recibir las culpas del 
desastre. La derrota lo fue por decisio-
nes de los políticos y no de los milita-
res. En algunos casos, incluso, ilustres 
militares como el Almi rante Cervera se 
negaron durante un cierto tiempo a eje-

cutar las órdenes recibidas del Gobierno 
por considerarlas auténticamente suici-
das, pero acabaron acatándolas con dis-
ciplina aun sabiendo de que caminaban 
hacia su destrucción. Tal fue el caso al 
que aludimos, a la hora de hacer frente 
a la poderosa escuadra norteamericana 
en la bahía de Santiago de Cuba”3.

2) Un ilustre académico de la Lengua 
Española, novelista e historiador nos 
ilustra del modo siguiente:

“La desproporción de fuerzas era abru-
madora: tres cruceros (Infanta María 
Teresa, Oquendo y Vizcaya) con débil 
blindaje, un crucero (Cristóbal Colón) 
que con improvisación muy española de 
entonces, y de siempre, había zarpado 
de Cádiz sin tiempo para que le monta-
ran la artillería gruesa, y dos modernos 
y frágiles destructores contratorpederos 
(Furor y Plutón), por completo vulnera-
bles a las bocas de fuego de la escuadra 
norteamericana mandada por el Almi-
rante Sampson: cuatro potentes acora-
zados (Indiana y Oregón, Iowa y Texas), 
dos cruceros acorazados (Brooklyn y 
New York) y un navío ligero (Glouces-
ter), sin contar buques auxiliares y de 
transporte, blindados los cuatro prime-
ros con planchas de acero de casi medio 
metro de espesor y cañones de 330, 305 
y 203 mm; artillería pesada que sumaba, 
entre todos, 52 bocas de fuego de grueso 
calibre frente a las seis piezas grandes 
que sumaban los barcos españoles, pie-
zas cuyo calibre máximo era de 280 mm. 
Aquello, resumiendo, iba a ser para los 
norteamericanos un simple ejercicio de 
tiro al blanco; y Pascual Cervera, el Al-
mirante español, había intentado disua-
dir de semejante locura al Gobierno de 
la Nación. Pero la guerra es fácil vivirla 
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desde el velador de un café, y en Madrid 
reinaba un momento de exaltación pa-
triótica. Así que se le recordó a Cerve-
ra aquello de don Casto Méndez Núñez 
cuando el bombardeo de los fuertes del 
Callao: que más valía honra sin barcos 
que barcos sin honra”4.

3) La aparición de la generación del 98, 
no fue ajena al pesimismo que inundó 
la España de la época. Pero el abando-
no de nuestra patria y su sustitución por 
el resultado bélico del imperialismo nor-
teamericano no fue sentido de igual ma-
nera en los dos lados del océano. Y ello 
se desprende de un conocido escrito del 
General Cubano Máximo Gómez5, que 
así lo anotó en su Diario de Campaña:

“Tristes se han ido ellos y tristes hemos 
quedado nosotros; porque un poder ex-
tranjero los ha sustituido. Yo soñaba con 
la paz con España, yo esperaba despedir 
con respeto a los valientes soldados es-
pañoles, con los cuales nos encontramos 
siempre frente a frente en los campos 
de batalla [...] Pero los americanos han 
amargado con su tutela impuesta por la 
fuerza, la alegría de los cubanos vence-
dores; y no supieron endulzar la pena de 
los vencidos”.

También se puso en boca de un impor-
tante icono del nuevo Estado lo que a 
continuación sigue:

“Acabada la guerra no hubo expulsión 
de españoles ni campañas de ‘desespa-
ñolización’, más bien al contrario, de 
‘españolización’. Algo llamativo compa-
rado con lo ocurrido en 1820 en el resto 
de América –explica Pérez Vejo–, don-
de hubo campañas hispanófobas fuertes. 
México llegó a decretar la expulsión de 
todos los españoles, pero en Cuba no. 
¿Por qué? Por un lado, dice Martí6: ‘no 
tenemos nada contra los españoles, si 
acaso contra el Estado’. Y por otro, las 
élites cubanas empiezan a preocuparse 
porque Cuba acabe siendo una zona de 
expansión americana y esto provoca el 
intento de favorecer la llegada de espa-
ñoles. De manera paradójica, Cuba se 
vuelve más ‘española’, en costumbres y 
comportamientos después de la indepen-
dencia que antes de ella, afirma”.

4) La guerra en Cuba tuvo un destaca-
do efecto en las finanzas, pues una vez 
fracasado el intento de endosar la deu-
da generada por la guerra –la conocida 
como “deuda cubana”– a Estados Uni-
dos o a Cuba, al Gobierno español no le 

quedó otra opción que asumir la cubana 
como propia y fusionarla con la españo-
la. Entre 1898 y 1906, el Estado español 
tuvo que dedicar el 43 por ciento de su 
presupuesto al pago de la deuda, y entre 
1907 y 1919, el 36 por ciento, con con-
secuencias, si no desastrosas, sí bastante 
onerosas. Entre ellas, a corto plazo, un 
incremento de la inflación que afectó es-
pecialmente a las condiciones de vida de 
los grupos más desfavorecidos, y a me-
dio y largo plazo, un volumen de inver-
siones en infraestructuras muy por deba-
jo de lo que el país necesitaba, uno de los 
grandes lastres del crecimiento económi-
co español durante toda la primera mitad 
del siglo XX.

Desde un punto de vista técnico se ha re-
cordado que la guerra colonial tuvo dos 
efectos hacendísticos cuyo conocimien-
to es imprescindible para enmarcar la 
obra de D. Raimundo Fernández Villa-
verde7. Por un lado, agudizó los proble-
mas de la Hacienda; por otro, despertó 
la conciencia de los políticos españoles 
sobre la pobreza del erario público, lo 
que promovió un ligero cambio en las 
concepciones fiscales de los hacendis-
tas. Por lo que se refiere al primer pun-
to, el desequilibrio creado por la guerra 
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de emancipación de Cuba y Filipinas no 
se reflejó en el presupuesto del Estado, 
porque aquellos gastos de defensa se fi-
nanciaron con la emisión de los pagarés 
y letras de Cuba y Filipinas y con prés-
tamos, y se contabilizaron en un presu-
puesto extraordinario del Estado y en los 
presupuestos coloniales. Mientras duró 
la guerra, el Tesoro español se limitó a 
avalar la emisión de los pagarés colonia-
les; la Hacienda del Estado sólo registró 
estos gastos cuando, una vez acabada la 
guerra, tuvo que subrogar aquellos paga-
rés coloniales, incrementando la deuda 
del Estado en circulación y las cargas fi-
nancieras del presupuesto.

Y en tercer lugar y último, desde el punto 
de vista cinematográfico es obligado ci-
tar a Los últimos de Filipinas, que refleja 
la situación de resistencia frente al asedio 
filipino, durante 337 días en la iglesia de 
San Luís de Tolosa en el sitio de Baler, 
en la isla filipina de Luzón , y que vino 
acompañado de la conocida melodía, en-
tre habanera y bolero, cantada por Nani 
Fernández en película del año 194510, 
siendo protagonistas entre otros Fernando 
Rey, Guillermo Marín y Tony Leblanc.

6) Por lo demás recordar que en el Si-
glo XIX se enviaban a Cuba a los perso-
najes más destacados del Ejército y del 
Clero; tales como los Generales Francis-
co Serrano, José Gutiérrez de la Concha, 
Marqués de la Habana, Arsenio Martínez 
Campos y Valeriano Weyler entre otros; 
así como San Antonio María Claret, que 
fue Arzobispo de Santiago de Cuba. Tras 
estas líneas introductorias que recuperan 
hechos, datos y situaciones por todos co-
nocidos11, daremos cuenta ya del eje cen-
tral del presente estudio.

II. LAS EXPROPIACIONES DEL 
GOBIERNO REVOLUCIONARIO 
CUBANO Y EL CONVENIO 
DE 16 DE NOVIEMBRE DE 1986

7) Expuesto lo anterior damos ya cuen-
ta de lo acontecido en la República de 
Cuba a partir del año 1959, en que triun-
fó la Revolución, con abolición casi to-
tal de la propiedad privada12 por medio 
de una generalizada expropiación13, que 
afectó a bienes, negocios y actividades 
económicas de muchos españoles, que 
fueron privados de sus propiedades. De 
ahí surgió el “Convenio entre el Reino 
de España y la República de Cuba sobre 
indemnización por los bienes de españo-
les afectados por las Leyes, Disposicio-
nes y medidas dictadas por el Gobierno 
de la República de Cuba a partir del 1 de 
enero de 1959”14.

El preámbulo del Convenio de 16 de no-
viembre de 1986 es sumamente escueto 
pues sólo se refiere a que:

“El Reino de España y la República de 
Cuba. Inspirados en la voluntad de es-
trechar los tradicionales lazos de amis-
tad y animados del deseo de concluir el 
proceso relativo a la indemnización por 

los bienes de los españoles afectados por 
las leyes, disposiciones y medidas dicta-
das por el Gobierno de la República de 
Cuba a partir del 1 de enero de 1959”.

Como bien se observa no se alude más 
que a “indemnización”, y a las medidas 
dictadas por el Gobierno de la Repúbli-
ca de Cuba que habían tenido un notorio 
alcance expropiatorio, cuya contraparti-
da era la indemnización que estaba sin 
satisfacer, aunque como luego se verá el 
parecer del Tribunal Supremo introdujo 
alguna precisión.

8) Antes que nada, mencionar que según 
el artículo primero del Convenio:

“El Gobierno de la República de Cuba 
acuerda pagar y el Gobierno del Reino 
de España acepta recibir la cantidad 
neta de 5.416.000.000 de pesetas como 
liquidación y finiquito de la indemni-
zación por todos los bienes, derechos, 
acciones e intereses de las personas 
naturales y jurídicas de nacionalidad 
española que han resultado afectadas 
por leyes, disposiciones y medidas dicta-
das por el Gobierno de la República de 
Cuba desde el 1 de enero de 1959 hasta 
la fecha de la firma del presente Conve-
nio, ambas inclusive”.

Las modalidades de pago fueron las 
siguientes:

“1) Pago en efectivo. Se fija en 
1.805.333.288 pesetas la cantidad que 
deberá ser abonada en efectivo por la 
parte cubana. Esta parte de la cuantía 
de indemnización será pagadera en pla-
zos semestrales de 60.177.776 pesetas 
los días 1 de marzo y 1 de septiembre, 
manteniéndose estas mismas fechas de 
vencimiento en años sucesivos hasta que 
se efectúe el último pago. El primer pago 
será efectuado treinta días después de la 
entrada en vigor de este Convenio si esta 
fecha fuese posterior al 1 de marzo de 
1987 y el segundo pago del mismo año 
seis meses después. En los días señala-
dos, el Banco Nacional de Cuba efectua-
rá dichos pagos mediante transferencia 
a la cuenta especial que el Gobierno de 
España abrirá en el Banco de España 
bajo la denominación de ‘Convenio His-
pano-Cubano de Indemnización de 16 
de noviembre de 1986, Efectivo’.

5) Con motivo de la pérdida de Cuba, apa-
recieron diversas manifestaciones cultu-
rales, pudiéndose citar las siguientes:

En primer lugar, desde el punto de vista 
literario, hizo acto de presencia la deno-
minada Generación del 98, inicialmente 
compuesta por Ramiro de Maeztu, Pío 
Baroja y Azorín8 a los que luego se in-
corporaron, Ángel Ganivet, Miguel de 
Unamuno, Antonio Machado y Ramón 
María del Valle Inclán, entre otros.

En segundo lugar, desde el punto de vis-
ta musical, es de destacar la Zarzuela 
compuesta por Manuel Fernández Ca-
ballero Gigantes y Cabezudos9 siendo de 
mencionar el Coro de repatriados, que 
muestra el regreso de los españoles de-
rrotados en Cuba, y que comienza con 
las emotivas palabras: “Por fin te miro, 
Ebro famoso”.

D. Raimundo Fernández 
Villaverde por Joaquín Sorolla
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2.° Pago en especie. Se fija en 
3.610.666.712 pesetas, la cantidad a pa-
gar en productos a determinar cada año, 
preferible mente dentro de los compren-
didos en la relación aneja a este Con-
venio. Los pagos realizados por el com-
prador español serán acreditados en la 
cuenta especial denominada ‘Convenio 
Hispano-Cubano de Indemnización de 
16 de noviembre de 1986, Mercancías’, 
mediante el procedimiento que instru-
menten las autoridades designadas por 
cada una de las partes contratantes. En 
el mes de noviembre de cada año de vi-
gencia de este Convenio, la parte cuba-
na hará llegar por vía diplomática a la 
parte española una relación de los vo-
lúmenes de entrega para los productos 
relacionados en el anejo del Convenio 
que se proponen para el año siguiente. 
La propuesta incluirá cantidades que 
permitan cubrir la cifra aproximada de 
240.711.114 pesetas, anuales”15.

9) Otros aspectos de interés que ofrecía 
el Convenio eran:

Artículo tercero: “Serán beneficiarios 
del presente Convenio aquellas perso-
nas naturales y jurídicas de nacionali-
dad española cuyos bienes, derechos o 
intereses en Cuba hayan sido afectados 
económicamente por leyes y disposicio-
nes de cualquier rango legal y medidas 
dictadas por el Gobierno de Cuba desde 
el 1 de enero de 1959 hasta la fecha del 
presente Convenio, ambas inclusive”.

Artículo quinto: “El Gobierno de Espa-
ña, una vez efectuado el pago total de la 
cantidad global mencionada en el artí-
culo I de este Convenio, se comprome-
te a no presentar ni mantener ante el 
Gobierno de Cuba o ante una instancia 
arbitral o judicial las posibles reivindi-
caciones de las personas naturales o ju-
rídicas españolas relativas a los bienes, 
derechos, acciones e intereses a que se 
refiere el presente Convenio”.

Artículo séptimo: “Cualquier cláusula 
contenida en Acuerdos que la República 
de Cuba pueda concluir en el futuro con 
el fin de indemnizar propiedades, dere-
chos e intereses afectados por medidas 
similares a las mencionadas en el pre-
sente Convenio, se extenderá a los na-
cionales españoles en tanto en cuanto 

puedan ser más ventajosas que las que 
se derivan del presente Convenio”16.

10) El Convenio que nos ocupa fue lle-
vado a conocimiento del Tribunal Su-
premo, al haberse ejercitado por de-
terminados afectados la acción de 
responsabilidad de la Administración17, 
pues entendían que la indemnización fi-
jada era insuficiente.

La Sentencia de 10 de diciembre de 
200318 recuerda que el día 1 de enero de 
1959, como es conocido, tuvo lugar en la 
República de Cuba la instauración de un 
régimen revolucionario de inspiración 
marxista-leninista que produjo un cam-
bio radical en la estructura socioeconó-
mica de aquel país.

Centrándonos en el derecho de propie-
dad, que es la institución en torno a la 
que, en definitiva, giró el citado litigio, 
se puede afirmar que, en líneas genera-
les, pues a nuestros efectos podemos 
prescindir ahora de matices, aunque en 
la normativa revolucionaria se habla de 
“expropiación”, la base ideológica que 
sustenta el régimen impregnaba de una 
específica coloración a ese significado, al 
punto que en modo alguno sería correc-
to hablar de un correlativo “justiprecio” 
exigible por los afectados, pues, todo lo 
más, se trataba de una valoración reali-
zada unilateralmente por el poder públi-
co revolucionario que se traduce en el 
derecho a percibir una “pensión anual” 

calculada según la capacidad económica 
del perceptor.

De aquí que sea profundamente exac-
to afirmar que, a partir de 1 de enero de 
1959, el Gobierno cubano negó el dere-
cho a una reparación integral si esta ex-
presión ha de entenderse en su propio 
y verdadero sentido, o sea conforme a 
parámetros propios de una economía 
de mercado. Debiendo anticipar ya que 
la normativa expropiatoria del régimen 
trataba por el mismo rasero a los nacio-
nales extranjeros que a los ciudadanos 
cubanos.

Lo que acaba de apuntarse tiene inte-
rés a efectos de valorar la responsabili-
dad internacional en que pudo incurrir el 
Estado cubano al aplicar esa normativa, 
eufemísticamente calificada de expro-
piatoria, a los bienes y derechos de los 
extranjeros; la actuación reformadora 
que se llevó a cabo en nombre de la Re-
volución trató por igual a los nacionales 
cubanos que a los extranjeros que resi-
dían y tenían intereses en el país.

No puede sorprender que, ante situación 
tan generalizada, la diplomacia interna-
cional –y concretamente la española– 
pusiera en marcha su potestad-deber de 
proteger a sus nacionales respectivos. En 
el bien entendido que la protección di-
plomática que llevan a cabo los servicios 
exteriores de un Estado en favor de sus 
nacionales no implica la existencia de un 

Un ingenio azucarero en Cuba
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derecho de los mismos a ser protegidos 
conforme al derecho interno de ese Es-
tado. Dicho con otras palabras, –y sobre 
ello llamaba la atención, muy oportu-
namente, la Comisión liquidadora– esa 
protección no podía ir más allá de pre-
tender una igualdad de trato con los na-
cionales cubanos, pues es la República 
de Cuba quien ha “expropiado” (por se-
guir empleando el eufemismo de la le-
gislación revolucionaria).

11) La desestimación de la acción de 
responsabilidad llevada a conocimiento 
del Tribunal Supremo y que terminó con 
Sentencia de 10 de diciembre de 200319, 
fue en base a lo siguiente:

“De los dos fundamentos precedentes 
cabe obtener estas dos conclusiones pro-
visionales: a) Que el Convenio suscrito 
en 16 de noviembre de 1986 carece de 
contenido expropiatorio; b) Que los de-
rechos de los afectados no quedan ni de-
bilitados, ni extinguidos por lo que, lle-
gado el caso podrían ejercitarlos ante 
las instancias correspondientes, sean 
las cubanas, sean otras distintas; c) Que 
en modo alguno cabe decir que el Esta-
do español se subroga en los derechos y 
obligaciones del Estado cubano.

Ninguna duda cabe, en efecto, que esa 
subrogación no tiene lugar en cuanto a 
los derechos, pues los bienes, derechos 
y acciones que han sido objeto de la ac-
tuación colectivizadora o nacionaliza-
dora del Gobierno cubano, quedan en 
manos de éste (o, para ser más exacto: 
de la República de Cuba) sin que, sobre 
ellos adquiera derecho ni potestad al-
guna el Estado español, ni como expro-
piante ni como beneficiario.

Tampoco cabe decir que España, ni 
como Gobierno ni como Estado, se haya 
subrogado en la deuda que el Estado cu-
bano tiene contraída frente a los sujetos 
pasivos de aquella actuación colectivi-
zadora o nacionalizadora.

Porque el Estado español se ha limitado 
a tratar de paliar las consecuencias da-
ñosas que la Revolución cubana ha teni-
do para los españoles, residentes o no en 
Cuba, como consecuencia de la priva-
ción de los bienes, derechos o acciones 
que allí tenían”.

Para el Tribunal Supremo no se está en 
presencia de una indemnización cuya 
causa es la privación de la propiedad de 
bienes o derechos, sino de una respuesta 
paliativa de los daños causados a espa-
ñoles, fruto de la protección diplomáti-
ca20, y que en el futuro no impide el ejer-
cicio de acciones dirigidas a reparar las 
consecuencias de la expropiación, y ob-
tener la justa indemnización, pues como 
ha reconocido el Tribunal Supremo en 
reiteradas sentencias, como la dictada 
con fecha 28 de enero de 2022:

“Existe un exigencia a nivel constitucio-
nal de la necesidad del pago del justi-
precio como garantía de la expropiación 
que la legitima y que es obligado no se 
someta a condicionamiento alguno, por-
que es un derecho que el constituyente 
confiere a los ciudadanos, que ven sacri-
ficado su patrimonio en aras del interés 
general, de ahí que cuando ya se ha fi-
jado el justiprecio de manera definitiva 
debe procederse al pago del mismo de 
manera ineludible, porque en otro caso, 
se alteraría uno de los elementos esen-
ciales de la institución que la legitiman”.

12) Una última consideración se realiza 
en la Sentencia que se examina:

“Y llamar la atención sobre esto es ne-
cesario, por dos razones: Porque la Ad-
ministración exterior española no es la 
causante de la privación de los bienes y 
derechos de propiedad de españoles, re-
sidentes o no en Cuba, que llevó a cabo 
el Gobierno cubano en virtud de las dis-
posiciones por él dictadas con esa fina-
lidad. Como hemos visto, el Gobierno 
español, en ejercicio de su potestad-de-
ber de la protección diplomática de sus 
nacionales, lo único que pudo hacer es 
tratar de conseguir una reparación, al 
menos parcial, del daño causado por el 
Gobierno de la República de Cuba. Y 
por eso, el caso que nos ocupa es distinto 
al resuelto por el Tribunal Supremo, en 
la Sentencia que citan los reclamantes, 
Sentencia de 16 de noviembre de 1974, 
que admite la responsabilidad patrimo-
nial del Estado Español por actos de un 
país extranjero que afecta a súbditos es-
pañoles en base a tres premisas, que no 
se dan en el caso que nos ocupa: Falta 
de reparación por la vía de protección 
diplomática; las represalias ilícitas que 

causaron el daño patrimonial se realizan 
a ciudadanos exclusivamente de nacio-
nalidad española; y el origen inmediato 
del daño era un acto de represalia origi-
nado por una información dada por Te-
levisión Española”.

III. EL FRACASO DEL CONVENIO DEL 
AÑO 1986 Y SU SOLUCIÓN EN LA LEY 
19/1990, DE 17 DE DICIEMBRE

13) Era obvio que las obligaciones de 
pago no iban a cumplirse, adquiriendo el 
mencionado Convenio de 16 de noviem-
bre de 1986, la condición coloquial de 
“papel mojado”, por lo que hubo de aco-
meterse un vehículo legal que diera sa-
tisfacción a los expropiados españoles o 
a los beneficiarios de medidas paliativas 
según el parecer del Tribunal Supremo 
antes transcrito.

Este fue el origen de la Ley 19/1990, de 
17 de diciembre, “por la que se dictan 
normas para el cumplimiento anticipado 
del Convenio entre el Reino de España 
y la República de Cuba sobre indemni-
zación por los bienes de los españoles 
afectados por las Leyes, disposiciones 
y medidas dictadas por el Gobierno de 
la República de Cuba, a partir del 1 de 
enero de 1959”.

Su preámbulo es menos escueto que el 
Convenio mencionado con anterioridad, 
pues en el mismo se expone:

“El Gobierno de España concluyó con 
el de Cuba, el 16 de noviembre de 1986, 
un Convenio que vino a poner término 
a un largo proceso negociador sobre in-
demnización por los bienes de españoles 
afectados por las Leyes, disposiciones y 
medidas dictadas por el Gobierno de la 
República de Cuba a partir del 1 de ene-
ro de 1959.

Las Cortes Generales concedieron au-
torización para la ratificación del Con-
venio que, una vez realizadas las comu-
nicaciones correspondientes entre los 
Gobiernos de España y Cuba, entró en 
vigor el 26 de marzo de 1988.

Es constante preocupación del Gobier-
no lograr que los españoles perjudica-
dos por los actos referidos obtengan la 
reparación de los daños sufridos, en la 
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mayor medida y con la menor demora 
que sea posible, con equidad en el repar-
to del montante que se obtendrá en un 
plazo de quince años de la República de 
Cuba. Con este fin, mediante esta Ley, se 
dispone el anticipo, con cargo al Tesoro, 
de las cantidades necesarias para que 
los españoles afectados por las citadas 
Leyes, disposiciones y medidas puedan 
percibir las indemnizaciones que se les 
atribuyan, tan pronto como sea posible, 
sin necesidad de esperar el abono total, 
por parte del Gobierno cubano, de la in-
demnización que éste se ha obligado a 
pagar en el plazo establecido en el Con-
venio. Con el mismo objeto, se dispone 
la constitución de una Comisión Intermi-
nisterial y se establece el procedimiento 
a seguir y los criterios en que aquélla ha 
de basarse para realizar la distribución 
de la indemnización global convenida”.

Según el artículo primero de la mencio-
nada Ley:

“1) El Gobierno anticipará, con cargo 
al Tesoro, la cantidad necesaria para al-
canzar la suma de 5.416.000.000 de pe-
setas, importe de la indemnización glo-
bal reconocida por el Gobierno de la 
República de Cuba en favor del Reino de 
España, en virtud del Convenio y Acta 
aneja, firmado en La Habana el 16 de 
noviembre de 1986.

2) Con este fin en los Presupuestos Gene-
rales del Estado se consignarán los cré-
ditos necesarios para el pago a los bene-
ficiarios, hasta cubrir el importe global.

3) Las cantidades que en cumplimiento 
del Convenio con la República de Cuba 
se ingresen en las cuentas abiertas en el 
Banco de España se aplicarán a los Pre-
supuestos del Estado, e irán amortizan-
do las indemnizaciones anticipadas por 
el Tesoro”.

14) Se previó la constitución de una Co-
misión Interministerial Liquidadora al 
objeto de distribuir la cantidad de 5.416 
millones de pesetas21, la cual fijaría las 
indemnizaciones ateniéndose a los si-
guientes criterios:

“1) Se pagará a los titulares de pensio-
nes que vivan el día de entrada en vigor 
de la presente Ley el importe acumula-

do, sin intereses, de las reconocidas por 
el Gobierno cubano con anterioridad al 
1 de enero de 1959 y no percibidas, hasta 
un límite máximo de quince anualidades. 
La Comisión aprobará, a la mayor bre-
vedad posible, sin esperar a la conclu-
sión de las relaciones de beneficiarios y 
solicitantes mencionadas en el artículo 
3.°, la lista de titulares de las menciona-
das pensiones y las cantidades que debe-
rán percibir, que les serán satisfechas a 
partir del día siguiente a su publicación 
en el Boletín Oficial del Estado.

2) En cuanto el eventual exceso de anua-
lidades concurrirán con los demás bene-
ficiarios en la forma prevista en el apar-
tado 2º de este artículo.

De haber fallecido el pensionista antes 
de la entrada en vigor de la presente Ley, 
los derechos de sus herederos quedarán 
limitados a los que resulten del trata-
miento general establecido en el aparta-
do 2º de este artículo.

La suma global restante, después de pa-
gar –hasta el citado máximo de quince 
anualidades– a los titulares de pensio-
nes vivos el día de entrada vigor de esta 
Ley, se distribuirá entre los demás bene-
ficiarios o, en su caso, sus herederos, y 
los pensionistas que se encuentren com-
prendidos en el supuesto del párrafo se-
gundo del apartado 1º de este artículo, 
en proporción a los derechos reconoci-
dos para cada uno por la Comisión sin 
que el total de las indemnizaciones, in-
cluidas las correspondientes a pensio-
nes, pueda en ningún caso exceder a la 
cantidad de 5.416 millones de pesetas”.

15) Los beneficiarios serán, según el ar-
tículo cuarto, las personas naturales y 
jurídicas de nacionalidad española22 cu-
yos bienes, derechos o intereses en Cuba 
hayan sido lesionados económicamente 
por leyes y disposiciones de cualquier 
rango y medidas dictadas por el Gobier-
no de Cuba desde el 1 de enero de 1959 
hasta el 16 de noviembre de 1986, ambas 
fechas inclusive.

Quedan excluidos de los efectos de la 
Ley los derechos representados por títu-
los al portador si el reclamante no acre-
dita fehacientemente haberlos adquirido 
antes del 1 de enero de 1959 o tenerlos 

depositados en una institución bancaria 
cubana a su nombre.

Las personas naturales y jurídicas bene-
ficiarias deberán haber poseído la nacio-
nalidad española, de manera continuada, 
desde la fecha en que se promulgaron las 
Leyes y disposiciones o se tomaron las 
medidas que justifiquen la reclamación 
hasta el 16 de noviembre de 1986, o has-
ta la fecha de fallecimiento de las perso-
nas naturales o disolución de las personas 
jurídicas, si estos hechos hubieran ocurri-
do antes de la fecha últimamente citada.

Los derechos reconocidos en esta Ley 
serán transmisibles a los herederos de los 
beneficiarios que acrediten debidamente 
su condición de tales.

16) Por Real Decreto 324/1991, de 15 de 
marzo, se desarrollaron los pormenores 
de la Ley que precisaban de ello, regulan-
do los aspectos procedimentales y algu-
nos temas sustantivos como la mención 
que se contiene en el artículo segundo, 
apartado tercero, en el que se dispone:

“En el caso de disolución de sociedades 
y personas jurídicas en general, los de-
rechos reconocidos por la Ley 19/1990, 
de 17 de diciembre, serán reclamados 
por los antiguos socios o miembros de la 
Sociedad o personas jurídicas disueltas, 
o en su caso, por los liquidadores.”

Y en relación con los recursos pertinen-
tes se indica:

“Resueltas las reclamaciones, se forma-
rá relación definitiva de beneficiarios 
con expresión del contenido a que se re-
fiere el párrafo segundo de este aparta-
do y se publicará el anuncio de exposi-
ción al público de dicha relación en el 
Boletín Oficial del Estado y será difundi-
do por los medios de comunicación que 
se estimen pertinentes por la Comisión 
Interministerial Liquidadora para ga-
rantizar la máxima publicidad.

Contra la relación definitiva podrá in-
terponerse recurso de alzada ante el Mi-
nistro de Economía y Hacienda.

Transcurrido el plazo de interposición 
del recurso de alzada, se hará efectivo el 
importe de indemnizaciones fijadas en la 
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relación definitiva si no se han formula-
do recursos de alzada.

En el caso de que se formulen recursos 
de alzada, el Ministro de Economía y 
Hacienda, a iniciativa de la Comisión 
Interministerial Liquidadora elevará 
propuesta al Gobierno en relación con 
la suspensión del pago de indemnizacio-
nes fijadas en la relación definitiva.

Para determinar el alcance total o par-
cial de la suspensión deberá tenerse en 
cuenta la cuantía máxima de las preten-
siones formuladas por los recurrentes 
en alzada, al efecto de determinar, en su 
caso, el importe de las indemnizaciones 
a hacer efectivas de inmediato, y a reser-
va de lo que resulte de la Resolución de 
tales recursos”.

Además, se precisa en su disposición 
adicional segunda que:

“Las indemnizaciones percibidas con 
arreglo a lo dispuesto en la Ley 19/1990 
de 17 de diciembre, y en este Real De-
creto, quedarán exentas de toda clase de 
tributos”23.

El legislador fue especialmente genero-
so, pues salvando las distancias entre las 
indemnizaciones procedentes de la Ley 
19/1990, de 17 de diciembre, y las dima-
nantes de la expropiación forzosa, estas 
últimas no se encuentran exentas de gra-
vamen, sino que se someten a tributación 
por el incremento patrimonial generado 
en el expropiado, salvo lo concerniente a 
la reinversión de los beneficios extraor-
dinarios que contempla la legislación del 
Impuesto sobre Sociedades24.

17) Añadiéndose además que:

“Ante la Comisión de Asuntos Exterio-
res o de Economía y Hacienda del Se-
nado, según proceda, con periodicidad 
semestral, deberá comparecer un repre-
sentante de la Comisión Interministe-
rial, constituida de acuerdo con lo pre-
venido en el artículo 2.°, con el objeto de 
informar de la ejecución de las previsio-
nes liquidadoras”.

a) Con referencia a lo expuesto se pro-
dujeron diversas comparecencias ante 
la Comisión de Asuntos Exteriores del 

Senado con fecha 28 de noviembre de 
1991, 28 de septiembre de 1992 y 15 de 
febrero de 1994, en relación con esta úl-
tima procede indicar lo siguiente:

En relación con los receptores de la in-
demnización a que se refirió la Resolu-
ción de 3 de diciembre de 1993, el Sub-
secretario de Economía y Hacienda y 
Presidente de la Comisión, dio cuenta 
del número de peticionarios que cifró en 
2.442:

“De los 312 que residen en el extranjero 
hay que destacar que prácticamente to-
dos residen entre Cuba y Estados Unidos: 
189 en Cuba y 93 en Estados Unidos. Y 
ya en cantidades muchísimo menores, re-
siden en zonas cercanas como pueden ser 
Puerto Rico, Méjico y Argentina, aun-
que esta última no esté tan cercana. En 
Puerto Rico tenemos 8, en Méjico 5, et-
cétera. En cuanto a la distribución nacio-
nal, la concentración se produce en una 
gran medida –como por otra parte pare-
ce lógico, dado el origen territorial de la 
mayoría de los emigrantes españoles a 
Cuba– en dos Comunidades Autónomas, 
que son Galicia y Asturias. De los 2.130 
nacionales, tienen su origen o residen 
en Galicia 526, 470 en Asturias, 468 en 
Madrid, y ya de lejos, Cataluña con 206. 
El resto de las Comunidades Autónomas 
está por debajo del centenar”.

b) Pero otras cuestiones que se plantea-
ron, de no menor interés quedaron sin 
respuesta, y así se formuló la siguiente 
pregunta:

“Yo agradezco al señor Subsecretario su 
pulcritud en la respuesta, que demuestra 
que solamente habla de lo que sabe, pero, 
como portavoz del Grupo Popular tengo 
que hacer constar que nos preocupa el 
cumplimiento del Convenio no solamente 
por los españoles que tienen que cobrar, 
que no sabemos si van a cobrar, sino por-
que, además, Cuba está debiendo en este 
momento a España 101.000 millones de 
pesetas que estimamos, no nosotros, sino 
personas autorizadas, prácticamente 
perdidos, y por otro lado no sabemos si 
seguimos concediendo una serie de ayu-
das que, según nos dijo el Ministro Zapa-
tero en su día, eran humanitarias. Lo que 
yo sugiero al Ministerio es que tenga más 
humanidad con los españoles y un poco 

menos con los cubanos, porque va siendo 
hora de que cobremos lo que nos deben y 
no solamente paguemos. Esto no es más 
que una idea pensada en alta voz, sin re-
criminar a nadie, pero pensando también 
que vale más cobrar lo de los españoles 
y preocuparnos un poco menos de pagar 
otros fondos para los demás”.

Con la siguiente respuesta:

“El cobro de estas indemnizaciones por 
parte de los españoles, como sabe su se-
ñoría perfectamente, es abso lutamente 
independiente de cómo funcione el Con-
venio con Cuba. Es una ley nacional la 
que adelanta esos fondos que se irán re-
sarciendo según Cuba vaya pagando, 
pero todos los españoles, con los crite-
rios que he expuesto en esta Comisión 
y con las valoraciones que ha hecho la 
Comisión Liquidadora, cobrarán con 
cargo a créditos que están en los Pre-
supuestos Generales del Estado, que im-
portan 5.416 millones de pesetas. Por 
tanto, ningún español que, de acuerdo 
con los criterios de la Comisión, tenga 
derecho a ello y cuyos bienes se hayan 
podido valorar, etcétera, va a dejar de 
cobrar ante la eventualidad de que Cuba 
cumpla o incumpla los tratados que ten-
ga con el Estado español. Son por tanto 
cosas distintas; la generosidad del legis-
lador en su momento fue hacer un ade-
lanto de fondos para prever una even-
tualidad que no tenían por qué seguir 
pagando aquellas personas que fueron 
privadas de sus bienes y derechos por la 
República de Cuba”.

Y también se aludió a:

“Me gustaría también que el Subsecre-
tario nos informara sobre cuánto ha 
dado el Gobierno español en materia 
humanitaria en los últimos cuatro años y 
a qué organizaciones. Y, en este sentido, 
vamos a ver si han servido de algo las 
protestas del Director de Cáritas España 
y de los Obispos cubanos ante el Presi-
dente del Gobierno en septiembre para 
que la ayuda humanitaria a la Iglesia 
llegara realmente a la Iglesia en Cuba y 
no se quedara en manos exclusivamente 
del Gobierno cubano y del Partido Co-
munista, que son la misma cosa”.

De ello no se obtuvo respuesta.



51

IV. UN ASUNTO SIN RESOLVER:  
EL DEL YATE VITA

17) Esta asunción por el Estado de la res-
ponsabilidad patrimonial podría haberse 
extendido a las consecuencias derivadas 
del asunto denominado Yate Vita, al que 
me referí sucintamente en un estudio 
precedente25, antes de que apareciera un 
sólido ensayo sobre el particular26. Pero 
aparte de otras diferencias sustanciales, 
no se trataba de una responsabilidad atri-
buible a otro Estado, sino a actuaciones 
del mismo Gobierno, o sea el de España.

Como es sabido en la bodega de la citada 
embarcación se alojaban al menos tres ti-
pos de objetos27:

En primer lugar, los que había sido obje-
to de robo en determinados recintos reli-
giosos y en particular en las Catedrales 
de Toledo y Tortosa.

En segundo lugar, lo que puede califi-
carse como “autorrobo”, pues fueron afi-
nes al Gobierno, a cuyo frente estaba el 
Catedrático de Derecho Romano y Sub-
secretario a la sazón del Ministerio de 
Educación, D. Wenceslao Roces, quie-
nes se llevaron del Museo Arqueológico 
Nacional, numerosas monedas y meda-
llas de diversa antigüedad y valor, pero 
no para preservarlos a semejanza de lo 
ocurrido con los cuadros del Museo del 
Prado, sino para financiar las actividades 
que se decidiera con el producto de su 
venta28.

En tal sentido se consideraron perdidas 
algunas apreciables monedas griegas 
como un estátero de electrón de Cizico, 

un dárico de oro y el triple shekel de elec-
trón de Cartago con la leyenda BeAR-
ZaT. Entre las monedas de Egipto salie-
ron las octodracmas de oro de Arsinoe, 
Ptolomeo III, Berenice, Ptolomeo IV y 
Ptolomeo V. En moneda romana republi-
cana se incautaron los áureos de 60, 40 
y 20 ases con cabeza de Marte en anver-
so y águila sobre rayo en reverso, acuña-
dos hacia el 209 a. C., así como otros 19 
áureos de las familias Antonia, Barbaria, 
Caecilia, Claudia, Durmia, Hirtia, Julia, 
Munaria, Norbana, Numonia, Pompeia 
y Servilia. En cuanto a moneda romana 
imperial, el Catálogo-Guía de 1925 daba 
la cifra de 966 monedas de oro [...] una 
de las pérdidas más significativas fue la 
de las monedas visigodas [...] formada 
por un total de 322 piezas auténticas más 
132 entre falsas y reproducciones, con 
algunas tan importantes como el tremis 
de Hermenegildo con leyenda “REGI 
A DEO VITA” que perteneció al infan-
te D. Gabriel. La magnífica colección de 
moneda hispanoárabe de oro se perdió 
en su casi totalidad, salvo las monedas 
transicionales, las del Emirato, unas po-
cas califales y algunas muy importantes 
de las taifas almorávides [...] de las mo-
nedas medievales, modernas y medallas 
que se incautaron apenas nos han llega-
do datos29.

Y por último, los que procedían de la 
apertura de las cajas fuertes de los Ban-
cos, alquiladas a clientes, lo que se pro-
ducía con la colaboración de la oficina 
bancaria en presencia de funcionarios 
del Gobierno.

Habiendo dado cuenta de lo que queda-
ba en el año 1980 de los objetos trans-

portados por el Yate Vita, y de su inver-
sión, quedaba por examinar las posibles 
acciones a ejercitar, pues ya entonces se 
estaba gestionando la respuesta guberna-
mental a la privación de sus bienes por el 
Gobierno de Fidel Castro.

19) Descartando que el Gobierno del 
Reino de España, quisiera ejercitar algu-
na acción sobre los bienes inmuebles en 
que se hubo materializado el producto de 
la venta de las joyas, medallas, monedas 
y demás objetos de valor que llegaron a 
Méjico, por razones obvias ligadas a la 
inoportunidad de la acción, tras el resta-
blecimiento de las relaciones diplomáti-
cas y a la a problemática de la prueba30, 
quedaba por analizar y se hizo con el ca-
rácter sucinto correspondiente al encar-
go a tal fin recibido, de la posible acción 
contra el Estado.

Y ello sólo podía proceder de los titu-
lares en bancos de cajas de seguridad; 
pero frente a ello se alzaba el anonimato 
del contenido de las citadas cajas, por lo 
que la demostración del valor de lo que 
en ellas se había depositado era del todo 
punto imposible31, por lo que no era de 
esperar acción alguna en tal sentido para 
reparar el daño sufrido, a diferencia de 
lo que aconteció con los bienes de los es-
pañoles en Cuba, a los que se refiere la 
presente colaboración.

V. LA INVOCACIÓN ANTE  
LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA  
DE LA LEY HELMS-BURTON

20) Una última32 consideración deriva de 
la activación por el Presidente Donald 
Trump de la Cuban Liberty and Demo-
cratic Solidarity Act. of 1996, conocida 
como Ley Helms-Burton que permite 
a los nacionales de los Estados Unidos 
demandar a personas que “trafican con 
propiedades privadas” confiscadas por 
el Gobierno cubano desde el año 1959.

La Unión Europea salió al paso de las 
consecuencias de la aplicación de dicha 
Ley, pues se aplicaba a quienes adqui-
rían por cualquier título del Gobierno 
Cubano, bienes previamente expropia-
dos y aprobó el Reglamento 2271/1996 
del Consejo de 22 de noviembre, relativo 
a la protección contra los efectos de la 
aplicación extraterritorial de la legisla-
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ción adoptada por un tercer país y contra 
las acciones basadas en ella o derivadas 
de ella33.

De dicha disposición se desprende el de-
recho a compensación si un adquiriente 
de bienes expropiados provenientes del 
Gobierno Cubano, se ve condenado por 
los Tribunales norteamericanos o de un 
tercer país y así en el art. sexto del cita-
do Reglamento se expone, que su objeto 
es la respuesta europea a: “Leyes, regla-
mentaciones y otros instrumentos legis-
lativos, contemplados en el art. 1; país: 
Estados Unidos de América”34

21) Sin existir en el Ordenamiento Jurí-
dico español un texto normativo similar 
o de corte parecido a la Ley Helms-Bur-
ton, he ahí que ante el Juzgado de Prime-
ra Instancia n.º 24 de Palma de Mallorca 
se inició una acción civil de responsabi-
lidad basada en el enriquecimiento in-
justo contra Meliá Hotels International 
S.A., siendo sus antecedentes los si-
guientes: “Cuban Liberty and Democra-
tic Solidary Act of 1996”.

El citado Juzgado de Primera Instancia, 
aceptando la declinatoria planteada por 
la parte demandada, declaró median-
te Auto de 2 de septiembre de 2019, la 
falta de jurisdicción y competencia in-
ternacional de los Tribunales españoles, 
siendo aquí de invocar lo expuesto por el 
Tribunal Constitucional, que, en Senten-
cia de 31 de mayo de 2021, aludió a que:

“Y sigue, ‘[c]como este Tribunal ha te-
nido la ocasión de manifestar, el art. 
21.2 LOPJ y las normas de Derecho in-
ternacional público a la que tal precepto 
remite, no imponen una regla de inmuni-
dad absoluta de ejecución de los Estados 
extranjeros, sino que permiten afirmar 
la relatividad de dicha inmunidad, con-
clusión que se ve reforzada por la propia 
exigencia de la efectividad de los dere-
chos que contienen el art. 24 CE y por 
la ratio de la inmunidad, que no es la 
de otorgar a los Estados una protección 
indiscriminada, sino la de salvaguardar 
su igualdad e independencia. Por consi-
guiente, la delimitación del alcance de 
tal inmunidad debe partir de la premi-
sa de que, con carácter general, cuando 
en una determinada actividad o cuando 
en la afectación de determinados bienes 

no esté empeñada la soberanía del Es-
tado extranjero, tanto el ordenamiento 
internacional como, por remisión, el or-
denamiento interno desautorizan que se 
ejecute una Sentencia; en consecuencia, 
una decisión de inejecución supondría 
en tales casos una vulneración del art. 
24.1 CE (SSTC 107/1992, de 1 de julio, 
FJ 4; 292/1994, de 27 de octubre, FJ 3, 
y 18/1997, de 10 de febrero, FJ 6). Por lo 
tanto, la relatividad de la inmunidad de 
la ejecución de los Estados extranjeros 
se asienta en la distinción entre bienes 
destinados a actividades de ‘iure impe-
rio’ (es decir, en las que está empeñada 
la soberanía del Estado) y bienes desti-
nados a actividades de ‘iure gestionis’ 
(o lo que es lo mismo, actividades en las 
que el Estado no hace uso de su potestad 
de imperio y actúa de la misma manera 
que un particular)’ (ibidem)”.

22) La parte actora interpuso Recurso de 
Súplica resuelto en sentido estimatorio 
por la Audiencia Provincial de Palma de 
Mallorca, mediante Auto de 18 de mar-
zo de 2020, declarando la competencia 
internacional del Juzgado de Primera 
Instancia para conocer de la pretensión 
ejercitada que no se dirigió frente a un 
Estado extranjero ni frente a sus bienes, 
por lo que se trajo a colación la Ley Or-
gánica 16/2015, de 27 de octubre, sobre 
privilegios e inmunidades de los Estados 
extranjeros, por lo que no enjuiciándose 
al Gobierno de Cuba no había obstáculo 
para reconocer la jurisdicción de los Tri-
bunales españoles35.

El Auto trae a colación pronunciamien-
tos jurisdiccionales ya conocidos pues se 
citaron anteriormente, y en tal sentido se 
expuso:

“Como ya ha quedado expuesto, no se 
dirige demanda ni reclamación algu-
na frente a Estado extranjero ni frente 
a sus bienes, debiendo prosperar el re-
curso para afirmar la jurisdicción de los 
tribunales españoles. Ello no se contra-
dice por las resoluciones que citan por 
la parte apelada. En la Sentencia de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo de 10 
de diciembre de 2003 se analiza la pre-
tensión de los allí recurrentes en rela-
ción a la responsabilidad del Gobierno 
de España en la aplicación del Conve-
nio suscrito con el Gobierno Cubano el 
16 de noviembre de 1986. En su funda-
mento jurídico sexto la resolución deja 
a salvo los derechos de los afectados 
por la expropiación al margen del cita-
do Convenio, ‘puesto que su celebración 
no extingue el ejercicio de ese hipotético 
derecho de los particulares a recuperar 
la propiedad confiscada o a conseguir 
una justa indemnización, planteando, a 
tal efecto, la correspondiente reclama-
ción ante el actual o ante un posterior 
Gobierno cubano’. En la Sentencia Tri-
bunal Supremo (Sala 1ª) de 30 diciembre 
2010 que se cita por la parte apelada, 
se especifica que se impugna ‘el asien-
to registral practicado en España, no el 
acto que lo causó, cuya validez, por otro 
lado, estaba sometida al derecho y al 
control de los Tribunales cubanos’, aña-
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diendo que ‘Como precisó la antes cita-
da sentencia de 25 de septiembre 1992 , 
no nos corresponde controlar la legiti-
midad de los actos ejecutados en Cuba 
como consecuencia de la aplicación de 
la Ley 890. Pero sí, dada la significación 
que en nuestro sistema de atribución pa-
trimonial tienen la existencia y la licitud 
de la causa, valorarlas en la medida en 
que sea necesario para determinar la 
validez de la nueva titularidad causada 
por la expropiación de la marca núme-
ro 99.789, y publicada por el registro de 
la propiedad industrial. A ese control in-
directo tienen pleno derecho los deman-
dantes, conforme a nuestro ordenamien-
to’. Ocurre en el supuesto de autos que 
la parte actora no pretender ser resarci-
da por el Estado cubano, ni a través del 
conocimiento de los efectos de la aplica-
ción de sus normas se ejerce sobre ello 
un control que pudiera calificarse como 
directo.”

Sobre la cesión de jurisdicción la Sen-
tencia de la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo de 20 de septiembre de 2021, 
expuso:

“La cesión de jurisdicción no supone 
una renuncia a la persecución penal de 
unos hechos, sino declinar la misma a fa-
vor de las autoridades judiciales de otro 
Estado, en la consideración de que se 
encuentran en mejores condiciones para 
llegar a desentrañar lo ocurrido y depu-
rar las respectivas responsabilidades. 
Admitido que no pueden tener lugar dos 
procesos penales con el mismo objeto, 
se pretende a través de procedimientos 
homologables en cuanto a principios y 
garantías procesales básicas, enervar el 
riesgo de vulneración del principio ‘ne 
bis in ídem’ en el caso de que se lleven 
procesos paralelos, pero también que 
la falta de coordinación aboque al fra-
caso alguna de las investigaciones. Por 
lo que, desde la óptica de la tutela ju-
dicial efectiva, el interés de las víctimas 
constituidas en acusación particular en 
la persecución penal queda garantiza-
da. También las expectativas de obte-
ner la correspondiente reparación tanto 
de aquellas como otros posibles afecta-
dos por la adquisición en nuestro país 
de vehículos que tuvieran instalado el 
software fraudulento no personadas, en 
cuanto la investigación que se sigue en 

Alemania abarca la totalidad de los ve-
hículos mundialmente comercializados, 
incluidos los que lo fueron en España.

Lo que se pretende a través de los cri-
terios fijados es determinar en caso de 
conflicto, cuál debe ser la jurisdicción 
que se encuentra en mejor situación 
para acometer el proceso. Los del artí-
culo 32.5 de la Ley 15/2016 se concre-
tan en: a) la residencia habitual y na-
cionalidad del imputado; b) el lugar en 
el que se ha cometido la mayor parte de 
la infracción penal o su parte más sus-
tancial; c) jurisdicción conforme a cu-
yas reglas se han obtenido las pruebas 
o lugar donde es más probable que éstas 
se obtengan; d) el interés de la víctima; 
e) el lugar donde se encuentren los pro-
ductos o efectos del delito y jurisdicción 
a instancia de la cual han sido asegura-
dos para el proceso penal; f) fase en la 
que se encuentran los procesos penales 
sustanciados en cada Estado miembro; 
g) tipificación de la conducta delictiva y 
pena con la que ésta viene castigada en 
la legislación penal de los distintos Esta-
dos miembros implicados en el conflicto 
de jurisdicción”.

23) Y en cuanto a la competencia es ob-
vio que los bienes que se toman como 
punto de referencia no estaban en Espa-
ña, por lo que se hacía preciso atender a 
la naturaleza de la acción ejercitada que 
no era de carácter real. En tal sentido y 
para defender36 la competencia de los 
Tribunales españoles se expuso:

“Partiendo de esas consideraciones, no 
puede atribuirse carácter real a la pre-
tensión de la parte actora. No afecta a 
ninguno de los derechos que determi-
nan la aplicación del fuero exclusivo tal 
como es interpretado por el Tribunal de 
Justicia, sino que se sustenta en un even-
tual enriquecimiento ilícito que se impu-
ta a la parte demandada por la explo-
tación de determinados establecimientos 
sitos en los terrenos que se ‘confisca-
ron’. La naturaleza de esa acción deter-
mina que deba atribuirse a los órganos 
españoles competencia para conocer de 
ella. El Reglamento (CE) n.º 864/2007 
del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 11 de julio de 2007, relativo a la ley 
aplicable a las obligaciones extracon-
tractuales (‘Roma II’), en su artículo 2, 

entiende por ‘daño’ las consecuencias 
resultantes, entre otros, del enriqueci-
miento injusto. Se trata ésta de materia 
comprendida en el ámbito de aplicación 
del Reglamento 1215/2012 al no figurar 
entre las que se relacionan como exclui-
das en su artículo 2. El enriquecimiento 
injusto se enmarca en lo que el artículo 
7.2) del Reglamento denomina ‘materia 
delictual o cuasi delictual’, siendo doc-
trina reiterada del Tribunal de Justicia 
que el concepto comprende toda preten-
sión con la que se exija responsabilidad 
de un demandado y no esté relacionada 
con ‘materia contractual’ (Sentencias 
de 27 de septiembre de 1988, Kalfelis, 
189/87, EU:C:1988:459, apartados 17 
y 18; de 13 de marzo de 2014, Brogsit-
ter, C-548/12, EU:C:2014:148, apar-
tado 20; de 21 de abril 2016, Austro-
Mechana, C-572/14, EU:C:2016:286, 
apartado 32, y de 16 de junio de 2016, 
Universal Music International Holding, 
C-12/15, EU:C:2016:449, apartado 24). 
Conforme a ello, resulta de aplicación el 
fuero general representado por el domi-
cilio del demandado (artículo 4 del Re-
glamento 1215/2012) y el fuero alterna-
tivo representado por el lugar en que se 
haya producido o pueda producirse el 
hecho dañoso (artículo 7.2)”.

24) Tras este recorrido, y tras dar cuen-
ta del Convenio de 16 de noviembre de 
1986, así como de la Ley 19/1990, de 17 
de diciembre, llegamos a la última fase 
de la problemática de las indemnizacio-
nes que traen causa de la expropiación 
llevadas a cabo por el Gobierno revolu-
cionario Cubano, a partir del año 1959. 
Esta última se fundamenta en una ins-
titución de carácter jurisprudencial37 si 
bien de modo constante y reiterada; así 
traemos a colación lo expuesto por la 
Sentencia de la Sala de lo Civil del Tri-
bunal Supremo de 24 de junio de 2020, 
que resume la doctrina sobre el enri-
quecimiento38 injusto en los siguientes 
términos:

“1) La doctrina jurisprudencial de esta 
Sala se mueve en esta dirección pro-
clamando, a veces de modo explícito y 
terminante y otras de forma implícita, 
que la interdicción del enriquecimien-
to injusto tiene en nuestro ordenamien-
to jurídico el valor de un auténtico prin-
cipio general del Derecho (entre otras 
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las Sentencias Tribunal Supremo de 12 
de enero de 1943, 23 de noviembre de 
1946, 22 de diciembre de 1962, 1 de di-
ciembre de 1980, 12 de julio de 2000, 28 
de febrero de 2003, 6 de febrero de 2006 
y 19 de julio de 2012). Además, se trata 
de una institución jurídica reflejada en 
numerosos preceptos legales, aunque de 
forma inconexa (Sentencia de 1 de di-
ciembre de 1980, con cita de la anterior 
de 12 de enero de 1943). Desarrollan-
do esta distinción afirmamos en nuestras 
Sentencias 261/2015, de 13 de enero y 
729/2020, de 5 de marzo: ‘Como princi-
pio general del derecho, cuya formula-
ción sería ‘nadie debe enriquecerse in-
justamente o sin causa a costa de otro’, 
se aplica de forma subsidiaria, en defec-
to de ley y de costumbre, y también infor-
ma el Derecho patrimonial, para evitar 
que puedan producirse enriquecimientos 
injustos, y contribuye a su interpretación 

NOTAS

1) Entre los muchos textos que se han ocupado del 
tema, véase: “3 de julio de 1898, El fin del Imperio es-
pañol”, de Pérez Véjo. Editorial Taurus (2021). El Pro-
fesor Parada Vázquez, en una Conferencia pronun-
ciada en el Salón de los Pasos Perdidos del Senado, 
nos recuerda: “En la Restauración, en que Montero 
Ríos fue Ministro de Fomento, Ministro de Justicia de 
nuevo y Presidente del Gobierno, su incansable acti-
vidad política se manifestó, entre otras materias, en 
las reformas de la enseñanza, haciendo compatible la 
libertad de enseñar con la rigurosa reserva al Estado 
de la expedición de los títulos profesionales, algo que 
hoy hemos perdido, y en las relaciones diplomáticas, 
asumiendo el calvario de beber el más amargo cáliz, 
de tener que firmar, en las mejores condiciones posi-
bles, el Tratado de París de 1898 que puso fin a la Gue-
rra de Cuba contra los Estados Unidos y que supuso 
la liquidación de lo que quedaba de nuestro Imperio 
Colonial”. Aaparece publicado en El Cronista del Es-
tado Social y Democrático de Derecho n.º 24, con el 
título de Montero Ríos y las Autonomías.

2) Como es bien conocido el acorazado USS Maine 
fue objeto de una violenta explosión el 15 de enero 
de 1898, en el Puerto de La Habana, lo que determi-
nó el inicio de la guerra de Estados Unidos contra 
España. En la actualidad se atribuye la explosión a 
un accidente más que a una decisión imputable a 
España, como al inicio se creyó con la ayuda de la 
más que amarilla prensa estadounidense.

3) La cita es del Profesor Calle Saiz, en La Hacienda 
Pública en la Segunda República Española, Instituto 
de Estudios Fiscales (1981). El Almirante Pascual 
Cervera y Topete estaba al frente de la Armada Es-
pañola cuando se produjo una batalla naval con la 
Armada estadounidense, contra la que nada hubo 
que hacer sino mantener el honor. En el capítulo 
XVIII de la obra La campaña de Santiago en 1898, del 
Comandante de Estado Mayor General del Ejército 
M.T.E. Wester, se puede leer: “Las tropas españolas 

en San Juan escribieron una página de la historia mi-
litar de su Patria, tan gloriosa como la de los héroes 
de Vara del Rey, que el mismo día combatieron sin 
que se pudiera creer que esta fuerza fuese detenida y 
reducida al agotamiento por sólo 300 valientes espa-
ñoles, con dos cañones”. Véase 123 años de la guerra 
de Cuba, del Doctor en Historia Enrique de Miguel 
Fernández-Carranza, en el Diario Las Provincias de 
Valencia del día 2 de agosto de 2021. Cito, asimis-
mo, España nunca olvida, Tercera de ABC de 3 de 
julio de 2023, de D. Juan Escrigas Rodríguez, Doctor 
en Historia Contemporánea y Subdirector del Mu-
seo Naval.

4) La cita es de Pérez Reverte en La batalla en la que 
España hundió su pasado, publicado en ABC Sema-
nal n.º 1851 (2023).

5) El General D. Máximo Gómez Báez había nacido 
en la República Dominicana y fue Jefe de las tropas 
cubanas en la Guerra de la Independencia, sirvien-
do sucesivamente en tres ejércitos: a) el dominica-
no entre 1861 y 1865; b) el español entre 1865 y 
1888, c) y el cubano a partir de 1888, hasta la inde-
pendencia.

6) D. José Julián Martí Pérez fue un político cuba-
noque creó el Partido Revolucionario Cubano y 
fue figura destacada de la guerra contra España a 
partir del año 1895. Nació en el seno de una familia 
española y estudió Derecho en la Universidad de 
Zaragoza.

7) Me remito a La obra de Raimundo Fernández Vi-
llaverde en Hacienda del Profesor Comín en la publi-
cación colectiva La Hacienda desde sus Ministros. Del 
98 a la Guerra Civil, Editorial Prensas Universitarias 
de Zaragoza (2000). Además, y siendo Director del 
Instituto de Estudios Fiscales, el Profesor Albiñana, 
apareció un número monográfico de la Revista 
Hacienda Pública Española, en 1999, dedicado ín-
tegramente a la obra del Ministro Fernández Villa-
verde.

8) Me ocupé del tema en De Azorín en Valencia a 
Valencia de Azorín, discurso pronunciado en el Pa-
raninfo de la Universidad de Valencia, con motivo 
del Cincuenta Aniversario de la terminación de los 
estudios en la Facultad de Derecho. Aparece publi-
cado en Abogados del Estado. Revista de la Asocia-
ción n.º 48 (2018).

9) Estrenada el 29 de noviembre de 1898, en el Tea-
tro de la Zarzuela de Madrid.

10) Hubo otra versión del año 2016, protagonizada 
por Luís Tosar, Javier Gutiérrez y Ricardo Gómez, en-
tre otros, pero con menos garra.

11) Tras la revolución cubana, la compañía aérea 
Iberia siguió volando de Madrid a La Habana, a di-
ferencia de lo que ocurrió con las líneas aéreas de 
otros países occidentales.

12) Pese a la independencia cubana siguió rigiendo 
el Código Civil español hasta el año 1987. Reitero 
lo expuesto en “Un apunte sobre un añejo escalafón”, 
en Abogados del Estado. Revista de la Asociación 
n.º 56 (2021) en el que mencioné lo siguiente: “El 
1 de enero de 1899 se daba fin a la dominación de 
España sobre Cuba y comenzaba oficialmente la 
ocupación militar de Estados Unidos que se extende-
ría hasta mayo de 1902. En un período de tres años 
Estados Unidos sentaría las bases para la conversión 
de la Isla en Estado independiente bajo la forma re-
publicana de gobierno. Las medidas no se hicieron es-
perar. Se emprendieron acciones en todos los ámbitos 
en los que se desenvolvía la sociedad cubana. A esta 
nueva realidad, calificada por algún historiador como 
uno de los períodos más complejos de la historia de 
Cuba hasta el momento, no estuvo ajeno el Derecho. 
Él fue cauce o vía a través del que se implementaron 
las medidas de transformación, desempeñando en 
este sentido una función de carácter instrumental, 
que puede advertirse desde las primeras palabras del 
nuevo gobernador norteamericano en la Isla emiti-
das el 1 de enero de 1899. ‘El Código Civil y Criminal 

en tal sentido. Como institución jurídica 
autónoma (enriquecimiento sin causa), y 
sin perjuicio de las eventuales previsio-
nes legales, su aplicación descansa so-
bre la concurrencia de un elemento eco-
nómico (la ganancia de uno, correlativa 
al empobrecimiento de otro, mediando 
un nexo de causalidad entre ambas), y 
una condición jurídica (la ausencia de 
causa justificativa)’.

2) De la anterior caracterización se des-
prenden los requisitos de deben concu-
rrir para la prosperabilidad de la ac-
ción, según reiterada jurisprudencia.

La Sentencia de 31 de marzo de 1992 
resumía esa jurisprudencia: ‘los requi-
sitos necesarios para la apreciación 
del enriquecimiento injusto son: a) Au-
mento del patrimonio del enriqueci-
do; b) Correlativo empobrecimiento del 

actor, representado por un ‘damnum 
emergens’ o por un ‘lucrum cesans’; 
c) falta de causa que justifique el enri-
quecimiento; y d) inexistencia de un pre-
cepto legal que excluya la aplicación del 
principio’. En términos similares se pro-
nuncian las Sentencias 221/2016 de 7 de 
abril, 887/2011, de 25 de noviembre y 
529/2010, de 23 de julio”39.

25) De lo expuesto se desprende que aún 
queda un amplio camino en sede judicial 
por recorrer, aunque sea con el apoyo de 
una consolidada doctrina jurispruden-
cial, pero sin apoyo normativo específi-
co y en cualquier caso al margen de la 
vigencia en España de textos foráneos40 
como es la Ley Helms-Burton, por lo 
que lo expuesto no constituye la última 
palabra sobre el particular, cuyo punto 
de referencia es la Isla de Cuba, tan que-
rida por los españoles41. 
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existentes al terminar la soberanía española –decía el 
general John R. Brooke al tomar posesión del gobierno 
de la Isla en nombre de los Estados Unidos de Améri-
ca– quedarán en vigor, con aquellas modificaciones y 
cambios que de tiempo en tiempo crean necesarios en 
interés de un buen gobierno’; el Código Civil español, 
con algunas modificaciones estuvo vigente hasta que 
fue sustituido por otro autóctono por Ley de 16 de julio 
de 1987”. Sobre nuestro Código Civil, el insigne juris-
ta Antonio Pau, expuso: “Los prolijos cuerpos legales 
que se vienen promulgando en las diversas Comuni-
dades Autónomas no responden, en absoluto, a la 
sensibilidad social, al apego a instituciones jurídicas 
históricas, sino a la voluntad de sus gobernantes de 
crear artificialmente diferencias jurídicas para ir acen-
tuando –¿hasta qué límite?– la autonomía política. Se 
pasa por alto algo que es esencial, y que habría que 
escribir en letras mayúsculas, y si fuera posible grabar-
lo en piedra: que la pluralidad jurídica no es un valor. 
La pluralidad es fantástica en todas las demás mani-
festaciones culturales –en el arte, en la literatura, en el 
diseño, en la cocina, en la repostería, en el baile, en los 
deportes, en la artesanía y en el folclore, en la moda, 
en la filosofía…–, pero no en el Derecho. En el Dere-
cho lo que vale, lo que le vale a la sociedad, es todo lo 
contrario, es la unidad”, en El Código del Emperador y 
el Código de la Regenta, Diario la Ley n.º 9423, del día 
27 de marzo de 2019.

13) Sobre lo ocurrido en Cuba a partir de dicha fe-
cha véase: Análisis crítico del régimen jurídico de la 
expropiación forzosa en Cuba, de Navarro Hernán-
dez, en Revista General de Derecho Administrativo 
n.º 55 (2020). Con respecto al período anterior, véa-
se: La expropiación forzosa en Cuba: orígenes y evo-
lución hasta diciembre de 1958. Apuntes históricos 
para el rescate de un tema olvidado, de la Profesora 
Pereira Basante, en Boletín del Ministerio de Justicia 
(de España) n.º 2157, agosto de 2013.

14) El Convenio se firmó en La Habana el 16 de no-
viembre de 1986 y apareció publicado en el Bole-
tín Oficial del Estado el día 18 de marzo de 1988, 
y con un Acta aneja que refleja compromisos de 
entrega y devolución entre las partes, según el cual: 
“1) Cuba hará entrega a España, por vía diplomática, 
de una relación de los saldos de las cuentas banca-
rias que fueron reclamadas en los expedientes pre-
sentados a la Comisión Mixta creada por el acuerdo 
preliminar sobre reclamaciones relativas a bienes de 
españoles afectados por disposiciones del Gobierno 
Revolucionario de la República de Cuba de fecha 14 
de marzo de 1967. 2) Cuba hará entrega a España, por 
vía diplomática, los bonos de la Compañía Cubana de 
Teléfonos y de la Compañía Cubana de Electricidad 
excepto los de esta última que fueron refundidos en 
bonos de la Deuda Pública Nacional, de ciudadanos 
españoles a que se refiere el Convenio, si dichos bonos 
se encontraren depositados en el Banco Nacional de 
Cuba a nombre de tales personas. 3) España devolve-
rá a Cuba, por vía diplomática, a medida que se ha-
gan efectivas las indemnizaciones, todos los títulos o 
valores que correspondan a emisiones de la República 
de Cuba y de Instituciones estatales y paraestatales 
cubanas, pertenecientes a españoles y que se encon-
traren en posesión de los beneficiarios a que se refiere 
dicho Convenio”.

15) En el Convenio se preveían los presupuestos y 
requisitos para la compra de productos cubanos por 
parte de España, que fueron azúcar, tabaco y ron 
precisándose que: “Para la compra de los productos 
cubanos objeto de este Convenio se tomarán como 

referencia los precios que rijan en cada momento en 
el mercado, materializándose dicha compra median-
te los contratos que se suscriban entre las Empresas 
correspondientes. Las compras de los productos cuba-
nos y sus correspondientes operaciones comerciales y 
financieras a que se refiere este Convenio no incidirán 
con las operaciones que puedan acordarse en el mar-
co de otros Convenios en vigor entre España y Cuba. 
En atención a lo señalado en el párrafo anterior, las 
partes contratantes evitarán que la comercialización 
de los productos que se apliquen para el pago previsto 
en el presente Convenio distorsione el mercado espa-
ñol de dichos productos, teniendo en cuenta además 
otros compromisos internacionales que haya asumi-
do o pueda asumir España. En la comercialización de 
dichos productos podrá intervenir cualquier Empresa 
de comercio exterior establecida en España. El Estado 
español se reserva todos los derechos en lo que se re-
fiere al destino inmediato o último de los productos 
utilizados como medio de pago, pudiendo incluso 
comercializar tales productos en terceros países. En el 
caso de que dicha comercialización en terceros países 
pudiera causar distorsión para el mercado de dichos 
productos, se establecerán las consultas previas entre 
las partes contratantes para buscar las fórmulas de 
solución adecuadas”.

16) Además, y dando continuidad a lo previsto en 
actuaciones precedentes se expuso: “El Gobierno 
de España y el Gobierno de Cuba acuerdan dar por 
concluidos los trabajos de la Comisión Mixta creada 
por el Acuerdo Preliminar sobre reclamaciones relati-
vas a bienes de españoles afectados por disposiciones 
del Gobierno Revolucionario de Cuba, de fecha 14 de 
marzo de 1967”.

17) Sobre lo expuesto en el texto, véase el n.º 213 
(2020) de la Revista de Administración Pública, 
dedicado monográficamente a la responsabilidad 
de la Administración y, con mayor profundidad, el 
Manual de Responsabilidad Pública, Abogacía Ge-
neral del Estado, Dirección del Servicio Jurídico del 
Estado (2004).

18) Los antecedentes de hecho fueron los siguien-
tes: “Se impugna en esta casación la Sentencia de 26 
de marzo de 1999 de la Sección Sexta de la Sala de la 
Jurisdicción de la Audiencia Nacional que desestimó 
el recurso contencioso administrativo interpuesto 
contra resolución presunta del Ministerio de Econo-
mía y Hacienda desestimatoria de la reclamación 
formulada el 22 de junio de 1995, por los presuntos 
perjuicios derivados de la Resolución de la Comisión 
Interministerial Liquidadora de 6 de junio de 1994, en 
la que se cifraron las cuantías indemnizatorias corres-
pondientes al recurrente, que resultó expropiado de 
sus bienes ubicados en Cuba a partir del 1 de enero 
de 1959, en cumplimiento del Tratado Internacional 
de 16 de noviembre de 1986 suscrito por dicho país 
con España. Los antecedentes históricos de esa re-
clamación –como precisa la Sentencia recurrida– se 
remontan a la revolución de Cuba, que determinó la 
Ley de Reforma Agraria de 17 de mayo de 1959, que li-
mitaba a la extensión de 405 Ha., la superficie agraria 
de terreno rústico por cada propietario, disponiendo 
la expropiación del remanente, reconociéndose en 
el art. 29 de dicha ley a los propietarios afectados el 
derecho a pedir una indemnización por los bienes ex-
propiados cuyo procedimiento se aplicó con arreglo a 
la Ley n.º 588/1959, de 7 de octubre, fijándose en su 
cumplimiento el justiprecio, cuyo pago se opera me-
diante la entrega de ‘Bonos de la Reforma Agraria’, 
valores públicos, redimibles, con duración de veinte 

años y con interés no superior al 4,5%, sin perjuicio 
de algunos beneficios fiscales. Mediante Ley de 3 de 
octubre de 1963, se redujo la extensión de terreno 
rústico a 5 caballerías, es decir, 67 Ha. y 10a., por cada 
propietario, a cambio de una indemnización en forma 
de renta durante diez años entre los 100 y 250 pesos 
mensuales, según el art. 6. Con la Ley de Reforma Ur-
bana de 14 de octubre de 1960, sólo se reconoció el 
derecho de propiedad sobre fincas urbanas de cada 
familia respecto de la vivienda que ocupa, quedan-
do excluidos de las indemnizaciones de expropiación 
mediante el abono de rentas mensuales, los extran-
jeros no residentes. Como se afirma en la Sentencia 
recurrida, la Resolución de la Comisión Interministe-
rial creada por la Ley 19/90, de 17 de diciembre, fijó la 
indemnización por expropiación de bienes y derechos 
en Cuba, a Santiago y a María Virtudes en la cantidad 
de 4.189.740 ptas. (3.770.766 a Santiago y 418.974 a 
María Virtudes ), en atención al valor monetario tasa-
do de sus bienes expropiados en 1959. No habiendo 
sido impugnada por el actor directamente quien, aho-
ra por la vía de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración, pretende que la valoración se efectúe 
teniendo en cuenta que una peseta de 1959 equivale 
a veinticinco pesetas y ciento dieciséis céntimos de 
1997, según certificado del INE sobre variación del IPC; 
y en consecuencia las indemnizaciones deben ser de 
101.329.141 ptas.; culpando al Estado Español de no 
haber negociado con Cuba el Tratado Internacional 
de 16 de noviembre de 1986 con la debida diligencia, 
habiendo transigido en unos términos económicos in-
suficientes para garantizar la íntegra reparación que 
ellos propugnan con valoración actual de los bienes 
expropiados en 1959”.

19) Véase el comentario a dicha Sentencia a cargo 
de Botana García, en el Diario la Ley n.º 646 del año 
2004, bajo el título de: No reconocimiento de la res-
ponsabilidad patrimonial de la Administración espa-
ñola por las expropiaciones realizadas por el Estado 
revolucionario cubano. El Tribunal Supremo, Sala 
Tercera, volvió sobre el tema en Sentencias de 19 
de febrero y 30 de junio de 2004.

20) Me remito a Protección diplomática y jurisdicción 
contencioso-administrativa del Profesor Muñoz Ma-
chado, en Revista Española de Derecho Administra-
tivo (1975). En relación con la misma, la Sentencia 
de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 9 de 
julio de 2021, recuerda que: “Debe destacarse, en ese 
mismo sentido, que si bien a la fecha a que se refieren 
los hechos que subyacen en la actividad administra-
tiva que se revisa en este proceso no se encontraba 
vigente, es lo cierto que en esta institución ha venido 
a influir, como era obligado, la Ley 2/2014, de 25 de 
marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado; 
que ha de ser tomada en consideración, siquiera sea 
a los efectos del cometido que ahora nos compete, 
conforme al orden de los pronunciamientos que nos 
impone el artículo 93 de nuestra Ley procesal. La Ley 
declara ya en la Exposición de Motivos que su finali-
dad es establecer: ‘un instrumento flexible que presta 
atención preferente a cinco exigencias fundamenta-
les (...) [en el quinto lugar] garantizar una adecuada 
asistencia y protección a los españoles y apoyar a la 
ciudadanía española y a las empresas españolas en el 
exterior’. Bien es verdad que la Ley ni acoge ni, menos 
aún, define qué haya de entenderse por protección 
diplomática; lo cual no es criticable porque no es fun-
ción de la norma la definición de las instituciones, sino 
limitarse a regularla. Sin embargo, es lo cierto que en 
su articulado sí hace una regulación de esa protec-
ción. Y así regula su contenido, siquiera sea embrio-

OPINIÓN



Asociación de Abogados del Estado

56

nariamente, cuando en el artículo 2, al referirse a los 
principios y objetivos de la Política Exterior de Espa-
ña, incluye, entre estos últimos y como uno de ellos, 
‘la asistencia y protección a sus ciudadanos (...) en el 
exterior’ (apartado 2.j); lo cual comporta que la Ad-
ministración pública española debe asumir, entre sus 
funciones prestacionales, la asistencia y protección 
de los ciudadanos españoles en el extranjero y, como 
veremos, esa finalidad está en la esencia de la protec-
ción diplomática. Es más, en relación a esa actividad 
prestacional del servicio público, en el artículo 3.2º.g), 
se impone la exigencia de que la acción exterior del 
Estado debe estar regida por un ‘servicio de interés 
general’, con la exigencia de que esa acción y servicio 
exterior ‘se orientarán a la prestación de un servicio 
público de calidad y (...) se orientarán a la asistencia 
y protección de los españoles, y al apoyo a la ciudada-
nía española y a las empresas españolas en el exterior’. 
Con la promulgación de la Ley de 2014, nuestro país 
no hacía sino seguir los pasos que ya se habían esta-
blecido en la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea, aprobada en 30 de mayo de 2010, 
que en su artículo 46 establecía que ‘T[t]todo ciuda-
dano de la Unión podrá acogerse, en el territorio de 
un tercer país en el que no esté representado el Estado 
miembro del que sea nacional, a la protección de las 
autoridades diplomáticas y consulares de cualquier 
Estado miembro, en las mismas condiciones que los 
nacionales de este Estado’”.

21) El artículo séptimo precisó que: “Los reclaman-
tes deberán manifestar que no han percibido del 
Gobierno cubano ninguna cantidad por el concepto 
reclamado o expresar, en su caso, las cantidades reci-
bidas, a efectos de su reducción de la indemnización 
que pueda corresponderles. Con la salvedad estable-
cida en el artículo 5.°, 1, en tanto no se aprueben las 
relaciones definitivas citadas en el artículo 3.°, 3, no se 
procederá al pago de las indemnizaciones. El Gobier-
no podrá suspender dicho pago, total o parcialmente, 
cuando la interposición de recursos, administrativos 
o jurisdiccionales, pueda alterar sustancialmente, en 
el supuesto de que fueran estimados, la distribución 
de la indemnización global de 5.416 millones de pe-
setas. La suspensión no podrá afectar al abono de las 
pensiones que se recogen en el artículo 5.1. párrafo 
primero”.

22) Aunque lo concerniente a la adquisición o con-
servación de la nacionalidad española a los nacidos 
en Cuba, hace tiempo que quedó resuelta, y en 
todo caso, la doble nacionalidad está contemplada 
en el art. 24 del Código Civil para los que la ten-
gan de países iberoamericanos. No renunciamos a 
exponer la problemática más reciente, a la que se 
refiere la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal 
Supremo de 20 de julio de 2020, y que se reitera 
en la de 15 de noviembre de 2021, en la que se ex-
pone: “La Sentencia del Tribunal Supremo de Pleno, 
207/2020 de 29 de mayo, sobre un territorio histórica-
mente singular como el Sáhara Occidental, según es 
notorio, considera que no formaba parte de España a 
los efectos de nacionalidad. Cita, en apoyo de la tesis 
que mantiene, la Sentencia del Tribunal Supremo de 
la Sala Tercera de este Tribunal Supremo de 7 de no-
viembre de 1999 que, aun siendo cierto que no trata 
del art. 17 del Código Civil sino de su art. 22, distin-
gue entre territorio español y territorio nacional para 
concluir que: ‘Guinea, Ifni y Sáhara Occidental eran 
territorios españoles que no formaban parte del terri-
torio nacional’, de modo que su ‘provincialización’ ha-
bría constituido ‘un perfeccionamiento del Régimen 
colonial’. Reconoce la Sala que existen argumentos 
normativos y jurisprudenciales a favor de una u otra 

tesis, lo mismo que respetables opiniones doctrinales, 
en uno u otro sentido, pero entiende que el camino 
más seguro para llegar a la interpretación correcta es 
atenerse a la normativa española más específica. Es 
lo que hace en el caso de autos la Sentencia recurrida, 
confirmando la de primera instancia, referente a Gui-
nea. Con la Sentencia del Tribunal Supremo de Pleno 
207/2020 de 29 de mayo, y circunscrita la cuestión a 
si esos territorios eran españoles a los efectos de na-
cionalidad, qué es el objeto del debate, sería un con-
trasentido negarlo para el Sáhara y reconocerlo para 
Guinea. Concluye la Sala que ‘no son nacidos en Espa-
ña quiénes nacieron en un territorio durante la etapa 
en que fue colonia española’. Así, en coincidencia con 
las sentencias de las instancias, el criterio seguido en 
el dictamen del Consejo de Estado núm. 36227/1968 
de 20 de junio y en reiteradas Sentencias de la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo (de 7 de noviembre de 
1999, 20 de noviembre de 2007, 16 de diciembre de 
2008, 3 de julio de 2009 y 9 de marzo de 2010), es que 
Guinea, en unión del Sáhara Occidental e Ifni, si bien 
eran territorios españoles, sometidos a la autoridad 
del Estado español, no formaban parte del territorio 
nacional, pues aquellos y no éste eran los únicos sus-
ceptibles respectivamente de poder independizarse o 
iniciar su autodeterminación. De ahí que se les niegue 
en tales Sentencias la condición de españoles de ori-
gen a los naturales de las colonias”.

23) La exención de las indemnizaciones ya se con-
templaba en el artículo sexto de la Ley. La exten-
sión al reconocimiento del beneficio fiscal por vía 
reglamentaria no parece ajustado a lo dispuesto en 
el art. 31 de la Constitución. Me remito a lo que ex-
puse en Precisiones jurisprudenciales sobre los regla-
mentos tributarios y la reserva de ley, Libro Homenaje 
a D. Manuel Goded Miranda, Ministerio de Justicia, 
Abogacía General del Estado (2019).

24) Me referí a ello en Expropiación forzosa y Siste-
ma Tributario en la obra colectiva Estudios Jurídicos 
en Memoria de D. César Albiñana García Quintana, 
Instituto de Estudios Fiscales, Volumen II (2008). El 
legislador no tiene las cosas demasiado claras, y así 
hasta la Ley 18/1991, de 6 de junio, no se declararon 
exentas las indemnizaciones derivadas de actos de 
terrorismo. Con anterioridad había que argumentar 
la no sujeción al Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas, y ello lo admitió la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional en 
Sentencia de 23 de enero de 1991, confirmada por 
la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de abril de 
1997. Por su parte la Sala Tercera del Tribunal Supre-
mo en Sentencia de 10 de marzo de 2021, expuso: 
“Y en segundo lugar, que la invocación de distintas 
leyes dictadas a partir del año 1986, en virtud de las 
cuales se ha procedido a efectuar devoluciones de ca-
rácter económico a favor de determinadas personas 
físicas o jurídicas privadas de sus bienes con ocasión 
de la Guerra Civil o de la dictadura posterior, son ma-
nifestaciones de la potestad legislativa que, al mar-
gen del régimen general de garantía de indemnidad 
patrimonial del administrado por la actuación de la 
Administración o el Legislador, valora la procedencia 
de reparación en situaciones concretas atendiendo a 
las circunstancias concurrentes, y como ya señaló la 
Sentencia de esta Sala de 5 de abril de 2006 (recurso 
6432/2003), citada por las partes, ‘no existiendo una 
obligación jurídica propiamente hablando, ni tratán-
dose de una exigencia derivada inmediatamente de la 
Constitución, la configuración normativa del proceso 
reparador tendrá el alcance que el Legislador conside-
re oportuno darle en cada momento, sin que, insisti-
mos, el hecho de que lo restrinja a favor de un deter-

minado tipo de asociaciones políticas caracterizadas 
por su relevancia pública y descritas en términos ge-
nerales, consideremos que sea objetable desde la 
perspectiva del principio constitucional de igualdad. 
Esta doctrina ha sido reproducida en las Sentencias 
del Tribunal Supremo 512/2018 y 513/2018, de 23 de 
marzo, dictadas por la Sección Cuarta de esta Sala’”.

25) En Recuerdos de un viaje a Méjico. Conferencias 
y algo más, en Abogados del Estado. Revista de la 
Asociación n.º 39 (2014).

26) Me refiero a El Tesoro del Vita, de los Profesores 
Francisco Gracia Alonso y Gloria Munilla, Publicacio-
nes de la Universidad de Barcelona (2013), donde se 
describe con precisión la adquisición del yate, su car-
gamento y el triple origen de la carga, el viaje desde 
la costa francesa a Méjico, y la posterior operación 
de venta de las joyas que al parecer se desmonta-
ban para evitar su identificación. La obra menciona-
da concluye con las siguiente palabras: “El caso del 
Vita es un ejemplo de hasta donde pueden llegar, en 
primer lugar un Gobierno y posteriormente quienes se 
arrogan la representación de la legitimidad legal en 
el empleo y la conversión económica del patrimonio 
histórico-artístico de un Estado en beneficio privado 
y sin rendir cuentas por ello. Un precedente peligroso”.

27) Me remito a lo que expuso Amaro del Rosal en 
El Tesoro del Vita. Ya es hora de rendir cuentas, en His-
toria 16 n.º 95 (1984). El autor fue un conocido polí-
tico y sindicalista, y escribió su artículo cuando des-
de Méjico regresó a España el Profesor Roces para 
hacerse cargo de un acta de Senador por Asturias.

28) Recuérdese que había dos tesis en principio 
incompatibles: una de ellas, la que prevaleció, era 
para ayudar a los exiliados y a sus familias en Méji-
co, y que patrocinaba Indalecio Prieto; la otra, para 
apoyar a gobiernos extranjeros o a lobbys interna-
cionales que quisieran derribar el régimen instaura-
do en España a partir de 1939, tesis del Doctor Ne-
grín, último Presidente del Gobierno de la Segunda 
República Española.

29) En Las colaboraciones numismáticas del Museo 
Arqueológico Nacional, en De Gabinete a Museo. Tres 
Siglos de Historia, de Alfaro (1993) citado en la obra 
a la que se refiere la nota, vigésimo sexta; el destino 
de las monedas incautadas jamás se aclaró, si bien 
buena parte de las mismas parece que fue compra-
da por la Hispanic Society of América, subastada en 
2011 y en parte traída de vuelta a España.

30) Al menos el Estado podía haber enlazado su 
acción con el ya denominado “autorrobo” cometido 
en el Museo Arqueológico Nacional.

31) Una excepción serían las joyas depositadas en 
la caja de seguridad de un banco, y que además es-
taban aseguradas, como ocurrió al menos en una 
ocasión, y a lo que he dado cuenta en el seno de un 
relato novelesco, pero con apoyo en lo que acon-
teció, en mi colaboración Los brillantes de Erika, en 
Abogados del Estado. Revista de la Asociación, n.º 
58 (2022).

32) Debe también mencionarse lo expuesto por la 
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo que, en Sen-
tencia de 30 de diciembre de 2010, entiende que 
la nacionalización de determinada marca llevada a 
cabo el año 1990 por la República de Cuba infrin-
gió el orden público internacional español, lo que 
impide que los sucesivos adquirentes de la marca 
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puedan ser propietarios de la misma. Véase: Eficacia 
internacional de las nacionalizaciones sobre las mar-
cas de empresa. El asunto Havana Club ante los Tribu-
nales españoles, de Hernández Rodríguez y Macko 
Gómez en Cuadernos de Derecho Transnacional 
CDT (2012).

33) En el preámbulo se alude a : “Considerando que 
un tercer país ha promulgado leyes y reglamentacio-
nes y otros instrumentos legislativos con los que se 
pretende regular las actividades de personas físicas y 
jurídicas dependientes de la jurisdicción de los Estados 
miembros”.

34) Y en el Anexo se menciona bajo la rúbrica de: 
“Toda persona contemplada en el artículo 11 que 
vaya a emprender una de las actividades que cita el 
artículo 1 tendrá derecho a compensación por cual-
quier daño, incluidas las costas procesales, que se le 
cause al amparo de la aplicación de los textos legisla-
tivos que se enumeran en el Anexo o de acciones ba-
sadas en ellos o derivadas de ellos. Obligación exigida. 
Cumplir el embargo económico y financiero impuesto 
a Cuba por EEUU, entre otras cosas no exportando a 
EEUU ninguna mercancía o servicio de origen cuba-
no o que contenga materiales o mercancías origina-
rios de Cuba, ni directamente ni a través de terceros 
países, no comerciando con mercancías que hayan 
estado en Cuba o se hayan transbordado desde allí o 
a través de ella, no reexportando a EEUU azúcar origi-
nario de Cuba sin haberlo notificado previamente las 
autoridades nacionales competentes del exportador, 
o no importando a EEUU productos derivados del azú-
car sin asegurarse de que no son productos cubanos, 
congelando los haberes cubanos y los acuerdos finan-
cieros con Cuba. Posibles daños para los intereses de 
la UE: Prohibición de cargar o descargar mercancías 
de los buques en cualquier lugar de EEUU, o entrar en 
uno de sus puertos; denegación de importación de 
cualquier mercancía o servicio originarios de Cuba 
e importar a Cuba bienes o servicios originarios de 
EEUU, bloqueo de los acuerdos financieros con Cuba. 
Obligación exigida. Finalizar el ‘tráfico’ de propieda-
des previamente propiedad de nacionales de EEUU 
(incluidos los cubanos que han obtenido la ciudada-
nía estadounidense) y expropiadas por el régimen 
cubano. (El tráfico incluye la utilización, la venta, la 
transferencia, el control, la gestión y demás activi-
dades en beneficio de una persona). Posibles daños 
para los intereses de la Unión Europea. Procedimien-
tos judiciales en EEUU, basados en responsabilidades 
ya existentes, contra ciudadanos o empresas de la UE 
implicados en el tráfico, que lleven a Sentencias/fallos 
de pagar (múltiples) compensaciones a la parte esta-
dounidense. Denegación de entrada en EEUU para las 
personas implicadas en el tráfico, incluidos sus espo-
sas, hijos menores y agentes”.

35) Sobre lo expuesto en el texto me remito al in-
teresante y exhaustivo comentario del Profesor 
Carrasco González, Efectos legales en España de las 
expropiaciones de bienes inmuebles en Cuba. Un fas-
cinante viaje por la geopolítica y el Derecho Interna-
cional Privado en Cuadernos de Derecho Trasnacio-
nal, octubre de 2020.

36) La prensa local del día 14 de enero de 2021, y 
con la firma de Lucía Rodríguez da cuenta de lo si-
guiente: “El Juzgado de Primera Instancia número 24 
de Palma ha admitido la ampliación contra la Repú-
blica de Cuba de la demanda que la familia Sánchez 
Hill, a través de la empresa Central Santa Lucía, inter-
puso contra el grupo hotelero Meliá International S.A, 
por la explotación de dos hoteles ubicados en unos 

terrenos de Playa Esmeralda que les fueron expropia-
dos por el régimen de Fidel Castro. La jueza titular ha 
comunicado la existencia del procedimiento al Minis-
terio de Asuntos Exteriores y Cooperación para que 
emita un informe, según se prevé en el artículo 27.2 de 
la Ley 29/2015 de Cooperación Jurídica Internacional 
en materia civil. La decisión de admitir la ampliación 
de la demanda contra el Estado de Cuba y la empre-
sa pública Gaviota S.A., propietaria de los terrenos e 
inmuebles en litigio, surge tras considerar la jueza que 
el procedimiento no podría resolverse sin llamar al ti-
tular de los derechos de propiedad que serán objeto de 
la impugnación. ‘La resolución del pleito presentado 
afectará de manera directa los intereses del Estado de 
Cuba y de la sociedad Gaviota S.A. como actual titular 
de los terrenos de Playa Esmeralda’ afirma la Magis-
trada en una interlocutoria. La jueza sostiene que la 
parte demandante fundamenta su reclamación en 
la atribución de un derecho real sobre unos terrenos 
‘que resulta contradictorio y totalmente incompati-
ble’ con el título de dominio que Cuba ostenta sobre 
dichos terrenos. Por todo ello considera en su dicta-
men que la tramitación del procedimiento contra la 
hotelera española no puede continuar sin que sean 
llamadas como parte demandada tanto el Estado 
de Cuba corno la empresa Gaviota S.A., de propiedad 
estatal. La familia de exiliados cubanos Sánchez Hill 
acusa a Meliá de enriquecerse con la explotación de 
los hoteles Paradisus Río de Oro y Sol Río de Luna y 
Mares, situados en la zona de Playa Esmeralda, al no-
roeste de Cuba, debido a que los dos resorts de lujo se 
construyeron en los terrenos de una antigua hacienda 
azucarera que perteneció a la familia hasta 1960. En 
su demanda, los descendientes de la familia acusaban 
a Meliá de obtener un enriquecimiento con causa ilíci-
ta durante todo el tiempo que ha durado la actividad 
hotelera en los terrenos, y pedían que estos fueran 
considerados como frutos derivados de una posesión 
ejercitada con mala fe. La jueza recuerda en el dicta-
men que una de las condiciones básicas para que la 
demanda de la familia prospere es la declaración pre-
via de la ilicitud del título de propiedad que el estado 
de Cuba tiene sobre los terrenos de Playa Esmeralda. 
Solo la ilicitud de este título puede provocar la consi-
deración de que los beneficios que Meliá obtiene por la 
explotación de estos terrenos son constitutivos de un 
enriquecimiento injusto. La familia reclama una can-
tidad equivalente a los beneficios económicos obteni-
dos durante los últimos cinco años. La demanda fue 
presentada en los juzgados de Palma porque es la ciu-
dad en la que la cadena hotelera tiene fijada su sede”.

37) Sólo existe una alusión normativa, y esta apa-
rece en el artículo 10 del Código Civil, en la redac-
ción de su Título Preliminar procedente del Decreto 
1836/1974, de 31 de mayo, que al regular las nor-
mas de Derecho Internacional Privado dispone que: 
“En el enriquecimiento injusto se aplicará la Ley en 
virtud de la cual se produjo la transferencia del valor 
patrimonial en favor del enriquecido” me he ocupa-
do de ello en: El enriquecimiento injusto y el Derecho 
Tributario, que forma parte de la obra Estudios en 
Homenaje del Profesor Luís María Cazorla Prieto. Edi-
torial Thomson Reuters Aranzadi, Volumen I (2021).

38) En esta doctrina se basa la figura del “partici-
pe a título colectivo”, a que se refiere el art. 122 del 
Código Penal, me referí a ello en Últimos o recientes 
pronunciamientos jurisprudenciales sobre el Derecho 
Sancionador Tributario, ponencia presentada en 
la Sección de Derecho Financiero y Tributario de 
la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación 
de España, con motivo de la apertura del Curso 
2022/2023.

39) Además, se recuerda por el Tribunal Supremo, el 
carácter subsidiario de la acción de enriquecimien-
to injusto al indicarse que: “La acción de enriqueci-
miento debe entenderse subsidiaria, en el sentido de 
que cuando la ley conceda acciones específicas en 
un supuesto regulado por ella para evitarlo, son tales 
acciones las que se deben ejercitar y ni su fracaso ni 
su falta de ejercicio legitiman para el de la acción de 
enriquecimiento. Ésta es la doctrina que se desprende 
de las Sentencias de esta Sala de 25 de noviembre de 
1985, 12 de marzo de 1987, 23 de noviembre de 1998 
y 3 de marzo de 1990, que sostuvieron, como una de 
las ratio decidendi de sus fallos, la subsidiariedad de 
la acción. Cierto que otras han manifestado criterio 
contrario, así las 19 y 20 de mayo de 1993 [...], 14 de 
diciembre de 1994, 18 de diciembre de 1996 y 5 de 
mayo de 1997. Pero si se analizan con detenimiento, 
se verá inmediatamente que sus declaraciones sobre 
la no subsidiariedad nada tienen que ver con los liti-
gios que resolvieron, no son ratio decidendi de sus fa-
llos, sino meros ‘obiter dictum’ que no crean ninguna 
jurisprudencia vinculante ( art. 1.6 C.c.). Sólo con toda 
claridad ha admitido esta Sala la confluencia ante 
un mismo supuesto fáctico de la acción de enrique-
cimiento y la aquiliana del artículo 1902 del Código 
Civil en sus Sentencias de 12 de abril de 1955, 10 de 
marzo de 1958, 22 de diciembre de 1962 y 5 de mayo 
de 1964 (aunque la Sentencia de 5 de octubre de 1985 
estime cuestionable la acumulación de la acción de 
indemnización y la de enriquecimiento)”.

40) En relación con el derecho extranjero, la Sen-
tencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 
27 de julio de 2021 expuso: “Debemos comenzar re-
cordando que lo que ha de ser objeto de prueba, en su 
caso, es el contenido y vigencia del Derecho extranje-
ro, no las normas de conflicto aplicables, que pueden 
ser normas de Derecho interno, convencional o euro-
peo, pero no extranjero. A su vez la determinación de 
la norma de conflicto aplicable requiere una previa 
calificación del supuesto internacional, que en todo 
caso debe hacerse conforme a la ley española ( art. 
12.1 CC). Como indicamos en la Sentencia 477/2017, 
de 20 de julio: ‘[...] el informe del experto inglés sobre 
el contenido del Derecho inglés solo puede tomarse en 
consideración con relación al contenido de este Dere-
cho extranjero en caso de que el tribunal español con-
sidere que la norma de conflicto remite a la aplicación 
de ese Derecho extranjero. Se trata del único supuesto 
en que es admisible prueba sobre el contenido y la vi-
gencia del Derecho aplicable al litigio, y en concreto, 
el único supuesto en que es admisible una pericia de 
contenido jurídico. Pero no es admisible que el ámbito 
de dicha prueba pretenda extenderse a la aplicación 
de las normas de conflicto, sean las de Derecho in-
terno, las de Derecho convencional o las de Derecho 
europeo, puesto que tales normas no son Derecho 
extranjero, y sobre ellas no es admisible prueba algu-
na, y en concreto, no es admisible el dictamen de un 
experto. Son por tanto irrelevantes las declaraciones 
del experto en Derecho inglés que emitió el informe 
pericial y declaró en el juicio, en el sentido de que en 
este caso procedía la aplicación del Derecho inglés y 
no del Derecho español’.

41) Al finalizar el texto y dirigida esta nota a los afi-
cionados a la música, no puedo por menos que re-
ferirme a las Habaneras de Cádiz, con letra de Anto-
nio Burgos y armonía del Maestro Carlos Cano, que 
hizo de la melodía una magnífica interpretación, 
sin desconocer la de la inigualable María Dolores 
Pradera de la que destaco: “Y verás que no exagero 
si al cantar la habanera repito; La Habana es Cádiz, 
con más negritos, Cádiz es La Habana con más salero”.
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H asta hace muy poco, Mozambique 
era para mí, como tantos otros paí-
ses de la extensa periferia del sis-

tema mundo que habitamos, un perfecto 
desconocido. Apenas tenía algunas no-
ciones derivadas de su condición de co-
lonia portuguesa hasta 1975, de la larga 
y cruenta guerra civil padecida tras su 
independencia hasta 1992 enfrentando al 
FRELIMO y al RENAMO (los dos par-
tidos que todavía hoy son hegemónicos 
en el país), y ciertas noticias que llega-
ban de vez en cuando, en forma siempre 
de desgracia: un ciclón que devastaba 
una zona previamente asolada por una 
sequía que años antes había acabado con 
la esperanza (esperanza cuya alegría no 
deja de ser una artimaña de la tristeza) 
de una cosecha que permitiera alimen-
tar mínimamente a la población, ataques 
terroristas en el norte del país, una ava-
lancha de basura que dejaba decenas de 
muertos en Hulene, el vertedero vergon-
zante de Maputo donde día y noche cien-
tos de niños, a la intemperie, recogen ba-
sura para poder obtener un puñado de 
meticales para subsistir… Recientemen-
te, sin embargo, he tenido la ocasión de 
conocer de primera mano el país, invi-
tado por la Fundación Mozambique Sur 
y su director, el profesor Fernández de 
Miguel, viviendo (y sintiendo) una ex-
periencia tan intensa como inolvidable, 
lo que me ha permitido contemplar un 
mundo totalmente distinto que, al propio 
tiempo, ignoramos. En primer lugar, por 
confrontarte con una realidad tan dife-
rente y opuesta en términos económicos, 
demográficos y culturales. En segundo 

lugar, por tener la oportunidad de obser-
var tan de cerca la destrucción y deses-
peranza que genera la pobreza extrema. 
Y, por último, por las personas excepcio-
nales a las que he tenido la suerte de co-
nocer, que, con su generosidad y dedica-
ción a los que no tienen nada, abren una 
ventana de esperanza hacia otro mundo 
posible.

Ha sido, igualmente, una experiencia 
dura, porque la imagen del pobre pero 
feliz, con la que tantas veces asociamos 
la vida africana, no es más que una en-
telequia para calmar la conciencia, con-
ciencia que, como sabemos, sólo genera 
ilusiones. La pobreza es enfermedad, li-
mita y, sobre todo, es tristeza, la que re-
flejaba la mirada de muchos niños que 
nos encontramos. Lo peor, como nos co-
mentó uno de los activistas locales que 
colaboran con la Fundación Mozambi-
que Sur, es la resignación, la naturalidad, 
con la que muchas familias asumen su 
situación. Si no hay para comer, no hay 
para comer, aceptándose tal privación 
como se acepta la inevitabilidad de una 
tormenta. Como si fuera parte de un in-
defectible destino del que nunca se podrá 
escapar. Sabemos, desde Spinoza, que 
no hay tristeza buena, que todas las tris-
tezas son malas, pero hay tristezas inevi-
tables. Estas tristezas, malas como todas, 
son, en cambio, evitables. Y evitarlo, al 
menos en parte, depende de nosotros.

Luchar contra tales inercias, contra men-
talidades profundamente arraigadas, es 
especialmente complejo y, por ello, cau-

sa profunda admiración conocer a tantas 
personas que se desviven por romper con 
ellas. Personas tanto de fuera del país, 
que han renunciado a las comodidades 
del mundo desarrollado, para aportar su 
formación y capacidades al servicio de 
un proyecto de lucha contra la pobreza, 
como mozambiqueños que han priori-
zado el apoyo a los demás por delante 
de cualquier otro aspecto, y trabajan sin 
descanso por mejorar las condiciones 
de vida de los sectores en situación de 
mayor vulnerabilidad. El trabajo de la 
Fundación Mozambique Sur me pareció 
ejemplar y verdaderamente revoluciona-
rio (como decía Walter Benjamin, las re-
voluciones no son las locomotoras de la 
historia, sino el recurso de la humanidad 
al freno de emergencia), apartándose de 
la vanidad de pretender asumir un lide-
razgo al margen de la población local 
y dejando siempre a ésta la tenencia de 
un papel preponderante, para romper, de 
esta suerte, con dependencias que no ha-
cen otra cosa que prolongar o agudizar 
los problemas, y poniendo el énfasis en 
la educación, instrumento emancipador 
clave en el proceso de trasformación de 
toda sociedad y en la búsqueda y con-
secución de un mundo mejor. Un traba-
jo dirigido a forjar comunidad, desde la 
comunidad y para la comunidad, porque 
sólo desde la unión de fuerzas y el apoyo 
mutuo se puede avanzar contra la pobre-
za. Un proyecto pensado, siempre desde 
la humildad y el respeto, para recuperar 
la autoestima y dignidad de personas que 
han estado demasiado tiempo sufriendo 
humillaciones y carencias, teniendo en 

MOZAMBIQUE:  
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cuenta, en todo momento, que la cotidia-
neidad tiene, en sí mismo, un potencial 
emancipador.

Una lucha titánica en un contexto políti-
co y económico que pone las cosas muy 
difíciles. El Estado, fallido, que debiera 
ser la solución, es, al contrario, el prin-
cipal obstáculo para el desarrollo econó-
mico y la justicia social. Dominado por 
élites corruptas, distanciado totalmente 
de la sociedad, ajeno al bien común (ese 
bien común que, como decía el juez Hol-
mes, siempre se logra mejor a través del 
libre intercambio de ideas), sin contra-
pesos que limiten su omnímodo poder, 
no resulta sorprendente que a mis inge-
nuas preguntas sobre la posible interven-
ción del poder público para resolver tal o 
cual problema (desde la creación de un 
centro de salud para tratar el VIH has-
ta la construcción de una escolinha que 
permitiese a los niños de una aldea tener 
garantizado, al menos, una comida dia-
ria, o la reparación de los socavones que 
ocupaban la mayor parte de la carretera 
que unía Boane con la capital mozambi-
queña para permitir que un trayecto de 
apenas 40 kilómetros dejase de suponer 
más de dos horas para aquellos “privile-
giados” que tenían un auto), la respuesta 
habitual de mis interlocutores fuera una 
risa tan triste como sugerente. Pero, al 
igual que entre todas las cosas seguras, 
la más segura es la duda, como acertada-
mente sugería Brecht, de todas las cosas 
asombrosas que existen, con todo, nada 
más asombroso, decía Sófocles, que el 
hombre y en un país con un control (y 

censura) casi orwelliano de la sociedad 
por parte del marxista FRELIMO, el par-
tido que domina la vida política de Mo-
zambique desde su victoria en la guerra 
civil hace 30 años, surgen voces que dan 
esperanza, como la de Adriano Nuvun-
ga, un activista político y profesor de 
Ciencia Política, director del Centro para 
Democracia e Desenvolvimento, al que 
tuve la ocasión de conocer en una mesa 
redonda organizada en la Universidad 
Politécnica de Maputo, y cuya valiente 
denuncia de la corrupción y del carác-
ter oligárquico de la meramente aparente 
democracia mozambiqueña , constituye 
un ejemplo de dignidad (ya que no hay 
nada más digno del ser humano que su 
pensamiento, por utilizar la terminolo-
gía schmittiana) y liderazgo cívico, cuyo 
discurso, como todo buen discurso, pre-
tende desordenar la realidad.

Mozambique ya no es para mí ese país 
lejano y remoto, casi inexistente para 
nuestros medios de comunicación. Aho-
ra es un viento que me arrastra, un lugar 
cercano, de personas de carne y hueso, 
cada una con sus historias, problemas y 
sueños. Un país de niños y jóvenes que 
buscan abrirse camino desde el lado 
poco afortunado del mundo. Un país lle-
no de penurias, injusticias y calamida-
des. Pero también un lugar de una cultu-
ra fascinante, lleno de energía, de vida y, 
por qué no, de futuro. Y también un lugar 
de encuentro con personas excepciona-
les, en los márgenes de nuestro sistema, 
que, sin pretenderlo, nos dan una lección 
de vida. Un país mayoritariamente jo-

ven (en 1992, al finalizar la cruenta gue-
rra civil que asoló el país, la población 
de este país de algo más de ochocientos 
mil kilómetros cuadrados, es decir, vez 
y media España, era de veinte millones 
de habitantes, hoy, en 2023, Mozambi-
que tiene treinta millones), y rural, cuya 
política se orienta hacia las grandes ur-
bes (en especial Maputo, donde aún es 
evidente la frontera entre el Maputo “ce-
mento” de quienes dominan el país, y 
el Maputo “chamizo” de los excluidos, 
como me enseñó la cooperante gallega 
María José Castro, en Massaca desde 
1999) y es dirigida por unas elites, las 
mismas de hace cuarenta años, que ni sa-
ben ni quieren dar respuesta a los retos 
de esa sociedad joven, rural y dotada de 
un liderazgo femenino, nuevamente en-
cargadas de cuidar y, al mismo tiempo, 
trasformar la realidad.

Son muchas las organizaciones que hacen 
un impagable trabajo por los olvidados 
del mundo, olvidados de los que somos 
responsables. Yo os animo a que conoz-
cáis una de ellas, la Fundación Mozam-
bique Sur, y os adentréis en la excelente 
labor que hacen a miles de kilómetros de 
aquí, en un rincón lejano (al suroeste de 
Maputo, en Massaca) pero maravilloso 
del mundo. No os defraudará. 

Para conocer más sobre el trabajo 
de la Fundación Mozambique Sur en 

Mozambique, consultar su página web:
www.fundacionmozambiquesur.org

Con niños del orfanato de la Casa do Gaiato, asociación 
con quien colabora Fundación Mozambique Sur
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—¿Te acuerdas de la escena inicial de 
Pulp Fiction?
—¿Esa en la que John Travolta y 
Samuel L. Jackson comentan la diferen-
cia entre los McDonald’s europeos y los 
estadounidenses?
—No, la de antes de los créditos. En la 
que unos atracadores de poca monta de-
ciden robar una cafetería.
—Ah, sí. Qué pasa con ella
—Pues bien, estaba pensando. En 
aquel diálogo Honey Bunny le dice a 
Pumpkin…
—Espera. ¿Te sabes el nombre de esos 
dos?
—Sí, claro. Es un clásico. “I love you 
Pumkin. I love you Honey Bunny”.
—No, un clásico es lo de “Soy el Señor 
Lobo, soluciono problemas”. Lo tuyo es 
de psiquiatra.
—Qué va. De psiquiátrico sería que su-
piera el nombre del concurso de baile que 
ganan Uma Thurman y John Travolta1.
—No sé en que momento se me ocurrió 

UN ‘SIMPA’ EN HORCHER
LA ELEGANCIA DEL ORICIO:  

locales de madrugada. Pero esos sitios 
tienen cámaras por todo el local por no 
hablar del encargado que gustosamente 
te explicará en el callejón de detrás lo 
mala idea que es largarte sin pagar de 
“su” garito. ¿Y por qué? Porque al due-
ño se le había ocurrido mucho antes que 
a ti que podrías hacer un simpa y lo tie-
ne previsto. Todo lo contrario sucede en 
Horcher. Descontando los paparazzi de 
la puerta no hay ninguna cámara. Y qué 
decir del personal. Ni de coña están pen-
dientes de que te vayas sin pagar. Bas-
tante ocupados están rellenando las co-
pas de vino. ¿El maître? Completamente 
centrado en que no se le muera uno de 
esos viejecitos que solamente encuentras 
en Horcher. Fíjate que no le quita el ojo 
al matrimonio de la mesa del fondo. ¿Tú 
crees que tiene miedo de que se vayan 
sin pagar? No, de lo que tiene miedo es 
de que uno de ellos acabe con la cara su-
mergida en el consomé “Don Victor”.
—A ver, para empezar yo no hago sim-
pas, política de empresa. Y menos en 
sitios donde se come muy bien. No pa-
garía en una tasca donde la comida fue-
ra una mierda pero no aquí, donde todo 
está bueno. Pero tú te has dado cuenta 
cómo estaba el Stroganoff a la mostaza 
de Pommery. Si esto fuera una crónica 
gastronómica en condiciones Federico 
estaría diciendo que su textura empala-
taría al mismísimo zar Alejandro I. Pero 
como ya ni disimula que sus columnas 
van de todo lo que pasa en un restaurante 
menos la comida, nos tiene hablando de 
hacer un simpa que es algo que ni se le 
hubiera ocurrido ni a esos nuevos ricos 
que pretenden pasar en chándal al come-
dor del empapelado de flores.
—Exacto. No le ha ocurrido a nadie. Así 
que todo lo que tienes que hacer es co-
ger tus cosas, salir tranquilamente del 
comedor, despedirte del personal y abrir 
la puerta. No hay ningún tipo de riesgo. 
Hasta le podrías pedir a la del ropero que 
te llame un taxi.
—Ya. Y has pensando en la probabili-
dad de que alguno de los camareros sea 
un SS camuflado. No pongas cara de no 
enterarte. Sabes perfectamente la histo-
ria de este restaurante. Originariamente 
ubicado en Berlín, era un punto de reu-
nión de los oligarcas del nazismo y, cla-

venir contigo a Horcher.
—Horcher. De eso quería hablar. En la 
escena que digo Honey Bunny y Pump-
kin deciden atracar una cafetería porque 
nadie se espera que robes una cafetería. 
No hay medidas de seguridad, al perso-
nal no le han explicado cómo reaccionar 
y al mismo tiempo es un sitio petado de 
dinero.
—Ya, y por qué me hablas de esto ahora. 
¿Vas a irte a la excedencia para atracar 
cafeterías? Al Caybu2 lo dejarás en paz 
¿no?
—Muy gracioso. No tío, lo que me digo 
es que hay que robar donde nadie se lo 
espera y por eso he pensado en que haga-
mos un simpa, aquí, ahora, en Horcher.
—Qué coño dices, te ha sentado mal el 
vino o qué. Cómo vamos a irnos de aquí 
sin pagar.
—Pues por lo que te he dicho. Porque 
nadie se lo imagina. Todo el mundo es-
pera que hagas un simpa en tugurios de 
mala muerte, sitios de comida basura o 
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ro, cuando los aliados asediaban Berlín 
el bueno de Otto Horcher tuvo que poner 
tierra de por medio. Perfectamente el só-
tano podría estar lleno de oficiales de la 
Wehrmacht esperando a que alguien se 
vaya sin pagar.
—Nunca me he acabado de creer esa 
historia. Los nazis eran unos nuevos ri-
cos. Se lo leí a Jacinto Antón en El País3. 
La élite prusiana les despreciaba porque 
eran unos paletos sin ninguna clase o so-
fisticación. Hitler poco más que comía 
con las manos, así que no me lo imagi-
no pidiendo de postre un soufflé à la an-
cienne. Tu sueltas a Hitler en Horcher y 
la gente le toma por el cerillero.
—¡Ja! En eso te doy un punto, en lo del 
simpa no.
—¿Pero por qué no? Mira a tu alrededor, 
el que no está borracho es porque ya está 
resacoso. Mira a esos, que hasta se han 
pedido un gazpacho.
—A mí me gusta. Es uno de los mejores 
de Madrid.
—Pero quién viene a Horcher a tomarse 
un gazpacho.
—Alguien a quien le gusta el gazpacho 
y que está hasta los cojones de insulsas 
sopas rojas que no saben más a que vi-
nagre revenido. Además, tú te has pedi-
do una hamburguesa. Quién se pide una 
hamburguesa en Horcher.
—Alguien a quien le gusta la 
hamburguesa.
—Ya. Y en un McDonald’s te pedirás 
una ensalada.
—No. Pero tal vez en el Burger King, 
que es adonde voy. Te metes con la ham-
burguesa de Horcher por prejuicios. Que 
sepas que es un plato icónico de este 
sitio.
—Sigo prefiriendo el corzo. A Horcher 
hay que venir en temporada de caza.
—Venga, la próxima venimos cuando se 
abra la veda. Ahora revisa que no te de-
jas nada que nos vamos corriendo.
—¿Y la cuenta?
—Te quiero Pumpkin… 

1) Para los despistados, se llamaba Jack Rabbit 
Slim’s dance contest.
2) Caybu. C/ Ayala, 10, 28001, Madrid.
3) Artículos recopilados en Pilotos, caimanes y 
otras aventuras extraordinarias de Jacinto Antón, 
(RBA, 2009).
Instagram @montonesdemantequilla

Un caballero en Moscú
PODRÍA GUSTARTE

Patricia Verde Domínguez | Abogada del Estado en Alicante

El día en que comenzaba 
su arresto domiciliario, el 
conde Alexander Rostov 
se dirigió resueltamente a 
la que había sido su resi-
dencia los últimos cuatro 
años. Lo escoltaban, des-
de el Kremlin, dos guar-
dias estoicos, impasibles, 
que insistieron de facto en 
acompañarlo hasta la mis-
ma suite trescientos dieci-
siete pese a que, cuando 
hubieron llegado a la en-
trada del majestuoso hotel 
Metropol, su Excelencia se 
había vuelto, amablemente, hacia ellos, para 
estrecharles la mano en un claro gesto de 
despedida.

De este modo, el conde –natural de Villa 
Holganza, condecorado con la Orden de San 
Andrés, miembro del Jockey Club y Jefe de 
Cacería– afrontó en presencia de aquellos 
caballeros la difícil tarea de escoger los ense-
res a los que libraría de la expropiación que 
acababan de imponerle. Decidió indubitada-
mente que, por reducidos que parecieran sus 
nuevos aposentos, no pasarían a pertenecer 
al pueblo el retrato de Helena, el Embajador 
ni el escritorio del Gran Duque; tampoco, sus 
libros, ni siquiera los interminables Ensayos 
de Montaigne, que, descubrió más adelante, 
encajaban, a la perfección, como calza de la 
cómoda de tres patas (¿quién colocaría en tan 
ingrata posición a Anna Karenina aunque tu-
viera un grosor coincidente?).

Como huésped arraigado en el Metropol, el 
conde había disfrutado del restaurante más 
distinguido, solicitado y elegante de todo 
Moscú, el Boiarski; asistido al popular e histó-
ricamente abarrotado comedor ubicado junto 
al vestíbulo, el Piazza, y degustado moderados 
aperitivos, previos a las cenas, en la barra del 
Chaliapin. La localización permanente no lo 
alejaría, en esencia, de los líos habituales: en 
efecto, los modales exquisitos y el paladar refi-
nado del conde propiciaban un próspero triun-

virato junto a Andréi Duras, 
el atento maître de movi-
mientos muy ágiles que 
capitaneaba el Boiarski, y a 
Emile Zhukovski, su airado 
chef, que derrochaba talen-
to en sus platos aunque es-
casearan los ingredientes.

Tampoco suprimió el con-
de las visitas al Piazza no 
obstante la gran indigna-
ción que le provocaba la 
escasa gentileza del Obis-
po (¡por no hablar de sus 
torpes sugerencias vitivi-

nícolas!). De hecho, en una de sus asistencias 
al comedor, el conde (porque es usted conde, 
¿verdad?) entabló su primera conversación 
con Nina (o, mejor, ella con él) y, curiosa pero 
escéptica, la niña aficionada al amarillo pasó 
de aprender el comportamiento ejemplar 
propio de la nobleza a enseñarle al maestro 
los recovecos del Metropol, galerías estrechas 
con vistas al salón de baile en el que se reu-
nían los camaradas, especialmente incluidas, 
para disgusto de Marina.

¿Y dónde, sino en un bar como el Chaliapin, 
reflexiona un caballero sobre la tradición y el 
porvenir convulsos de su país, bien silencio-
samente, absorto en sus pensamientos, bien 
en distendida conversación con otros, como 
el capitán Richard Vanderwhile?

Que el conde Alexander Ilich Rostov hubiera 
perdido la vida en Rusia, en 1922, a conse-
cuencia de sus títulos nobiliarios no nos ha-
bría sorprendido a ninguno. Que Sasha (como 
lo llamaría Mijaíl Fiódorovich) la conservara 
gracias a la autoría de un poema rebelde sólo 
lo imaginó Amor Towles (Boston, 1964) y lo ha 
reflejado en una novela, de lectura sumamen-
te agradable, inspirada en la irrenunciabilidad 
de las normas de cortesía, el gusto por las cul-
turas literaria y culinaria, la profunda amistad 
y el sentimiento paternal que puede llegar a 
despertarse en quien no es el marido de la 
madre ni tiene la condición de adoptante. 
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L a primera vez que vi Atrapado en el 
tiempo (1993) en una sala de cine 
me divirtió y me sorprendió. Tardé 

en verla de nuevo, esta vez en forma-
to DVD y arrellanado en un sofá de mi 
casa, y las buenas sensaciones aumenta-
ron. Es una película sorprendente, hecha 
a partir de uno de los mejores guiones 
de la historia del cine. La tenía en mente 
desde hace un par de años para traerla a 
esta serie de El cine que me gusta y por 
fin le ha llegado el turno.

El título original es Groundhog Day, en 
español El Día de la Marmota. Es una 
comedia de fantasía, no solo divertida 
sino disparatada. Treinta años después, 
la opinión de críticos y público la ha re-
valorizado. El título en España de Atra-
pado en el tiempo no parece adecuado. 
Sugiere más drama que comedia. A me-
dida que la vemos, comprobamos que el 
trabajo, sobrio pero eficaz, de Bill Mu-
rray hace cómicas las situaciones obje-
tivamente más dramáticas. Por tanto, el 
cambio de título es irrelevante.

En las películas policiacas no se revela 
el final al espectador para no estropearle 
la diversión y lo mismo voy a hacer con 

Atrapado en el tiempo, aunque en este 
caso no se trate del final sino de la mayor 
parte de la película. Eso me recuerda el 
viejo chiste del tipo que entra en un cine 
a oscuras. El acomodador lo guía hasta 
su butaca y espera unos momentos para 
recibir la usual propina. El tipo se hace 
el distraído y el acomodador le dice al 
oído: el asesino es el médico.

Muchas son las películas en que se ha 
jugado con el tiempo. Recordemos Re-
greso al futuro I y II (1985 y 1989), di-
rigidas por Robert Zemeckis, y El efecto 
mariposa (2004) de Eric Bress y J. Mac-
kye Gruber. Sin olvidar la que publiqué 
en la revista n.º 52, El final de la cuenta 
atrás (1980), en la que un portaaviones 
moderno se ve envuelto en un bucle tem-
poral y aparece unas horas antes del ata-
que japonés a Pearl Harbour.

El éxito de Atrapado en el tiempo se 
debe en su mayor parte al guion, elabo-
rado por Danny Rubin y Harold Ramis a 
partir del relato previo escrito por Rubin, 
y a la interpretación de Bill Murray, con-
tinuamente en escena. Rubin era profe-
sor de guionistas. Ramis fue responsable 
de los guiones de varias películas cómi-

cas de éxito, tales como Los albóndigas 
(1979), El pelotón chiflado (1980), El 
club de los chalados (1981) y Los caza-
fantasmas (1984 y 1989). En todas, era 
Bill Murray el actor principal. Esta aso-
ciación, junto al hecho de que Ramis se 
decidió también a dirigir, hizo que conta-
ra con Murray para Atrapado en el tiem-
po. Hoy no te imaginas a otro actor en el 
papel de Phil Connors. Le da la réplica, 
como Rita, Andy McDowell, actriz no 
muy brillante y de comienzo tardío. Sus 
mejores trabajos fueron Greystoke: la le-
yenda de Tarzán (1984), Sexo, mentiras 
y cintas de video (1989), Matrimonio de 
conveniencia (1990) y Cuatro bodas y 
un funeral (1994), de gran éxito de ta-
quilla ésta última.

Comienza la proyección…

La primera escena nos muestra a Phil, el 
hombre del tiempo del canal 9 de Pitts-
burgh, en el estado de Pennsylvania, en 
pleno desarrollo de su programa diario.

Phil: Me han preguntado que, si pudiera 
elegir cualquier lugar para vivir, dónde 
me iría y he contestado que aquí (seña-
la en el mapa) a Elko, en Nevada, que 
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disfruta de las mejores temperaturas del 
país. En California, mañana, tendrán 
sol, guerras callejeras y precios altos. 
En el Pacífico noroeste seguirán tenien-
do árboles muy altos. Claros en las Ro-
cosas. Pero, ¡ojo! Aquí hay problemas. 
Tenemos un frente encima. ¿Qué pasa-
rá? El aire helado del Ártico chocará 
con la humedad del Golfo, se mezcla-
rán y provocarán nevadas. El frente no 
llegará a Pittsburgh. Descargará en Al-
toona. Como verán, no hay nada que te-
mer. Abríguense, pero dejen los chanclos 
en casa.

Phil se dirige a Nan, la locutora que lo 
acompaña durante el programa:
P: Mañana no vendré. Iré a Punxsutaw-
ney. Es el Día de la Marmota, el festival 
más antiguo del país. Según la leyenda, 
si el día 2 de febrero la marmota ve su 
sombra, el invierno durará más.
Nan: Suena muy divertido. Te debe gus-
tar. Es el tercer año que vas.
P: El cuarto, Nan.
N: Gracias, Phil. (Se dirige al público) 
Damos fin al programa del tiempo. A 
continuación, les presentaremos un re-
portaje sobre el sexo y la violencia en el 
cine. No se vayan… Phil, pásalo bien en 
Punxsutawney.
Phil, un poco molesto, replica: Que se-
pas que una gran cadena se interesa por 
mí.
Larry, el técnico encargado de los repor-
tajes exteriores, murmura: Será la cade-
na teletienda.
Kenny (adjunto de Phil): Te acompaña-

rá Rita Hanson, una productora en prue-
bas. Es simpática y divertida. Lo pasa-
réis bien.
Phil mira a Rita: No es mi tipo, Kenny. 
Estaremos de vuelta mañana antes de 
las 5 de la tarde.

De las oficinas de la cadena televisiva, 
pasamos a unas espectaculares vistas de 
Pittsburgh, la ciudad de los puentes. Una 
furgoneta de la cadena, marcada Channel 
9 Action News, circula por una autopista 
a través del paisaje invernal del Centro-
Oeste de Pennsylvania. Rita y Phil van 
sentados en la parte delantera, con La-
rry, el cámara y técnico, al volante. Phil 
se dirige a Rita: “¿Eres capaz de guar-
dar un secreto?”. Y sin esperar respuesta 
añade: “Seguramente dejaré la cadena, 
así que ésta será la primera y última vez 
que haremos la Marmota juntos”.

Larry: ¿Qué tiene de malo ese festival? 
Cuando yo trabajaba en San Diego, cu-
brí la migración de las golondrinas du-
rante seis años.
P: Si llego a entrevistar a una marmota, 
estaré acabado.
Rita: Yo creo que es una bonita historia. 
La marmota sale, mira alrededor, arru-
ga el hocico y ve o no ve su sombra. ¡A 
la gente le gusta!
P: Hay gente que le gusta la sangre frita.

Se ve un cartel: Bienvenidos a Punxsu-
tawney, La Capital Mundial del Tiempo 
desde 1887. En el cartel hay una carica-
tura de una marmota con sombrero de 

copa y un paraguas bajo el brazo. Re-
corren varias calles del pueblo, el típico 
de los Estados del Este. La furgoneta se 
para frente a un motel. Phil hace un ges-
to negativo.

P: Rita, no puedo quedarme aquí. Odio 
este lugar. Estuve hace dos años y lo 
pasé mal.
R: A Larry y a mí no nos importa, pero 
pensé que a ti sí. Te reservé en un buen 
hotel. Esta es la dirección.
P: Genial. Eres una buena productora. 
Haces feliz a la estrella.
R: Haré cuanto esté en mi mano.
P: ¿Me ayudarías a mover las caderas?
R (torciendo el gesto): Todo dentro de 
un límite. ¿Vienes a cenar con Larry y 
conmigo?
P: No, gracias. Ya sé cómo come Larry. 
Descansa. Nos vemos mañana.
R: No llegues tarde.
L: ¿Se llamó a sí mismo estrella?

***

Al día siguiente, al amanecer, se ve en 
primer plano un reloj digital con radio, 
pasando de las 05:59 a las 06:00. Se oye 
la radio, reproduciendo el final del tema 
de Sonny and Cher, I Got You, Babe. Phil 
se sienta en la cama. Dos locutores char-
lan animadamente:

Locutor 1: Bien, amigos, ¡a levantarse y 
a trabajar! ¡Y no olviden sus botas por-
que hoy hace mucho frío afuera!
Locutor 2: Siempre hace frío afuera. 
¿Dónde estamos, en Miami Beach?
L1: Ni siquiera estamos cerca. Más tar-
de, les esperan viajes peligrosos.
L2: El Servicio Meteorológico Nacional 
anuncia una gran tormenta de nieve.
L1: Así es, pero hoy es un día muy 
especial.
L2: Especialmente frío.
L1: La gran pregunta en los labios de 
todos es... ¿Creen que la marmota Phil 
saldrá y verá su sombra?
Los dos: ¡Es el Día de la Marmota!

Phil, después de arreglarse, sale de la ha-
bitación, elegantemente vestido con traje 
y corbata y llevando un abrigo al brazo. 
Un hombre regordete lo saluda: “Buenos 
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días. ¿Cree que tendremos una primave-
ra temprana?”.
P: Mi predicción es que entrará el vein-
tiuno de marzo.

Phil entra en el comedor. La dueña del 
hotel, la Sra. Lancaster, sale de la coci-
na con una jarra de café recién hecho: 
“¿Durmió bien, Sr. Connors?”.
P: Dormí solo, Sra. Lancaster.
Sra. Lancaster: ¿Le gustaría tomar café?
P: Supongo que no será posible con-
seguir un expreso o un capuchino, 
¿verdad?
Sra. L: Realmente no lo sé.
P: Olvídelo. Este estará bien.
Sra. L: ¿Qué tiempo tendremos en estas 
fiestas?
P: Estará frío y nublado, con una máxi-
ma hoy de treinta grados Fahrenheit y 
una mínima de veinte grados por la no-
che, pero estimo que la humedad que 
viene del Golfo nos va a esquivar y de-
jará una nevada intensa en el área de 
Altoona.
Sra. L: ¿Se va usted hoy, Sr. Connors?
P: Hay un 100% de probabilidades de 
que sí.

Phil se pone el abrigo y los guantes y 
sale a la calle principal. Hay mucha gen-
te. El tráfico es tan intenso que los pea-
tones se mueven más deprisa que los co-
ches. Todos van en la misma dirección, 
hacia la colina Gobbler, esperando ver a 
la marmota. Un viejo mendigo está apo-
yado contra la pared. Phil pasa junto a él 
sin prestarle atención. Alguien lo llama 
por su nombre: “¡Phil! ¡Phil Connors!”.

P: Gracias por ver mi programa.
H: ¡Por Dios, Phil! No digas que no me 
recuerdas. Soy Ned Ryerson, Ned nariz 
de aguja, Ned el cabezota.
P: ¿Ned?
N: Ned Ryerson. Tuve un herpes muy 
grave el último año. Por poco no me 
gradúo. Salí con tu hermana Mary Pat 
un par de veces hasta que me dijiste que 
no lo volviera a hacer.
P: ¿Cómo te ganas la vida, Ned?
N: Vendo seguros. ¿Tienes seguro de 
vida, Phil? Porque si lo tienes, apuesto 
a que podrías mejorarlo, pero tengo la 
sensación de que no tienes ninguno.

P: Ned, me encantaría seguir hablando 
contigo, pero tengo que ir a trabajar.
N: Está bien, te acompañaré. Cuando 
tengo una oportunidad, la aprovecho. 
¿Has oído hablar del seguro de vida de 
prima única? Podría ser perfecto para 
ti. Oye, ¿qué vas a hacer esta noche. ¿Y 
si cenamos juntos?
P: Tengo otra cosa que hacer.

Al bajar de la acera, Phil mete un pie en 
un charco profundo y se moja hasta más 
arriba del tobillo. Ned se ríe: “¡Cuida-
do con ese primer paso! ¡Es peligroso!”. 
Phil lo mira con cara de asesino. Sigue 
andando, sacudiéndose el barro, entre 
la gente que va a la colina Gobbler. La 
colina es un claro dentro de un parque 
donde se encuentra reunida una multi-
tud, aguardando el gran momento. Se 
oye una canción alegre que llamaremos 
canción de la marmota. Para ser un ama-
necer frío y nublado reina un ambiente 
festivo. Un área está reservada para pe-
riodistas y cámaras. Rita está allí, mi-
rando alrededor en busca de Phil. Lo ve 
abriéndose paso a duras penas.

R: ¡Phil! ¿Dónde te has metido?
P: Me retrasé por culpa de un idiota con 
el que fui a la escuela secundaria.
R: Te has perdido la fiesta. Ha sido ge-
nial. Algunos llevan aquí toda la noche, 
cantando y bailando.
P: Sí, son unos palurdos. Dime, ¿has 
dormido bien sin mí?
R: Eres increíble.
P: ¿Quién te lo dijo?

R: Estamos listos cuando tú estés.

Phil toma el micrófono y se coloca fren-
te a la cámara. Los miembros del Club 
de la Marmota, vestidos con sombreros 
de copa, pantalones a rayas y abrigos 
tipo frac, desfilan hacia la madriguera de 
Phil de Punxsutawney. Larry empieza a 
grabar. Phil inicia el reportaje: “Una vez 
al año, los ojos de la nación se vuelven 
hacia este pequeño pueblo de Pennsyl-
vania, para ver a un maestro en acción. 
¿Qué maestro? Phil de Punxsutawney, 
la marmota que, según la leyenda, pue-
de predecir la llegada de una primavera 
temprana”.

Un miembro del Club de la Marmota se 
aproxima a la madriguera y golpea la 
puerta que la cierra. La abre. Mete las 
manos y coge al animal. Lo levanta y lo 
enseña a la multitud: “¡Hoy dos de fe-
brero, a las siete y veinte, Phil el gran 
pronosticador, ha salido de mala gana, 
pero alerta, y ha dicho en marmotés que 
veía una sombra! Lo siento, amigos. ¡Se-
rán seis semanas más de invierno!”. La 
multitud emite un ¡oooh! de desilusión.

P (sarcástico): Este es un caso en el que 
la televisión no consigue captar la au-
téntica emoción de miles de personas re-
unidas para ver pronosticar el tiempo a 
una ardilla grande. Sin embargo, yo me 
siento muy honrado por haber estado en 
Punxsutawney y haber tomado parte en 
la fiesta. Les habló Phil Connors infor-
mando para el Canal 9.
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Cambio de escena para ver a la furgone-
ta avanzando por la carretera, de vuelta a 
Pittsburgh. La nieve, en principio ligera, 
cae con más fuerza y se transforma en 
una verdadera tormenta. Más adelante, 
el tráfico está detenido. Tocan el claxon, 
pero nadie se mueve. Phil sale del vehí-
culo para averiguar lo que pasa. Consi-
gue llegar hasta donde una patrulla de 
policía está bloqueando la carretera.

P: ¿Qué pasa, oficial?
Oficial: No pasa nada. Estamos ce-
rrando la carretera. Ha habido un gra-
ve accidente y, además, se avecina una 
tormenta.
P: ¿Qué tormenta? ¡Un par de copos de 
nieve!
O: ¿Está usted loco? Tenemos una gran 
tormenta en camino.
P: No, no. Toda esa humedad nos va a 
esquivar y golpeará Altoona.
O: Amigo, esa humedad la tiene usted en 
la cabeza.
P: ¡Tengo que llegar a Pittsburgh hoy!
O: Señor, puede elegir entre seguir 
adelante y morir congelado o volver a 
Punxsutawney.

Phil habla desde un teléfono público: 
“¿Todas las líneas de larga distancia 
han caído? ¿Y el satélite? ¿Está nevan-
do en el espacio? ¡Tengo que llamar a 
Pittsburgh! ¿No hay alguna línea espe-
cial para emergencias o celebridades? 
En realidad soy ambas cosas. Soy una 
celebridad en una emergencia. ¿Puede 
conectarme a través de esa línea?”.

Los tres han regresado a Punxsutawney. 
Phil está en el bar del hotel mejor y más 
antiguo del pueblo, el Pennsylvanian. 
Pide al barman otra copa. Rita y Larry 
aparecen y se colocan a su lado.

R: ¿Vas a ir a la cena de la marmota?
P: No, ya he tomado marmota para co-
mer. Sabe a pollo. Id vosotros.
R: ¿Y tú, qué vas a hacer?
P: Volveré a mi habitación, me daré una 
ducha y leeré el Hustler (revista porno).
R: Como quieras, pásalo bien.

Al terminar el Día de la Marmota, hemos 
podido constatar que Phil Connors es un 
hombre egocéntrico, maleducado y re-
sentido como profesional. Cree que ha-
cer un reportaje sobre una fiesta de pue-
blo no está de acuerdo con su categoría.

***

El reloj digital pasa de las 05:59 a las 
06:00. La radio reproduce el éxito de 
Sonny y Cher, I Got You, Babe. La can-
ción termina y entran los mismos locu-
tores del día anterior. Una expresión de 
asombro cruza el rostro de Phil mientras 
ellos hablan.

L1: ¡ Bien, amigos, ¡a levantarse y a tra-
bajar! ¡Y no olviden sus botas porque 
hoy hace mucho frío afuera!
L2: Afuera hace frío todos los días. 
¿Qué es esto, ¿Miami Beach?
L1: Ni siquiera estamos cerca. Y más 
tarde pueden esperar viajes peligrosos.

P (para sí): Buen trabajo, chicos. Esa es 
la cinta de ayer.
L2: El informe del Servicio Meteoroló-
gico Nacional pronostica una gran tor-
menta de nieve.
L1: Así es, pero hoy es un día muy especial.
L2: Especialmente frío.
L1: La gran pregunta en los labios de 
todos es... ¿Creen que la marmota Phil 
saldrá y verá su sombra?
Los dos: ¡Es el Día de la Marmota!

Una vaga duda asalta a Phil. Mira por la 
ventana. La calle está llena de gente que 
parece dirigirse hacia la colina Gobbler, 
como hicieron el día anterior.
P: ¿Qué demonios es esto?

Phil sale al pasillo, esta vez con el abri-
go puesto. Se topa con el mismo hombre 
regordete.
H: Buenos días. ¿Cree usted que tendre-
mos una primavera temprana?
P (irritado): ¿No me preguntó lo mismo 
ayer?
H: No sé a qué se refiere.
Phil lo agarra por las solapas y le mira 
fijamente a los ojos: No juegue conmigo, 
tío gordo. ¿Qué día es hoy?
H: Dos de febrero, el Día de la Marmota.
P (soltándolo): De acuerdo. Creí que ha-
bía sido ayer.

Phil entra en el comedor y encuentra 
todo exactamente como estaba el día an-
terior. La Sra. Lancaster sale de la cocina 
con una jarra de café recién hecho.

Sra. L: ¿Ha dormido bien, Sr. Connors?
P: ¿Si dormí bien? No lo sé.
Sra. L: ¿Le gustaría tomar café?
P: Sí, gracias. Lo tomaré doble. Me sien-
to un poco raro.
Sra. L: ¿Qué tiempo tendremos en estas 
fiestas?
P: Sra. Lancaster, ¿alguna vez ha tenido 
la sensación de vivir algo que ya había 
vivido?
Sra. L: No lo entiendo.
P: Olvídelo.
Sra. L: ¿Se va usted hoy, Sr. Connors?
P: Creo que tengo un 80% de probabili-
dades de irme.

Phil sale a la calle. Aborda a una señora:
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P: Señora, disculpe. ¿Dónde va todo el 
mundo?
Señora.: A la colina Gobbler. ¡Es el Día 
de la Marmota!

Phil se queda boquiabierto. Comienza a 
caminar por la calle sin fijarse en el vie-
jo mendigo apoyado contra la pared. Se 
acerca Ned Ryerson: “¡Phil! ¡Phil Con-
nors!”. Phil solo lo mira y sigue andando.

N: ¡Vaya, vaya, Phil Connors! No digas 
que no me recuerdas, porque yo desde 
luego me acuerdo de ti.
P: ¿Ned Ryerson?
N: ¡Bingo! ¡Acertaste a la primera! 
¿Cómo te va, compañero?
P: A decir verdad, Ned, no me siento muy 
bien. ¿Me disculpas?
N: Tiene gracia que hables de tu salud, 
porque no adivinarás lo que hago.
P: ¿Vendes seguros?
N: ¡Bingo de nuevo! Siempre has sido 
listo. ¿Tienes seguro de vida? Porque si 
lo tienes, apuesto a que lo podrías usar 
más, pero tengo la sensación de que no 
tienes ninguno. ¿Tengo razón?
P (molesto): Ned, no puedo hablar con-
tigo ahora. Se marcha y mete el pie en el 
mismo charco del día anterior.
N: ¡Ten cuidado con el primer paso, es 
peligroso!

Phil está desconcertado con la repetición 
de hechos, pero en su segundo Día de la 
Marmota se va aprovechando de sus co-
nocimientos del primer día y los ha usa-
do con Ned.

En la colina Gobbler, la multitud se ha 
reunido para el gran momento. En la 
zona de prensa, Rita ve a Phil.

R: ¡Phil! ¿Dónde te has metido?
P (nervioso): Necesito hablar contigo. 
Creo que estoy perdiendo la cabeza. 
Dame una bofetada bien fuerte.
R (se encoge de hombros y lo abofetea 
con fuerza): ¿Estás borracho?
P: No, emborracharse es más diverti-
do. ¿Puedo hablar contigo en serio un 
minuto?
R: Hagamos el trabajo primero, luego 
hablamos.
P (a la cámara): Hoy es el Día de la Mar-
mota… otra vez. Estamos aquí en la coli-
na Gobbler esperando la aparición de la 
más famosa marmota del mundo, Phil de 
Punxsutawney, que nos dirá cuánto du-
rará este invierno…

Phil arroja el micro al suelo y se va. Rita 
lo llama a gritos sin resultado. Tengamos 
en cuenta que las personas con quienes 
Phil se comunica viven el dos de febrero, 
el Día de la Marmota, y que, para ellos, 
la conducta de Phil es extraña.

De regreso al hotel, Phil habla por teléfo-
no en la cama: “Sé que hay una tormen-
ta de nieve, pero necesito comunicarme 
con mi médico en Pittsburgh. Es una 
emergencia. No, no me pase con el De-
partamento de Bomberos. ¿Cuándo cree 
que volverán a funcionar las líneas de 
larga distancia? ¿Y si no hay mañana? 
Hoy no la ha habido”.

Cuelga y, antes de echarse a dormir, coge 
un lápiz, lo rompe por la mitad y coloca 
los trozos en la mesita de noche.

***

Tercer día de la Marmota. Otra vez apa-
rece el reloj en primer plano. Cambia de 
las 5:59 a las 6:00. La radio suena, repro-
duciendo I Got You, Babe, como los días 
anteriores. Phil se sienta en la cama te-
miendo lo peor y mira a la mesita de no-
che. El lápiz está entero. Completamente 
aturdido, se levanta de la cama y se vis-
te a toda prisa mientras los locutores co-
mienzan su charla ya familiar.

L1: ¡Bien, amigos, ¡a levantarse y a tra-
bajar! ¡Y no olviden sus botas porque 
hoy hace mucho frío afuera!
L2: Afuera hace frío todos los días. 
¿Qué es esto, ¿Miami Beach?

Phil sale corriendo de la habitación. 
No le hace caso ni al hombre regor-
dete ni a la Sra. Lancaster y menos al 
vagabundo. A su compañero Ned le da 
un empujón. Llega a la colina Gobbler 
angustiado.

P: Rita, ¿puedo hablarte de un asunto? 
No es de trabajo.
R: Nunca hablas de trabajo. Por cierto, 
tenemos que trabajar ya.
P: Yo no, ya lo he hecho dos veces. 
Cuando acabes, reúnete conmigo en el 
restaurante.
L: ¿A qué viene todo eso?
R: No lo sé.
L: Prima donna.

En el restaurante Rita pide a Phil que le 
justifique por qué no ha trabajado. Phil le 
dice que está reviviendo una y otra vez el 
Día de la Marmota.

R: Muy bien. Termina el chiste.
P: En serio, ésta es la tercera vez que lo 
vivo.
R: Por más que me estrujo el cerebro no 
comprendo por qué inventas ese cuento.
P: No estoy inventando nada. Te estoy 
pidiendo ayuda.
R: ¿Quieres un consejo? Tienes que ir a 
que te examinen la cabeza.
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L: ¿Estáis listos? Tenemos que irnos si 
no queremos que nos coja el temporal.
R: Hablemos mientras volvemos a 
Pittsburgh.
P: Yo no vuelvo a Pittsburgh.
R: ¿Por qué no?
P: Por el temporal de nieve.
R: Creí que habías dicho que descarga-
ría en Altoona.
P: Ya sé que eso es lo que dije.
R: Necesitas ayuda.

Phil va a la consulta de un neurólogo y 
no encuentra nada anormal en su cere-
bro. Le recomienda que visite a un psi-
quiatra. Lo hace y le cuenta su problema. 
El psiquiatra no conoce ningún prece-
dente y, para salir del paso, le dice que 
vuelva al día siguiente.

La escena cambia a una bolera. Phil está 
tomando una cerveza en la barra del bar. 
A su lado, beben como cosacos dos tra-
bajadores locales, Gus y Ralph.

P: Una vez estuve en las Islas Vírgenes. 
Conocí a una chica. Comimos langosta 
y tomamos piña colada. Al ponerse el 
sol hicimos el amor. Fue un día bastante 
bueno. ¿Por qué no puedo volver a vivir 
aquel día?
Ralph: Algunos tipos mirarían este vaso 
y dirían que está medio vacío. Otros, en 
cambio, que está medio lleno. Me parece 
que tú eres de esos tipos del vaso medio 
vacío.

Los tres salen de la bolera. Ralph se ofre-
ce a llevar a Phil al hotel en su Buick. 
Visto el estado de Ralph y de Gus, Phil 
le pide a Ralph las llaves y los tres se 
encajan en el asiento delantero con Phil 
al volante

P: ¿Qué haríais si estuvierais atrapados 
en un lugar y cada día fuera el mismo y 
no importara nada de lo que hicierais?
R: Ese es el resumen de mi vida.
P: ¿Puedo haceros una pregunta?
Gus: Dispara.
P: ¿Y si no hubiera un mañana?
G: Significaría que no habría con-
secuencias. Podríamos hacer lo que 
quisiéramos.
P: ¡Es cierto!

Phil arranca pisando el acelerador a fon-
do. Choca de refilón con otro coche es-
tacionado y derriba un buzón de correos. 
Un coche de policía sale, tocando la sire-
na, en persecución del Buick. Un segun-
do coche de policía se une a la persecu-
ción. Phil conduce ahora por la vía del 
tren. Al rato, divisan un tren que viene 
hacia ellos. Cuando iban a chocar, Phil 
gira bruscamente a la derecha y lo esqui-
va. La maniobra le hace perder el control 
y el Buick choca contra varios coches es-
tacionados. Los tres colegas acaban en la 
cárcel.

A estas alturas, Phil está convencido de 
lo que le está pasando, aunque desconoz-
ca la razón. En el contexto de la ciencia 
ficción y de la narrativa, se llama bucle 
temporal. Es una situación en la que un 
evento o un período de tiempo se repiten, 
a menudo de manera cíclica. Las perso-
nas afectadas se ven atrapadas en una 
secuencia temporal infinita sin avanzar 
en el tiempo real. Pueden tener conoci-
miento de que están reviviendo el mis-
mo período de tiempo o solo sentir que 
están insertos en una especie de déjà vu 
constante. Como hemos visto, Phil sabe 
que el Día de la Marmota se le repite y se 
está aprovechando.

***

Cuarto día de la Marmota. El reloj marca 
las 5:59 y enseguida pasa a las 6:00. Se 
oye por la radio el I Got You, Babe. Phil 
se ha incorporado con gesto de temor. Se 

examina en busca de lesiones físicas. No 
tiene ninguna. Se da cuenta de que “lo 
de ayer” ha desaparecido y se levanta en-
tusiasmado, empezando a vislumbrar las 
posibilidades de su situación y diciendo: 
“¡Arriba, excursionistas!”.

Phil entra en el comedor justo cuando la 
Sra. Lancaster sale de la cocina con el 
café. Todo es igual.

Sra. L: ¿Le gustaría...?
P (interrumpiendo): He dormido como 
un bebé. Sí, me gustaría tomar un poco 
de café, el tiempo va a estar frío y nubla-
do. Habrá una ventisca, pero no llegará 
al pueblo y, sí, me quedaré un día más. 
Sra. Lancaster, ¿esta mañana ha venido 
alguien buscándome? ¿Un funcionario 
con sombrero, pistola, porra y placa?
Sra. L: No, aquí no ha venido nadie.

Phil le da un beso en la boca a la Sra. 
Lancaster, que se queda sorprendida. 
Cree ya que puede hacer cualquier cosa 
porque se habrá borrado al repetirse el 
dos de febrero. Se une de nuevo a la gen-
te que se dirige a la colina Gobbler. Al 
mendigo le dice que pase por caja, a Ned 
le atiza un puñetazo tremendo que lo de-
rriba. Evita meter el pie en el charco, lo 
hace otro viandante y él salta por encima 
graciosamente.

Luego, en el restaurante, Phil y Rita com-
parten mesa. Sobre ella hay una increíble 
cantidad de comida: huevos, beicon, sal-
chichas, tartas, pasteles, helados y otros 
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comestibles que Phil devora con ansia. 
También fuma un cigarrillo tras otro.

R: Me encanta ver cómo un hombre ma-
duro se salta todas las prohibiciones.
P: Camarera, déjeme aquí la jarra del 
café.
R: ¿No te preocupa el colesterol, el cán-
cer de pulmón, la diabetes…?
P: No me preocuparé nunca más por 
nada.
R: ¿Qué es lo que te hace ser tan espe-
cial? A todo el mundo le preocupa algo.
P: Precisamente eso es lo que me hace 
especial.
R: “El desdichado, centrado solo en sí 
mismo, al vivir perderá una buena repu-
tación y al morir bajará a la vil tierra de 
la que surgió, sin lágrimas, sin honores y 
sin canciones”. Es de Walter Scott. ¿No 
te gusta la poesía?
P: Me encanta la poesía. ¿Piensas que 
me porto así porque soy un egocéntrico?
R: Es que eres un egocéntrico. Es la ca-
racterística que te define.
L: ¿Estáis listos? Será mejor que nos va-
yamos antes de que nos coja el temporal.
P: Me quedaré para terminar de comer.
R: Creí que odiabas este pueblo.
P: Está empezando a gustarme.

Phil se levanta. Se fija en una chica rubia 
que está leyendo un periódico y se sienta 
cerca de ella.

P: ¿Ha visto usted a la marmota?
N: Nunca me lo pierdo.
P: ¿Cómo se llama?

N: Nancy Taylor, ¿y usted?
P: ¿En qué escuela estudió?
N: En la Lincoln, en Pittsburgh. ¿Quién 
es usted?
P: ¿Quién era su profesora de inglés?
N: ¿Está de guasa? La Sra. Walsh.
P: Nancy, Lincoln, Walsh. Muchas 
gracias.

***

Quinto día de la Marmota. El reloj pasa 
de las 05:59 a las 06:00. Phil se une a la 
gente que va camino de la colina Knobb. 
Ve a Nancy, la chica que conoció en el 
restaurante, moviéndose al compás de la 
canción de la marmota. Él ya sabe sus 
datos personales. Está seguro de ligárse-
la. Ella no lo ha visto nunca.

P: ¿Nancy? ¿Nancy Taylor? ¿De la es-
cuela Lincoln? Íbamos juntos a la clase 
de la Sra. Walsh.
Nancy: Lo siento, no le recuerdo.
P: ¡Phil Connors!
N (finge conocerlo): ¡Vaya, es increíble!
P: Era bajito, pero pegué un estirón.
N: ¡Caramba! ¿Cómo estás?
P: Muy bien. Tú estás estupenda. Oye, 
ahora tengo que hacer un reportaje…
N: ¿Eres periodista?
P: Soy el hombre del tiempo del canal 9 
de Pittsburgh.
N: Claro, tenía que haberlo sabido. Es 
genial.
P: ¿Qué te parece si luego…?
N: Síííí. Lo que sea.
P: Está bien, espérame aquí.

Como era de suponer, Phil y Nancy aca-
ban en la cama. No hay que entrar en de-
talles, porque ésta es una revista seria. 
Por fin ambos dicen un monosílabo de 
los que se escapan en esos momentos.

N: ¡Oh, Phil!
P: ¡Oh, Rita!
N: ¿Quién es Rita? ¿Por quién me to-
mas, por un ligue de una noche?

***

Ha pasado mucho tiempo para Phil. Lo 
sabe todo del pueblo. Está sentado en 
un poyete lleno de nieve. Llega un fur-
gón y aparca frente al Banco. Phil salu-
da a Doris, la camarera del restaurante. 
Del furgón salen dos guardias. Abren la 
puerta trasera. Se ven bolsas de dinero. 
Los guardias se distraen hablando con la 
camarera. Phil se acerca despacio, coge 
una bolsa y se va tan tranquilo. La es-
cena cambia y vemos un coche suntuo-
so, del que se baja Phil, vestido de Clint 
Eastwood como en Un puñado de dóla-
res, y una chica vulgar, Laraine, vestida 
de criada francesa.

L: Creí que íbamos a una fiesta de 
disfraces.
P: Sí, luego iremos, pero primero quiero 
ir al cine a ver una película que he visto 
cien veces y me encanta.

Unas pantallas recogen el reportaje de 
Phil de la mañana: “…la marmota puede 
pronosticar la llegada de una primavera 
temprana. Supongo que la pregunta que 
hoy tenemos que hacernos es si la mar-
mota Phil es afortunada”.

P (a Rita): Si solo te quedara un día de 
vida, ¿qué harías?
R: No sé. Phil, ¿de qué te estás muriendo?
P: No, me refiero a qué harías tú si el mun-
do entero estuviera a punto de explotar.
R: ¿Qué estás buscando, un ligue para el 
fin de semana?
P: No. Solo estoy interesado en ti, quie-
ro saber qué te gusta, en qué piensas, 
qué clase de hombre prefieres, qué haces 
para divertirte.
R: ¿Hablas en serio o me tomas por una 
idiota?
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P: Trato de hablar contigo como una per-
sona normal. ¿No es así como hablan?
R: Casi.
P: Entonces háblame. Te invito a un 
café… y un donut.

Phil y Rita están en su restaurante habi-
tual y en su mesa habitual.

P: ¿Qué esperas de la vida?
R: Supongo que lo que todo el mundo 
quiere, una carrera, amor, matrimonio, 
hijos. Hasta ahora no he tenido nada de 
eso.
P: Tienes una carrera.
R: Tengo un trabajo. Hacer historias so-
bre la marmota no es mi objetivo final.
P: ¿Estás saliendo con alguien?
R: Esto se está volviendo demasia-
do personal. No estoy preparada para 
compartir estas cosas contigo. ¿Tú, qué 
quieres?
P: Lo que quiero es alguien como tú.
R: No, por favor.
P: ¿Por qué no? ¿Qué estás buscando? 
¿Como es tu tipo perfecto?
R: En primer lugar, que sea humilde y no 
se crea perfecto, que sea listo, compren-
sivo, divertido.
P: Ese soy yo.
R: Que sea romántico y valiente, que 
tenga buen cuerpo, pero que no se mire 
al espejo cada diez minutos.
P: Tengo buen cuerpo y no miro un espe-
jo desde hace meses.
R: Que sea sensible, educado y que no se 
avergüence si se le ve llorar.
P: Estamos hablando de un hombre, 
¿verdad?
R: Que le gusten los animales, los niños, 
que toque un instrumento musical y ado-
re a su madre.
P: Estoy realmente cerca.

***

En una nueva escena, vemos a Phil hur-
gando en el motor de la furgoneta. De 
ahí pasamos al mejor restaurante de la 
ciudad. Rita está en la barra del bar. Phil 
entra y se sienta junto a ella.

P: Hola. ¿Todavía estás aquí?
R: La furgoneta no arranca. Larry está 
intentando arreglarla.

P: ¡Qué mala suerte! ¿Puedo invitarte a 
una copa?
R: Bueno.
P (al barman): Un Jack Daniels con hie-
lo y agua.
R: Para mí un vermú dulce con hielo y 
limón.

Se repite la escena. Para Phil es otro dos 
de febrero y recuerda lo que dijo Rita el 
día anterior. Entra en el bar y se sienta 
junto a ella.

P: Hola. ¿Todavía estás aquí?
R: La furgoneta no arranca. Larry está 
intentando arreglarla.
P: Qué mala suerte. ¿Puedo invitarte a 
una copa?
R: Bueno.
P (al barman): Un vermú dulce con hielo 
y limón.
R: Para mí lo mismo. Es mi bebida 
favorita.
P: Y la mía. Cuando la tomo, me pare-
ce que estoy en Roma viendo la luz del 
atardecer.
R: ¿Por quién brindamos?
P: ¿Por la marmota?
R: Yo siempre brindo por la paz 
mundial.

Se vuelve a repetir la escena. Es otro dos 
de febrero.

P: ¿Puedo invitarte a una copa?
R: Bueno.
P (al barman): Un vermú dulce con hielo 
y limón.

R: Para mí lo mismo. Es mi bebida 
favorita.
P: Y la mía. Cuando la tomo me pare-
ce que estoy en Roma viendo la luz del 
atardecer.
R: ¿Por quién brindamos?
P: Diré una oración y brindaré por la 
paz mundial.
R (sonriendo): Por la paz mundial.

Otra escena. Phil y Rita están sentados 
en una pequeña pastelería, probando di-
ferentes dulces.

R: Esto es genial.
P: Es la mejor pastelería de la ciudad.
R: ¿Cómo sabes tanto de Punxsutawney?
P: Pasé mucho tiempo aquí. Me gustan 
los pueblos pequeños. Creo que fomen-
tan la vida en comunidad más que las 
grandes ciudades.
R: Es cierto. Siempre lo he pensado.
P: Hablando de otra cosa, la gente le 
da demasiada importancia a su carrera. 
Ojalá pudiéramos vivir en las montañas. 
Me veo allí dentro de cinco años.
R: Estoy de acuerdo, pero a mí me gus-
ta más seguir la corriente y ver adonde 
me lleva.
P: Ahora estás aquí.
R: A un millón de kilómetros de donde 
estudié en la Universidad.
P: ¿No estudiaste medios de comunica-
ción o periodismo?
R: Lo creas o no, estudié Poesía France-
sa del siglo XIX.
P: ¿De verdad? ¡Qué pérdida de tiempo!
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Rita parece ofendida. Phil se da cuenta 
de que cometió un error. La escena se re-
pite otro dos de febrero.

P: ¿No estudiaste medios de comunica-
ción o periodismo?
R: Lo creas o no, estudié Poesía France-
sa del siglo XIX.
P: “La fille qui j’aimerai sera comme 
bon vin, qui se bonifiera un peu chaque 
matin”.
R: ¡Hablas francés!
P: Oui.

***

Una nueva escena nos lleva a los jardi-
nes de la calle principal. Phil y Rita es-
tán haciendo un muñeco de nieve. Una 
bola golpea a Phil en la espalda. Se da 
la vuelta y ve a un niño riéndose. Phil 
hace otra bola y se la lanza. El niño le de-
vuelve el golpe. Rita y Phil acaban soste-
niendo una guerra con el niño y sus ami-
gos. Una bola coge a Rita desprevenida, 
resbala y cae. Recostados los dos en la 
nieve, ríen. Sus ojos se encuentran du-
rante un largo momento. Suena un tema 
de Nat King Cole. Los dos bailan en un 
templete adornado con luces. Sus caras 
casi se tocan. Poco después, los vemos 
caminando lentamente.

R: Estoy asombrada y no me asombro 
fácilmente.
P: ¿Por qué?
R: He empezado el día con una cierta 
expectativa y lo estoy terminando de un 
modo diferente.
P: ¿Te gusta cómo ha ido el día?
R: Me ha gustado mucho. Ha sido un día 
perfecto. No se puede planear un día así.
P: Se puede. He estado planeando este 
día durante semanas. Ven. Quiero ense-
ñarte algo.
R: Creo que no debo ir.
P: Te voy a enseñar algo y luego te echa-
ré a patadas (entran en una casa amue-
blada con gusto; recordemos la bolsa de 
dinero que Phil se llevó).
R: Es preciosa.
P: Ahora lo es porque estás tú (se besan).
R: Quizá debería irme.
P: Se está muy bien aquí. Tengo poesía 
francesa, Rimbaud, Baudelaire… Te lee-

ré algo. Tengo helado en la repisa de la 
ventana. Tienes que quedarte.
R: No, Phil, estoy cansada. Nos vemos 
mañana.
P (desesperado): ¡No habrá un mañana 
para mí!
R (firme): No lo estropeemos, Phil. No 
puedo quedarme.
P: ¿Por qué no? ¡Rita, te quiero!
R: ¡Si ni siquiera me conoces!
P: ¡Te conozco!

Hay un largo momento de tensión. Todas 
las dudas que tenía sobre Phil le vuelven.

R: No puedo creer que haya picado. Este 
día solo ha sido un montaje.
P: No, fue real.
R: ¿Qué has hecho? ¿Has llamado a 
mis amigos para averiguar cosas mías? 
¿Esto es el amor para ti?
P: No, es amor auténtico.
R: ¡No lo digas más! No puedo querer 
a alguien que solo se quiere a sí mismo.
P: Yo no me gustó nada. Dame otra opor-
tunidad (Rita le da una bofetada).
R: Esto es por hacer que me preocupe 
por ti.

Se da la vuelta y se marcha, dejando a 
Phil lastimado.

***

Más dos de febrero. En cada uno, sucesi-
vamente, Phil tira el reloj al suelo, lo ma-
chaca con el puño y lo arroja al suelo con 
violencia, rompiéndolo en pedazos.

En la colina Knobb le oímos un nuevo 
comentario dirigido a la cámara: “Una 
vez más, se vuelven los ojos de la nación 
hacia este pequeño pueblo de Pennsylva-
nia. No hay manera de que este invierno 
acabe mientras esta marmota siga vien-
do su sombra”. Larry elogia a Phil y a 
Rita le dice: “Está como un cencerro”. 
Rita empieza a creer que a Phil le pasa 
algo realmente malo. Phil, a su vez, está 
desesperado: “Rita, no veo otra salida. 
Esto tiene que acabar y yo voy a acabar-
lo. Ojalá pudieras recordar que una vez 
pasamos un día fantástico”. La besa en la 
mejilla y se va. Enfrente ve a dos miem-
bros del Club que han encerrado a la mar-
mota en su jaula y la están metiendo den-
tro de una camioneta. Phil, decidido, se 
acerca y, sin decir nada, sube al vehículo, 
lo pone en marcha y sale a toda mecha. 
Los miembros gritan que han raptado a la 
marmota. Un coche de policía se lanza en 
persecución de la camioneta. Rita y Larry 
salen detrás de la policía. Phil se mete por 
un camino que no tiene salida. Los perse-
guidores se paran y bajan de sus vehícu-
los. Phil da la vuelta y a toda velocidad se 
tira por un barranco. Al chocar contra el 
fondo, la camioneta explota. Los rostros 
de todos reflejan el horror que sienten.

***

El reloj vuelve a pasar de las 5:59 a las 
6:00. Phil se despierta, ve que no tiene 
daño alguno, pero está harto de que Rita 
no le tome en serio y de la interminable 
sucesión de los días. Con gesto decidido, 
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baja al comedor del hotel, coge un tosta-
dor y se mete con él en el baño. Se repiten 
los días dos de febrero y Phil sigue inten-
tando suicidarse para acabar con su pesa-
dilla. Se pone delante de un camión enor-
me. Salta al vacío desde una torre. Rita 
y Larry reconocen su cadáver. ¿Cadáver? 
Phil es inmortal y vuelve siempre al dos 
de febrero y, como siempre, lo vemos en 
el restaurante de costumbre con Rita.

P: Soy un dios.
R: ¿Eres Dios?
P: No, soy un dios. No Dios, al menos 
eso creo.
R: Es reconfortante. Pensé que podías 
estar loco.
P: Es la única explicación posible. Soy 
un ser sobrenatural.
R: ¿Porque sobreviviste a un accidente 
de coche?
P: ¡No solo al accidente! Me atropella-
ron, me aplastaron, me electrocuté, me 
asfixiaron, pero siempre me despierto al 
día siguiente sin un rasguño, ni siquiera 
un dolor de cabeza. Te lo estoy diciendo, 
soy inmortal. Quiero que me creas.
R: No eres un dios, Phil. Ten confianza.
P: Este es Bill. Ha sido camarero duran-
te tres años. Dejó Pennsylvania y tuvo 
que encontrar trabajo. Le gusta la ciu-
dad, pinta soldaditos de juguete y es gay.
P: Ésta es Doris Kleiser y éste su prome-
tido Fred.
P: Se van a casar esta noche, pero Doris 
tiene dudas. Este del mostrador es Ralph. 
Odia la vida del bar y le gustaría condu-
cir por el pueblo atropellando policías.

R: ¿Cómo sabes todo esto? ¿Es una es-
pecie de truco?
P: Sí, es un truco, pero quizá también 
Dios nos hace trampas. Tal vez no es 
omnipotente, sino que ha tenido mucha 
práctica.
R: Ese tipo ¿quién es?
P: Tom. Trabajó en una mina de carbón 
hasta que la cerraron.
R: ¿Y ella?
P: Nancy. Fue a la escuela secundaria 
Lincoln en Pittsburgh.
R: ¿Cómo conoces a estas personas?
P: Te dije la verdad. En cinco segundos 
habrá un incendio en la cocina.

Empieza a salir humo por la ventana de 
la cocina. Todos los de la cafetería los 
están mirando.

R: Basta. ¿Qué sabes de mí, Phil? ¿Tam-
bién me conoces a mí?
P: Lo sé todo sobre ti. Sé que te gusta 
producir, pero esperas algo mejor que el 
Canal 9 de Pittsburgh.
R: Todo el mundo lo sabe.
P: Te gustan los barcos, pero no el océa-
no. Hay un lago en las montañas al que 
vas en verano con tu familia, con un vie-
jo muelle y un almacén de barcos al que 
le faltan tablas en el techo. Solías me-
terte en él para estar sola y por la noche 
mirabas hacia arriba y veías las estre-
llas. Eres una fanática del Rocky Road, 
de Marlon Brando y de la poesía france-
sa. Eres muy generosa, amable con los 
desconocidos y los niños y cuando te pa-
ras en la nieve, pareces un ángel.

R: ¿Cómo lo haces?
P: ¡Te lo dije! Me despierto todos los 
días en Punxsutawney a las seis de la 
mañana, siempre es el dos de febrero 
y no puedo evitarlo. Si todavía no me 
crees, escucha. Dentro de cinco segun-
dos, Larry va a entrar por esa puerta y 
te va a decir que os tenéis que ir, pero no 
le vas a hacer caso. Por favor, créeme.

Larry se asoma por la puerta y ve a Rita. 
Phil le coge un bolígrafo y un cuaderno 
a una camarera y escribe rápidamente 
mientras Larry llega a la mesa. Phil en-
trega el papel a Rita.

L: ¿Rita, estás lista? Es mejor que nos va-
yamos si queremos evitar el mal tiempo.
R (leyendo): “...evitar el mal tiempo” 
(mira a Phil con una nueva comprensión 
y empatía).
R: Quizá me estás diciendo la verdad. 
No es posible que sepas tanto.
P: No hay otro modo. No soy tan listo.
R: Debería pasar el resto del día con-
tigo y, como testigo objetivo, ver lo que 
ocurre.

La siguiente escena se desarrolla en la 
habitación de Phil. Están jugando a me-
ter al vuelo en un sombrero cartas de la 
baraja.

P: Concéntrate. El truco está en la mu-
ñeca, no en los dedos. Imagínate que 
eres el sombrero.
R: Me llevaría un año conseguirlo.
P: No, solo seis meses, cuatro o cinco 
horas diarias.
R: ¿Esto es lo que haces en la eternidad?
P: Es como esperar un autobús que nun-
ca llega. Deberías verme jugar al billar 
y a los bolos. Lo peor es que mañana no 
recordarás nada y volverás a tratarme 
como un completo idiota.
R: No lo eres.
P: De acuerdo, no lo soy. Me he suici-
dado tantas veces que ni siquiera existo.
R: A veces he deseado tener mil vidas. 
Quizá no es una maldición. Depende de 
cómo lo mires.
P: Eres una optimista desbordante.
R: Quiero que sepas que ha sido un día 
muy agradable para mí.
P: Y para mí también.
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Los ojos de Rita se dirigen al reloj. De 
las 11:59 pasa a las 00:00.

Rita mira a Phil: ¡Todavía estás aquí! 
Pensé que ibas a desaparecer o algo así.
P: No, hasta las 6:00. Poco tiempo des-
pués, Rita se queda dormida y luego se 
despierta.
R: Lo siento.
P: Duérmete. Prometo que no te tocaré 
mucho.
R: No estoy cansada. ¿Qué estabas 
diciendo?

Sus ojos comienzan a cerrarse de nuevo. 
Él la mira, ve que está dormida. Pone una 
almohada bajo su cabeza, la cubre con 
las sábanas y se acomoda junto a ella.

P: Iba a decir que eres la chica más ama-
ble, dulce, bonita y maravillosa que he 
conocido. Nunca podría decírtelo, pero 
desde el primer momento en que te vi, 
quise abrazarte y estar contigo para 
siempre. Sé que un tipo como yo nunca 
podría merecer a alguien como tú, pero 
si lo consiguiera, te juro que te amaría 
durante el resto de mi vida.
Rita abre los ojos: ¿Dijiste algo?
P: Buenas noches, Rita.
R: Buenas noches, Phil.

***

Nuevo dos de febrero a las seis de la ma-
ñana. Phil oye la música de la radio. Mira a 
su derecha. Rita no está. Sale del hotel con 
un espíritu muy diferente al de los anterio-
res días dos. El amor que siente por Rita lo 
va mejorando. Le da al viejo mendigo to-
dos los billetes que lleva encima. Va hacia 
la colina con una bandeja en la que lleva 
dos cafés para Rita y Larry y les dice:

P: He hablado con Buster Green, el 
mandamás de los marmoteros del pue-
blo. Me ha dicho que si nos colocamos 
en ese otro sitio las tomas serán mejores. 
¿Qué os parece?
R: ¡Buen trabajo, Phil!
P (a Larry): Deja que te ayude a llevar 
el material.

Estamos ahora en el restaurante habitual. 
Se oye la música de la sonata n.º 16 de 

piano de Mozart. Phil va a casa de una 
profesora de piano y le ofrece mil dó-
lares para que le dé clases. La profeso-
ra echa a la alumna que tenía y acepta 
a Phil.

***

Vuelve el dos de febrero más veces. Phil 
sale de su habitación y le da un abrazo 
al hombre regordete. En la clase de pia-
no, la profesora está impresionada de 
que toque tan bien en su “primera clase”. 
Lleva al viejo mendigo al restaurante a 
comer caliente. Trata a Ned como a un 
hermano. Lo abraza. Le dice que lo en-
cuentra desmejorado. Ned, atemorizado, 
sale corriendo. Lo llaman del hospital y 
le comunican que el viejo ha fallecido. 
Según la enfermera, le había llegado la 
hora. Replica Phil que en su día no mue-
re nadie. Vuelve a llevar al viejo a co-
mer. El pobre hombre está feliz. Más tar-
de, Phil lo halla muerto en su esquina. 
Desesperadamente, intenta reanimarlo y 
no puede.

***

Otro dos de febrero. En la colina, Phil 
habla delante de la cámara. Es un nue-
vo Phil: “Cuando Chejov describía el 
invierno, vio un invierno crudo, oscu-
ro y desprovisto de esperanza. Nosotros 
sabemos que el invierno es un paso más 
dentro del ciclo de la vida. Estando aquí 
entre la gente de Punxsutawney, disfru-
tando del calor de sus hogares y de sus 

corazones, no podría imaginar una suer-
te mejor que un largo invierno. Desde 
Punxsutawney les habló Phil Connors. 
Hasta pronto”. Se dirige a Rita y Larry: 
“¿Qué os ha parecido?”.

L: Me has emocionado.
R: ¡Qué sorpresa! No sabía que fueras 
tan versátil.
P: A veces me sorprendo de mí mismo.
R: ¿Tomamos un café?
P: Me encantaría, pero tengo que hacer 
unos recados.
R: ¿Qué recados? Pensaba que íbamos 
a regresar a Pittsburgh.

Phil llega a tiempo de coger en brazos a 
un niño que se caía de un árbol. El co-
che donde viajaban tres señoras mayo-
res ha pinchado. Phil le cambia la rue-
da. En el restaurante, salva a un hombre 
de morir atragantado. Lo agarra por de-
trás y aprieta con fuerza. Pasamos al 
bar. Larry trata de ligar con Nancy con 
poco éxito. Nancy le dice que se va a 
la fiesta de la Marmota y Larry la si-
gue. Se tropiezan con Rita y se les une. 
Quiere avisar a Phil y Nancy le señala 
que Phil ya está en la fiesta, hecho un 
consumado pianista (¿cuántos dos de 
febrero le habrán costado?). Toca una 
excitante pieza de jazz, que hace bailar 
a muchas parejas. Rita sonríe, sorpren-
dida y encantada. Phil la ve, hace pa-
rar a la orquesta y toca una pieza lenta, 
muy romántica, de Rachmaninov, que 
enseguida deriva en jazz, acompaña-
do por la orquesta. Al lado de Rita está 
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la profesora de Phil, que declara orgu-
llosa, que es alumno suyo. Phil deja de 
tocar y baila con Rita. Se les acercan 
las personas a quienes había socorri-
do por la mañana. Lo saludan y besan 
agradecidos. Rita, extrañada, le pre-
gunta: “¿Cómo es posible que te co-
nozcan todos? Solo vienes aquí una vez 
al año y ya eres famoso”. Se le acerca 
una señora, llamándole Dr. Connors, y 
le agradece haberle curado la espalda a 
su marido.

R: ¿Dr. Connors?
P: Es una especie de título honorífico.

Phil no puede añadir nada porque empie-
za, como parte de la fiesta, una subasta 
de hombres solteros. Hacen salir a Phil 
al estrado. Una de las señoras mayores a 
las que había ayudado puja con cinco dó-
lares. Las ofertas van subiendo hasta que 
la subasta se cierra cuando Rita ofrece 
339 dólares con 80 centavos. Van a los 
jardines y Phil esculpe en hielo la cabe-
za de Rita.

R: Es hermosa. ¿Cómo la has hecho?
P: Conozco tu cara tan bien que podría 
haber hecho la escultura con los ojos 
cerrados.
R: No sé qué decir.
P: No importa lo que pase mañana o el 
resto de mi vida. Ahora soy feliz porque 
te quiero.
R: Yo también soy feliz (se besan).

***

En la habitación de Phil, la hora del reloj 
pasa de 5:59 a 6:00. La música es dis-
tinta. Vemos la mano de Rita, apagando 
la radio y diciendo: “Es demasiado tem-
prano”. Phil le toca la mano y el brazo y 
ve que es real.

P: Hay algo diferente.
R: ¿Bueno o malo?
P: Buenísimo. ¿Qué haces aquí?
R: Te compré. Eres mío. Además, me di-
jiste que me quedara y me quedé.
P: La calle está vacía. ¿Sabes qué día 
es? ¡Hoy es mañana! ¡¡Ha ocurri-
do!! (se arrima a Rita y la acaricia con 
sensualidad).
R: ¿Por qué no estabas así anoche? Te 
quedaste dormido.
P: Fue un día muy largo. ¿Puedo hacer 
algo por ti hoy?
R: Seguro que se me ocurre algo…

Por fin, los dos salen a la calle.

R: ¡Todo es tan hermoso!
P: Vivamos aquí.

Corren por la nieve cogidos de la mano, 
felices. Se oye un tema de Nat King 
Cole. El chico con la chica, el final típico 
de las comedias del cine de Hollywood.

En Punxsutawney, 
tres de febrero de 1993

Atrapado en el tiempo, superando el en-
foque cómico, da la ocasión de hacer 
unas reflexiones sobre la situación de 

Phil, que puede extrapolarse a nuestras 
vidas.

1) Phil está atrapado en un bucle tempo-
ral. No se revela qué o quién lo causó. 
Es un castigo que le lleva incluso a in-
tentar el suicidio. Los castigos se impo-
nen por la realización de uno o más actos 
culpables. ¿Cuáles? Cabe pensar que el 
descontento de Phil con su trabajo y su 
actitud egocéntrica y negativa hacia todo 
y todos merecieron el castigo de la repe-
tición continua de un día que odiaba.

2) A lo largo del tiempo, Phil experimen-
ta una transformación significativa. Al 
principio, utiliza los conocimientos que 
va adquiriendo en los sucesivos dos de 
febrero para satisfacer sus deseos más 
insensatos. Sin embargo, a medida que 
se acerca más a Rita, su actitud cambia. 
Usa sus saberes para ayudar a los demás 
y para ganarse el afecto de Rita de mane-
ra auténtica, en lugar de manipuladora.

3) La relación de Phil con Rita juega un 
papel crucial en la redención de su castigo. 
Su inclinación amorosa hacia ella lo moti-
va para convertirse en una persona mejor. 
El hecho de que Rita puje por Phil en la su-
basta y lo gane revela que ella correspon-
de al amor de Phil. Ese amor es suficiente 
para que Phil sea redimido de sus culpas 
y se vea libre del bucle que lo mantenía 
inexorablemente atado al dos de febrero.

4) La experiencia vivida por Phil invita a 
pensar sobre las rutinas en nuestra vida. 
Los días se nos hacen, a veces, tan igua-
les e insoportables como a Phil. Hay que 
buscar la manera de romper las rutinas 
negativas y de encontrar significado en 
lo que hacemos. En lo familiar, dedican-
do el tiempo necesario al cónyuge, a los 
hijos, a los padres, hermanos y parien-
tes próximos, de forma que con una ac-
titud positiva se reaviven relaciones que 
hayan perdido fuerza. En el trabajo, rea-
lizándolo con el ímpetu e ilusión de los 
primeros días. En lo social, cultivando la 
amistad de los buenos amigos y tratando 
a los demás como quisiéramos que ellos 
nos trataran. Nada de eso es fácil, pero 
los rendimientos que se consigan harán 
bueno el esfuerzo de intentarlo. 
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CULTURA

L a exposición, comisariada por Eugenio Carmona, mues-
tra un Picasso lleno de optimismo y deseoso de reformu-
lar la experiencia artística. Comprometido con el proceso 

y en busca de lo primitivo, su obra se centra en dos preocu-
paciones: el cuerpo y la interculturalidad. A través de dibu-
jos y cuadernos de bocetos se observa una completa sinergia 
con las culturas primitivas y una búsqueda de lo primitivo. 
La muestra, que reúne más de 120 obras procedentes de co-
lecciones privadas e instituciones nacionales e internaciona-
les de primer nivel, tiene como objetivo renovar importantes 
criterios sobre el papel clave que desempeñó el artista en la 
creación del “Arte Moderno”.

El proyecto Picasso 1906. La gran transformación quiere 
mirar con ojos contemporáneos la primera aportación de Pa-
blo Picasso a la definición de Arte Moderno. El artista ac-
túa sobre las imágenes y los lenguajes plásticos proponiendo 
una nueva economía figurativa. Estamos ante la refundación 
de la experiencia artística. En Picasso, decir 1906 no es solo 
nombrar una fecha. Es plantear un verdadero “momento” de 
su dilatada y compleja producción, hasta ahora no reconoci-
do como tal.

La exposición plantea ocho acercamientos al trabajo del artis-
ta. En primer lugar, recorre el uso lingüístico del cuerpo con 
anterioridad a 1906. Se abre luego a la captación picassiana 
de la “Edad de Oro” como alegoría de un nuevo comienzo. 

En tercer lugar, establece la relación entre pulsión escópica y 
herencia de la Historia del Arte. La identidad vernacular de 
Gósol, en relación con la innovación de los lenguajes, aco-
ge un capítulo propio. En quinto lugar, el recorrido expositi-
vo reflexiona sobre la imagen de Fernande Olivier, compa-
ñera entonces del artista, como significante que cambia de 
significado. Y ello lleva a plantear la elaboración de nuevos 
semblantes fisionómicos a través de la koiné de “lo primiti-
vo”, para terminar con un amplio espacio donde la idea de 
“transformación” es paradigmática en sí misma. Por último, 
un breve epílogo quiere evocar la pervivencia del Picasso de 
1906 en el desarrollo de la larga trayectoria del artista.

En el recorrido expositivo, las obras de Picasso se muestran 
junto a piezas de diferentes periodos de la cultura europea y 
diversos objetos de cultura material de sociedades africanas 
considerados hoy “obras de arte”. Ninguna de ellas fue vis-
ta por Picasso, pero son equivalentes de aquello en lo que el 
artista pudo detener su mirada y situar su imaginario para 
establecer correspondencias, citas, apropiaciones o diálogos 
tanto formales como intelectuales. La concurrencia de es-
tas obras sirve para establecer la complejidad de 1906 como 
proceso cultural y creativo. 

Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía
Hasta el 4 marzo de 2024

Picasso 1906
La Gran Transformación
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2 Cuadernillo Jurídico

I. La responsabilidad penal de 
la persona jurídica en España: 
panorámica general

1. Introducción: naturaleza, 
fundamento y presupuestos de 
la atribución de responsabilidad 
penal a las personas jurídicas 
en Derecho Español

La intuición1 nos conduce a pensar, ine-
vitablemente y desde un primer momen-
to (tan rápido como sea posible y la ra-
zón lo permita), que cuando hablamos 
de responsabilidad penal de la perso-
na jurídica, nos referimos precisamen-
te a la corrupción y a todo lo que ello 
supone, siendo así que no descubrimos 
nada si decimos que la corrupción ge-
nera, por definición, desafección de la 
ciudadanía por lo público, aumentando 
la distancia entre representantes y re-
presentados, entre gobernantes y go-
bernados, planteando, en definitiva, una 
crisis de legitimación de ese espacio 
público compartido que debe ser un Es-
tado. Precisamente por ello, un Estado 
de Derecho, entendiendo por tal aquél 
que garantiza el cumplimiento y ejerci-
cio de los derechos públicos subjetivos 
mediante el sometimiento pleno de los 
poderes públicos a la ley y al Derecho, 
debe proteger a aquellas personas que, 
conociendo dentro de una organización, 
por razón de sus relaciones laborales o 
profesionales, irregularidades suscep-
tibles de ser calificadas de corrupción, 
hagan aflorar esas conductas reproba-
bles y permitan al Estado reprimirlas y 
a las organizaciones impedir la comisión 
de nuevos hechos análogos2.

A tal efecto, hemos de comenzar se-
ñalando que el concepto de corrupción 
ha evolucionado en los últimos tiempos 
desde un concepto puramente adminis-
trativo a uno más amplio. En efecto, ya 
no es sostenible entender que corrup-
ción equivale a cohecho, es decir, la ac-
ción del funcionario o autoridad pública 
que recibe o solicita dádiva o presente a 
cambio de la realización de un acto re-
lacionado con el ejercicio de la función 

pública, donde el bien jurídico protegido 
es la correcta función administrativa en 
aras de un cumplimiento de los fines de 
la Administración3, sino que dicho con-
cepto es hoy mucho más amplio, pu-
diendo definirse como cualquier pago 
indebido realizado en el marco de una 
transacción económica que distorsiona 
la libre concurrencia y la libre compe-
tencia del mercado. Ya no protege, por 
consiguiente y de forma única, el recto 
actuar del funcionario público cuanto el 
adecuado funcionamiento del mercado, 
dado que en los países de nuestro en-
torno uno de los valores esenciales es 
precisamente el libre mercado4. Existe 
pues, junto a una corrupción de lo pú-
blico, otra corrupción entre particulares, 
y ambas deben ser neutralizadas por el 
Estado y por las propias organizaciones 
privadas, a quienes interesa tanto o más 
evitar una corrupción que únicamente 
distorsiona el mercado y lo hace menos 
eficiente y competitivo.

Cuando hablamos de responsabili-
dad penal de la persona jurídica nos es-
tamos refiriendo, pues, a la segunda de 
las acepciones indicadas, que responde 
a un concepto actual de corrupción y so-
borno, que incluye la corrupción entre 
particulares.

Resulta conocido el clásico princi-
pio acuñado por Franz Von Lizst “socie-
tas delinquere non potest” (una perso-
na jurídica no puede delinquir), que ha 
determinado históricamente que las so-
ciedades y personas jurídicas, al actuar 
necesariamente en el tráfico jurídico a 
través de sus representantes, directivos 
y empleados –que, como es lógico, son 
personas físicas– no podían cometer de-
litos. Los delitos, en su caso, serían co-
metidos por las citadas personas físicas. 
Paulatinamente, se ha ido superando 
este principio hasta llegar en la actuali-
dad a una regulación de la responsabili-
dad penal de la persona jurídica, donde 
no hay duda de que la persona jurídica 
delinque, pudiendo distinguir dos mo-
delos o formas diferenciadas de atribuir 
responsabilidad penal a las personas ju-
rídicas: el modelo vicarial de responsa-
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hoy mucho más 
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bilidad y el modelo de culpabilidad o por 
defecto de la propia organización.

1º. El modelo vicarial de responsabili-
dad o de responsabilidad por trasferen-
cia o heterorresponsabilidad, conforme 
al cual el delito cometido por una per-
sona física que forma parte de la organi-
zación, cuando lo hace en nombre y en 
beneficio de la misma, conlleva de forma 
automática la atribución de responsabi-
lidad penal a la persona jurídica. Y ello 
con independencia de que la organiza-
ción a la que se impute el delito tenga un 
sistema de prevención de delito (Plan de 
prevención o corporate compliance pro-
gram) eficaz o carezca del mismo, dado 
que lo relevante para atribuir responsa-
bilidad penal a la persona jurídica no es 
la ausencia de medidas de prevención, 
sino el hecho de formar parte integran-
te de la organización a la que se imputa 
responsabilidad la persona física que co-
mete el delito por cuenta o en nombre y 
en beneficio de la misma.

Es el modelo que rige en Estados 
Unidos y, como decimos, se basa en la 
agency relationship: el principal debe 
responder por los actos del agente. 
Como decimos, el hecho de que la enti-
dad disponga de un corporate complian-
ce program no la exime de responsa-
bilidad penal si la entidad es llevada a 
juicio, dado que el modelo vicarial presu-
pone la ajenidad a toda idea de culpabili-
dad de la propia organización.

2º. Por otro lado, el modelo de culpa-
bilidad de la propia organización, res-
ponsabilidad por hecho propio o auto-
rresponsabilidad, en el que la esencia de 
la responsabilidad es la ausencia de un 
sistema de control adecuado que impi-
da la comisión de delitos en la organi-
zación, modelo que es más acorde a las 
nociones de cultura de cumplimiento y 
de buen ciudadano corporativo.

La diferencia entre ambos sistemas 
no es baladí o puramente doctrinal sino 
que tiene consecuencias prácticas im-
portantes: mientras que en el sistema vi-
carial a la defensa de la persona jurídica 
le corresponderá acreditar que cumplió 
con sus deberes de supervisión, vigilan-

cia y control, en el sistema de autorres-
ponsabilidad corresponde a la acusación 
demostrar que la persona jurídica no ha 
cumplido con dichos deberes de super-
visión, vigilancia y control (ya sea por no 
disponer de un Plan de Prevención de 
Delito, ya sea por disponer de uno que 
no sea eficaz para prevenir delitos).

En España, la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas fue introduci-
da por la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de 
junio, que modificó el Código Penal, re-
forma que fue complementada a través 
de la Ley Orgánica 1/20155, optando por 
un modelo de responsabilidad por hecho 
propio o culpabilidad por defecto de la 
organización.

De acuerdo con el artículo 31 bis del 
Código Penal, la persona jurídica respon-
de penalmente en dos supuestos:
a. Por un lado, de los delitos cometidos 

en nombre o por cuenta de la persona 
jurídica, y en su beneficio directo o in-
directo, por sus directivos6.

b. Por otro, de los delitos cometidos por 
sus empleados o por terceros que se 
relacionan con la compañía (contra-
tistas, clientes, proveedores) en bene-
ficio de la compañía cuando quienes 
ejercen el control hayan incumplido 
gravemente los deberes de supervi-
sión, vigilancia y control de su activi-
dad atendidas las concretas circuns-
tancias del caso.
Por consiguiente, en nuestro sistema 

para que exista responsabilidad penal de 
la persona jurídica no basta con la comi-
sión de un delito por una persona de la 
organización, sino que debe concurrir un 
presupuesto (delito cometido en benefi-
cio de la persona jurídica) y un funda-
mento (incumplimiento del debido con-
trol, es decir, el incumplimiento por parte 
de las personas jurídicas de la obligación 
de adoptar, antes de que cometa el de-
lito cometido la persona física, medidas 
idóneas de prevención, vigilancia y con-
trol que reduzcan de forma significativa 
el riesgo de su comisión7; o, desde un 
enunciado negativo, que no exista un 
programa de cumplimiento que se pue-
da considerar adecuado o eficaz en un 

juicio ex ante8). Si no concurren ambos 
requisitos (fundamento y presupuesto), 
sencillamente no habrá responsabilidad 
penal de la persona jurídica.

2. Autonomía de la responsabilidad 
de la persona jurídica respecto 
de la persona física autor del 
delito. La responsabilidad 
penal del administrador por 
incumplimiento del debido control

En el modelo español existe una auto-
nomía de la responsabilidad penal de la 
persona jurídica respecto de la respon-
sabilidad penal de la persona física que 
comete el delito, que se traduce en una 
serie de consecuencias:

 $ Es perfectamente concebible que 
exista responsabilidad penal de la 
persona jurídica cuando no exista 
responsabilidad penal de la persona 
física (por concurrir, por ejemplo, una 
causa de justificación en el autor per-
sona física).

 $ No son relevantes para la persona ju-
rídica las circunstancias que afecten 
a la culpabilidad de la persona física.

 $ Hay un sistema específico de penas 
para la persona jurídica (artículo 33.7 
del CP).

 $ La persona jurídica tiene sus pro-
pias circunstancias atenuantes de 
responsabilidad.
Mención especial requiere la cues-

tión de la responsabilidad penal del ad-
ministrador por no disponer de un Plan 
de Prevención de Delito, donde debemos 
indicar que el proyecto de reforma del 
Código Penal de 2013 tipificaba como 
delito el hecho de la no implementación 
de Planes de Prevención de delito en el 
caso de que como consecuencia de ello 
se cometiera algún delito en la organiza-
ción, previendo en este caso una pena de 
privación de libertad para el administra-
dor de la compañía. Finalmente, ese pro-
yecto no fue aprobado. No obstante, con 
la Ley 2/2023 de 20 de febrero de Pro-
tección del Informante se ha establecido, 
en línea de principio y sin perjuicio de lo 
que luego se expondrá, la obligatoriedad 
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de disponer de un canal de denuncias 
interno en la compañía, de modo que si 
los administradores incumplen esta obli-
gación (hasta ahora inexistente) estarán 
colocando a la organización en una si-
tuación de riesgo cuya consumación de-
berán evitar y si no lo hacen podrían lle-
gar a ser condenados como autores del 
correspondiente delito en “comisión por 
omisión” (artículo 11 del Código Penal).

3. Eximentes y atenuantes: el 
Plan de Prevención de Delito

Este sistema de responsabilidad penal 
se ve asimismo configurado junto a una 
serie de requisitos que debe cumplir la 
persona jurídica para eximirse de res-
ponsabilidad (recogidas por el artículo 
31 bis en sus apartados 2 y 4) y que, por 
consiguiente, eliminan toda responsabi-
lidad penal del sujeto que ha cometido 
el delito, requisitos que serán mayores 
cuando nos encontremos ante un delito 
cometido por los administradores, repre-
sentantes o por el que ejerce funciones 
de control que cuando lo haya sido, por 
el contrario, por empleados o terceros.

1º. En cuanto a la eximente aplica-
ble a los directivos de la compañía, la 
misma se aplica únicamente cuando se 
cumplan las siguientes cuatro condicio-
nes. Si no concurren todas ellas o solo se 
acreditan parcialmente, se considerarán 
como atenuantes:
a. El órgano de administración ha adop-

tado y ejecutado con eficacia, antes 
de la comisión del delito, modelos 
de organización y gestión que inclu-
yen las medidas de vigilancia y con-
trol idóneas para prevenir delitos de 
la misma naturaleza o para reducir 
de forma significativa el riesgo de su 
comisión9.

b. La supervisión del funcionamiento y 
del cumplimiento del modelo de pre-
vención ha sido confiada a un órga-
no de la persona jurídica con poderes 
autónomos o que tenga encomenda-
da legalmente dicha supervisión (el 
compliance officer). Este órgano de la 
persona jurídica puede ser uniperso-

nal o colegiado y en este caso puede 
contar (es aconsejable) con vocales 
externos independientes para garan-
tizar una mayor imparcialidad en la 
función de cumplimiento10.

c. Los autores individuales han come-
tido el delito eludiendo fraudulenta-
mente los modelos de organización y 
de prevención.

d. No se ha producido una omisión o un 
ejercicio insuficiente de sus funciones 
de supervisión, vigilancia y control por 
parte del órgano al que se refiere el 
punto b.
2º. En relación con la eximente aplica-

ble cuando el delito ha sido cometido por 
empleados o terceros, a que se refiere el 
apartado 4 del artículo 31 bis, la persona 
jurídica quedará exenta de responsabi-
lidad si, antes de la comisión del deli-
to, ha adoptado y ejecutado eficazmente 
un modelo de organización y gestión que 
resulte adecuado para prevenir delitos 
de la naturaleza del que fue cometido 
o para reducir de forma significativa el 
riesgo de su comisión, dejando claro que 
es el quebrantamiento del debido con-
trol el fundamento, como decíamos an-
teriormente, de la responsabilidad penal 
de la persona jurídica, sin el cual, senci-
llamente, no hay responsabilidad.

En cuanto a las circunstancias ate-
nuantes el artículo 31 quater del Código 
Penal contempla las siguientes:
a. Confesar la infracción antes de tener 

conocimiento de que hay un procedi-
miento judicial contra ella.

b. Colaborar en la investigación apor-
tando pruebas nuevas y decisivas 
para esclarecer las responsabilidades 
penales11.

c. Reparar o disminuir el daño causado 
por el delito antes del juicio oral.

d. Establecer, antes del comienzo del 
juicio oral, medidas eficaces para pre-
venir y descubrir los delitos que en el 
futuro pudieran cometerse.
Como podemos comprobar, en nues-

tro sistema jurídico se otorga capi-
tal importancia al debido control de la 
persona jurídica sobre los actos de sus 
representantes legales, administrado-

res y empleados, hasta tal punto que 
es el fundamento de la atribución de 
responsabilidad12.

Estos deberes de supervisión, vigilan-
cia y control que mencionamos suelen 
cumplirse a través de la implantación 
por la empresa de modelos de organi-
zación y gestión o corporate complian-
ce programs, que no tienen por objeto 
evitar la sanción penal de la empresa 
sino promover una verdadera cultura éti-
ca empresarial, y que han de cumplir los 
requisitos del apartado 5 del artículo 31 
bis CP:
a. Identificar las actividades en cuyo 

ámbito puedan ser cometidos los de-
litos que deben ser prevenidos.

b. Establecer los protocolos o procedi-
mientos que concreten el proceso de 
formación de la voluntad de la perso-
na jurídica, adopción de decisiones y 
de ejecución de las mismas.

c. Disponer de modelos de gestión de 
los recursos financieros adecua-
dos para impedir la comisión de los 
delitos.

d. Imponer la obligación de informar 
de posibles riesgos e incumplimien-
tos al organismo encargado de vigilar 
el funcionamiento y observancia del 
modelo de prevención (al compliance 
officer).

e. Establecer un sistema disciplinario 
que sancione adecuadamente el in-
cumplimiento de las medidas que es-
tablezca el modelo.

f. Realizar una verificación periódica del 
modelo y de su eventual modificación 
cuando se pongan de manifiesto in-
fracciones, cambios en la organiza-
ción, en la estructura de control o en 
la actividad desarrollada que los ha-
gan necesarios.
Los Planes de Prevención de Delito 

son, por consiguiente, la esencia del sis-
tema de responsabilidad penal de la per-
sona jurídica y deben ser claros, precisos 
y eficaces y, desde luego, redactados por 
escrito. No basta la existencia de un pro-
grama, por completo que sea, sino que 
deberá acreditarse su adecuación para 
prevenir el concreto delito que se ha co-
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metido, debiendo llevarse a cabo un jui-
cio de idoneidad entre el contenido del 
programa y la infracción cometida13.

El Plan de Prevención debe tener un 
contenido mínimo que incluya:
1. Procesos de PREVENCIÓN, que in-

cluyen análisis de riesgos penales a 
través de los mapas de riesgos, que 
deben ser revisados periódicamen-
te; la formación a sus empleados y 
directivos.

2. Procesos de DETECCIÓN, a través de 
los cuales se descubren las irregulari-
dades, donde adquiere especial rele-
vancia el canal interno de denuncias.

3. Procesos de INVESTIGACIÓN, que 
debe incluir las políticas, prácticas y 
procedimientos de una empresa di-
rigidos a determinar la existencia de 
irregularidades y, en su caso, cuál es 
su relevancia, abarcando asimismo 
las investigaciones internas.

4. Procesos de SOLUCIÓN, es decir, la 
respuesta que da la entidad frente a 
la mala conducta o irregularidad: tan-
to internamente, comunicándolo al 
infractor y adaptando el modelo de 
prevención tras los fallos detectados, 
como externamente, comunicándolo 
a las autoridades competentes.

4. Referencia a la afectación 
de la Ley 2/2023 de 20 de 
febrero de protección de las 
personas que informen sobre 
infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción al 
régimen de responsabilidad 
penal de las personas jurídicas

Finalmente, en lo que respecta a los mo-
delos de organización y gestión o cor-
porate compliance programs, es obli-
gado mencionar la aprobación de la Ley 
2/2023, de 20 de febrero, reguladora de 
la protección de las personas que infor-
men sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción (que traspo-
ne al ordenamiento interno la Directi-
va 2019/1937 Whistleblower), pues la 
misma instituye con carácter general la 
obligación de que las personas jurídicas 

dispongan de un sistema interno de in-
formación por medio del cual los traba-
jadores de la empresa puedan informar 
de las acciones u omisiones previstas 
en la Ley. Esta norma exige que el res-
ponsable del sistema interno sea nom-
brado por el órgano de administración 
de la organización, pudiendo ser un ór-
gano unipersonal o un órgano colegiado, 
si bien en este caso será preciso desig-
nar la persona del órgano en quien se 
delegue las facultades de gestión del 
sistema. Si la compañía opta por un ór-
gano colegiado es recomendable que el 
mismo cuente con algún experto exter-
no a la organización, pues ello redunda-
rá en la independencia de la función de 
cumplimiento14.

El responsable del sistema deberá 
desarrollar sus funciones de forma in-
dependiente y autónoma respecto del 
resto de los órganos de la entidad u or-
ganismo, no podrá recibir instrucciones 
de ningún tipo en su ejercicio, y deberá 
disponer de todos los medios personales 
y materiales necesarios para llevarlas a 
cabo. Asimismo, la Ley permite que se 
designe como responsable del sistema 
a la persona responsable de la función 
de cumplimiento normativo o de políti-
cas de integridad, es decir, al complian-
ce officer.

Dentro de este sistema interno de in-
formación, cobra especial importancia 
el establecimiento de un canal de de-
nuncias. Como bien indica la Exposición 
de Motivos de la Ley, “Estos canales de 
denuncias, mediante el anonimato, han 
colaborado a instituir un instrumen-
to esencial para la ‘compliance’ de una 
empresa y ha sido fundamental para po-
der recibir denuncias graves que de otra 
manera las personas trabajadoras y los 
colaboradores no se atreverían a señalar 
por temor a represalias en caso de ser 
identificados”.

Están obligados a disponer de un ca-
nal de denuncias las personas físicas y 
jurídicas del sector privado que cuenten 
con más de 50 empleados15 y cualquier 
entidad del sector público, sin excep-
ción16. Es posible externalizar la gestión 
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del canal de denuncias (no así la fun-
ción de compliance) y pueden las enti-
dades compartir medios para gestionar 
el canal17.

Dentro de las funciones esenciales 
del sistema interno de información, es-
pecial mención merecen las investiga-
ciones internas de las organizaciones, 
que podemos clasificar en tres tipos:

1º. Investigaciones preventivas, que 
pretenden evitar potenciales incumpli-
mientos detectando riesgos e introdu-
ciendo protocolos de control en previsión 
de irregularidades; 2º. Investigaciones 
confirmatorias, que pretenden constatar 
si lo expuesto en la denuncia constituye 
o no una irregularidad; 3º. Investigacio-
nes defensivas, que persiguen obtener 
pruebas que exculpen a la compañía de 
la responsabilidad que se le imputa18.

Por lo demás, conviene añadir que la 
Ley 2/2023 establece la obligación de 
las personas jurídicas de informar al Mi-
nisterio Fiscal cuando los hechos pudie-
ran ser indiciariamente constitutivos de 
delito, obligación que tiene como límite 
y debe entenderse “sin perjuicio” del de-
recho a no declarar contra sí mismo o 
derecho a no autoincriminarse (artículo 
24.2 de la CE de 1978). Precisamente 
por ello se ha dicho que las investigacio-
nes internas, al tener su origen en la vo-
luntad de la compañía y no en un deber 
legal, están amparadas en este derecho 
a no autoincriminarse y, por consiguien-
te, no se puede por el Juez obligar a la 
compañía a su aportación19.

No obstante, el problema se plan-
tea en relación con las personas físicas 
afectadas por esa investigación y se pro-
ducirá cuando la empresa decida aportar 
esa investigación interna por producirle 
beneficios en el procedimiento, ya sea 
exención de la responsabilidad o ate-
nuación de la misma. En esos casos, el 
derecho de defensa de las personas físi-
cas que han declarado en las investiga-
ciones internas de la compañía pudiera 
verse afectado, de ahí que sea aconse-
jable que los encargados de la investi-
gación adviertan de que el resultado de 
la misma puede ser aportado voluntaria-

mente por la empresa al procedimiento 
penal.

Finalmente, en cuanto a la relación 
entre investigación interna y secreto pro-
fesional del abogado debe señalarse que 
cuando la investigación sea asumida por 
un abogado no podrá la persona física 
que fue objeto de la investigación invocar 
el secreto profesional para evitar que la 
empresa aporte esa investigación al pro-
ceso, ya que el secreto profesional rige 
entre abogado y cliente, es decir, entre 
el abogado y la compañía que la realiza.

Precisamente por ello, los abogados 
corporativos deben advertir (y así debie-
ra constar en los protocolos internos de 
las compañías que regulen el procedi-
miento de investigaciones derivadas de 
denuncias) a los subordinados a quienes 
entrevistan de una serie de aspectos:
1. Que el Abogado actúa para la entidad 

(no para los subordinados).
2. Que las comunicaciones con los su-

bordinados están protegidas por la re-
lación abogado cliente. 

3. Que la compañía puede renunciar al 
privilegio legal que le corresponde y 
aportar la investigación o el resultado 
de la misma al órgano judicial20.

4. Que el subordinado no debe revelar la 
conversación que mantenga con un 
tercero, a excepción de trasladarla a 
su abogado.

II. Sobre el sistema de 
responsabilidad en EEUU y 
la eventual incorporación de 
los acuerdos entre las partes 
como forma de terminación 
de los procedimientos frente 
a personas jurídicas

Como dijimos anteriormente, el modelo 
de responsabilidad penal de la persona 
jurídica en EEUU se configura como un 
sistema de heterorresponsabilidad o res-
ponsabilidad por hecho de otro o respon-
sabilidad vicarial o por trasferencia, que 
encuentra su fundamento en la agency 
relationship según el cual la persona ju-
rídica responde de los delitos cometidos 
por sus empleados en su nombre y en 
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su beneficio, con independencia de que 
dispongan de un Plan de Prevención de 
delito y que el mismo sea eficaz. Quiere 
decirse con ello que el modelo vicarial 
es ajeno a la idea de culpabilidad pro-
pia de la organización, la persona jurídi-
ca responde porque el empleado comete 
un delito en su nombre y en su beneficio.

Sin embargo, pocas veces llega a jui-
cio la persona jurídica en EEUU, siendo 
así que son frecuentes los acuerdos al-
canzados por la Fiscalía con la defensa, 
acuerdos que no requieren en modo al-
guno la intervención ni la aprobación del 
Juez. Es más, el Juez no sólo no controla 
el contenido del acuerdo, sino que tam-
poco vigila su cumplimiento21.

Se pueden distinguir los siguientes 
tipos de acuerdos entre la Fiscalía y la 
empresa, donde son decisivos tanto 
el corporate compliance de la entidad 
como la colaboración de ésta con la Fis-
calía en la investigación:
a. Plea guilty: la persona jurídica reco-

noce los hechos y su culpabilidad y 
obtiene una rebaja de la pena en una 
figura similar a la conformidad previs-
ta en Derecho español.

b. Deferred prosecution agreement: la 
Fiscalía formula acusación contra la 
persona jurídica y pide la suspensión 
del procedimiento supeditada al cum-
plimiento de los requisitos que deba 
cumplir la persona jurídica de acuer-
do con el pacto.

c. Non prosecution agreement: la Fisca-
lía decide no acusar, condicionando 
esa decisión al cumplimiento de una 
serie de requisitos. Si no se cumplen 
las condiciones acordadas, la Fiscalía 
iniciará el procedimiento penal formu-
lando la correspondiente acusación.

d. Declination letter: la Fiscalía decide 
no acusar, ya sea por entender que no 
hay delito, ya sea como premio a la 
denuncia voluntaria, la plena colabo-
ración con la investigación y la ade-
cuada reparación del daño por la per-
sona jurídica22.
Los acuerdos suelen contener (en los 

casos del deferred prosecution agre-
ement y non prosecution agreement) 

una serie de compromisos (cuyo incum-
plimiento provoca el alzamiento de la 
suspensión el procedimiento y la conti-
nuación del mismo a través del corres-
pondiente juicio oral):
1. Cooperar con las Autoridades en la 

investigación.
2. Mejorar el corporate compliance 

program.
3. Quedar bajo la supervisión de un 

compliance monitor independiente 
durante un cierto periodo de tiempo 
(normalmente elegido por el DOJ de 
entre una serie de candidatos pro-
puestos por el acusado).

4. Tener en cuenta el acuerdo en cual-
quier operación de fusión societaria.

5. Procurar que nadie que represente 
a la compañía realice declaraciones 
tendentes a negar la responsabilidad 
sobre lo ocurrido.
Debe indicarse, por otro lado, que el 

sistema se completa con el denomina-
do evaluation of corporate compliance, 
un documento esencial que contiene 
las preguntas que debe hacerse el fiscal 
para decidir si acusa o no a la persona 
jurídica, es decir, si el Plan de Preven-
ción de delito es o no eficaz. Esas pre-
guntas son tres: ¿Está bien diseñado el 
Plan?23. ¿Se está aplicando con seriedad 
el Plan?24. ¿Funciona en la práctica el 
Programa?25.

Sin duda, una forma de solucionar los 
problemas de aplicación práctica de la 
responsabilidad penal de la persona jurí-
dica en el sistema español, donde exis-
te una derivación casi automática de la 
responsabilidad hacia la persona jurídica 
por el hecho de cometer un delito en su 
nombre y en su beneficio un empleado 
o un directivo podría venir de la mano 
de la incorporación al ordenamiento es-
pañol de este modelo de acuerdos en-
tre Fiscalía y la persona jurídica en una 
fase inicial de la instrucción y con ello se 
lograría evitar un incremento innecesa-
rio del coste reputacional en las compa-
ñías y, al mismo tiempo, una mejora de 
los sistemas de prevención de delito, lo 
que, sin duda, redundará en la reducción 
de los delitos cometidos por las perso-

nas jurídicas, que es el verdadero interés 
protegido y perseguido por la norma.

Para ello es aconsejable que la Fisca-
lía elaborase unos criterios o guías don-
de se recogieran los parámetros de eva-
luación de los Programas de prevención 
de delito de las personas jurídicas, una 
especie de evaluation of corporate com-
pliance programs de la Fiscalía de los 
EEUU, para de ese modo dotar al sistema 
de seguridad jurídica. Entre otros, esos 
principios que debiera tener en cuenta la 
Fiscalía para alcanzar un acuerdo serían: 
naturaleza del delito, tolerancia en la co-
misión del delito por parte de la organi-
zación, el historial delictivo de la perso-
na jurídica, la voluntad de colaborar en 
la investigación, la existencia de un Plan 
de Prevención de delito eficaz y las me-
didas adoptadas una vez cometido el de-
lito para remediar la situación.

III. La fase de instrucción como 
momento procesal oportuno 
y adecuado para apreciar la 
exención de responsabilidad 
de la persona jurídica por 
incumplimiento del debido control

De acuerdo con el artículo 299 de la 
LECR constituyen el sumario las actua-
ciones encaminadas a preparar el juicio 
oral y practicadas para averiguar y ha-
cer constar la perpetración de los delitos 
con todas las circunstancias que puedan 
influir en su calificación y la culpabili-
dad de los delincuentes, asegurando sus 
personas y las responsabilidades deriva-
das de los mismos.

Como es sabido, el objeto del sumario 
constituye la investigación de un hecho, 
en principio, delictivo que se va constru-
yendo con el devenir de diligencias de 
investigación, de manera que se va pro-
duciendo una cristalización progresiva 
del objeto, con una delimitación objeti-
va que se verifica de forma paulatina, en 
función del resultado de las diligencias, 
pues la idea central es la creación de es-
pacio habilitado para averiguar y hacer 
constar la perpetración de los delitos con 
todas las circunstancias que puedan in-
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fluir en su calificación26; proceso de in-
vestigación que ha de realizarse de for-
ma contradictoria, con intervención del 
instructor, de la acusación y la defensa 
en la práctica de las diligencias suma-
riales en aras de evitar cualquier atisbo 
de indefensión.

Por otro lado, el art. 779.1.1º de la 
LECrim dispone que practicadas las di-
ligencias pertinentes para el esclare-
cimiento de los hechos, el Juez podrá 
acordar el sobreseimiento provisional 
si entendiere que no ha resultado debi-
damente justificada la participación de 
alguno de los investigados, siendo así 
que, en relación con las facultades so-
breseyentes del juez instructor, cuando 
se pronuncia sobre la crisis anticipa-
da del procedimiento, tales facultades 
deben ejercerse atendiendo a un doble 
pronóstico, por un lado, de presunta ti-
picidad de los hechos justiciables y, por 
otro, en su caso, de suficiencia indiciaria 
objetiva y subjetiva. De ahí que cuando 
falte alguno de los dos presupuestos re-
sulte obligado, por exigencias derivadas 
del principio de presunción de inocencia, 
como regla de tratamiento procesal que 
condiciona todo el proceso inculpatorio, 
ordenar la decisión de crisis anticipada 
que proceda, ya sea el sobreseimiento li-
bre, por falta de tipicidad de los hechos 
justiciables, ya sea el sobreseimiento 
provisional por debilidad indiciaria, obje-
tiva subjetiva (STC 186/90).

Ello por cuanto que el hecho de diri-
gir el proceso penal contra una persona 
determinada comporta siempre graves 
consecuencias para ésta, afectación que 
se “tanto en el ámbito de las personas 
físicas como en el de las personas ju-
rídicas”, como acertadamente señaló el 
Auto de 9 de marzo de 2021 del Juez 
Central de Instrucción número 6 de la 
Audiencia Nacional.

Por otro lado, debe tenerse en cuen-
ta que es al Magistrado instructor27 a 
quien compete en exclusiva determinar 
si los indicios de criminalidad existentes 
son o no suficientes tanto desde un pun-
to de vista cuantitativo, como cualitati-
vo, a efectos de mantener la condición 

de investigado de determinados sujetos 
(STC 135/1989, de 19 de julio), debiendo 
administrar de forma responsable y ra-
zonable las reglas de la imputación, no 
sometiendo al proceso penal a ninguna 
persona si no hay causa para ello y no 
manteniendo dicho efecto de imputación 
si desaparecen las causas o razones que 
lo justificaron (STC 87/2001).

Por lo demás, los Tribunales son cla-
ros al entender que es perfectamente 
posible adoptar una decisión sobrese-
yente respecto de aquellos investigados 
en quienes concurran las circunstancias 
para ello, aun cuando resten diligencias 
por practicar, cuando estas resulten in-
trascendentes para los hechos imputa-
dos al investigado28.

No se puede alegar que un sobresei-
miento en estos casos vulnere el dere-
cho de defensa, pues “de acuerdo con lo 
dispuesto por el art. 779.1.1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, en el ámbito del 
procedimiento abreviado, deberá adop-
tarse sin demora [el sobreseimiento], 
una vez practicadas las diligencias per-
tinentes, si concurren los presupuestos 
de los en relación con los arts. 637 y 641 
del mismo cuerpo legal. En todo caso, 
si se produjese la revocación, siempre 
sería eludible el eventual perjuicio, me-
diante la reproducción de la diligencia a 
la que no pudo concurrir el afectado, o 
la práctica, a instancia de este, de otras 
que resulten pertinentes, con la finalidad 
de contradecir los resultados de la reali-
zada sin su concurrencia”.

En esa línea, el Auto de la sección Ter-
cera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional 51/2022 (procedente de la 
Pieza separada 21 de las DPPA 96/2017, 
caso Villarejo), por el que se revocó el 
Auto del Juez Central de Instrucción 6 
que había acordado el sobreseimiento 
de dos personas jurídicas, viene a indicar 
que “asiste la razón a las acusaciones re-
currentes cuando alegan que la instruc-
ción no puede darse por finalizada en lo 
que respecta a la responsabilidad penal 
de REPSOL concierne, sin haber practi-
cado dichas diligencias de declaración y 
sin haberse aportado la documentación 

de soporte del informe de KPMG, porque 
tales diligencias, teniendo relación con el 
objeto de la controversia, es decir, la de-
terminación de si el modelo de preven-
ción establecido por aquella compañía 
era adecuado para evitar la comisión de 
los delitos que se atribuyen a personas 
físicas pertenecientes a su organización 
o para reducir de manera significativa el 
riesgo de que tales infracciones se co-
metieran, son necesarias para un ade-
cuado esclarecimiento, en el plano pro-
visional e indiciario propio de esta fase 
procesal, de la posible responsabilidad” 
de la persona jurídica. 

En un sentido similar, el Auto 179/22 
de 14 de marzo de la Sala de lo Penal 
de la Audiencia Nacional (sección cuar-
ta), vino a indicar que “lo cierto es que 
no existe inconveniente alguno, cuando 
menos legal, desde el punto de vista pro-
cesal para que en la fase de instrucción 
se llegue a la estimación de la existen-
cia de un programa de cumplimiento con 
eficacia excluyente de la responsabilidad 
penal de la empresa, se aparte a ésta 
del procedimiento, siguiéndose exclusi-
vamente éste frente a las personas físi-
cas responsables, lo que evitaría daños 
reputacionales innecesarios”, añadiendo 
la Sala en el Auto 405/2021 de 8 de julio 
que “el órgano instructor es plenamen-
te competente para abordar, conocer y 
decidir sobre los elementos subjetivos 
del hecho punible sujeto a escrutinio ju-
dicial; puesto que cercenar su derecho 
deber de valorar si concurre o no la cir-
cunstancia exonerativa de la responsa-
bilidad criminal establecida en el artículo 
31 bis 2 del Código Penal implicaría im-
plantar un ilícito y desproporcionado lí-
mite en su actuación judicial”.

Quiere decirse con ello que es perfec-
tamente posible tanto decretar el sobre-
seimiento de la persona jurídica en fase 
de instrucción como decretarlo cuando 
las personas físicas vinculadas a la or-
ganización que hayan cometido el delito 
sigan investigadas en el procedimiento. 
Lo que puede (y debe) suceder, desde 
luego, en el caso de acreditar que el de-
lito investigado no ha beneficiado a la 
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persona jurídica (en cuyo caso, faltará 
el presupuesto para atribuir responsabi-
lidad penal a la persona jurídica), pero 
también cuando haya quedado acredita-
do que hubo un cumplimiento del debi-
do control (no concurriendo entonces el 
fundamento de la responsabilidad).

En definitiva, “no hay ningún obstácu-
lo para que, al igual que ocurre con las 
personas físicas, tratándose de una per-
sona jurídica investigada, llegado el mo-
mento en el que se han practicado todas 
las diligencias de investigación, pueda el 
Juez valorar, a partir de los indicios apor-
tados por la acusación, si se dan los pre-
supuestos que justifican mantener la im-
putación del ente corporativo” (Auto del 
Juez Central de Instrucción número 6 de 
la Audiencia Nacional de 9 de marzo de 
2021 antes comentado).

El momento de la aplicación de la exi-
mente por cumplimiento del debido con-
trol tiene importancia capital, por cuanto 
la involucración de las personas jurídicas 
en los procedimientos penales tiene un 
efecto directo en su reputación. El daño 
reputacional se reconoce en el artículo 
640 LECR, que a su vez declara aplica-
ble el artículo 638 LECR en los supues-
tos de sobreseimiento libre por exen-
ción de la responsabilidad penal de los 
procesados29.

Este daño reputacional que se causa 
a los procesados se reconoce de la mis-
ma forma por los Tribunales en relación 
con las personas jurídicas, por ejemplo, 
en el Auto 405/2021, de 8 de julio, de la 
sección 4ª de la Audiencia Nacional, que 
al hablar de las dilaciones indebidas en 
los procedimientos donde forman parte 
dichas personas jurídicas dispone que:

“La decisión, por tanto, redunda en 
que los procesos penales no deben su-
frir dilaciones indebidas, sino también 
deben evitar los daños reputacionales de 
naturaleza empresarial que implicaría el 
mantenimiento de una artificial atribu-
ción delictiva carente de sustancialidad”.

Entendemos en definitiva que el Juez 
de instrucción tiene el deber de decretar 
el sobreseimiento de la persona jurídica 
en el momento en el que se determine 

la inexistencia del fundamento de la res-
ponsabilidad, es decir, en el momento en 
el que se acredite que la empresa cuen-
ta con un plan de prevención de delitos 
eficaz y por lo tanto concurre la eximente 
del artículo 31 bis en sus apartados 2 y 
4, lo que plantea un problema de prueba.

Con objeto de agilizar el proceso y 
minimizar los daños reputacionales, es 
indispensable que la persona jurídica 
acredite la existencia en la entidad de 
una cultura de cumplimiento normativo 
y de controles destinados a prevenir los 
delitos que estén siendo investigados, 
mediante la aportación de su modelo de 
prevención de delitos, su Código Ético, 
su plan estratégico, sistema disciplina-
rio, etc.

En esta misma línea, la persona jurídi-
ca puede acreditar la eficacia de su mo-
delo de organización y gestión a través 
de informes periciales elaborados por 
terceros que analicen las medidas im-
plantadas por la Compañía en el ámbito 
de la prevención de delitos corporativos, 
cultura ética y cumplimiento normativo, 
así como la aplicación práctica que se 
venga realizando de dichas medidas con 
objeto de probar que en el momento de 
los hechos investigados, se contaba con 
un modelo de prevención penal adecua-
do y con controles eficaces para la pre-
vención de los delitos investigados.

De esta manera, la prueba de la efi-
cacia de los modelos de organización y 
gestión y de los planes de prevención 
de los delitos y de la existencia de una 
verdadera cultura empresarial de cum-
plimiento normativo derivará en la exis-
tencia de una eximente completa que 
determinará, en el momento en el que se 
acrediten dichos extremos, el sobresei-
miento de la persona jurídica por parte 
del Juez instructor.

Por lo demás, el Juez, a la hora de 
decantarse por el sobreseimiento de la 
persona jurídica por cumplimiento del 
debido control, puede tener en cuenta, 
además del Plan de Prevención de De-
lito y que el mismo cuente con informes 
de externos que verifiquen su idoneidad 
para prevenir delitos, así como de in-
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formes periciales o forensic que hayan 
constatado el correcto funcionamiento 
del sistema en el caso concreto, los si-
guientes indicios indicativos de la exis-
tencia de una cultura de cumplimiento 
en la empresa:
1. Tolerancia cero de la empresa en 

la comisión de delitos dentro de la 
organización.

2. El no haber tenido precedentes de co-
misión de delitos la compañía.

3. La voluntad de colaboración de la em-
presa en la investigación, por ejem-
plo, aportando los informes internos 
de investigación que hayan sido ela-
borados tras la comisión del delito.

4. Las medidas adoptadas tras la comi-
sión del delito para reforzar el modelo 
o sistema de prevención.

IV. Conclusión

Como conclusión, podemos afirmar que 
acordar el sobreseimiento de la perso-
na jurídica investigada en una fase pre-

liminar de la instrucción penal30, una 
vez acreditado el cumplimiento del de-
bido control, lejos de afectar al modelo 
de responsabilidad penal de la perso-
na jurídica, contribuye sin duda al éxito 
de nuestro sistema, redundando en una 
mejora de la cultura de cumplimiento y 
de buen ciudadano corporativo y miti-
gando los riesgos reputacionales deri-
vados de la existencia del procedimiento 
penal contra la persona jurídica cuando 
ésta acredite que dispone de un modelo 
eficaz de prevención de la comisión de 
ilícitos penales. 
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NOTAS

1) Bergson estructuraba su discurso en tres conceptos: 
memoria (conservación y acumulación del pasado en el 
presente), duración (“espacio” que media entre dos ins-
tantes, dos momentos concretos) e impulso vital, siendo 
la intuición el método más preciso para ese “esfuerzo 
por sobrepasar la condición humana” que debía preten-
der ser la filosofía. Nos referimos aquí a la intuición como 
método preciso, alejado de toda idea que lo relaciona con 
el instinto o forma meramente primaria del conocimiento.

2) Esa es precisamente la finalidad de la Directiva 
2019/1937, conocida como Directiva Whistleblower, y 
de la Ley 2/2023 de 20 de febrero de Protección de 
las personas que informen sobre infracciones del orde-
namiento jurídico y de lucha contra la corrupción que, 
desde esta perspectiva, merecen necesariamente una 
favorable acogida.

3) Que sirve con objetividad a los intereses generales 
y actúa con sometimiento pleno a la Ley y al derecho, 
como apunta el artículo 103.1 de la CE de 1978.

4) Puede decirse que el libre mercado, la libre compe-
tencia, forman parte del orden público español, enten-
dido éste como el conjunto de valores y principios que 
una sociedad determinada en un momento dado erige 
en valores esenciales de su ordenamiento jurídico, que 
no dejan de ser las decisiones políticas fundamentales 
en la terminología schmittiana.

5) En cuya Exposición de Motivos queda patente que 
se descarta un sistema vicarial, al señalar que es el 
“quebrantamiento del debido control” el eje medidor 
de idoneidad de la atribución de responsabilidad penal 
a las personas jurídicas.

6) Es decir, por sus representantes legales o por aque-
llos que actuando individualmente o como integrantes 
de un órgano de la persona jurídica, están autorizados 
para tomar decisiones en nombre de la persona jurídica 
u ostentan facultades de organización y control dentro 
de la misma.

7) En este sentido merece especial atención el Auto 
de 7 de febrero de 2022 de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional, Sección tercera, en los recursos 
de apelación 427, 429 y 432/2021 Diligencias previas 
96/2017, Pieza separada 21.

8) Ya que en un juicio ex post, siempre habrá sido ineficaz.

9) La implementación del Plan de Prevención de delito 
eficaz ha de ser antes de la comisión del delito; si lo 
fuera con posterioridad pero antes del juicio oral valdrá 
como atenuante.

10) Cuando la función de control corresponda a un ór-
gano colegiado es preciso que se delegue en uno de 

los miembros la tramitación de los expedientes de 
investigación.

11) Especial relevancia adquiere en este punto las in-
vestigaciones internas de la compañía llevadas a cabo 
cuando ésta conoce la existencia de una conducta irre-
gular en su organización con ocasión de las denuncias 
presentadas en el canal de denuncias. A ello volvemos 
más adelante.

12) Por eso se habla de una “cultura de cumplimiento”, 
de un “buen ciudadano corporativo”.

13) Puede (y debe) apreciarse en fase de instrucción 
el cumplimiento del debido control dictando el consi-
guiente Auto de sobreseimiento respecto de la Persona 
Jurídica, sin que sea necesario que acudir al juicio oral 
para poder apreciar que ha habido un cumplimiento 
debido, como veremos más adelante.

14) Al fin y al cabo, compliance no es sino el resultado 
de una organización que cumple con sus obligaciones, 
como decía la Norma UNE ISO 19600.

15) En el caso de partidos políticos, sindicatos y orga-
nizaciones empresariales, la obligatoriedad lo es con 
independencia del número de empleados.

16) Las compañías de más de 250 trabajadores y las 
entidades del sector público deben disponer de un ca-
nal desde el pasado 14 de junio de 2023, a los tres me-
ses de la entrada en vigor de la norma; en el caso de 
municipios de menos de 10.000 habitantes y de perso-
nas jurídicas de menos de 250 trabajadores y más de 
50, el 1 de diciembre de 2023 es la fecha límite para la 
implementación del canal.

17) En el caso de grupos de sociedades, la matriz debe 
aprobar una política general para todo el grupo y las 
filiales pueden establecer reglas específicas que deli-
miten y configuren su propio sistema de gobierno cor-
porativo; siendo así que puede tener un responsable 
del sistema para todo el grupo.

18) Puede hablarse de un cuarto tipo de investigacio-
nes, las investigaciones “reactivas”, es decir, aquéllas 
que surjan tras la decisión de archivar una denuncia 
por ser falsa, en cuyo caso, la compañía puede iniciar 
una investigación que finalice en la decisión de ejerci-
tar las acciones oportunas contra el autor de la denun-
cia falsa y que ha sido inadmitida, ya que la inadmisión 
de la denuncia deja “desprotegido” al informante, tal y 
como indica el artículo 35.2 de la Ley 2/23.

19) Auto de la Audiencia Nacional 391/2021.

20) La Circular 1/2016 de Fiscalía General del Estado 
viene a indicar que “la aportación al procedimiento de 

una investigación interna, sin perjuicio de su considera-
ción como atenuante, revela indiciariamente el nivel de 
compromiso ético de la sociedad y pueden permitir llegar 
a la exención de la pena” (punto 5.6 y conclusión 19.9).

21) Es lo que sucedió en el caso HSBC, que versaba 
sobre la procedencia delictiva, en concreto del narco-
tráfico, de dinero que había ingresado sin mayor pro-
blema en el referido Banco. El acuerdo de HSBC con la 
Fiscalía para no acusar conllevaba que un compliance 
monitor verificase la implementación de un sistema de 
compliance eficaz, para lo cual emitió un informe final. 
Se discutió entonces si ese informe final del complian-
ce monitor era o no un documento judicial a efectos de 
su exhibición a las partes y aun cuando el Juez enten-
dió que lo era y autorizó la exhibición, dicha decisión 
fue revocada en apelación.

22) Esta recompensa a la plena colaboración con la 
Fiscalía, aunque de manera embrionaria, se planteó ya 
en la Circular 1/2016, que indica que “la aportación al 
procedimiento de una investigación interna, sin perjui-
cio de su consideración como atenuante, releva indicia-
riamente el nivel de compromiso ético de la sociedad y 
puede permitir llegar a la exención de la pena”.

23) Requiere una evaluación de los riesgos, de los pro-
cedimientos de actuación, de la formación a los em-
pleados y directivos, de los procesos del canal de de-
nuncias y de la diligencia debida.

24) Analizando el compromiso ético de la compañía, 
los medios suficientes y el grado de independencia del 
órgano de supervisión y los incentivos al cumplimiento, 
como recompensas.

25) Reacción frente al incumplimiento, desarrollo de in-
vestigaciones internas, monitoreo del programa.

26) Ver Sentencia del Tribunal Supremo 860/2014, de 
17 de diciembre, por todas.

27) En este sentido se ha pronunciado en reiteradas 
ocasiones la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional 
(por ejemplo, Auto 316/2021 de 4 de junio, de la Sec-
ción Cuarta).

28) Auto 51/2022 de la Sección tercera de la Sala de lo 
Penal de la Audiencia Nacional.

29) “En los casos 1.º y 2.º del artículo anterior podrá 
declararse, al decretar el sobreseimiento, que la for-
mación de la causa no perjudica a la reputación de los 
procesados”, indica el referido artículo 638 del CP.

30) Sin que sea necesario diferir la evaluación de los 
Programas de Prevención de Delito para el acto del jui-
cio oral.
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1. Introducción: impatriados 
y expatriados

1.1. El gravamen de los rendimientos del 
trabajo en nuestro ordenamiento jurídico 
tributario se vehicula, como es sabido, a 
través de dos impuestos bien conocidos, 
como son el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y el Impuesto sobre 
la Renta de los No Residentes.

De acuerdo con su normativa especí-
fica, la condición de contribuyente por el 
IRPF o por IRNR gira en torno al concep-
to de residencia fiscal, teniendo la con-
sideración de contribuyente por el IRPF, 
con carácter general, aquel que tenga su 
residencia habitual en territorio español 
(183 días/año), o radique en España el 
núcleo principal o la base de sus activi-
dades o intereses económicos, de forma 
directa o indirecta (ex. Art. 8 y 9 LIRPF1); 
y de contribuyente por el IRNR, aquel que 
no tenga su residencia habitual en nues-
tro país, pero obtenga rentas en él (art. 5 
y 6 LIRNR)2.

Normalmente existe un alineamien-
to lógico entre el lugar –país– de resi-
dencia fiscal y el lugar de obtención de 
rentas. No obstante, existen excepcio-
nalidades temporales, y supuestos de 
desplazamiento o movilidad internacio-
nal que generan situaciones particulares 
desde el punto de vista fiscal, aparecien-
do los regímenes para determinados co-
lectivos conocidos como impatriados y 
expatriados.

1.2. Los contribuyentes por el IRPF, 
deben tributar en España por su ren-
ta mundial, es decir, deben declarar en 
España las rentas de cualquier tipo que 
obtengan en cualquier parte del mundo, 
sin perjuicio de lo que se disponga en el 
Convenio para evitar la doble imposición 
internacional suscrito entre España y el 
país de origen de la renta, si este existie-
ra. Los Convenios de Doble Imposición 
(previstos en el art 5 LIRPF, y que forman 
parte del ordenamiento interno ex art 96 
CE; en adelante CDI) enumeran los dife-
rentes tipos de rentas y disponen, res-
pecto de cada una de ellas, las potesta-

des tributarias que corresponden a cada 
Estado firmante, pudiendo establecerse 
o bien (i) potestad exclusiva para el país 
de residencia del contribuyente, o (ii) po-
testad exclusiva para el país de origen 
de la renta, o (iii) potestad compartida 
entre ambos países, con la obligación, 
en general, para el país de residencia del 
contribuyente de arbitrar medidas para 
evitar la doble imposición. Así mismo si 
esa renta es gravada también en el otro 
país, el contribuyente podrá aplicar la 
correspondiente deducción, por doble 
imposición internacional (art 80 LIRPF), 
del importe efectivamente satisfecho en 
el extranjero, por razón de un impuesto 
de idéntica o análoga naturaleza.

En el caso de los residentes en Espa-
ña, contribuyentes de IRPF, pero “expa-
triados” temporales, que obtengan ren-
dimientos del trabajo en el extranjero, 
podrán optar, o bien por la exención con-
tenida en el art. 7.1 p) LIRPF y 6 RIRPF3 
(con un límite de 60.0001 euros anua-
les), o bien por el régimen de excesos 
(dieta exceptuada de gravamen), conte-
nido en el art 9. A. 3 b) del RIRPF, ambos 
con los requisitos y limitaciones que im-
pone su regulación, siendo ambos siste-
mas incompatibles entre sí.

1.3. Por otro lado, los supuestos de impa-
triación, o “impatriados”, también cuen-
tan con un tratamiento fiscal particular, 
conocido como “régimen fiscal especial 
de los trabajadores desplazados”, (art. 
93 LIRPF y arts. 113 a 120 del RIRPF), al 
que nos referiremos de forma particular 
en este artículo, pues es el aplicable a 
los llamados “nómadas digitales”, para 
los que se ha intentado crear un ecosis-
tema más fiscal atractivo y competitivo 
con la “Ley Startups” 28/2022, de 21 de 
diciembre4, de fomento del ecosistema 
de las empresas emergentes.

1.4. Dicha Ley contiene también una im-
portante modificación del régimen tri-
butario del conocido como “carried in-
terest”, pues añade una disposición 
adicional quincuagésima tercera a la 
Ley del IRPF para regular la calificación 
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y tratamiento fiscal de este tipo de re-
tribución obtenida por los administrado-
res por la gestión exitosa de entidades y 
fondos vinculados al emprendimiento, a 
la innovación, y al desarrollo de la activi-
dad económica, que tendrán la conside-
ración de rendimientos del trabajo, con 
una no sujeción del 50%, con los límites 
y requisitos, objetivos y subjetivos, que 
expondremos más adelante. Nuevamen-
te, el elemento internacional, junto con 
otras cuestiones, plantea problemas in-
terpretativos que será preciso abordar, y 
que se han ido clarificando este año por 
la DGT.

Las modificaciones introducidas en 
ambas figuras tributarias entraron en vi-
gor en 1 de enero de 2023, por lo que su 
impacto y aplicación efectiva se consoli-
dará definitivamente con la campaña de 
Renta de 2024.

2. Futbolistas y nómadas digitales: 
de la ‘Ley Beckham’ a la ‘Ley 
Startups’. El caso portugués

2.1. Es un hecho que las nuevas tecno-
logías han impactado de forma determi-
nante tanto en la configuración del mer-
cado de trabajo, como en la forma en la 
que se puede realizarse la actividad la-
boral, tal y como hemos podido experi-
mentar recientemente durante el perio-
do en que estuvimos afectados por la 
pandemia del COVID 19. Esto hace que 
sean cada vez más frecuentes las situa-
ciones de desplazamiento residencial, 
nacional e internacional, manteniendo 
una actividad laboral en remoto –ya sea 
por cuenta propia o ajena–, y, por este 
motivo, la utilización del mencionado 
“régimen fiscal especial de los trabaja-
dores desplazados”, (art. 93 LIRPF), cuya 
regulación viene centrándose en mejorar 
la competencia fiscal de nuestro país en 
el segmento del personal altamente cua-
lificado, para tratar de atraer el talento 
de los llamados “nómadas digitales”.

Dicho régimen fiscal favorable con-
siste, en esencia, en que las personas 
físicas que adquieran su residencia fis-
cal en España como consecuencia de su 

desplazamiento a territorio español po-
drán optar por tributar por el IRNR, man-
teniendo la condición de contribuyentes 
por el IRPF, durante los cinco periodos 
impositivos siguientes al del cambio de 
residencia, incluido éste. De esta mane-
ra, por este régimen, en esencia: (i) la 
totalidad de los rendimientos del traba-
jo obtenidos por el contribuyente duran-
te la aplicación del régimen especial se 
entienden obtenidos en territorio espa-
ñol, no estando obligados a cumplimen-
tar la declaración informativa sobre bie-
nes y derechos en el extranjero (modelo 
720); (ii) a efectos de la liquidación del 
impuesto, se gravarán acumuladamente 
las rentas obtenidas por el contribuyente 
en territorio español durante el año na-
tural, sin que sea posible compensación 
alguna entre aquellas; y (iii) para la de-
terminación de la cuota íntegra se apli-
can las dos escalas específicas que es-
tablece el artículo 93 de la Ley del IRPF; 
una que va del 19 al 28%, para dividen-
dos, intereses y ganancias patrimonia-
les; y otra para el resto de rentas, que 
grava hasta 600.000 euros, al 24%, y 
por encima de esa cifra al 47%, lo que 
constituye, sin duda, uno de los aspectos 
que hace a este régimen más atractivo.

2.2. No se trata, sin embargo, de un régi-
men novedoso en nuestro ordenamiento 
tributario, pues trae causa de la llama-
da “Ley Beckham”5, de hace ya más de 
20 años, que, si bien nació con el pro-
pósito de atraer a España a trabajado-
res de gran cualificación de todo el mun-
do, adquirió su mayor popularidad por el 
hecho –para algunos controvertido– de 
que sirviera para que los clubs de fút-
bol españoles pudieran fichar a las gran-
des estrellas del fútbol mundial, como 
el mencionado futbolista inglés, que fue 
uno de los primeros beneficiados. Pos-
teriormente, en 2010, se excluyó de su 
ámbito subjetivo de aplicación a la rela-
ción laboral especial de los deportistas 
profesionales, regulada por el Real De-
creto 1006/1985, de 26 de junio; y en 
2015 se modificó igualmente el régimen, 
para ir aumentando progresivamente los 

tipos tanto para las rentas superiores a 
600.000 euros, como para los dividen-
dos, intereses y ganancias del capital.

Medida similar se adoptó en Italia en 
20196, permitiendo atraer futbolistas de 
élite a la Serie A italiana, mediante la re-
ducción al 30% de la base imponible a 
los futbolistas que establezcan su resi-
dencia en Italia, porcentaje que puede 
llegar al 10% en las regiones del sur del 
país; siempre y cuando (i) no hayan resi-
dido en Italia los dos ejercicios anterio-
res, (ii) se comprometan a vivir también 
los dos años siguientes en Italia, y, de al-
guna manera, en compensación al fútbol 
base, que es el que suele venir perjudica-
do por estas medidas, (iii) se comprome-
tan a pagar el 0,5 de la base imponible 
para el deporte de cantera. Medidas que 
se suman a las adoptadas con anteriori-
dad en beneficio de este colectivo, siendo 
la más importante la de la tarifa plana de 
100.000 euros anuales, como la cantidad 
máxima a pagar en impuestos por rentas 
extranjeras (derechos de imagen), para 
todos aquellos que hayan vivido en Italia 
nueve de los últimos diez años, sin perjui-
cio de su tributación en el país de origen. 
No obstante, parece ser que el Gobierno 
Italiano está decidiendo si incluir final-
mente este beneficio fiscal en renta para 
los presupuestos de 2024, o suprimirlo.

2.3. En España se ha flexibilizado y am-
pliado el régimen jurídico de los despla-
zados (en adelante RETD), facilitando el 
acceso al mismo, con el objetivo de me-
jorar nuestra competitividad fiscal frente 
a otros países que están implementan-
do una fiscalidad atractiva en la mate-
ria, poniendo el foco en el colectivo de 
los nómadas digitales. Esta modificación 
vino de la mano de la llamada “Ley Stur-
tups”; la Ley 28/2022, de 21 de diciem-
bre, de fomento del ecosistema de las 
empresas emergentes, y lo es con efec-
tos 1 de enero de 2023, por lo que su 
aplicación práctica se verá en la campa-
ña de renta del año que viene.

Desde el punto de vista objetivo, se 
disminuye el número de períodos im-
positivos anteriores al desplazamiento 
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a territorio español durante los cuales el 
contribuyente no puede haber sido resi-
dente fiscal en España, que pasa de diez 
a cinco años, con lo que se hace más 
sencillo el acceso al régimen, mante-
niéndose la duración temporal del be-
neficio fiscal al del periodo impositivo 
en que se solicita y los cinco siguientes. 
También se modifica la LIRNR para acla-
rar la aplicación en este Impuesto de la 
exención de los rendimientos del traba-
jo en especie mencionados en la LIRPF7.

Desde el punto de vista subjetivo, va-
rias son las modificaciones más impor-
tantes a reseñar. Por un lado, se extiende 
la aplicación del RETD (i) a trabajadores 
que, sea o no ordenado por el emplea-
dor, se desplacen a territorio español 
para trabajar a distancia utilizando ex-
clusivamente medios y sistemas infor-
máticos, telemáticos y de telecomuni-
cación (nómadas digitales), así como a 
administradores de empresas emergen-
tes con independencia de su porcentaje 
de participación en el capital social de 
la entidad. Con anterioridad a la refor-
ma, el RETD se aplicaba sólo a condi-
ción de contrato de trabajo, o relación 
laboral, ordinaria o especial distinta de 
ésta, o estatutaria con un empleador en 
España, o cuando el desplazamiento sea 
ordenado por el empleador y exista una 
carta de desplazamiento de este. Con el 
nuevo régimen, no es necesario que ese 
desplazamiento sea consecuencia nece-
saria de una orden, si no que sea posible, 
que se realice la actividad laboral en uso 
de tales tecnologías. Se entiende cum-
plido el presupuesto de acceso al régi-
men, para los trabajadores por cuenta 
ajena que cuenten con el visado para te-
letrabajo de carácter internacional pre-
visto en la Ley 14/2013, de 27 de sep-
tiembre, de apoyo a los emprendedores.

Por otro lado, (ii) también será aplica-
ble cuando el desplazamiento a territorio 
español se produzca como consecuencia 
de la realización en España de una acti-
vidad económica por parte de un profe-
sional altamente cualificado que preste 
servicios a empresas emergentes en el 
sentido del artículo 3 de la Ley 28/2022, 

de 21 de diciembre, de fomento del eco-
sistema de empresas emergentes, o 
que lleve a cabo actividades de forma-
ción, investigación, desarrollo e innova-
ción, percibiendo por ello una remunera-
ción que represente en conjunto más del 
40% de la totalidad de los rendimientos 
empresariales, profesionales y del tra-
bajo personal. Finalmente, también será 
aplicable, (iii) cuando el desplazamiento 
a territorio español se produzca como 
consecuencia de la realización en Espa-
ña de una actividad económica califica-
da emprendedora, a que se refiere art 70 
ley 14 / 2013, de apoyo a los emprende-
dores y su internacionalización, de lo que 
posteriormente hablaremos.

Otra cuestión novedosa que resulta 
importante reseñar es la relativa a la po-
sibilidad de acogerse también al RETD, 
esto es, la posibilidad de optar por la 
tributación por el Impuesto de la Renta 
de no Residentes, a los hijos del con-
tribuyente menores de veinticinco años 
(o cualquiera que sea su edad en caso 
de discapacidad) y a su cónyuge o, en 
el supuesto de inexistencia de vínculo 
matrimonial, el progenitor de los hijos, 
siempre que cumplan unas determina-
das condiciones. Fundamentalmente, (i) 
que se desplacen a territorio español con 
el contribuyente o en un momento pos-
terior siempre que no hubiera finalizado 
el primer período impositivo en el que a 
este le resulte de aplicación el régimen 
especial, (ii) que adquieran su residencia 
fiscal en España, (iii) que no hayan sido 
residentes en España durante los cinco 
períodos impositivos anteriores a aquel 
en el que se desplacen a territorio es-
pañol, y (iv) que no obtenga rentas que 
se calificarían como obtenidas mediante 
un establecimiento permanente situado 
en territorio español (ex art. 93.3 LIRPF).

Como requisito, o presupuesto ge-
neral de obligado cumplimiento para el 
RETD, se mantiene, lógicamente, para 
todos los casos, el mencionado ante-
riormente para familiares, de que no ob-
tenga rentas que se calificarían como 
obtenidas mediante un establecimien-
to permanente situado en territorio es-

pañol. A este respecto, la DGT reitera en 
su reciente Consulta V2817-23, de 17 de 
octubre, la necesidad de cesar en la ob-
tención de rendimientos por mediación 
de establecimiento permanente para 
que un contribuyente, que tributa como 
no residente (rendimientos por explota-
ción de inmuebles por mediación de es-
tablecimiento permanente), pueda pasar 
al régimen de trabajadores desplazados 
estableciendo su residencia en España.

2.4. El RETD tampoco es, obviamente, un 
sistema especial o específico de nues-
tro derecho tributario; pues es un ins-
trumento de política fiscal que es usado 
desde antaño por diferentes países, con 
mayor o menor variación. Es el caso de 
Portugal, que durante tiempo viene sien-
do noticia en este tema por su atractivo 
“régimen especial para el residente no 
habitual” (NHR), vigente desde 2009, y 
que quedará extinguido previsiblemente 
a partir del 1 de enero de 20248, en vir-
tud del cual (i) los ingresos laborales y 
los ingresos comerciales o profesionales 
de los extranjeros desplazados a Portu-
gal con “un empleo de alto valor añadi-
do”9 se gravan a un tipo fijo del 20%, lo 
que supone un ahorro fiscal importante, 
si lo comparamos con los tipos margi-
nales más altos del IRPF de España que 
están en torno al 48% de media; (ii) los 
extranjeros desplazados a Portugal con 
rentas que proceden del exterior, que no 
sean rendimientos del trabajo, no tribu-
tan en suelo portugués, sin perjuicio de 
los CDI aplicables, y (iii) las pensiones 
procedentes del empleo privado, o reci-
bido, o sacado de plan de pensiones, tri-
butan al 10% (en caso de pensiones pro-
cedentes de empleos públicos no aplica 
el beneficio, pues se suele tributar en el 
país de origen, como es el caso de Espa-
ña, según nuestro CDI con Portugal).

Este régimen especial no está exento 
de críticas, como es el caso de las re-
cibidas en nuestro país vecino. Allí, se 
argumenta que este sistema está pro-
vocando –o agravando– la crisis inmo-
biliaria que vive el país, al favorecer el 
deslazamiento de personas con alto po-
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der adquisitivo, que pueden acceder a 
los inmuebles de precio más elevado, y 
provocando el aumento en cadena del 
precio de la vivienda, –tanto en compra, 
como en arrendamiento–, fenómeno que 
está ocurriendo también en España10, en 
donde el porcentaje de viviendas adqui-
ridas o arrendadas por foráneos está en 
aumento. También existen de otros mo-
tivos de debate sobre el particular, como 
el de la afectación de este régimen al 
principio de “justicia fiscal”; por la dife-
rencia de trato que se dispensa al na-
cional frente al desplazado, cuando am-
bos son de renta elevada, haciendo al 
primero de mucha peor condición, por 
la progresividad del impuesto, que al se-
gundo, al que, en realidad, se le concede 
una auténtica posición de privilegio, al 
margen de la progresividad del sistema. 
Cierto es también, sin embargo, que se 
trata de rentas atraídas al sistema fis-
cal español, e introducidas en él, que, de 
otro modo, probablemente, no vendrían, 
por lo que no deja de ser un ingreso.

Particular referencia puede hacerse 
a otros sistemas de atracción de talen-
to digital, o nómadas digitales, que exis-
ten en otros países, con mayor o menor 
duración y contenido, como Estonia y su 
opción por el estatus de e-residencia, 
que presume de poder crear una empre-
sa en menos de 15 minutos y totalmen-
te online, así como condiciones flexibles 
de visados y residencia; o la “Bali Digital 
Nomad Visa” (Indonesia), por un periodo 
que actualmente va de los 60 días, re-
novables hasta 6 meses, con previsión 
de que pueda aprobarse en el futuro un 
nuevo visado de hasta 5 años en aquel 
país, libres de impuestos11.

No obstante las dificultades de imple-
mentación, y a la espera de los resultados 
de la aplicación en España de las modifi-
caciones antedichas, lo cierto es que ya 
se ha apostado por ampliar este régimen 
especial, para hacerlo lo más competiti-
vo posible frente a otras opciones.

3. Nomadas digitales; seguridad 
social y extranjería: visado de 
teletrabajo de carácter internacional

3.1. Como hemos indicado anteriormen-
te, para la aplicación del RETD del art. 93 
LIRPF, se requiere la existencia de una re-
lación de causalidad entre el desplaza-
miento a España y el inicio de la relación 
laboral12, si bien el origen no está ya, ne-
cesariamente, determinado por una orden 
de desplazamiento por el empleador, con 
carta de desplazamiento de este, si no que 
se aplica tanto a trabajadores por cuenta 
propia (trabajadores autónomos o freelan-
ce), como a trabajadores por cuenta aje-
na, identificados en la Ley 14/2013 bajo el 
binomio “actividad laboral o profesional” 
(art. 74 bis), que cumplan una serie de re-
quisitos. Existen, por tanto, diferentes ti-
pos de nómadas digitales a efectos fisca-
les, administrativos, y de seguridad social.

Una forma de aclarar y facilitar el cum-
plimiento de los requisitos para la aplica-
ción del RETD, es la mención específica 
en el art. 93 de la LIRPF de acreditación 
automática de cumplimiento de los re-
quisitos o presupuestos de acceso para 
el caso de trabajadores por cuenta ajena 
que cuenten con el visado para teletraba-
jo de carácter internacional. El art. 74 bis 
de la Ley 14/2013, en la redacción dada 
por la Ley startups, define la situación de 
residencia por teletrabajo de carácter in-
ternacional la de aquellos que, siendo na-
cionales de un tercer Estado, están au-
torizados a permanecer en España para 
ejercer una actividad laboral o profesional 
a distancia para empresas radicadas fue-
ra del territorio nacional, mediante el uso 
exclusivo de medios y sistemas informá-
ticos, telemáticos y de telecomunicación.

En el caso de ejercicio de una activi-
dad laboral, el titular de la autorización 
por teletrabajo de carácter internacio-
nal, debe cumplir unos requisitos; (i) solo 
podrá trabajar para empresas radicadas 
fuera del territorio nacional, (ii) deberá 
acreditar la existencia de la relación en-
tre el trabajador y la empresa no locali-
zada en España durante, al menos, los 
últimos tres meses anteriores a la pre-
sentación de la solicitud, (iii) así como la 
presentar la documentación que acredite 
que dicha empresa permite al trabajador 
realizar la actividad laboral a distancia.

En el supuesto de ejercicio de una ac-
tividad profesional, sin embargo, se per-
mite cierta flexibilidad, pues, (i) se per-
mitirá al titular de la autorización por 
teletrabajo de carácter internacional tra-
bajar para una empresa ubicada en Es-
paña, si bien, siempre y cuando el por-
centaje de dicho trabajo no sea superior 
al 20% del total de su actividad profesio-
nal, al objeto de no hacer de peor con-
dición a los trabajadores autónomos es-
pañoles, colocándolos en una situación 
de desventaja competitiva. Igualmente, 
(ii) deberá acreditarse que el trabajador 
tiene relación mercantil con una o varias 
empresas no localizadas en España du-
rante, al menos, los tres últimos meses 
(es decir, al igual que en el anterior caso, 
que se trate de un nómada “real”, y no 
“sobrevenido”), así como (iii) presentar 
la documentación que acredite los tér-
minos y condiciones en los que va a ejer-
cer la actividad profesional a distancia.

Todos ellos, además de acreditar el 
cumplimiento de los requisitos gene-
rales administrativos para la estancia o 
residencia, deberán presentar la corres-
pondiente documentación acreditativa 
de que la relación laboral o profesional 
se puede realizar en remoto; además de 
la antedicha autorización para ello (para 
actividad laboral), o la acreditación de 
los términos y condiciones de la activi-
dad profesional a distancia. En cuanto a 
su duración, el visado para el teletrabajo 
de carácter internacional permite entrar y 
residir en España durante un máximo de 
un año, mientras que sus titulares traba-
jan para sí mismos, o para empleadores 
en cualquier lugar del mundo. Además, la 
autorización de residencia para el teletra-
bajo internacional permite a los extranje-
ros que ya se hallan de forma regular en 
España, por ejemplo, aquellos que están 
estudiando en España o los que, sien-
do titulares de un visado de teletrabajo, 
vayan a agotar dicho año de residencia, 
y quieran continuar en España, solicitar 
una autorización de residencia por un pe-
ríodo máximo de tres años, renovable por 
un período de dos años, pudiendo obte-
ner la residencia permanente a los cinco 
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años, acreditando el mantenimiento del 
cumplimiento de los requisitos o condi-
ciones de obtención del derecho13.

3.2. Otro colectivo, o puerta de acceso al 
RETD, es el que tiene su origen en aque-
llos desplazamientos a territorio español 
que se producen como consecuencia de 
la realización en España de una activi-
dad económica calificada como activi-
dad emprendedora, de acuerdo con el 
procedimiento descrito en el artículo 70 
de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, 
que define como actividad emprendedo-
ra aquella que sea innovadora y/o tenga 
especial interés económico para España 
y exige que, a tal efecto, cuente con un 
informe favorable emitido por ENISA14. La 
Ley startups modifica el procedimiento y 
la definición de actividad emprendedora 
que estaba previsto prevista en el capítu-
lo III de la sección 2.ª de la Ley 14/2013, 
de 27 de septiembre, de apoyo a los em-
prendedores y su internacionalización, 
en aras de mejorar y flexibilizar el pro-
cedimiento de la tramitación de autoriza-
ciones de residencia para este colectivo.

3.3. Finalmente, el art. 93 de la LIRPF dis-
pone que también tendrán la posibilidad 
de acogerse al RETD aquellas personas 
desplazas a nuestro país como conse-
cuencia de la realización en España de 
una actividad económica que les otorgue 
la consideración de profesional altamen-
te cualificado que preste servicios a em-
presas emergentes (en el sentido del ar-
tículo 3 de la Ley startups), o que lleve a 
cabo actividades de formación, investiga-
ción, desarrollo e innovación, percibiendo 
por ello una remuneración que represen-
te en conjunto más del 40% de la tota-
lidad de los rendimientos empresariales, 
profesionales y del trabajo personal. El 
art. 71 de la ley 14/2013, se refiere a los 
aspectos administrativos en materia de 
residencia para estos sujetos, disponien-
do que podrán solicitar una autorización 
de residencia para profesionales alta-
mente cualificados, que tendrá validez en 
todo el territorio nacional, las empresas 
que requieran la incorporación en territo-

rio español de profesionales extranjeros 
graduados o postgraduados de universi-
dades y escuelas de negocios de reco-
nocido prestigio, titulados de formación 
profesional de grado superior, o especia-
listas con una experiencia profesional de 
un nivel comparable de al menos 3 años.

3.4. En materia de Seguridad social, se 
permitirá que el pasaporte sea docu-
mento acreditativo suficiente para darse 
de alta en la Seguridad Social durante los 
primeros seis meses de residencia o es-
tancia en las categorías de movilidad in-
ternacional reguladas por la sección 2.ª 
de la Ley 14/2013. El ejercicio de la op-
ción de tributar por el Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes debe realizarse 
mediante la utilización del modelo 149, 
cuya presentación se efectuará en el pla-
zo máximo de seis meses desde la fecha 
de inicio de la actividad que conste en el 
alta en la Seguridad Social en España, o 
en la documentación que permita, en su 
caso, al trabajador el mantenimiento de 
la legislación de Seguridad Social de ori-
gen (artículo 116 del RIRPF). En la medi-
da en que existen nuevos perfiles que se 
podrán acoger al RETD a partir de 1 de 
enero de 2023, las gestiones de alta en 
Seguridad Social, ejercicio de la opción, 
y la resolución del expediente mediante 
el reconocimiento del RETD, pueden re-
sultar problemáticas en lo que se refiere 
al régimen de retenciones y régimen de 
tributación, si no se resuelve antes de la 
finalización de la campaña de renta (ju-
nio 2024). No podrán ejercitar esta op-
ción los contribuyentes que se hubieran 
acogido al procedimiento especial para 
determinar las retenciones o ingresos a 
cuenta sobre los rendimientos del traba-
jo previsto en el artículo 89 B) del RIRPF, 
al que hicimos referencia anteriormente.

Si bien la obtención del citado visado 
especial para teletrabajadores de carác-
ter internacional agiliza administrativa-
mente los trámites, y facilita el acceso al 
RETD, la cuestión se complica en materia 
de legislación sobre Seguridad social, so-
bre todo para los trabajadores asalaria-
dos o por cuenta ajena. En la medida en 

que la normativa exige que cualquier tra-
bajador este cubierto por el régimen de 
la seguridad social, (inscripción en el sis-
tema y alta del trabajador en el régimen 
general) para estos últimos, la legislación 
obliga a los empresarios foráneos a abrir 
una cuenta de cotización en España para 
mantener contratado a ese teletrabaja-
dor que solicita el régimen, lo que supo-
ne a efectos prácticos crear una filial en 
España. A no ser que exista un Convenio 
Internacional en materia de Seguridad 
Social que evite el trámite, entre el país 
en donde se sitúa la empresa y España, 
mediante la aportación de un certifica-
do de Cobertura de la Seguridad Social 
emitido por el país de origen. Pero para 
aquellos procedentes de países con los 
que no esté suscrito el correspondiente 
Convenio Internacional, o éste no cubra 
el supuesto, puede recurrirse a que dicho 
trámite se externalice con una empresa 
dedicada a la gestión de trámites de re-
cursos humanos de empresas interna-
cionales para países que no desean abrir 
una filial en España15, práctica que puede 
correr el riesgo de ser considerada como 
cesión ilegal de trabajadores, además de 
quedar fuera del RETD, por convertirse, 
aunque sea formalmente, en empleadora 
española de los empleados de la empre-
sa principal extranjera16.

Igualmente se prevé que estos, como 
hemos señalado anteriormente, han de 
acreditar la existencia de la relación la-
boral con una antelación mínima de 3 
meses anteriores a la solicitud, así como 
los términos y condiciones de la actividad 
a distancia, tratando de evitar el amparo 
de teletrabajadores falsos o sobreveni-
dos, o situaciones de estancia irregular. 
No obstante, nuestra legislación es bas-
tante flexible, pues para los visados de 
teletrabajo de carácter internacional, el 
art. 74 bis.2 de la Ley 14/2013 se exige 
sólo una experiencia profesional mínima 
de 3 años para los solicitantes, o, inclu-
so, ni siquiera eso, pues pueden solicitar 
el visado o la autorización de teletrabajo 
los profesionales cualificados que acre-
diten ser graduados o postgraduados de 
“universidades de reconocido prestigio, 
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formación profesional y escuelas de ne-
gocios de reconocido prestigio”, para los 
cuales sólo será exigible la relación labo-
ral con el empleador con al menos tres 
meses anteriores a la solicitud, a que 
acabamos de hacer referencia.

4. Régimen jurídico del llamado 
‘carried interest’ en la Ley startups

4.1. Procede hacer referencia, en último 
lugar, al novedoso tratamiento tributario 
a efectos de IRFPF, aplicable al llama-
do “carried interest” o comisión de éxi-
to; definido como la participación de los 
gestores de un fondo en las plusvalías 
resultantes de las operaciones realiza-
das por el mismo17, más allá de lo que 
les pudiera corresponder si hubieran 
realizado una inversión a título particular, 
o de la management fee, tarifa de admi-
nistración, o comisión de gestión anual. 
Constituye, por tanto, un importante in-
centivo retributivo a la buena gestión 
o gestión exitosa del fondo, mediante 
la entrada del gestor (los General Part-
ners, o GP en fondos de capital riesgo) a 
la participación en los beneficios gene-
rados por ellos, y que suele alcanzar en 
torno al 20% de las plusvalías en fondos 
de private equity y venture capital.

4.2. La reciente Ley sturtups se refiere 
especialmente a este tipo de ingreso en 
su exposición de motivos, y añade, para 
su regulación, una nueva Disposición adi-
cional (53ª) a la LIRPF18. La ley startups 
señala que se regula la calificación fiscal 
de la retribución obtenida por la gestión 
exitosa de entidades de capital-riesgo, 
(conocida como carried interest), al tiem-
po que se establece un tratamiento fis-
cal específico para tales retribuciones, en 
línea con la regulación de los países de 
nuestro entorno, “que fomente el desarro-
llo del capital-riesgo como elemento ca-
nalizador de financiación empresarial de 
especial relevancia, todo ello con la finali-
dad de impulsar el emprendimiento, la in-
novación y la actividad económica”. Para 
ello, seguirá siendo rendimiento del traba-
jo, pero se integrará en el IRPF al 50%, sin 

que resulten de aplicación exención o re-
ducción alguna, y aplicará a rendimientos 
tanto directos como indirectos y también 
a las comisiones, siempre que se cum-
plan determinados requisitos objetivos y 
subjetivos establecidos en la nueva Dis-
posición adicional 53 de la LIRPF.

Con ello se pretende acabar con las 
discrepancias existentes en cuanto a la 
naturaleza y tratamiento del rendimiento, 
ya que en el Territorio Foral de Guipúzcoa 
(Norma Foral 3/2019, de 11 de febrero)19 
se estableció un tratamiento fiscal del ca-
rried interest muy favorable al otorgar a 
este tipo de retribución la consideración 
de rendimientos del capital mobiliario (en 
forma similar a la de otros países euro-
peos como Italia20), sujetas, por tanto, a 
una escala más reducida, la del gravamen 
del ahorro (del 19 al 23%), lo que coloca-
ba a este territorio, en este aspecto, en 
una situación muy competitiva frente al 
Territorio Común, ya que la DGT conside-
ra a este rendimiento como rendimiento 
del trabajo o de actividades económicas, 
según si se trataba de una relación labo-
ral o mercantil con la entidad gestora, y 
por ello, sujeta a tipos de hasta el 45% en 
el tramo más alto (Consultas Vinculantes 
V1688-03, de 22 de octubre y V5220-16, 
de 7 de diciembre, por todas).

También se aclara, en la nueva regula-
ción, que no se aplicará ninguna clase de 
exención o reducción al rendimiento, ha-
bida cuenta del hecho de que, por lo ge-
neral, por su propia naturaleza, el carried 
interest no se percibe sino hasta que no se 
puede determinar y cuantificar el resulta-
do de la inversión, es decir, hasta que no 
se produce la desinversión total o parcial, 
y puede juzgarse si ha existido la gestión 
exitosa que se remunera por tal concepto, 
lo que hace que tales rendimientos pue-
dan tener la consideración de irregulares 
al efecto de poder aplicarse la reducción a 
que se refiere el artículo 18.2 LIRPF (SAN 
1 de febrero de 2023, Rec. 242/2019).

4.3. En cuanto a los requisitos objetivos, 
la DA 53ª. 3 de la LIRPF exige que: “a) 
Los derechos económicos especiales de 
dichas participaciones, acciones o dere-

chos estén condicionados a que los res-
tantes inversores en la entidad a la que 
se refiere el apartado 2 anterior, obtengan 
una rentabilidad mínima definida en el re-
glamento o estatuto de la misma. b) Las 
participaciones, acciones o derechos se 
mantengan durante un período mínimo 
de cinco años, salvo que se produzca su 
transmisión mortis causa, o que se liqui-
den anticipadamente o queden sin efecto 
o se pierdan total o parcialmente como 
consecuencia del cambio de entidad 
gestora, en cuyo caso, deberán haberse 
mantenido ininterrumpidamente hasta 
que se produzcan dichas circunstancias”.

4.4. Mayores problemas interpretativos 
presentan los requisitos subjetivos o la 
tipología de entidades que otorguen de-
rechos económicos especiales, a que se 
refiere la DA 53ª. 2 de la LIRPF, pues se 
incluye una categoría abierta a “otros 
canales de inversión análogos”. Dice así 
el precepto: “2. Las entidades a que se 
refiere el apartado 1 son las siguientes: 
a) Fondos de Inversión Alternativa de ca-
rácter cerrado definidos en la Directiva 
2011/61/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 8 de junio de 2011, rela-
tiva a los gestores de fondos de inversión 
alternativos y por la que se modifican las 
Directivas 2003/41/CE y 2009/65/CE y 
los Reglamentos (CE) n.º 1060/2009 y 
(UE) n.º 1095/2010 incluidos en alguna 
de las siguientes categorías:

1.º Entidades definidas en el artículo 3 
de la Ley 22/2014, de 12 de noviembre, 
por la que se regulan las entidades de ca-
pital riesgo, otras entidades de inversión 
colectiva de tipo cerrado y las sociedades 
gestoras de entidades de inversión colec-
tiva de tipo cerrado, y por la que se mo-
difica la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, 
de Instituciones de Inversión Colectiva.

2.º Fondos de capital riesgo europeos 
regulados en el Reglamento (UE) n.º 
345/2013, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de abril de 2013, sobre 
los fondos de capital riesgo europeos.

3.º Fondos de emprendimiento social 
europeos regulados en el Reglamento 
(UE) n.º 346/2013 del Parlamento Eu-
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ropeo y del Consejo, de 17 de abril de 
2013, sobre los fondos de emprendi-
miento social europeos, y

4.º Fondos de inversión a largo pla-
zo europeos regulados en el Reglamento 
(UE) 2015/760 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 29 de abril de 2015, so-
bre los fondos de inversión a largo plazo 
europeos.

b) Otros organismos de inversión aná-
logos a los anteriores”.

Pues bien, respecto de estos últimos 
organismos de inversión, se plantea la 
duda de cuáles son los parámetros de 
inclusión, dentro de esa categoría, la (b), 
de determinadas entidades de inversión 
extranjeras, distintas de las menciona-
das en la letra (a) de la DA 53ª.2 de la 
LIRPF. A esta cuestión (entre otras) res-
ponde la DGT (V2295-23, de 31 de julio 
de 2023), diciendo que no cabe efectuar 
una generalización sobre qué tipo de or-
ganismos de inversión extranjeros pue-
den considerarse análogos a estos efec-
tos, sino que la aplicación de la citada 
disposición para entidades extranjeras 
distintas de las enumeradas en la letra 
a) de su apartado 2 requerirá un análisis 
caso por caso sobre su analogía.

No obstante, sí que aporta bastantes 
luces sobre qué criterios deben tenerse 
en cuenta, trayendo a colación la regu-
lación del art. 14.2 de la Ley 22/2014 
LECR; pues la propia LECR contiene un 
precepto en el que se regula expresa-
mente qué debe entenderse por entida-
des extranjeras similares a las entidades 
de capital riesgo reguladas en la misma. 

Es decir, la DGT afirma que “si a efec-
tos de la LECR fueran entidades extran-
jeras similares por reunir las caracterís-
ticas señaladas en el artículo 14.2 de la 
LECR, podrían ser también consideradas 
como organismos de inversión análogos 
a las entidades del ordinal 1º de la letra 
a) de apartado 2 de la disposición adicio-
nal quincuagésima tercera de la LIRPF”.

Es decir, en esencia, (i) que ejerzan 
actividades similares a las de las ECR re-
guladas en la ley 22/2014, sin necesidad 
de cumplir con los coeficientes de diver-
sificación de inversiones del artículo 16 
de la LECR, y (ii) estén establecidas en 
Estados miembros de la Unión Europea 
o en terceros países, siempre que dicho 
tercer país no figure en la lista de países 
y territorios no cooperantes establecida 
por el Grupo de Acción Financiera Inter-
nacional sobre el Blanqueo de Capitales 
y haya firmado con España un conve-
nio para evitar la doble imposición con 
cláusula de intercambio de información 
o un acuerdo de intercambio de informa-
ción en materia tributaria. Ahora bien, a 
los efectos de la aplicación del régimen 
previsto en la disposición adicional quin-
cuagésima tercera de la LIRPF, (iii) esta 
equiparación no exime del cumplimiento 
del resto de los requisitos exigidos por la 
citada disposición y, en particular, de lo 
dispuesto en el último párrafo del apar-
tado 3 de la propia disposición adicio-
nal quincuagésima tercera de la LIRPF. 
Así, el régimen previsto en tal disposi-
ción adicional no podría aplicarse si los 
derechos económicos especiales proce-

dieran directa o indirectamente de una 
entidad residente en un país o territorio 
calificado como jurisdicción no coopera-
tiva, o con el que no exista normativa so-
bre asistencia mutua en materia de in-
tercambio de información tributaria.

Finalmente, la DGT responde también 
en la citada consulta de 31 de julio de 
2023, a otra cuestión eminentemente 
práctica que resulta de interés resaltar. 
Se trata de aclarar si este régimen fis-
cal de la DA 53 ª LIRPF aplica también 
a los derechos económicos especiales o 
“bonus” que perciben los administrado-
res, gestores o empleados de las entida-
des del apartado 2, en el supuesto, no 
infrecuente de que el carried interest se 
atribuya directamente a tales entidades 
y no a los mencionados gestores, admi-
nistradores o empleados, los cuales tie-
nen atribuida una cifra o porcentaje, en 
una determinada estructura de incenti-
vos retributivos, cuya determinación y li-
quidación, estarían vinculadas al carried 
interest al que tuvieran derecho las refe-
ridas entidades. A este respecto, la DGT 
concluye que, en la medida en que el de-
recho a la percepción, y la cuantía a per-
cibir, de los referidos bonos o incentivos, 
deriven de participaciones, acciones, u 
otros derechos que otorguen derechos 
económicos especiales en alguna de las 
entidades relacionadas en el apartado 2 
de la disposición adicional 53ª de la LIR-
PF, y siempre que se cumplan los requi-
sitos señalados en el apartado 3 de la 
misma, sí sería aplicable el régimen pre-
visto en dicha disposición. 

“La ley startups señala que se regula la calificación fiscal de la 
retribución obtenida por la gestión exitosa de entidades de capital-
riesgo, (conocida como carried interest), al tiempo que se establece 
un tratamiento fiscal específico para tales retribuciones, en línea 

con la regulación de los países de nuestro entorno, ‘que fomente el 
desarrollo del capital-riesgo como elemento canalizador de financiación 

empresarial de especial relevancia’”
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NOTAS

1) Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto so-
bre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

2) Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta de no Residentes.

3) Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, por el que 
se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas y se modifica el Reglamento de 
Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real De-
creto 304/2004, de 20 de febrero.

4) Ley 28/2022, de 21 de diciembre, de fomento del 
ecosistema de las empresas emergentes.

5) La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fis-
cales, administrativas y del orden social, introdujo, con 
efectos desde el 1 de enero de 2004, un nuevo aparta-
do 5 en el artículo 9 de la Ley 40/1998, de 9 de diciem-
bre, en aquel entonces reguladora del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tribu-
tarias, para recoger este régimen especial, el cual fue 
objeto de desarrollo por el Real Decreto 687/2005, de 
10 de junio, por el que se modificaba el entonces vigen-
te Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas, Real Decreto 1775/2004, de 30 de julio.

6) “Decreto Crecimiento”, DL 34/2019, de 30 de abril, 
“Misure urgente di crescita económica e per la reso-
luzione di specifiche situazioni di crisi”, Ley 58/2019.

7) Disposición final segunda modifica la letra a) del ar-
tículo 14 1 de la Ley del IRNR para establecer la exen-
ción en este Impuesto de los rendimientos del trabajo 
en especie mencionados en el apartado 3 del artículo 
42 de la Ley del IRPF.

8) Propuesta de supresión o reforma del régimen espe-

cial que está incluida en los PGE de Portugal para 2024, 
pendientes de aprobación, con un régimen transitorio 
que mantiene el régimen especial para contribuyentes 
que se acojan a él antes del 31 de diciembre de 2023, y 
los que lo tuvieran reconocido con anterioridad, durante 
todo el plazo de vigencia del mismo (10 años máximo). 
En total, en 2022, habría un total de 74.258 residentes 
no habituales inscritos en Portugal.

9) Una lista bastante amplia que incluye médicos, infor-
máticos, profesores de universidad, directivos, artistas, 
consultores etc. Si bien, los trabajadores incluidos en 
las citadas actividades profesionales deberán poseer al 
menos una cualificación de nivel 4 del Marco Europeo 
de Cualificaciones o de nivel 35 de la Clasificación In-
ternacional Normalizada de la Educación. Alternativa-
mente, deberán contar con cinco años de experiencia 
profesional debidamente acreditada.

10) https://cincodias.elpais.com/cincodias/2023/09/ 
19/legal/1695106492_269945.html

11) https://www.businessinsider.es/trabajadores-remoto- 
podran-vivir-5-anos-bali-impuestos-1073901

12) Consulta Vinculante nº V0006-22, entre otras.

13) Artículos 74 bis a 74 quinquies de la Ley 14/2013, 
de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y 
su internacionalización.

14) La Empresa Nacional de Innovación, SA, es una So-
ciedad Mercantil Estatal respecto de la cual correspon-
de a la Secretaría General de Industria y de la Pequeña 
y Mediana Empresa, a través de la Dirección General de 
Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa el ejerci-
cio de las funciones de tutela conforme a lo previsto en 
el artículo 116 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, los artículos 169.d) 
y 176 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patri-
monio de las Administraciones Públicas, y el artículo 6.8 

del Real Decreto 998/2018, de 3 de agosto, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo. De aplicación, además de 
los requisitos subjetivos del art 70 ley 14/2013, la Orden 
PCM/825/2023, de 20 de julio, por la que se regulan los 
criterios y el procedimiento de certificación de empresas 
emergentes que dan acceso a los beneficios y especiali-
dades reconocidas en la Ley 28/2022, de 21 de diciembre, 
de fomento del ecosistema de las empresas emergentes.

15) Se trata de las conocidas como EOR, o Employer of 
record.

16) A tener en cuenta, a este respecto, el Acuerdo mar-
co relativo a la aplicación del apartado 1 del artículo 
16 del Reglamento (CE) nº 883/2004 en los casos de 
teletrabajo transfronterizo habitual, en vigor desde 1 de 
julio de 2023 (BOE 4 de agosto 2023), que flexibiliza 
los requisitos para que los nómadas digitales puedan 
cotizar a la Seguridad Social en el país de origen de la 
empresa, siempre entre dos países europeos de los fir-
mantes, y no aplicable a trabajadores por cuenta propia.

17) Definición extraída de la Revista Española de Ca-
pital Riesgo.

18) Disposición adicional quincuagésima tercera. Ren-
dimientos del trabajo obtenidos por la gestión de fon-
dos vinculados al emprendimiento, a la innovación y al 
desarrollo de la actividad económica.

19) Posteriormente, también en la Diputación Foral de 
Navarra, Ley foral 29/2019, de 23 de diciembre. Sin 
embargo, las Diputaciones Forales de Álava (Norma fo-
ral 25/2019, de 20 de diciembre), y Vizcaya (Norma fo-
ral 1/2020, de 18 de marzo) optaron por mantener la 
consideración del rendimiento como rendimiento del 
trabajo, si bien con reducción por irregularidad del 50% 
del importe, sin límites máximos.

20) Italia; Decreto Ley nº 50 de 24 de abril de 2017.

https://cincodias.elpais.com/cincodias/2023/09/19/legal/1695106492_269945.html
https://cincodias.elpais.com/cincodias/2023/09/19/legal/1695106492_269945.html
https://www.businessinsider.es/trabajadores-remoto-podran-vivir-5-anos-bali-impuestos-1073901
https://www.businessinsider.es/trabajadores-remoto-podran-vivir-5-anos-bali-impuestos-1073901
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E n el año 2016, organizamos una 
cena de despedida a uno de nues-
tros preparadores, cuya carrera 

profesional le impedía por aquel enton-
ces emplear el esfuerzo y la dedicación 
que la preparación de opositores supo-
ne. Agradecerle todo lo que nos había 
enseñado se hacía difícil y, como deta-
lle, decidimos regalarle una estilográfica, 
pensando en ella como un regalo clásico 
y atemporal. Cuál fue nuestra sorpresa 
cuando, al abrir el envoltorio, comentó 
en alto su preocupación acerca de cuán-
do tendría ocasión de usar aquel obse-
quio, teniendo en cuenta que todo se fir-
maba ya electrónicamente.

Esta anécdota me ha vuelto a la mente 
al hilo de la sentencia del Tribunal Cons-
titucional, Sala Primera, n.º 147/2022, 
de 29 de noviembre de 2022, recurso 
3209/2019, y su pronunciamiento sobre 
las notificaciones electrónicas.

La sentencia pivota en torno a las no-
tificaciones electrónicas de actos admi-
nistrativos a las personas jurídicas, ma-
teria que ha experimentado una gran 
transformación, correlativa a la implan-
tación de la denominada “Administra-
ción Electrónica”.

Para entender la transformación de 
las notificaciones resulta esencial com-
prender la caracterización electrónica de 
la Administración, fenómeno éste en el 
que pueden identificarse claramente tres 
fases:
a. Una primera, en la que se introduce 

la posibilidad de utilizar medios elec-
trónicos en las Administraciones Pú-
blicas, con la Ley 30/1992 de 26 de 
Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común (LRJAP-PAC) y 
la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, 
de Medidas Fiscales, Administrativas 
y del Orden Social.

b. Una segunda, en la que se impulsa 
la Administración electrónica, y que 
cuenta como hito normativo con la 
Ley 11/2007, de 22 de junio, de ac-
ceso electrónico de los ciudadanos a 
los servicios públicos y su normativa 
de desarrollo.

c. Una tercera, en la que se consolida el 
funcionamiento electrónico de las Ad-
ministraciones Públicas bajo el mar-
co jurídico de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Adminis-
trativo Común de las Administracio-
nes Públicas (LPAC) y la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, del Régimen Jurídico 
del Sector Público (LRJSP).
Pues bien, las notificaciones por me-

dios electrónicos a las personas jurídi-
cas, de forma paralela al desarrollo nor-
mativo expuesto, han experimentado 
también una profunda evolución: 
a. Originariamente resultaban 

facultativas;
b. A partir de la Ley 11/2007 pasaron a 

ser obligatorias previo cumplimiento 
del requisito de la notificación pre-
via de la inclusión del interesado en 
el sistema de notificación electróni-
ca obligatoria (NEO) (la finalidad de la 
Ley 11/2007, según su Exposición de 
Motivos, era dar el paso del “podrán” 
al “deberán”) y,

c. Finalmente, desde la entrada en vigor 
de la LPAC, son obligatorias por im-
posición de la ley, no dejando dudas 
en este sentido los arts. 14.2 y 41.1 
LPAC.
Para ponernos en situación, breve-

mente ha de decirse que la STC se ma-
nifiesta sobre hechos acaecidos entre 
los años 2011 y 2014, época en la que 
se impulsaba la Administración electró-
nica, bajo la vigencia de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de acceso electrónico de 
los ciudadanos a los servicios públicos, 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común y su normativa de 
desarrollo.

Así, la cuestión parte de que el 12 de 
octubre de 2011, la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria (en adelante, 
AEAT), dictó acuerdo de inclusión obliga-
toria de la sociedad demandante en el 
sistema de dirección electrónica habili-
tada con la consiguiente asignación de 
una específica dirección para la prácti-
ca de notificaciones, al tratarse de “una 
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persona o entidad comprendida en el ar-
tículo 4 del Real Decreto 1363/2010”. 

Intentada la notificación una primera 
vez, se llevó a cabo un segundo intento, 
dejando aviso en el buzón. Finalmente, la 
notificación fue entregada a un familiar 
del destinatario, que resultó ser la hija 
menor de edad del representante de la 
sociedad. 

Considerándose practicada la notifi-
cación de inclusión de la sociedad en el 
sistema de dirección electrónica habili-
tada, la AEAT, en un procedimiento ini-
ciado en el año 2014, practicó las notifi-
caciones por medios electrónicos. 

Contra la liquidación resultante se 
interpuso reclamación económico-ad-
ministrativa, la cual se inadmitió por 
extemporánea, y, posteriormente, se in-
teresó la nulidad de pleno derecho de la 
misma (al amparo del art. 217.1.a) LGT) 
razonándose, en síntesis, que las noti-
ficaciones se habían intentado a través 
de la sede electrónica, con avisos a un 
correo electrónico que no se tenía ha-
bilitado y que la AEAT, a pesar de tener 
la constancia de la ausencia efectiva de 
notificación, no había remitido en ningún 
momento ninguna carta, aunque fuera 
de carácter informativo, que indicara el 
procedimiento que se estaba siguiendo. 

La solicitud de nulidad fue declarada 
inadmisible por carecer manifiestamen-
te de fundamento, lo que determinó la 
interposición de un recurso contencioso-
administrativo que se resolvió con una 
sentencia desestimatoria contra la que 
se promovieron los recursos pertinentes. 

Agotada la vía judicial, se demandó en 
amparo ante el Tribunal Constitucional 
(TC), alegando la vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), en las vertientes del derecho de au-
diencia y el derecho a obtener una reso-
lución fundada en Derecho en el ámbito 
administrativo, con proscripción de la ar-
bitrariedad de los poderes públicos. 

Al resolver el recurso, el TC cuestiona 
la notificación de la inclusión en el sis-
tema de dirección electrónica habilitada 
por haberse realizado a quien no osten-
taba la representación de la mercantil ni 

estuviera empleada en ella y, finalmen-
te, estima el amparo entendiendo que 
se había producido indefensión por el 
hecho de que la Agencia Tributaria, ha-
biendo notificado el acto administrativo 
por vía electrónica, no empleó formas 
alternativas de comunicación, a fin de 
advertir a la sociedad del procedimien-
to de comprobación limitada que había 
iniciado y de la documentación contable 
que recababa, lo que impidió que pudie-
ra ejercer válidamente su derecho de 
defensa. 

Dejando a un lado la asombrosa solu-
ción de poner en entredicho la actuación 
de una persona casi adulta (dieciséis 
años) y legalmente habilitada para reci-
bir la notificación, la sentencia sorpren-
de especialmente por la imposición a la 
AEAT de un deber de actuación adicional 
que no le viene exigido por ley.

Así, en palabras del Tribunal Constitu-
cional: “la actuación llevada a cabo por 
la Agencia Tributaria no incumplió la re-
gulación entonces vigente en materia de 
notificaciones electrónicas, puesto que 
la mercantil demandante estaba obliga-
da a recibir las comunicaciones por esa 
vía, de conformidad con la normativa an-
teriormente compendiada”. No obstante, 
entiende el TC que la AEAT, a pesar de 
haber obrado ajustándose a la legalidad, 
debió emplear formas alternativas de 
comunicación.

Una interpretación histórica y socio-
lógica del art. 59.1 de la Ley 30/1992, 
subyace en la decisión del TC, teniendo 
en consideración que, en el momento en 
el que acontecían los hechos, la Admi-
nistración electrónica se encontraba en 
una fase de impulso.

Sin embargo, desde la entrada en vi-
gor de la Ley 39/2015 no puede apli-
carse el razonamiento expuesto, habida 
cuenta la consolidación de los medios 
electrónicos en las relaciones con la Ad-
ministración, resultando la vía electróni-
ca el medio esperado para la práctica de 
notificaciones a las personas jurídicas. 
Esta realidad se ha venido a plasmar en 
el derecho positivo en el art. 14 LPAC, el 
cual viene a establecer la obligación de 
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notificar electrónicamente, sin requisito 
adicional alguno, a las personas y enti-
dades que enumera.

La positivización de las notificacio-
nes electrónicas determina, además, la 
necesidad de recordar el principio igno-
rantia iuris non excusat (este sí clásico 
y atemporal, no como la estilográfica), 
de manera que, imponiéndose por ley 
a las personas jurídicas la obligación de 
relacionarse con la Administración por 
medios electrónicos, la ignorancia de la 
norma no puede afectar a la validez de 
la notificación.

Con el mismo fundamento –el de no 
dejar el cumplimiento de las normas al ar-
bitrio de la voluntad individual–, tampoco 
puede hacerse depender la validez de la 
notificación electrónica de la voluntad del 
interesado de acceder o no a la misma, 
pues con ello se estaría contraviniendo el 
tenor literal de los arts. 14, 41 y 43 LPAC.

De este modo, si existe un artículo 
que obliga a determinadas entidades a 
relacionarse electrónicamente con la Ad-
ministración y las notificaciones electró-
nicas cuentan con una regulación propia 
y completa, no pueden exigirse requi-

sitos adicionales para la validez de las 
notificaciones cuando por una actuación 
negligente de la empresa no se ha acce-
dido al buzón electrónico.

Es más, de sostenerse lo contrario, se 
estaría dejando sin efecto por la vía de 
los hechos la reforma legislativa operada 
en 2015, pues se impondría en la prác-
tica las notificaciones por correo ordina-
rio, ya que una notificación electrónica, 
por sí sola, no es suficiente si el intere-
sado decide no acceder a su contenido, 
o descuida esta obligación que legal-
mente le viene impuesta. 

“De este modo, si existe un artículo que obliga a determinadas 
entidades a relacionarse electrónicamente con la Administración 

y las notificaciones electrónicas cuentan con una regulación propia y 
completa, no pueden exigirse requisitos adicionales para la validez 

de las notificaciones cuando por una actuación negligente de la 
empresa no se ha accedido al buzón electrónico.”




